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La indiferencia es el peso muerto de la historia. La indiferencia 
opera potentemente en la historia. Opera pasivamente, pero opera. 
Es la fatalidad; aquello con que no se puede contar. Tuerce pro-
gramas, y arruina los planes mejor concebidos. Es la materia bruta 
desbaratadora de la inteligencia. Lo que sucede, el mal que se abate 
sobre todos, acontece porque la masa de los hombres abdica de su 
voluntad, permite la promulgación de leyes, que sólo la revuelta 
podrá derogar; consiente el acceso al poder de hombres, que sólo 
un amotinamiento conseguirá luego derrocar. La masa ignora por 
despreocupación; y entonces parece cosa de la fatalidad que todo 
y a todos atropella: al que consiente, lo mismo que al que disiente, 
al que sabía, lo mismo que al que no sabía, al activo, lo mismo que 
al indiferente. Algunos lloriquean piadosamente, otros blasfeman 
obscenamente, pero nadie o muy pocos se preguntan: ¿si hubiera 
tratado de hacer valer mi voluntad, habría pasado lo que ha pasado?

Odio a los indiferentes también por esto: porque me fastidia 
su lloriqueo de eternos inocentes. Pido cuentas a cada uno de ellos: 
cómo han acometido la tarea que la vida les ha puesto y les pone 
diariamente, qué han hecho, y especialmente, qué no han hecho. Y 
me siento en el derecho de ser inexorable y en la obligación de no 
derrochar mi piedad, de no compartir con ellos mis lágrimas.

Soy partidista, estoy vivo, siento ya en la consciencia de los 
de mi parte el pulso de la actividad de la ciudad futura que los de 
mi parte están construyendo. Y en ella, la cadena social no gravita 
sobre unos pocos; nada de cuanto en ella sucede es por acaso, ni 
producto de la fatalidad, sino obra inteligente de los ciudadanos. 
Nadie en ella está mirando desde la ventana el sacrificio y la sangría 
de los pocos. Vivo, soy partidista. Por eso odio a quien no toma 
partido, odio a los indiferentes.

Antonio Gramsci (1891-1937)
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0
Lagunas que parecen océanos

Se quejaba el hoy exmagistrado don Juan José del Águila sobre lo poco 
que conoce la ciudadanía española nuestro pasado más reciente y, con-
cretamente, las últimas décadas de la Dictadura franquista. Y, para ello, 
ponía el ejemplo del término TOP que ni siquiera se menciona ni se re-
ferencia en los diccionarios jurídicos al uso. Son las lagunas de la historia 
española que, como señaló Tuñón de Lara, parecieran océanos, agujeros 
negros por los que se han sumido episodios claves de la historia contem-
poránea de nuestro país. Etapas que sirven no sólo para entender mejor 
la Dictadura franquista, sino para poner en valor la lucha de quienes re-
sistieron al régimen genocida y que sentaron las bases de una ciudadanía 
democrática sin la que no puede entenderse el final del franquismo y la 
conquista de las libertades democráticas.

La judicatura es, posiblemente, uno de los pilares del franquismo 
menos conocido y, dentro de ella, las denominadas jurisdicciones espe-
ciales, instrumentos del poder para reprimir la disidencia política. Una 
de ellas fue, precisamente, la Jurisdicción Especial de Orden Público, 
integrada por el Juzgado de Orden Público (JOP) y el Tribunal de Orden 
Público (TOP) que, desde que fue creado en diciembre de 1963, hasta su 
extinción en enero de 1977, se encargó de reprimir todos aquellos dere-
chos que, en los países libres, se consideraban fundamentales. 

Hace ahora casi cuatro años, la Fundación Abogados de Atocha, 
editó el CD que recoge todas las sentencias que permiten rastrear los 
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nombres y apellidos de las víctimas del TOP. Coincidía en el tiempo con 
la ofensiva contra el juez Baltasar Garzón por haber tratado de investi-
gar el franquismo y, en ese acto de presentación del CD del TOP en la 
Complutense, lo citó el ex fiscal Carlos Jiménez Villarejo: “El auto de 
Varela dice que la labor de jueces y fiscales a favor de las víctimas de la 
dictadura es encomiable. ¿Cómo puede decir eso? Pero si estuvieron for-
mando parte del TOP hasta 1976. Fueron cómplices hasta el último día 
de las torturas de la Brigada Político-Social y nunca abrieron una causa 
ni siquiera por lesiones durante 40 años”. Por su parte, Francisco J. Bas-
tida, catedrático de la Universidad de Oviedo y autor de Jueces y franquismo 
(Ariel, 1986), afirmaba que los jueces se identificaron totalmente con 
la ideología franquista de “unidad espiritual, política, religiosa, sindical, 
moral y de cualquier índole”. 

La peculiaridad de la transición española permitió que magistrados y 
fiscales del TOP encontraran acomodo sin problemas en las nuevas ins-
tancias democráticas. No sólo no sufrieron ninguna represalia del nuevo 
poder democrático, sino que la gran mayoría fueron ascendidos y conti-
nuaron ejerciendo su labor en la transición y la democracia. La mayoría 
de los jueces que tuvieron plaza titular en el TOP fueron magistrados 
del Supremo o de la Audiencia Nacional en la democracia. Y todos man-
tuvieron la Cruz de San Raimundo de Peñafort, la medalla al mérito 
jurídico instituida en 1944 en el periodo más duro y filonazi del régimen, 
que también sobrevivió a la democracia.1 Por ejemplo, Francisco Ma-
teu Cánoves, que formó parte del Tribunal de Orden Público desde su 
constitución en 1964, primero como juez y luego como Presidente desde 
1968 hasta su extinción en 1977, llegó a ser magistrado suplente hasta el 
16 de noviembre de 1978, en que fue asesinado por ETA. Y es también 
aplicable a la Brigada Político Social, porque aunque sus competencias 
fueron restringidas en sucesivos decretos aprobados entre 1976 y 1981, 
su desaparición no se formalizó hasta el 13 de marzo de 1986, durante el 
primer gobierno socialista de Felipe González, de forma que en ningún 
momento de la transición española a la democracia  hubo depuración 
alguna contra los miembros de la BPS y buena parte de sus integrantes 
continuaron con sus carreras en la policía española, a pesar de su hoja de 

1 Véase noticia del acto, “Del TOP al Supremo”, de Pere Rusiñol, en Público.es, http://www.publico.
es/espana/313027/del-top-al-supremo.
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servicios represora, como el propio comisario y torturador Roberto Co-
nesa Escudero, que estuvo al frente de la recién creada Brigada Central 
de Información en 1978.2

En todo caso, no es este el objeto de investigación, pero queda por 
sistematizar la evolución que los magistrados del franquismo y los tortu-
radores de la BPS o de la Guardia Civil tuvieron durante la transición y 
la democracia para mostrar cómo la ley de punto final, hoy discutida en 
numerosas instancias internacionales, no supuso ningún tipo de depu-
ración ni en ésas ni en otras instituciones. Y quiero, en este punto, dejar 
sentado un elemento esencial, muy debatido actualmente, que es la pro-
pia naturaleza de la transición. Y es fundamental afirmar que desde que 
el PCE aprobó su política de reconciliación nacional en 1956, ésta no fue 
un subterfugio o un mero tacticismo, sino una apuesta estratégica, una 
profunda convicción de que había que superar, de una vez, el foso que 
se había abierto desde la guerra civil. Fue un elemento estratégico de pri-
mer orden al considerar que era necesario supurar las heridas y hacer una 
verdadera reconciliación entre los españoles. Eso es algo que se le debe 
especialmente a esa organización y, por ello, cuando se habla de la transi-
ción actualmente para explicar que los lodos de ahora son fruto de aque-
llos polvos, con un cierto reproche de traición, se olvida totalmente que 
la transición fue, en ese sentido, modélica, y, por tanto, no pasó factura 
a los verdugos. Y eso, por que precisamente la política de reconciliación 
nacional desterraba la revancha. Es decir, que fue una decisión política 
consciente y que nada tenía que ver con la correlación de fuerzas, sino 
con una convicción profunda de superar, de una vez, la confrontación 
entre españoles. Otra cuestión es el resultado de las reformas sociales 
y económicas que sí son fruto de la correlación de fuerzas en un mo-
mento dado pero que, en todo caso, no afecta al hecho fundamental de 

2 Roberto Conesa es el ejemplo más significativo en ese sentido. Ingresó en 1939 en la policía 
franquista y su primer gran éxito fue la captura y posterior ejecución de las llamadas “Trece Ro-
sas”, así como toda la estructura clandestina del Socorro Rojo Internacional en Madrid. Durante 
la II Guerra Mundial colaboró con la Gestapo. Luego trabajó como infiltrado en organizaciones 
como el PCE y las CCOO y fue especialista en la captación de confidentes, siendo conocido en 
los ámbitos de izquierda por sus brutales métodos durante los interrogatorios. Por su manos, por 
ejemplo, pasó Marcelino Camacho. Tras la disolución de la BPS fue destinado a la Brigada Central 
de Información, reclamado por Rodolfo Martín Villa, a la sazón Ministro del Interior, para resolver 
los secuestros de Antonio María de Oriol y del teniente general Emilio Villaescusa. Para redondear 
su curriculo represor, también colaboró con el dictador Rafael Leónidas Trujillo en Santo Domingo 
(República Dominicana).
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conseguir y mimar un proceso democrático que superara la tragedia de 
la guerra civil. Pero una cuestión es no pedir cuentas y otra muy distinta 
es el olvido o la no reparación hacia las víctimas del franquismo.

Lo primero es que las instituciones que apoyaron y fueron una parte 
sustancial de la dictadura como la judicatura, la iglesia y las fuerzas de 
orden público hubieran, al menos, pedido perdón por su implicación 
con el régimen fascista o hubieran iniciado un proceso de autodepu-
ración sin revanchismo para corresponder a quienes apostaron por las 
libertades. El nuevo sistema democrático tendría que haber emprendido 
una reparación hacia las víctimas del franquismo para esclarecer la ver-
dad sobre sus terribles consecuencias represivas y, sobre todo, para que 
las generaciones venideras se formaran en valores de libertad y justicia 
social. No se hizo con la claridad necesaria y aún hoy, casi cuatro décadas 
más tarde, se sigue pidiendo una investigación sobre los desaparecidos 
y la exhumación de los restos de las víctimas por cuenta del Estado;  
que se complete el mapa de fosas y el reconocimiento de los lugares 
de la memoria; el esclarecimiento del robo de niños o la devolución del 
patrimonio expoliado por el franquismo; la supresión de la simbología 
franquista que aún permanece vergonzosamente en lugares públicos (y 
en no pocas iglesias); la derogación de toda la legislación y disposiciones 
legales que impiden actualmente el acceso a la documentación y archivos 
del periodo franquista; la derogación o la tipificación como delito de la 
exaltación de la dictadura franquista y de aquellas actividades que supon-
gan apología de ese régimen fascista, entre otras. 

Por todo ello, esta investigación, que aparece en el cincuenta ani-
versario de la creación del TOP, trata de hacer justicia con las víctimas, 
pero también llenar algo esa laguna histórica circunscribiéndonos al ám-
bito de la resistencia andaluza contra la Dictadura, no porque nos anime 
ningún sentimiento populista o de patria chica, sino porque uno de los 
objetivos de la Fundación de Estudios Sindicales-Archivo Histórico de 
Comisiones Obreras de Andalucía es recuperar la memoria del antifran-
quismo en la región y sólo pretendemos completar otras investigaciones 
de ámbito nacional, como la que realizó monográficamente el mismo 
don Juan José del Águila y que nos ha servido de referencia. Su prolijo 
estudio sobre el TOP,3 nos evita profundizar en su origen, puesta en 

3 Juan José del Águila: El TOP. La represión de la libertad (1963-1977), Planeta, Barcelona, 2001.
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marcha, funcionamiento y extinción y, por ello, sólo resumiremos los 
aspectos esenciales para facilitar al lector la comprensión de los mismos. 
Sin embargo, pretendemos enriquecer el planteamiento metodológico 
de don Juan José del Águila basándonos no sólo en el enfoque articulado 
desde los magistrados que lo componen y sus efectos sobre las personas 
procesadas, sino que también nos interesa las miradas de las personas 
que ocuparon el banquillo de los acusados. En ese sentido, nos parece 
interesante el enfoque que, para el mismo tema, ha utilizado Javier Té-
bar Hurtado como coordinador de la reciente obra sobre los efectos de 
este mismo tribunal en Cataluña,4 una “historia social” de la política que 
nos permita, al mismo tiempo, observar las relaciones del TOP con la 
actividad antifranquista en Andalucía, más allá del análisis jurídico-insti-
tucional.

Nos interesa analizar las actitudes de la resistencia andaluza, de su 
militancia política que, desde la consciencia plena de su lucha contra la 
dictadura, contribuyó a los cambios iniciados desde comienzos de los 
años sesenta; analizar las principales organizaciones sociales y políticas 
que padecieron la represión para profundizar en la mirada que desde 
el poder y desde la militancia de base, cambiante, pudiera explicar la 
evolución del régimen y de la oposición en la medida en que ésta tam-
bién ofrece cambios tácticos, crisis, confrontaciones, confluencias…; la 
mirada del movimiento obrero y el movimiento estudiantil que fueron 
la espina dorsal de ese antifranquismo; la de quienes, como los aboga-
dos defensores, colaboraron con el movimiento democrático, desde un 
trabajo duro y poco gratificante, a veces muy desconocido. Y, todo ello, 
sin obviar la mirada de género para interrogarnos sobre el papel que 
ejercieron las mujeres es esa resistencia activa contra el régimen y cómo 
aquél respondía de forma “sexuada” ante aquéllas. En definitiva, la in-
vestigación es una aproximación a la resistencia antifranquista andaluza 
en su conjunto respecto al TOP. 

Finalmente, nos ha interesado rastrear la emigración masiva andalu-
za que huía del paro endémico desde numerosas zonas rurales, pero tam-
bién -y en no pocos casos- del acoso policial. Eso les llevó a buscar otras 
posibilidades en zonas geográficas más industrializadas como Cataluña 

4 Javier Tébar Hurtado, ed..: “Resistencia ordinaria”. La militancia y el antrifranquismo catalán ante el Tribu-
nal de Orden Público (1963-1977), Universidad de Valencia, 2012.
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y Madrid, fundamentalmente, donde muchos de ellos prosiguieron la lu-
cha y la militancia que habían iniciado a finales de los cincuenta. De este 
medio millar de andaluces provenientes de la emigración que pasaron 
por el TOP, nos ha interesado aproximarnos a la socialización política 
de muchos de estos jóvenes en sus lugares de destino y relatar en qué 
medida contribuyeron a la resistencia antifranquista. 

Es necesario el agradecimiento a los autores de los distintos capí-
tulos del libro y que, de forma desinteresada, forman parte del equipo 
de investigación que, desde hace años, tiene la Fundación de Estudios 
Sindicales-Archivo Histórico de Comisiones Obreras de Andalucía y que 
son especialistas en su materia: Eloísa Baena Luque y Pedro Sánchez Ro-
drigo. Hay que añadir el trabajo de Enriqueta Gómez León, Ana López 
Jiménez y el de Manuel Bueno Lluch, como documentalistas del AHC-
COO-A que han puesto a nuestra disposición el material necesario para 
la investigación. Pero en esta ocasión hay que hacer un agradecimiento 
especial al propio don Juan José del Águila, a Rubén Vega García y a 
José Gómez Alén, que nos han ofrecido una de las fuentes esenciales 
para este trabajo como poner en nuestras manos todas las sentencias 
del Tribunal de Orden Público.5 El estudio sistemático de cada una de 
las sentencias nos ha permitido aproximarnos a los instrumentos poli-
ciales y judiciales del régimen y a los hechos punitivos –muchas veces 
sesgados- de quienes aparecen en cada una de las sentencias. Una fuente 
imprescindible para rastrear cuantitativamente el grosor de la disidencia 
antifranquista, su geografía política e ideológica, su composición socio-
lógica o determinadas acciones o actitudes. Y, una vez más, debemos 
hacer constar las dificultades con que nos encontramos cuando accede-
mos a los archivos públicos, como es el caso de los propios expedien-
tes de los procesamientos de este mismo tribunal que, durante mucho 
tiempo, permanecerán cerrados a la consulta de los investigadores en 
tanto en cuanto no cambie la restrictiva e incomprensible situación legal 
que padecemos en la actualidad. Por eso, esta fuente documental de las 
sentencias deviene en casi única para el conocimiento de la dimensión 
represora del Tribunal de Orden Público.

5  Juan José del Águila: Las Sentencias del Tribunal de Orden Público. TOPDAT: una base de datos para 
explotar, Gijón, Gobierno del Principado de Asturias, Consejería de Justicia, Seguridad y Relaciones 
Exteriores; Madrid: Fundación Abogados de Atocha [CD-ROM] y editada dentro del proyecto: 
«Los Abogados Laboralistas y su lucha por una justicia democrática», 2007.
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Y, aún siendo importante, hemos recurrido a otras fuentes prima-
rias para la investigación tanto de archivos públicos como privados: del 
Archivo General del Ministerio del Interior, del Archivo General de la 
Administración, del Archivo Histórico Nacional, del Archivo General 
de Andalucía, del Archivo General del Gobierno en Andalucía, del Ar-
chivo General de la Jefatura Superior de Andalucía Occidental, del Ar-
chivo General de la Universidad de Sevilla y su homónimo de Granada 
o a distintos Archivos Históricos provinciales; finalmente, a archivos de 
organizaciones políticas como el Archivo Histórico del PCE y, por su-
puesto, los fondos que obran en la red de Archivos Históricos de CCOO 
que siguen siendo la principal fuente de investigación. Entre ellos, y es-
pecialmente, al Archivo Histórico de Comisiones Obreras de Andalucía 
que dispone de los fondos de los abogados que actuaron ante el TOP, 
de militantes de distintos partidos políticos o de las propias CCOO. Un 
Fondo Oral que desde hace décadas está construyendo el AHCCOO-A, 
el más importante de la región, y que nos permite explorar biografías 
militantes para enriquecer nuestro conocimiento del tardofranquismo y 
la construcción de la “memoria democrática” en nuestro país.

Debo agradecer personalmente la amabilidad de Javier Tébar Hur-
tado que nos ha posibilitado la memoria oral desde el Arxiu Històric de 
CCOO de Catalunya, referida fundamentalmente, a militantes origina-
rios de Andalucía. Por último, a las más del centenar de personas que 
accedieron a entrevistarse para el Archivo Histórico de CCOO de Anda-
lucía para la colección de biografías obreras y que pasaron por el TOP.

Este trabajo es por ellos y ellas, porque como dijera Benedetti, “… 
con gente como ésa, me comprometo para lo que sea por el resto de mi 
vida, ya que por tenerlos junto a mí, me doy por bien retribuido”.

								      

Alfonso Martínez Foronda
Coordinador
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Capítulo 1 
EL TOP: el maquillaje del régimen

Cuando se sabe que la justicia está de una 
parte, es indecoroso mantenerse neutral.

J.F. Castelli

A Nicolás Sartorius le gusta citar al gran Francisco de Quevedo, en este 
caso su obra Marco Bruto, cuando decía que las dictaduras son tan malas 
que si se endurecen se despeñan y si se reblandecen las despeñan.6 La 
cita le sirve para referirse a la Dictadura de Franco y cómo ésta tuvo que 
afrontar un doble y complejo proceso: en la medida en que los sectores 
más avanzados del movimiento obrero, del movimiento estudiantil y de 
los intelectuales y profesionales avanzaban en su acción colectiva, en 
la misma medida, provocaban el endurecimiento del régimen que era 
incapaz de asimilar el ensanchamiento de la disidencia. Y, como conse-
cuencia, producía un triple fenómeno: de una parte, reducía los apoyos 
sociales a la dictadura tanto dentro como fuera de España, al tiempo que 
provocaba el rechazo de los sectores más moderados que no compar-
tían una represión excesivamente dura; de otra, unía a la oposición de-
mocrática que estrechaba lazos de solidaridad y, finalmente, provocaba 
fisuras en las esferas de poder entre quienes apostaban por una apertura 
pensando en el futuro y quienes mantenían posiciones de mano dura 
creyendo que era la única forma para que no se fuera todo por la borda. 
Al final, Sartorius cerraba el círculo y afirmaba que Quevedo, una vez 
más, tenía razón.

6 Véase prólogo de Nicolás Sartorius al libro de Alfonso Martínez Foronda (coord.): La dictadura en 
la dictadura. Detenidos, torturados y deportados en Andalucía durante el Estado de Excepción de 1969, Córdoba, 
Editorial El Páramo, 2011, p. 27.
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La referencia a la reflexión de Quevedo podría servir para explicar 
cómo la Dictadura, que se fundamentó en la violencia de todo tipo, fue 
creando instrumentos para eliminar o frenar cualquier disidencia y que, 
en función de la dinámica creciente de ésta última, retorcía sus propias 
leyes o creaba otras distintas que sirvieran a su propia pervivencia. En 
general, la historiografía coincide en que la Dictadura, a través de las 
jurisdicciones especiales que fue creando,7 militarizó el orden público y 
transitó desde un estado de guerra a un estado de excepción permanen-
te. Pero, aunque todos los instrumentos ideados desde el fin de la guerra 
civil para frenar la disidencia pudieran parecer suficientes para conse-
guir este fin, en la misma medida en que la resistencia antifranquista fue 
adoptando nuevas formas de lucha, el régimen también buscó fórmulas 
más eficaces para perseguir a esa disidencia cada vez más numerosa, cada 
vez más diversa. En ese sentido, la reorganización del movimiento obre-
ro a partir de mediados de los años cincuenta -y que tuvo sus primeras 
expresiones en las huelgas obreras de 1956 y 1957, así como los prime-
ros focos de contestación universitaria en esos mismos años-, provocó 
la aparición de dos leyes que marcarán el futuro represivo del régimen 
como respuesta a esas movilizaciones: la creación en enero de 1958 de 
un juzgado militar especial con jurisdicción en todo el territorio nacional 
al frente del cual estuvo el Coronel Enrique Eymar y la Ley de Orden 
Público de 1959 en la que se regulaba, entre otras cuestiones, los esta-
dos de excepción –aunque funcionaban en la práctica desde 1956- con 
el objetivo de lograr una mayor eficacia en la lucha contra la oposición, 
como si una dictadura no fuera, en sí misma, un estado de excepción 
permanente. 

El decreto de 1958 explicitaba que dicha ley dotaba “de la debida 
eficacia la actuación de los funcionarios judiciales que han de intervenir 
en la persecución de las actividades extremistas que se han producido en 
diversos lugares de la nación, obedeciendo a una unidad de consigna”8 y 
la Ley de Orden Público dejaba al descubierto su amplitud al considerar 
que debía atacar todo aquello que atentara contra la “unidad espiritual, 
nacional, política y social de España”. Pero uno y otra dejaban al descu-

7 Una de ellas fue la del Tribunal Especial para la Represión de la Masonería y el Comunismo de 1 
de marzo de 1940.
8 Decreto de 28 de enero de 1958 de 1958 y decreto de 25 de abril de 1958 ampliando las facultades 
de ese juzgado especial.
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bierto una cuestión importante: que la resistencia antifranquista era cada 
vez mayor y que había encontrado fórmulas de lucha que le permitía 
resistir mejor los embates represivos. Mucho tuvo que ver en ello los 
propios cambios económicos y jurídicos a que se vio forzado el régimen 
por el FMI o la propia OCDE cuando, fracasada la vía autárquica del ca-
pitalismo español, y para adaptarse a los mecanismos de mercado, tuvo 
que aprobar lo que se denominó Plan de Estabilización a finales de los 
cincuenta, que no fue sino una plataforma jurídico-laboral que intentaba 
dar respuesta a esas demandas. Y derivado de ello, el nacimiento de la 
Ley de Convenios Colectivos de abril de 1958 para acabar con la rigi-
dez intervencionista del estado y que, hasta entonces, no posibilitaba la 
productividad de los trabajadores y dificultaba la competitividad de las 
empresas. Esta ley, al final, lo que procuraba era ligar los incrementos sa-
lariales a los de productividad. Pero lo importante fue que la negociación 
colectiva se convirtió en un aliciente, en una palanca para la organización 
y para la movilización lo que, a su vez, propició un nuevo movimiento 
obrero, con nuevas experiencias, con nuevos protagonistas, alejado del 
de los años de la preguerra.9 Y, aún con estos cambios en materia socioe-
conómica, hasta comienzos de los años sesenta, la jurisdicción militar 
seguirá siendo en materia represiva la instancia jurídica hegemónica para 
la defensa y estabilidad política de la dictadura.

A pesar de las medidas represivas, el crecimiento de la disidencia en 
los últimos años de los cincuenta y los primeros de los sesenta del siglo 
pasado será importante en las principales zonas industriales del país y 
llegará hasta la primavera de 1962 con la explosión de las huelgas mine-
ras asturianas. Un crecimiento que, en el caso de Andalucía, será notable 
en la mayor parte de las provincias andaluzas, con la peculiaridad de que 
en esta región, escasamente industrializada, ese incremento de activismo 
antifranquista se producirá, al mismo tiempo, tanto en las grandes em-
presas de Sevilla, Córdoba o Málaga, como en algunas zonas rurales de 
casi toda Andalucía. Y, en ambos casos, ligado casi exclusivamente a la 
militancia comunista. 

El PCE irá desarrollando su organización territorial y sectorial en 
gran parte de Andalucía desde mediados de los cincuenta, incrustándo-

9 Véase Alfonso Martínez Foronda y Eduardo Saborido Galán, 50 años de lucha obrera. Una camino 
irrenunciable hacia la libertad, Revista Andalucía en la Historia, Año V, número 22, octubre/diciembre 
2008, pp. 66-69.
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se en grandes empresas desde las elecciones sindicales de 1957, en las 
que fueron elegidos como enlaces sindicales o creando estructuras or-
ganizativas en las capitales y en numerosos pueblos y comarcas. Son los 
propios informes policiales referidos a Andalucía en esos años los que 
constatan que, y sobre todo a partir de 1959, el ascenso del activismo co-
munista se había traducido en una profusión de propaganda clandestina 
e, incluso que, en algunos casos como Sevilla, disponía de aparatos de 
propaganda propia, lo que suponía un salto de calidad en el desarrollo 
de esas organizaciones, al tiempo que se había iniciado “un empuje y una 
acción de coordinación y enlace” importantes.10 

Ese empuje era la consecuencia del activismo que se había desplega-
do en las convocatorias que el PCE había realizado el 5 de mayo de 1958 
con la Jornada de Reconciliación Nacional o la convocatoria de Huelga 
Nacional Pacífica de junio de 1959 y, aunque su seguimiento en ambos 
casos fue irrelevante, sin embargo, había posibilitado a sus militantes 
un motivo concreto para la movilización. La persecución hacia el PCE 
se traducirá en la detención de casi 1.200 militantes de esa organización 
entre 1960 y 1962 y, de ellos, algo más de la mitad lo fueron en Andalu-
cía, más meritorio si cabe teniendo en cuenta que esta región estaba es-
casamente industrializada, lo que no favorecía concentraciones obreras 
que normalmente permitían sociabilizar experiencias de resistencia con 
mayor rapidez.

Datos comparativos entre los detenidos en España y Andalucía 
por “comunistas” entre 1960-1962

COMUNISTAS 1960 1961 1962 Total
España - 795 394 1.189

Andalucía 155 377 133 665

Fuente: Para Andalucía elaboración propia desde el Archivo Histórico Nacional, Boletines 
Informativos de la Dirección General de la Policía (años 1961 y 1962)  y a nivel nacional datos 
de Juan José del Águila, El TOP…, op. cit., pp. 44-45.

Si desglosamos las causas de las detenciones durante 1961 a nivel 
nacional, con un total de 1.335, sólo los acusados de comunistas ascien-

10 Informe-Memoria sobre el alcance de la Organización del Partido Comunista en la provincia de Sevilla de la 138 
Comandancia de la Guardia Civil al Gobernador Civil de la provincia, de 31 de julio de 1960, en 
AGCS, Leg. 1728, Sección de Orden Público.
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den a 795, pero, al mismo tiempo, aumentan significativamente las de los 
“indefinidos” y otros grupos políticos, como se observa en este cuadro:

Relación de detenciones practicadas por la BPS y la Guardia Civil 
en 1961 clasificadas según su afiliación política

CAUSA DE LA DETENCIÓN ESPAÑA ANDALUCÍA (SÓLO COMUNISTAS)
Comunistas 795 Córdoba 29
Indefinidos 204 Jaén 49
Separatistas 109 Granada 204
Sectas religiosas 91 Málaga 83
Otros 136 Sevilla 12
TOTAL 1.335 377

Fuente: Para Andalucía, de elaboración propia desde el Archivo Histórico Nacional, Boleti-
nes Informativos de la Dirección General de la Policía y a nivel nacional datos de Juan José 
del Águila, El TOP…, op. cit., p. 44-45.

Este empuje de finales de los cincuenta y comienzos de los sesenta 
tiene mucho que ver con la irrupción en escena de una nueva generación 
que no había conocido los horrores de la guerra civil, los “hijos de la 
guerra” que habían nacido a finales de los años veinte y a lo largo de los 
treinta y que habían mantenido la oposición en los aledaños del antifran-
quismo a comienzos de los cuarenta. Aunque la reorganización del PCE 
en distintas provincias andaluzas a mediados de los cincuenta se efectúa, 
con muchas dificultades, a través de militantes veteranos que van salien-
do de las cárceles en esos años y que facilitan los primeros contactos 
con los jóvenes, sin embargo, el empuje lo darán estos últimos que se 
van incorporando a la vida partidaria en esos años. Por ello, las caídas de 
Andalucía entre 1960 y 1962 muestran que un tercio de los represaliados 
son veteranos –que coincide con los máximos dirigentes del PCE y que 
habían participado de alguna forma en la guerra civil- mientras que el 
resto son jóvenes menores de 35 años. 

Es decir, que desde mediados de los años cincuenta hasta 1962 (y 
como frontera las huelgas asturianas de la primavera de ese año), nos 
vamos a encontrar un periodo distinto tanto en las prácticas opositoras 
como en la generación que las protagoniza, así como en la represión que 
se cierne sobre ellos, diferente al que se venía realizando desde el fin de la 
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guerra civil. Este periodo, que algunos historiadores han calificado como 
de transición,11 se va a caracterizar, fundamentalmente, no sólo por la 
renuncia a la lucha armada, sino por la nueva política estratégica que 
aprueba el PCE referida a la reconciliación nacional, su apuesta por la 
lucha desde dentro de los sindicatos verticales y la entrada de esa nueva 
generación de jóvenes, tanto en la militancia activa como en los órganos 
de dirección. La mayoría de esos militantes jóvenes, no obstante, proce-
derán de la España vencida, con una importante presencia de recuerdos 
de familiares de primer y segundo grado represaliados, algunos hasta la 
muerte. Y todos ellos, casi siempre obreros, sin apenas instrucción –que 
en la mayoría de los casos se reducía a la enseñanza primaria- y con unas 
depauperadas condiciones socioeconómicas: sin empleo estable, mal re-
munerado o con la amenaza continua del paro o con un nivel de explota-
ción en las empresas considerable. En definitiva, estamos en un periodo 
de transición porque todavía permanecerán elementos que provienen de 
prácticas antiguas (la ultraclandestinidad y ciertos rechazos en los ma-
yores de participar en el vertical) con nuevas prácticas más abiertas no 
exentas de cautelas (la participación en los sindicatos verticales, pero 
también en la difusión y reparto de propaganda). 

Pero si las caídas son numerosas a nivel nacional, las de Andalucía res-
pecto de aquéllas son notables porque representan un 30 por 100 del total, 
con la especificidad de que aquí sólo afectan al PCE. Son caídas masivas 
en estas provincias (ver Anexo I) y que acabarían desarticulando en casi 
todas ellas el Comité Provincial, numerosos comités locales, comarcales y 
de empresas que se habían ido articulando en los años anteriores.12 Serán 
detenidos y procesados en Consejo de Guerra que se celebran a comien-
zos de 1962 militantes comunistas de empresas como la cordobesa Elec-
tromecánica, las sevillanas ISA e Hispano Aviación, las malagueñas VERS o 
RENFE o la granadina de Tranvías Eléctricos. Y todos ellos, con largas con-
denas, que tendrán que cumplir en las cárceles de Burgos –quienes eran 
los máximos responsables del PCE- o de Cáceres, donde iban el resto.

11 Véase especialmente la investigación de Marcial Sánchez Mosquera, -Del miedo genético a la pro-
testa. Memoria de los disidentes del franquismo, Fundación de Estudios Sindicales-Archivo Histórico de 
CCOO de Andalucía, Sevilla, 2008, pp. 154-160.
12 Véase para la de Granada, con relación nominal de todos los detenidos, a Alfonso Martínez Fo-
ronda, La lucha del movimiento obrero en Granada por las libertades y la democracia. Paco Portillo y Pepe Cid: dos 
líderes, dos puentes, Fundación de Estudios Sindicales, Gráficas La Madraza, Granada, 2012, pp. 82-91.
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A pesar de estas caídas masivas, no podrán desarticular a toda la or-
ganización comunista andaluza, aunque los efectos de las de comienzos 
de 1961 se dejarán notar durante algunos años en todas las provincias y, 
especialmente en Granada y Málaga –que tardarán otros dos años para 
reorganizarse-, o Córdoba, que lo hará a partir de 1964 y, en todos los 
casos, con muchas dificultades. Está por hacer un análisis específico so-
bre por qué la mayor parte de estas caídas de 1960 a 1962, en mayor 
parte de los casos -y con los datos de que disponemos de los detenidos 
en toda Andalucía- abandonaron la lucha hasta, al menos, el final de la 
dictadura o inicios de la transición. Aunque no es objetivo de este estu-
dio, podríamos avanzar que la militancia se incorpora al PCE a finales de 
los cincuenta, se caracteriza porque apenas tienen una formación políti-
ca sólida y con escaso recorrido político cuando se producen las caídas 
que, además, afectan en mayor parte de los casos a zonas rurales donde 
el aislamiento de los militares es mucho mayor, además de que el golpe 
represor fue muy duro para muchos de ellos. 

El golpe represor había sido tan importante cualitativa y cuantitati-
vamente que la propia DGS constata en algún caso, como el de Sevilla, 
que había que “considerar por completo desarticulada la Organización 
Comunista” de esa provincia.13 Un análisis parcial porque no valoraba la 
verdadera extensión organizativa del PCE que siguió, con los altibajos 
correspondientes, manteniendo militancia en otros puntos de Andalu-
cía. Por ello, desde comienzos de 1962 hasta la eclosión de las huelgas 
mineras asturianas, los militantes comunistas andaluces que no habían 
caído seguirán protagonizando la resistencia antifranquista, bien reivin-
dicando amnistía para los presos, bien luchando por mejoras salariales 
y sociales o bien solidarizándose con las movilizaciones de los mineros. 
Como consecuencia de ello, volverán a ser detenidos otros 133 militan-
tes comunistas andaluces:

13 Archivo Histórico Nacional. Fondos Contemporáneos, Dirección General de Seguridad, exp. 
53102, R.S. nº 5496/X, informe de la DGS de 17 de mayo de 1961, pp. 8-9.
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Detenidos en Andalucía por la BPS y la Guardia Civil durante 1962

PROVINCIA MES DETENIDOS TRIBUNAL ACTIVIDADES EXTREMISTAS
Vélez Málaga (Málaga) Enero 40 -
Córdoba Abril-mayo 83 -

Sevilla 30 de mayo 10
Juzgados por el TOP, 
Sumario 422/63-Rollo 120/64

Total 133 -

Fuente: Archivo Histórico Nacional. Boletines Informativos de la Dirección General de la 
Policía, correspondientes a 1962. 

La peculiaridad de la caída el 30 de mayo de 1962 de 10 militantes co-
munistas sevillanos de Herrera y El Rubio  -reivindicaban jornales míni-
mos de 125 pesetas para la recolección-, es que no pasará por el Tribunal 
Especial de Actividades Extremistas, porque será la primera en Andalucía 
que lo haga por el recién estrenado Tribunal de Orden Público. Y para 
dejar constancia que éste sigue siendo un tribunal especial contra la re-
presión se despacha con una condena ejemplar de 41 años, 5 meses y 17 
días de prisión menor, así como 120.000 pesetas de multa. Esta decena 
de jornaleros y labradores, que habían osado reivindicar un jornal digno, 
pronto supieron para qué se había creado el Tribunal de Orden Público.14

El recrudecimiento de la conflictividad en esos años y, especialmente 
en 1962, con las huelgas mineras asturianas de esa primavera, se respon-
dió desde la jurisdicción militar para reprimir las disidencias, aumentán-
dose significativamente el trabajo de estos tribunales especiales. Según 
el profesor Balbé, entre 376 y 414 personas fueron condenadas por tri-
bunales militares entre 1961 y 1963, aunque es probable que sean más 
habida cuenta de que no aparecen todas las que lo fueron en Andalucía, 
pero indica, no obstante, que en esos momentos el régimen seguía utili-
zando la jurisdicción militar para reprimir cualquier actividad disidente.15

Las huelgas mineras asturianas de 1962,16 no obstante, serán un 
punto de inflexión en la resistencia antifranquista, no sólo porque son 

14 Véase TOPDAT, Sumario 422/63 (Rollo 120/64) y Sentencia 43/64 de 5-8-64.
15 M. Balbé, Orden Público y militarismo en la España constitucional (1812-1983), Madrid, 1985.
16 Para las repercusiones de la huelgas asturianas de 1962 en Andalucía, véase BAENA LUQUE, E. 
y ORTEGA LÓPEZ, Teresa María: “1962, “el mayo andaluz. Andalucía ante las huelgas mineras 
de Asturias”, en VEGA GARCÍA, Rubén (coord.): Las huelgas de 1962 en España y su repercusión 
internacional, Fundación Juan Muñiz Zapico, Oviedo, 2002, pp. 143-160.
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la expresión de un nuevo movimiento obrero en España, sino también 
porque, a partir de éllas, se producirán cambios importantes en las for-
mas de represión. Ya ha explicado suficientemente Juan José del Águila 
–y lo hacemos aquí sucintamente- que la creación del Tribunal de Orden 
Público tendrá mucho que ver con una serie de factores como la crítica 
internacional por el uso que de los consejos de guerra se hizo contra 
los mineros asturianos en esas huelgas; por la necesidad de participar 
en instancias internacionales como la Comunidad Económica Europea, 
la ONU o el Banco Mundial, entre otras, así como  para ofrecer una 
imagen menos fascista al boom turístico o un rostro más amable a las 
inversiones extranjeras, por no olvidar la repercusión mundial que había 
tenido el vergonzante crimen del dirigente comunista Julián Grimau, en 
abril de 1963. Pero también, y sobre todo, la creación del TOP responde 
a una adaptación del régimen respecto de los cambios y formas de lucha 
distintas que estaba adoptando la resistencia antifranquista.

Por tanto, a partir de la creación del TOP, todos los delitos de los 
tipificados como políticos serán perseguidos por este tribunal y la mayo-
ría de ellos quedarán al margen de la jurisdicción militar, excepto los que 
habían realizado actos violentos contra las fuerzas del orden público. Es 
decir, que el TOP se crea desde el obligado maquillaje que el régimen 
debía hacer de sus instituciones para recibir las bendiciones norteame-
ricanas y europeas y no tanto para sustituir por entero a la jurisdicción 
militar, sino para descargarla de una parte de sus tareas. Era demasiado 
estridente que a comienzos de los años sesenta en las salas de bande-
ras, entre antorchados y charreteras, se siguiera condenando la simple 
desafección del régimen, entre otros muchos delitos “subversivos”. Sin 
embargo, la jurisdicción militar siguió actuando, pues sólo entre 1964 y 
1968 fueron condenados más de 1.500 civiles por los tribunales milita-
res, al tiempo que el TOP, en ese mismo periodo, procesaría a más de 
dos mil personas.

La preocupación del franquismo por el Orden Público, asociado a su 
concepto de “paz social”, era el mejor tesoro que debía preservar cuan-
do cualquier circunstancia lo alterase. Desde que se aprobara la Ley de 
Orden Público de 30 de julio de 1959, los responsables políticos garan-
tizaban la tranquilidad del régimen porque esa ley no era sino un instru-
mento más para reforzar las facultades de las autoridades gubernativas 
en materia sancionadora y se dirigía contra cualquier disidente, estuviera 
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organizado o no, que atentara contra las famosas cuatro unidades (la 
política, espiritual, nacional y social) de la esencia de España. No era de 
extrañar que cuando esa Ley se aprobó en las Cortes franquistas, el en-
tonces ministro de la Gobernación, Camilo Alonso Vega, en su discurso 
barroco, la llegó a definir como “la Carta Magna de la convivencia social, 
que justifica el aforismo “salud populis suprema lex”.17 

Aunque la creación del TOP respondía al intento de ofrecer una 
imagen de un estado de derecho que respetaba las garantías jurídicas, 
dejando fuera de la jurisdicción militar aquellos delitos políticos propios 
de la disidencia antifranquista,  sin embargo, siguió otorgando a los jue-
ces una suerte de independencia que seguía siendo una coartada para 
su sometimiento al poder despótico. Fue una operación cosmética, una 
pura “administrativización de la represión”, como la define certeramente 
Javier Tébar, de que todo cambiara para que todo siguiera igual. No en 
vano, en la exposición de motivos de la creación del Juzgado y el Tribu-
nal de Orden Público, se dice con toda claridad que su existencia se debe 
a la necesidad de “acomodar las disposiciones punitivas y jurisdicciona-
les a los dictados de la realidad social”.

Desde su creación el 2 de diciembre de 1963 (Ley 154/63), la ju-
risdicción de orden público estuvo integrada por un Juzgado de Orden 
Público (JOP) -que era el que instruía el sumario- y por el propio Tribu-
nal de Orden Público (TOP), con sede en Madrid –concretamente en el 
Palacio de las Salesas, donde también se encontraba el Tribunal Supremo 
y otras instituciones judiciales franquistas- y que estaba compuesto por 
un presidente, dos magistrados, un fiscal y un secretario. El aumento de 
la disidencia a partir de los primeros años de la década de los setenta, 
hizo que se creara un segundo Juzgado de Orden Público, concretamen-
te, en 1972. Y desde ahí hasta su extinción por Real Decreto-Ley de 4 de 
enero de 1977, en tiempos de Adolfo Suárez, este tribunal especial tuvo 
competencia “privativa” para todos los delitos cometidos en el ámbito 
nacional que tendieran a “subvertir los principios básicos del Estado” o 
aquellos que perturbaran “el orden público” o sembraran “zozobra en la 
conciencia nacional”. Pero, al mismo tiempo, a este tribunal se le atribuía 
el conocimiento de los delitos previstos en la ley de 1 de marzo de 1940, 

17 Discurso en Sesión Plenaria de las Cortes franquistas de 28/7/1959. Boletín Oficial de las Cortes, 
núm. 638.
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por supresión del Tribunal Especial para la Represión de la Masonería y 
el Comunismo lo que significaba, de hecho, un recorte en la amplia com-
petencia de la jurisdicción militar.18 En su presentación en las Cortes, fue 
el ministro de Justicia, Antonio Iturmendi Bañales, el que explicó perfec-
tamente el carácter de este tribunal, por “la alarma y perturbación social 
que causan” y que “llevan consigo una peligrosidad de tan gravísimas 
consecuencias que justifica, por la necesidad de atajarlos eficazmente, el 
establecimiento de procedimientos sumarios y jurisdicciones especiales, 
sin merma de las garantías que el justiciable requiere”.19

¿Y cuáles eran esos “gravísimos delitos”? Pues los de opinión, reu-
nión, asociación, prensa, manifestación y huelgas (sedición), y otros como 
atentados contra agentes del orden público, blasfemias, injurias al Jefe del 
Estado y también hurto o tenencia ilícita de armas, aunque algunos de es-
tos últimos no tuvieran nada que ver con delitos específicamente políticos 
y fueran anecdóticos en la vida del TOP, ya que la inmensa mayoría de las 
personas procesadas lo fueron por “perturbar” de alguna forma el “or-
den” tal y como lo entendía el régimen franquista y, por tanto, respondían 
a la lucha política democrática de la resistencia organizada. Por que, a la 
postre, ese tribunal se configuró, desde su inicio, para la persecución de la 
disidencia política y eso es así desde que comienza a actuar la BPS dete-
niendo a los disidentes porque desde los primeros atestados que realizaba 
la Brigada Político Social –con funciones de policía judicial-, hasta la ins-
trucción de los sumarios por los jueces de Orden Público y la politización 
de la fiscalía, siguió mostrando la dependencia de los magistrados respec-
to del gobierno franquista, constituyéndose en  una pieza fundamental 
para la represión. Pero ni la judicatura ni la jerarquía católica impugnaron 
desde el punto de vista teórico o práctico esta aberrante institucionaliza-
ción de la represión política y su complicidad con la dictadura ha tenido 
una sombra tan alargada que, todavía hoy, ninguna de estas instituciones 
ha pedido perdón por su actuación durante la dictadura.

Pero hay que notar, y esto es importante, que los casi doce mil años 
de cárcel con que el TOP despachó a la resistencia política, sin contar 

18 Véase Juan José del Águila, El TOP…., pp. 20-21 y 75 y ss. y Javier Tébar Hurtado y Nadia Varo 
Moral, “Los enemigos evidentes del régimen ante el Tribunal de Orden Público”, Javier Tébar Hur-
tado (ed), “Resistencia ordinaria”. La militancia y el antifranquismo catalán ante el Tribunal de Orden Público 
(1963-1977), Universidad de Valencia, 2012, pp. 62-65.
19 De Nicolás Sartorius y Javier Alfaya, La memoria insumisa, Editorial Crítica, Barcelona, p. 279.
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las causas militares hacia civiles en esos mismos años, son sólo una parte 
de toda la represión franquista, y no la mayor, ya que sólo se le instruyó 
el correspondiente sumario a parte de los detenidos y encarcelados y, 
de entre estos últimos, no todos se sustanciaron en su correspondiente 
juicio. Juan José del Águila, ha contabilizado un total de 22.660 expe-
dientes, de los que el tribunal sólo dictó 3.798 sentencias, de las que 959 
fueron absolutorias. Es decir, que si las sentencias representan un 17 por 
100 del total de los sumarios instruidos, y éstos se concretan decenas de 
miles de años de cárcel, si el TOP hubiera llevado al banquillo a todos los 
militantes antifranquistas a los que se les instruyó el correspondiente su-
mario estaríamos ante cifras abrumadoras. Pero no nos equivoquemos, 
porque si muchos expedientes no acabaron en juicio no lo fue tanto por 
la magnanimidad del tribunal hacia los encausados, sino porque el incre-
mento notable de la resistencia desde mediados de los sesenta y, sobre 
todo, en los primeros años de los setenta, supuso tal cúmulo de trabajo 
que imposibilitó al TOP, en la práctica, llevar a juicio a todos a los que se 
les había instruido el correspondiente sumario, amén de las numerosas 
arbitrariedades del mismo.

Tampoco los guarismos de quienes fueron procesados y enjuiciados 
nos permiten ver el grosor cuantitativo y cualitativo de la represión. Y 
eso porque para muchos de los que no llegaron al TOP o a un Consejo 
de Guerra, la simple detención y el paso por los calabozos de la Brigadi-
lla de la Guardia Civil o de la Brigada Político Social, con sus correspon-
dientes torturas físicas y psicológicas, así como el encarcelamiento pos-
terior o las cuantiosas multas gubernativas, fueron elementos represivos 
lo suficientemente importantes como para que no pocos desistieran de la 
resistencia en esos momentos, incluso para periodos largos y, en no po-
cos casos, para siempre. Y si a ello le sumamos a todos aquellos que fue-
ron procesados y que estaban pendientes de su juicio correspondiente, 
la dilación temporal de los procesos –que a veces duraba años- fue una 
espada de Damocles en todos y cada uno de los encartados que, en no 
pocos casos, quedaban paralizados. Y, en fin, otro elemento, no menos 
importante y que casi siempre pasa desapercibido, es el de los despidos, 
la otra represión, un daño colateral fundamental para quienes perdieron 
su empleo y engrosaron las listas negras por lo que, en no pocos casos, 
tuvieron que salir de sus lugares de origen para engrosar las listas de la 
emigración. 
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El miedo es libre y el régimen sabía que desde el mismo momento 
de la detención, la represión hacía estragos entre los resistentes. Por eso 
los datos represivos del TOP, aún siendo abultados, sólo son la punta del 
iceberg, ya que ningún estudio puede mostrar con guarismos el grosor 
y los efectos de la represión. ¿Cuántos de los que fueron detenidos de-
jaron la lucha a partir de ese mismo momento y no volvieron jamás al 
compromiso militante? ¿Cuántos de los que cumplieron alguna condena 
se alejaron temporal o definitivamente? ¿Cuántos siguieron en la militan-
cia activa y fueron reincidentes? Aunque este no es el objeto de estudio, 
podemos afirmar, al menos en el caso andaluz y que, probablemente es 
extensivo al resto del país, que la mayoría, la inmensa mayoría de los de-
tenidos, ya no volvieron a la militancia activa durante toda la dictadura y 
esto se hace más evidente cuanto más nos retrotraemos en el tiempo, en 
las caídas de 1960-1962 donde, excepto unos pocos, los demás desapa-
recieron para la resistencia hasta incluso después de la muerte del dicta-
dor.20 Pero también es aplicable a partir de la creación del TOP, aunque 
ciertamente, el número de reincidentes es mayor porque también fue 
cambiando la naturaleza de la militancia, sobre todo, la referida al movi-
miento obrero. Pero sin entrar en ello, lo que queremos decir es que lejos 
de demostrar la debilidad de quienes se comprometieron contra el fran-
quismo –ya meritoria por el simple hecho de iniciar la resistencia a todo 
un aparato represor-, lo que demuestra es que la represión combinada en 
todas sus variantes, sí fue mucho más efectiva de lo que comúnmente se 
ha planteado o valorado. 

Por todo ello, siempre hay que valorar con más detenimiento las 
dificultades inherentes a la reconstrucción de las organizaciones desde 
que se producían las caídas masivas que desarticulaban aparatos de pro-
paganda o direcciones políticas. Y eso hace más meritoria, si cabe, la re-
sistencia de quienes, a pesar de las detenciones y encarcelamientos, per-
sistieron en su lucha contra la dictadura fascista y que, en algunos casos, 
sufrieron hasta varios procesos ante el TOP. Por ello, cuando se afirma 
taxativamente que la lucha antifranquista fue minoritaria, sin introducir 
ningún matiz explicativo, lo que se hace es  justificar la fortaleza del régi-
men y la complicidad de la mayoría de los españoles con el mismo y, de 

20 Hemos rastreado caída por caída y nombre por nombre constatando que la inmensa mayoría se 
alejaron, de una u otra forma, de la protesta. 



paso, negar que las libertades fueron conquistadas y no regaladas. Una 
versión historiográfica que está haciendo fortuna desde cierto análisis 
sociológico que pasa de puntillas, precisamente, sobre los estragos de la 
represión.



35

Capítulo 2
La resistencia andaluza ante el TOP

Intentaremos aproximarnos a la respuesta que va dando el TOP al as-
censo de la resistencia antifranquista en Andalucía, dividiéndolo en tres 
periodos que, a nuestro juicio, responden al avance que experimenta la 
oposición organizada a partir de la creación del TOP: un primer periodo 
de incertidumbre del régimen ante la aparición de las nuevas formas de 
protesta en el movimiento obrero –y de las CCOO en particular-, que iría 
desde 1964 a 1966, inclusive; un segundo periodo de mayor clarificación 
en su respuesta desde el triunfo de las candidaturas de CCOO en las elec-
ciones sindicales de 1966, la aparición y desarrollo de los sindicatos de-
mocráticos de estudiantes y la de organizaciones de la llamada “izquierda 
revolucionaria”, que iría desde 1967 al estado de excepción de 1970/71; 
y un tercer periodo, de recomposición del movimiento obrero y la mayor 
presencia de grupos de extrema izquierda, fundamentalmente en ámbitos 
universitarios, y que comprendería desde 1972 a la muerte del dictador. 

Hemos de realizar una aclaración previa para todo el estudio derivado 
del TOP.  En primer lugar, nos hemos circunscrito a aquellas personas 
que fueron enjuiciadas por el TOP del total de procesados, ya que como 
sabemos no todos los procesados (es decir, a los detenidos que se les ins-
truyó el correspondiente expediente en el Juzgado de Orden Público) fue-
ron enjuiciados. En segundo lugar, hemos tomado como referencia el año 
en que se inició su expediente en el TOP y no el año de la sentencia, ya 
que ésta normalmente se produce mucho tiempo después de producirse 
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el supuesto delito por la acumulación de trabajo en el tribunal. Nos parece 
más lógico, a efectos de estudio, circunscribirnos al año del suceso porque 
refleja mejor la evolución de la conflictividad y su correlato represivo.

1. El periodo de incertidumbre (1964-1966)
De las setenta y nueve personas sentenciadas en ese periodo en Anda-
lucía, casi la mitad lo son por “Injurias al Jefe del Estado” o “Insultos a 
los agentes de la autoridad”, que responden a “delitos” cometidos entre 
1964-1966. 

Personas sentenciadas por el TOP en Andalucía (1964-1966)

1964 1965 1966
44 14 19

Fuente: TOPDAT y elaboración propia

Los primeros juicios del TOP a la resistencia política andaluza or-
ganizada, en el primer año de funcionamiento de ese tribunal, es decir 
en 1964, recoge, fundamentalmente, caídas de organizaciones políticas 
y sindicales por actividades políticas previas, comprendidas entre 1961 
y 1963. Concretamente, tres referidas a la CNT y sendas caídas de die-
cisiete militantes del PCE entre 1962 y 1963. Es decir, que sumadas las 
primeras a estas segundas, que se refieren a hechos anteriores a la crea-
ción del TOP, observamos que sólo un tercio del total fueron juzgados 
por delitos cometidos en estos tres primeros años de vigencia del TOP, 
con una media de siete activistas políticos por año, lo que no quiere de-
cir que sus condenas no fueran ejemplares hacia los primeros militantes 
políticos procesados.

La caída de los tres militantes de la CNT andaluces deviene de la 
desarticulación del Comité Nacional de la CNT en 1961, en el que se ven 
implicados los jiennenses Francisco Carrasco Martínez y Francisco Justi-
cia Castro, así como el malagueño José María Ramiro Porras, todos ellos 
detenidos el 21 de octubre de 1961 por propaganda ilegal y asociación 
ilícita, aunque absueltos por el primer delito.21 

21 Véase TOPDAT, Rollo 122/64 y Sentencia número 47/65, de 25 de mayo de 1965.
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El PCE es la única organización que seguirá activa en Andalucía, a 
pesar de las caídas de 1960-1962, que desarticularon las organizaciones 
de Málaga, Granada, Córdoba, Jaén y Sevilla. Pero en esta última, que 
es donde más y mejor articulación mantiene, volverá a conocer sendas 
caídas en 1962 y 1963, con un total de diecisiete militantes procesados en 
el TOP por asociación ilícita/propaganda ilegal y condenados a un total 
de 61 años, 8 meses y 20 días de prisión menor, acumulando multas por 
valor de 295.000 pesetas, así como una inhabilitación especial de 82 años 
y 1 día.22 Todo un escarmiento y una declaración de intenciones para con 
esta organización desde que inicia su actividad ese tribunal.

Militantes sevillanos del PCE enjuiciados en 1964, 
pero detenidos entre 1962 y 1963

				  
SUMARIO ENCARTADOS AÑO DETENCIONES PROVINCIA CONDENA

Años Meses Días Multa (pts)
Rollo 120/64 10 1962 Sevilla 41 8 20 120.00
Rollo 111/64 7 1963 Sevilla 20 - - 175.000

Fuente: TOPDAT y elaboración propia

Las dos primeras caídas de militantes del PCE que son enjuiciadas 
ante el TOP se producen en mayo de 1962 y en septiembre de 1963. 
Ambas tienen un origen común: el reparto de propaganda reivindican-
do mejoras salariales para los trabajadores del campo. Porque el PCE, a 
pesar de las caídas de 1960 y 1961 mantiene su actividad propagandística 
en Sevilla con los militantes no detenidos (pintadas y octavillas, en soli-
daridad con los mineros asturianos o amnistía para los presos políticos). 
Ellos mismos admiten que su incidencia entre la ciudadanía era más bien 
anecdótica y que la mayor parte de las veces se hablaba más del hecho 
“subversivo” en sí que del contenido de la misma. Uno de los detenidos 
y procesados en 1963, José Hormigo González afirma que:

“[Del lanzamiento de propaganda clandestina] poco conseguía-
mos: algunos comentarios sobre qué habían visto tirarla, siem-
pre se oía lo del coche negro, [pero no se hablaba del contenido 

22 Véase TOPDAT, Rollo 120/64 y Sentencia número 43/64 de 5 de agosto de 1964 y Rollo 111/64 
y Sentencia número 56/64 de 28 de septiembre de 1964.
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de la misma]. Lo que sí lográbamos era poner rabiosos a la Poli-
cía y a la Guardia Civil que nos buscaban a muerte. Casi siempre 
las caídas venían por la propaganda, por mucho cuidado que 
tuviéramos”.23

Lógicamente, siempre había cabos sueltos y más cuando ésta se rea-
lizaba en zonas rurales donde todos se conocen y más difícil se torna la 
clandestinidad. La primera caída es el 30 de mayo de 1962 contra diez 
militantes de la localidad sevillana de Herrera, todos ellos campesinos y 
jornaleros. Fueron acusados de difusión de propaganda para una huel-
ga en la que reivindicaban un salario para el jornal del campo de 125 
pesetas, siguiendo la consigna del PCE. El que les proporciona la pro-
paganda, Miguel Muñoz Tabares, “El Florido”, pasará directamente a la 
jurisdicción militar y el resto, que la habían repartido en Herrera y en el 
Rubio, pasarán al TOP donde serán procesados y condenados por aso-
ciación ilícita y propaganda ilegal: Antonio Durán Ruiz, Antonio Rojas 
Moreno, Antonio José García García, Casimiro Llamas Ruiz, Antonio 
Quero Ruiz, los hermanos Osuna Blanco (Manuel y Juan Bautista), Da-
vid Maraver Aguilar. Manuel López Prieto y Ana Granado Quintana, la 
única mujer en el expediente.24 

La segunda caída de siete militantes sevillanos del PCE se produce 
entre el 11 y el 19 de octubre de 1963, derivada del reparto de octavillas 
el 1 de octubre de ese año, reivindicando mejoras salariales para los jor-
nales de la recogida del arroz en La Isla. Ésta es significativa no sólo por 
la condena ejemplar, sino porque sigue siendo el PCE el que se ocupa 
de temas estrictamente laborales a finales de 1963 y no las CCOO, que 
habían comenzado a organizarse un año antes. Incluso alguno de sus 
militantes detenidos y procesados, como el propio José Hormigo Gon-
zález, había participado en las reuniones con Juan Menor, instructor del 

23 José Hormigo González, Tiempos difíciles. Memorias de un trabajador, Sevilla, 2000, p. 135.
24 Se da la circunstancia de que los hermanos Juan y Manuel Osuna Blanco, junto a su hermana 
Felisa, habían sido detenidos por repartir propaganda del PCE en abril de 1961 e ingresados en 
la prisión provincial de Córdoba, donde fueron puestos en libertad bajo fianza de 2.000 pesetas, 
excepto Manuel Osuna Blanco que ingresó, posteriormente, en la de Cáceres. El seguimiento que 
de estos activistas hace la Guardia Civil le lleva a interceptar varios ingresos que recibió la madre 
de estos detenidos en concepto de solidaridad. Informe de la 138 del Servicio de Información de 
la 138 Comandancia de la Guardia Civil a Gobernador Civil, leg. 1727, de 8 de noviembre de 1961, 
a Gobernador Civil de Sevilla. 
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PCE designado para Sevilla, que había venido con el encargo expreso de 
la reorganización del partido y, sobre todo, para comenzar a montar las 
primeras Comisiones Obreras tras la experiencia asturiana. Ya se habían 
creado las primeras CCOO en Sevilla a lo largo de 1962 y 1963 en al-
gunas grandes empresas metalúrgicas como la Hispano Aviación ,SACA, 
Astilleros, Elcano, ISA o RENFE, entre otras, y, lo lógico, es que las oc-
tavillas que lanzan los militantes del PCE en La Isla vinieran firmadas 
por aquéllas, pero sigue siendo el PCE el que las elabore y las reparta 
y siga firmándolas, significativamente, como “Oposición Sindical”, que 
era el instrumento “sindical” que el PCE había creado unos años antes 
y que tuvo una vida efímera e ineficaz. Pero también es significativo a 
estas alturas (finales de 1963) que algunos de sus militantes mantengan 
esa dualidad, de crear por un lado las CCOO y, por otro, mantener la 
obsoleta “Oposición Sindical”, que no era sino el camuflaje sindical del 
propio partido. Por ello, junto a las reivindicaciones laborales mantenían 
otras netamente políticas, que los alejaban de la ciudadanía porque inme-
diatamente se asociaba la reivindicación laboral a la actividad subversiva, 
como muestra esta octavilla:

 
¡Aprovechemos la temporada de recolección para exigir 

unos jornales decentes; unidos todos podemos conseguir 
la hora a 40 pesetas. ¡¡¡ Por Asturias, mejores salarios, por la 

huelga general política”.

LA OPOSICIÓN SINDICAL, La Isla, 1963.25

Por ello, para el Servicio de Información de la Guardia Civil esta 
propaganda no deviene de representantes elegidos en elecciones sindi-
cales, sino de militantes políticos clandestinos y su persecución será in-
mediata. Y más, porque en el caso concreto que nos ocupa, entre las de 
la “Oposición Sindical” también se les “colaron” otras firmadas por el 
propio PCE en las que volvían sobre la Huelga General Política, sindi-
catos libres o la amnistía para los presos políticos. Un mes más tarde se 
producirán las primeras detenciones entre trabajadores de los Talleres de 
RENFE de Santa Justa, todos menores de 26 años, que serán conducidos 

25 En José Hormigo González, Tiempos difíciles…, op. cit. p. 136.
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a la comisaría que había en la Puerta de la Carne, en la Plaza de Refinado-
res, donde son torturados por algunos de los más famosos policías de la 
BPS, como Francisco Beltrán Ortiz y Francisco Colinas Neto que, según 
algunos de los testimonios, eran “dos malas bestias”.26 En días posterio-
res, completan la caída hasta llegar a los 9 detenidos, que ingresarán en la 
prisión provincial para ser Juzgados en Consejo de Guerra por el delito 
de Rebelión Militar, en la causa nº 171/63.27 Debía ser así porque todavía 
no se había creado el TOP, pero al iniciar éste sus actividades mientras 
ellos cumplían la prisión preventiva, su caso será uno de los primeros 
que juzgue ese tribunal con una condena ejemplar para ese expediente: 
20 años de prisión menor y una multa de 175.000 pesetas. Los tres pri-
meros (José Hormigo González, José Mellado Tubio y Manuel Adame 
Hens) fueron condenados por asociación ilícita y propaganda ilegal a 4 
años de prisión menor y 25.000 pesetas de multa cada uno de ellos; el 
resto (José Luis Jiménez García, Manuel de los Reyes Bellido, José María 
Ruiz García y Antonio López Sánchez) a dos años de prisión menor y 
25.000 pesetas cada uno por asociación ilícita. Pero no debemos perder 
de vista el efecto pecuniario, porque para hacernos una idea comparati-
va del valor represivo de las multas, habría que tener en cuenta que un 
oficial de la metalurgia, por ejemplo, -y que era el caso de alguno de los 
detenidos- ganaba unas 2.000 pesetas al mes.28

Estas primeras caídas juzgadas por el TOP en Andalucía responden, 
por tanto, a hechos acontecidos antes de entrar en funcionamiento este 
tribunal y recogen causas que antes hubieran sido juzgadas en Consejo 
de Guerra, pero que al entrar en funcionamiento el TOP empezaron a 
asumir procesos atrasados en los tribunales militares. 

La primera caída que se produce en Andalucía en el primer año de 
funcionamiento del TOP, en 1964, es la de diez militantes de un parti-
do trotskista, el Partido Obrero Revolucionario (PORE), que, aunque 
tendrá una vida efímera –no llega más allá de 1967- se circunscribirá a 
Sevilla. Éste se había organizado a mediados del año anterior desde mili-
tantes franceses que tenían algunos contactos con obreros sevillanos de 

26 Íbidem, p. 139.
27 Según José Hormigo, de los nueve detenidos, dos de ellos no pasaron a su expediente ante Conse-
jo de Guerra primero y al TOP, posteriormente: Fernando Suría López y Antonio Sánchez López. 
En José Hormigo, Tiempos difíciles…, op. cit., p. 138.
28 Véase TOPDAT, Rollo 111/64 y Sentencia número 56/64 de 28 de septiembre de 1964.
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la emigración y que vienen a Sevilla para conoslidarlo. Una vez detenidos 
éstos en mayo de 1964, la caída se extiende a casi toda la organización 
sevillana y queda prácticamente desarticulada. En los dos expedientes 
que abarca ese Sumario (el 116/64), son condenados algunos de ellos 
por asociación ilícita y la mayoría por propaganda ilegal, cuando les son 
encontrados, tras el registro domiciliario, diverso material “subversivo”. 
Al final, los diez procesados acumularán 5 años, 5 meses, 9 días y 90.000 
pesetas de multa.29 

Durante 1965 no habrá ningún expediente contra organizaciones 
antifranquistas en Andalucía y de los catorce enjuiciados por el TOP, la 
inmensa mayoría lo son por “Injurias al Jefe del Estado”, lo que significa 
que estamos en un periodo donde la represión en el TOP se circunscribe 
a la militancia clandestina, básicamente comunista, y ésta derivada de las 
posibles caídas de sus militantes y, de otra parte, la aplicación taxativa 
de la Ley de Orden Público de 1958 contra personas que, no estando 
organizadas, de una u otra forma “alteraron” esa paz o esa convivencia. 

No hay en este periodo militantes de las Comisiones Obreras que 
pasaran por el TOP y, menos, ningún dirigente de aquéllas. Ya sabemos 
que a partir de su creación en algunas empresas sevillanas entre 1962 y 
1963, así como entre los trabajadores de las bodegas del Puerto de San-
ta María, se fueron acumulando fuerzas desde el uso que hicieron del 
sindicato vertical. Es precisamente este hecho el que les lleva a tener, en 
estos primeros momentos, la percepción de que siendo “representantes” 
legales de los trabajadores podrían permitirse sortear mejor la represión 
ya que la policía, en primera instancia, no podía sospechar que quien rea-
liza una acción abierta pudiera ser, por ejemplo, el responsable de pro-
paganda de una organización clandestina. Pero, además, los dirigentes 
sindicales comprobarían pronto que mientras un militante clandestino 
–y más si era comunista- no tendría apoyo solidario (y si lo tenían, era 
menor), sin embargo, la detención de un representante sindical estaría 
inmediatamente arropada por los trabajadores. Y eso lo experimentaron 
con la caída de militantes del PCE en 1963 entre los que también fue 
detenido y maltratado Benito Cisneros, a la sazón enlace sindical de la 
Hispano Aviación, pero la reacción inmediata de otros enlaces sindicales 

29 Véase TOPDAT, Sumario 116/64 y sentencias número 28/66 de 9 de febrero de 1966 y la núme-
ro 125/66 de 9 de noviembre de 1966, respectivamente.
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de su empresa, que protestaron ante el Gobernador Civil, José Utrera de 
Molina, consiguieron que saliera en libertad sin cargos.

Aunque el régimen siguió de cerca la evolución de algunos de los 
dirigentes de las Comisiones Obreras entre las elecciones sindicales de 
1963 y 1966 –como muestran los informes policiales elaborados unos 
años más tarde y referidos a esas fechas-, y su conocimiento sobre reu-
niones de coordinación con las madrileñas, desplazamientos a otras pro-
vincias andaluzas, comunicados de solidaridad, las reuniones cada vez 
más asiduas en la calle Morería –sede del sindicato provincial del metal-, 
la mayor afluencia al 1 de mayo de 1965 y conflictos mejor articulados, 
sobre todo en el sector metalúrgico sevillano, sin embargo, no tendrá 
consecuencias represivas porque aún no habían sido declaradas ilegales.

La reacción del régimen ante el nuevo fenómeno de las Comisiones 
Obreras, que se fueron extendiendo por las zonas industriales más im-
portantes del país, fue en estos momentos de una cierta ambivalencia, 
incluso, ante las elecciones sindicales de 1966, que se celebraron el 21 de 
septiembre de ese año. El mismo Ministerio de Gobernación había pu-
blicado el 15 de mayo de 1966 una aclaración sobre las ya célebres “co-
misiones obreras” donde se advertía la preocupación por la importancia 
que éstas estaban adquiriendo, pero, al mismo tiempo, descartaba que 
tuvieran en estos momentos un claro trasfondo “político”, a pesar de su 
oposición frontal al aparato vertical.30 Por tanto, el régimen mantiene a 
lo largo de 1966 una posición un tanto ambigua, entre la permisividad y 
la preocupación, por lo que no veremos a ningún dirigente andaluz de 
CCOO pasar por el TOP y eso les permitirá presentarse, sin sobresaltos, 
a las elecciones sindicales de 1966 que son las que van a permitir, con el 
triunfo de las candidaturas de aquéllas en numerosos sectores y algunas 
provincias, consolidar y desarrollar un movimiento que se estaba convir-
tiendo en la espina dorsal de la resistencia antifranquista.

Por ello, durante 1966, el TOP seguirá encausando, dentro de la re-
sistencia andaluza organizada, básicamente a militantes comunistas; siete 
de los diecinueve enjuiciados ese año pertenecían al PCE: los cordobeses 
María Isabel Amil Castillo, Francisco E. Molinero Gutiérrez y Alejandro 
Mesa Luque; el de Ernesto Caballero Castillo o del sevillano José Castro 

30 AHPC. Gobierno Civil. Ministerio de la Gobernación. Delegación General de Política Interior, 
Gobierno Civil Sevilla, Sig. 2939. 
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Donaire, así como de dos militantes comunistas granadinos detenidos 
el 14 de diciembre cuando pedían la abstención en Jerez del Marquesa-
do contra el referéndum franquista del 15 de diciembre de ese año que 
con el voto obligatorio aprobaba la Ley Orgánica del Estado y que, en 
la práctica, era otra actualización de los fundamentos del régimen fran-
quista.31 Y otros tres  (Ramón Gaitero Rosado, Juan Conde Orellana y 
Esteban Caamaño Bernal), acusados de pertenencia a la USO, siendo 
ésta la primera y única caída de militantes de esa organización a lo lar-
go de la existencia del TOP en Andalucía.32 El resto, casi la otra mitad, 
seguirán predominando los delitos de “Injurias al Jefe del Estado”, apli-
cados individualmente a personas ajenas a organizaciones partidarias, lo 
que vuelve a indicar que estamos en un periodo en el que el régimen no 
ha ilegalizado, aún, a las CCOO y, por tanto, no tendrá consecuencias 
represivas ante el TOP.

2. La respuesta del TOP ante el ascenso del movimiento 
obrero andaluz (1967-1971)

2.1. Los viejos y los nuevos enemigos del régimen
Entre 1967 y 1971 pasarán por el TOP casi dos tercios del total de los 
enjuiciados en  Andalucía en todos sus años de vigencia, es decir, 605 
personas. ¿Qué había ocurrido para que se cuadriplicasen los procesa-
mientos en esos cuatro años? ¿Por qué, a diferencia de la primera fase, ya 
encontramos fundamentalmente delitos netamente políticos y, dentro de 
ellos, los de asociación ilícita y propaganda ilegal, por una parte, y mani-
festación no pacífica o desórdenes públicos, por otra? ¿Por qué más del 
80 por 100 pertenecen exclusivamente a militantes de las CCOO y del 
PCE, al tiempo que aparecen otros nuevos relacionados con militantes 
de la llamada “izquierda revolucionaria”?

Para dar respuesta a esos interrogantes –y aunque consideramos que 
es sólo una fase de ascenso de la disidencia- la subdividiremos en dos 

31 Véase TOPDAT, Sumario 62/66 y Sentencia número 78/66 de 22 de mayo de 1966; Sumario 
350/66 y Sentencia número 146/67 de 12 de diciembre de 1967; Sumario 127/66 y Sentencia nú-
mero 108/66 de 15 de octubre de 1966 y Sumario 436/66 y Sentencia número 50/67 de 28 de abril 
de 1967, respectivamente.
32 Sumario 436/66 y Sentencia número 50/67 de 28 de abril de 1967.



44

Alfonso Martínez Foronda La respuesta del Tribunal de Orden Público al crecimiento de la resistencia andaluza

partes, a fin de enmarcarlas hasta el estado de excepción de 1969, la pri-
mera; y, la segunda, hasta el final de 1971, ya que a partir de ese momento 
se producirá un cierto repliegue a consecuencia de la represión desatada 
a lo largo de 1970 y durante el estado de excepción de 1970/71. Esta se-
gunda parte coincide cronológicamente, además, con el “Libro rojo de la 
subversión” que los servicios de información que dirigía el Coronel José 
Ignacio San Martín López habían elaborado acerca del periodo 1969-
1971, y al que volveremos más adelante.33

Retengamos este cuadro básico para poder orientarnos en esos cua-
tro años cruciales para la resistencia antifranquista andaluza y la respues-
ta represiva del TOP ante ella:

Personas detenidas y enjuiciadas en Andalucía entre 1967 y 1971 

1967 1968 1969 Hasta estado excepción 1970 
Ene. - 15 dic. 1970)

Estado excepción 1970/71 
15 dic. 1970 - 15 jun. 1971

Hasta finales 
1971

78 99 56 273 79 20

Leyenda: D: Detenidos; T: TOP. Fuente: TOPDAT y elaboración propia.

El régimen conocerá, desde comienzos de 1967, el nivel de coordina-
ción que hay entre las distintas Comisiones Obreras en diversos puntos 
del país y, desde luego, el prestigio de sus dirigentes entre los trabajado-
res, que explicaría el aumento de la conflictividad laboral y los niveles de 
solidaridad que alcanzan cuando son detenidos. La impresionante solida-
ridad con Eduardo Saborido ante su detención en enero de ese año, por 
ejemplo, no es un hecho aislado y esporádico, sino un acontecimiento 
más dentro del auge que está experimentando ese nuevo movimiento 
obrero y, de ahí, la respuesta inmediata de miles de trabajadores no sólo 
del metal, sino de otras empresas sevillanas. No en vano cuando el Coro-
nel San Martín, en su “Libro rojo de la subversión”, aludía a los sucesos 
que habían ocurrido en Madrid ese 27 de enero de 1967, refiriéndose a 

33 San Martín nació en 1924 en San Sebastián y murió en 2004. Este militar creó en 1968 la Orga-
nización Contra-subversiva Nacional (OCN) dependiente del Ministro de Educación para prevenir 
desórdenes estudiantiles. El 3 de marzo de 1972 se crea por Luis Carrero Blanco el Servicio Central 
de Documentación (SECED) que es dirigido por el Coronel San Martín. El 17 de enero de 1974 
es relevado de su cargo por Arias Navarro y, finalmente, será condenado a 3 años y 1 día por su 
participación en el fallido golpe de estado del 23-F de 1981.
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la convocatoria que las CCOO madrileñas habían realizado para ese día, 
lo hacía dentro de ese contexto, viendo en aquella movilización signos 
distintos de lo que había ocurrido hasta esa fecha y que él consideraba 
como un peligro potencial que había que parar enseguida para que no 
se convirtiera en algo difícilmente controlable. Una movilización la del 
27 de enero, por cierto, que derivó en graves altercados con la policía y 
numerosas detenciones y procesamientos ante el TOP como los de los 
dirigentes de las CCOO, Marcelino Camacho Abad o Julián Ariza Rico, 
entre otros muchos.34 

En ese sentido, el régimen pondrá en su ojo de mira a las CCOO y los 
asuntos de éstas pasan a ocupar el interés del ministerio de la Gobernación. 
Un mes más tarde de ambos acontecimientos, concretamente el 15 de fe-
brero de 1967, el mismo Ministro de la Gobernación da instrucciones al 
Director General de Seguridad para le comunique al Gobernador Civil de 
Sevilla que, en su próximo despacho con el ministro, incluya el asunto rela-
tivo a las sanciones pecuniarias que deben efectuarse contra Eduardo Sabo-
rido. Es decir, el ministro de la Gobernación sabe quiénes son los dirigentes 
de las CCOO en Madrid y en Sevilla y, por ello, da instrucciones precisas al 
gobernador civil de esta provincia para que se actúe en la misma dirección:

“Análoga medida [le recordaba que CAMACHO y ARIZA ha-
bían sido multados con 50.000 pesetas] habrá de tomarse con 
SABORIDO […] si a la vista de los antecedentes que obran en 
esa Dirección General se le estima acreedor a tal medida sancio-
nadora”.35

Unos días más tarde, el gobernador civil de Sevilla remite una minu-
ta al Director General de Seguridad para indicarle algo sorprendente y 
que muestra el impacto que ha producido, por lo inédito, la solidaridad 
inmediata con este dirigente sindical:

34 Derivado de ello fueron procesados por el TOP en ese mismo expediente, junto a Camacho y a 
Ariza otros 11 militantes de CCOO. Los dos dirigentes sindicales fueron condenados a 1 año de 
prisión menor y 15.000 pesetas de multa y el resto entre los 6 y los tres meses de arresto mayor. 
Véase TOPDAT, Sumario 47/67 y Sentencia número 76/68 de 5 de abril de 1968.
35 Telegrama trascrito del Ministerio de Gobernación a Gobernador Civil de Sevilla, de 15 de febre-
ro de 1967, en AHCCOO-A.
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“…las actuales circunstancias socio-políticas [de Sevilla] no 
aconsejan se impongan sanción gubernativa a quien, en defini-
tiva, se halla bajo la jurisdicción de Orden Público” [y porque 
eso] “contribuiría a endurecer una situación laboral que en estos 
momentos por varios expedientes de crisis y despidos, se en-
cuentra en tensión crítica”.36 

Pero Camacho y Ariza también están bajo la jurisdicción de Orden 
Público y, sin embargo, habían sido multados. ¿Es un disentimiento o, 
simplemente, que Utrera Molina tiene muy presente la movilización de 
los trabajadores sevillanos un mes antes y teme una reacción similar? Y, 
desde luego, no puede justificar desconocimiento de quién es Eduardo 
Saborido del que sabe de su activismo desde años anteriores y porque 
tres días antes de enviar ese escrito a la Dirección General de Seguridad, 
el 17 de febrero de 1967, justificando que no se le multara, él mismo ha-
bía recibido el informe que la BPS de Sevilla había confeccionado sobre 
el dirigente sindical. Un informe del que durante siete páginas, además 
de sus datos biográficos –incluido su carácter “reservado que siempre 
se manifiesta con claro aire de protesta y resentimiento”-, enumera de 
forma exhaustiva todas y cada una sus actividades subversivas, “suficien-
temente conocidas desde hace casi tres años”, y que comienza desde que 
fuera elegido enlace sindical en 1963, su relación con el movimiento es-
tudiantil desde 1964, su participación en todos los conflictos que surgen 
en Sevilla, sus contactos con las CCOO de Madrid o su solidaridad con 
otros obreros en huelga en el resto del país recogiendo dinero para ello. 
Y finaliza con la conclusión lógica: que las muestras de solidaridad hacia 
Saborido se deben a que goza de una gran “influencia y personalidad 
entre las masas trabajadoras de Sevilla”.37 O dicho de otra forma: que en 
esos años que habían transcurrido entre 1963 y 1966 ese nuevo movi-
miento obrero, del que Saborido es uno de los referentes, ya había arrai-
gado de forma importante, al menos en Sevilla, entre la clase trabajadora.

Claro que su fama no evitará a Saborido que lo juzgue el TOP por 
asociación ilícita –había reconocido que era miembro de las Comisio-

36 Minuta del Gobernador Civil de Sevilla a Director General de Seguridad, de 20 de febrero de 
1967,  Negociado de O.P., núm. 1639.
37 Informe sobre Eduardo Saborido Galán, del Jefe Superior Acctal. de Sevilla de 17 de febrero de 
1967 a Gobernador Civil de Sevilla, en AHCCOO-A. 
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nes Obreras- y fuera condenado por ello a 6 meses de prisión menor, 
siendo la primera de las seis sentencias que Saborido cumularía ante ese 
tribunal.38 De la misma manera, otros dirigentes sindicales de las CCOO 
como los gaditanos Antonio Álvarez Herrera y sus compañeros enlaces 
sindicales (Cándido Aguilar Campos, Manuel Fernández de Rojas y José 
Luis Villanueva Muñoz), serían condenados a 2 meses de arresto mayor 
cada uno por el delito de “Manifestación no pacífica”, derivada de una 
movilización en las bodegas del Puerto de Santa María por su convenio 
colectivo.39 De esta forma, se iniciaba a partir de 1967 un camino de per-
secución hacia los dirigentes de CCOO porque jurídicamente el régimen 
ya las había declarado ilegales.

El segundo hecho que pone de manifiesto las tensiones que genera 
el ascenso del movimiento obrero entre distintos sectores del régimen, 
es la manifestación en Sevilla del 1 de mayo de 1967.  Efectivamente, el 
25 de abril de 1967 el Pleno de la Sección Social del Sindicato del Me-
tal, copada por dirigentes de CCOO, convoca una manifestación para 
el 1 de mayo de ese año. Durante los días previos y posteriores, tanto 
CCOO como el PCE hicieron siembra de octavillas entre los trabajado-
res llamando a esa movilización. Entre sus reivindicaciones para el 1 de 
mayo estaba la petición del derecho de huelga, medidas contra el paro 
en empresas como ELCANO  o la Hispano Aviación, contra la carestía 
de la vida, contra la represión o contra los bajos salarios. Es decir, unas 
reivindicaciones laborales, pero otras netamente políticas.40 

La Sección Social había solicitado una asamblea para tratar estos te-
mas el 1 de mayo en la sede del vertical, en la Plaza del Duque. Se le de-
niega, lógicamente. Por su parte, Vanguardia Obrera, había organizado 
una conferencia ese mismo 1 de mayo en el Palacio Arzobispal, aprove-
chando la presencia de su dirigente nacional José Corbeya. Al finalizar 
la conferencia, se organiza una manifestación hacia la Plaza del Duque 
con la participación de medio millar de personas, pero un escuadrón de 
la policía los espera a la altura de la Plaza de los Reyes. Son dispersados 
por la cola de la manifestación y desviados hacia distintos puntos de la 
ciudad. Se reagrupan y al llegar al Ayuntamiento sólo quedan un cente-

38 Véase TOPDAT, Sumario 41/67 y Sentencia número 82/67 de 4 de julio de 1967.
39 Véase TOPDAT, Sumario 150/67 y Sentencia número 141/67 de 2 de diciembre de 1967.
40 Véase Legajo nº 11, Carpeta Comisiones Obreras del Metal de Sevilla, en AHCCOO-A.
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nar de ellos. Es cuando se produce la detención de Fernando Soto Mar-
tín –a la sazón Presidente de la Sección Social del Sindicato del Metal-, 
de Eduardo Saborido Galán y de otros militantes de CCOO como José 
Ávila Fontalva, Manuel Baena Aires, el estudiante Antonio Espinosa 
González, José Gutiérrez Guillén, Manuel Cabrera Bazán o Francisco 
Pinto Arenas, entre otros, con un balance de entre quince y veinte dete-
nidos. De todos ellos, sólo los cinco primeros nombrados fueron encar-
celados y, posteriormente,  procesados por el TOP que los condenó por 
“manifestación no pacífica” a la pena de tres meses de arresto mayor a 
cada uno de ellos.41

Lo significativo de este suceso es la confrontación que se produce 
entre la autoridad militar y civil de Sevilla con el Arzobispo, José María 
Bueno Monreal. En un informe que envía el gobernador civil, Utre-
ra Molina, al ministro de la Gobernación en julio de ese año, se infor-
ma que tanto él como el Capitán General de la Región cursaron una 
primera visita al Cardenal para manifestarle su “perplejidad y disgusto” 
ante los sucesos que habían ocurrido en el Palacio Arzobispal ese 1 de 
mayo por las “hondas repercusiones que en la opinión pública de Se-
villa” habían tenido las distintas intervenciones “más o menos directas 
de determinados clérigos en el ambiente de clara hostilidad” hacia el 
régimen. El Arzobispo aseguró en esa primera entrevista –según Utrera 
Molina- que las intervenciones de esos clérigos no fueron “demagógi-
cas”, aunque no obstante, “deploraba la inmoderada actitud progresista 
de determinados clérigos” y negaba que la manifestación se organizara 
desde el Arzobispado. Y quedó zanjado el asunto. Pero casi dos meses 
más tarde, en el Boletín Oficial del Arzobispado Hispalense, se criticaba 
que hubiera obreros detenidos por motivos sindicales y laborales y esa 
nota era para el gobernador civil “motivadora de confusionismo (sic) y 
propagadora de información tendenciosa”. Y eso, que era inaudito en la 
sociedad sevillana,  provocará la alarma entre las autoridades y una nueva 
reunión entre el gobernador y la primera autoridad eclesiástica donde 
la autoridad civil le aclarará varios extremos: primero, que los obreros 
no se hallaban encarcelados por motivos sindicales y laborales, sino por 
“razones de orden público y por delitos políticos”; segundo, y contra el 
criterio del Arzobispo, que “el tono de las manifestaciones de los orado-
res fue subversivo y alborotador”, que en la intervención del “Jefe” de 

41 Véase TOPDAT, Sumario 206/67 y Sentencia número 27/68 de 12 de febrero de 1968.
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Vanguardia Obrera, José Corbeya, se dieron los nombres de destacados 
activistas en contra del régimen como “[Marcelino] Camacho Abad, [Ju-
lián] Ariza Rico, [Víctor] Martínez Conde, [Juan Bautista] Goicoechea 
Albizu y otros menos identificados”42 y que se pronunciaron “vivas a la 
Revolución Obrera”. Finalmente, Utrera Molina, ironiza respecto a las 
palabras del Cardenal que había afirmado que todos salieron del Palacio 
Arzobispal como se sale de un cine, a lo que le respondió con ironía que 
“no conocía que en ninguna ocasión se hubiese producido una rara y 
extraña unanimidad de los espectadores en dirigirse todos a una plaza 
determinada y a una hora oportunamente convenida”.43 

Sin duda, una situación tensa entre el poder temporal y el espiri-
tual que respondía a un nuevo momento histórico de alianzas del sector 
progresista de la iglesia con el movimiento obrero. Y eso, lógicamente, 
suscitaba inquietud y preocupación en el régimen y más si desde deter-
minados sectores de la iglesia se ofrecía cobertura de sus actos y más si 
cuestionaba la naturaleza de los delitos que se les imputaban a los dete-
nidos. Y junto a ello, no es baladí ni casual que los únicos nombres que 
salen en el informe de la propia Dirección General de Seguridad, por 
indicación del propio ministro de la Gobernación, sean dirigentes de las 
CCOO, tanto de Madrid como de Sevilla en estos dos casos. 

Todo ello no dejaba lugar a dudas sobre dónde apuntará el régimen 
a partir de 1967, poniendo su punto de mira en los dirigentes de las 
CCOO. Eso explica que a partir de ese año todas las movilizaciones más 
emblemáticas para el movimiento obrero, como las jornadas de lucha del 
30 de abril y 1 de mayo de 1968,44 la Jornada de Lucha a nivel nacional 
que habían convocado las CCOO el 27 de octubre de 1967, así como los 

42 Se refiere a la caída de militantes de las CCOO de Madrid, en una reunión donde asistieron medio 
millar de trabajadores en el barrio de Orcasitas, para dar a conocer el documento de las Bases de la 
Ley Sindical y hacer un llamamiento para el 1 de mayo. En ese acto tomaron la palabra, Julián Ariza, 
Luis Royo Muñoz y Juan Bautista Goicoechea Portucho (y no Albizu, como señala el informante del 
Gobernador Civil), que fueron detenidos, procesados y condenados a 4 meses de arresto mayor cada 
uno. Véase TOPDAT, Sumario 185/67 y Sentencia número 1/68 de 12 de enero de 1968. Cuando se 
refiere a Víctor Martínez Conde está referido a otra caída de las CCOO de Madrid en 1966.
43 Nota informativa del Gobernador Civil de Sevilla a Ministro de la Gobernación, de 28 de julio de 
1967, número de salida 953. Copia, en AHCCOO-A.
44 La primera vez que se decide celebrar el 1 de mayo con acciones previas el día 30 de abril es en 
una Coordinadora Nacional de las CCOO que se celebra en Valencia a comienzos de 1968 y a la que 
asiste por Andalucía Eduardo Saborido Galán, al que llevaron en el viaje, turnándose, los militantes 
obreros Luis Santos Peraza y José Fito.
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conflictos laborales tuvieran una respuesta represiva que, a su vez, tendrá 
su traslación en el TOP donde se incrementan notablemente los proce-
sos y los enjuiciamientos contra los militantes y dirigentes de las CCOO 
en gran parte de Andalucía: 

Número de personas enjuiciadas por el TOP entre 1967-1968 
de las CCOO en Andalucía

SUMARIO Nº PERSONAS 
PROCESADAS

MOTIVO PROVINCIA CONDENA
Años Meses Días Multa

216/67 7 1 de mayo Málaga - - - -
206/67 5 1 de mayo Sevilla 1 3 - -
150/67 4 Convenio colectivo Cádiz - 8 - -
607/67 5 Pertenencia CCOO Algeciras

(Cádiz)
2 1 - -

450/67 4 Boicot elecciones 
a procuradores 

en Cortes

Sevilla 15 6 2 40.000

569/67 4 Conflicto laboral Sevilla - - - -
392/68 33 1 mayo Málaga 35 4 - 160.000
359/68 6 1 mayo Sevilla - 10 - -
367/68 5 1 mayo Sevilla 1 - - -
350/68 1 1 mayo Córdoba 4 2 1 10.000
298/68 3 Propaganda ilegal Granada - - - -
495/67 3 Reunión ilegal Málaga - 9 - 30.000
39/68 3 Conflicto 

construcción
Cádiz - - - -

728/68 2 Conflicto laboral Sevilla - 3 - -
972/68 10 Caída CCOOJJ Sevilla 5 3 - -

Total 95 - - 66 1 3 240.000

Fuente: TOPDAT y elaboración propia

El balance represor en esos dos primeros años hacia los militantes y 
dirigentes de CCOO –aunque en algunos hay mezclados militantes del 
PCE- ya es significativo porque representan la mitad del total de pro-
cesados y eso la convierten desde estos momentos, junto al PCE, en la 
organización más castigada por el TOP. 

Pero si hay un conflicto que muestra el cambio de actitud del régi-
men hacia la disidencia y, especialmente, hacia los militantes obreros y 
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las CCOO, éste es que se origina en La Rinconada (Sevilla) con ocasión 
del llamamiento al paro en la recogida del algodón que hacen los líde-
res de las incipientes Comisiones Obreras del Campo en septiembre 
de 1968. Sus demandas fueron netamente laborales y se ceñían a la 
petición de 5 pesetas por kilo de algodón recogido o un salario de 250 
pesetas. Al iniciarse el conflicto detendrán a los principales dirigentes 
como José García Malléu, Juan Cortés y Andrés Serrano Agudo que son 
conducidos al cuartel de la Guardia Civil. Inmediatamente, dos centena-
res de manifestantes entre hombres, mujeres y niños –en la primera mo-
vilización que se hacía en el pueblo tras la guerra civil- se plantan frente 
al cuartel de la benemérita para pedir su libertad y la reacción de ésta no 
es sino armar sus cetmes y disolver la manifestación a tiros. La primera 
vez, como dice el mismo informe policial “al aire”, pero la segunda 
“delante de los manifestantes, resultando uno de estos herido por lo 
que ante la actitud de la fuerza se fueron retirando”.45 Efectivamente, el 
herido en una pierna es José Anaya Rodríguez. La manifestación vuelve 
a discurrir por el centro del pueblo donde vuelven a ser detenidas otras 
diez personas por otros guardias civiles que se habían desplazado al 
pueblo desde el triste cuartel de La Calzada o “La fábrica de las tortas”, 
como era conocido entre los antifascistas sevillanos. Entre los nuevos 
detenidos estaban los hermanos Rafael y Manuel Fernández Rodríguez, 
Adrián Maya, Carmelo Acuña, Gregorio Rica Castro, Antonio Rodrí-
guez Fernández, José Chica Hernández, Avelino Bernal Hacha y Miguel 
Espinar, entre otros. Al día siguiente detendrán Florindo García Casti-
llo. Uno de los participantes en esa marcha, Antonio Iglesias, -Secreta-
rio Provincial del PCE desde 1971- afirma que algunos como Manuel 
Fernández fue torturado, conectándole electricidad en las esposas de 
las que le quedarían secuelas irreparables. Y todos ellos ingresarán en 
la prisión provincial de Sevilla en la que permanecen 24 días. De todos 
ellos, dos serán procesados por el TOP (el mismo Manuel Fernández y 
Florindo García) y otro, José Anaya será procesado en Consejo de Gue-
rra (Causa 111/68) y condenado  el 22 de febrero de 1969 a 6 meses y 
1 día de prisión menor.46

45 Informe de la manifestación del 17 de septiembre de 1968 en La Rinconada, en AHCCOO-A.
46 Para los acontecimientos de La Rinconada véase Antonio Iglesias, Soñando libertad, Edición de 
Pedro Bazán, Sevilla, 2008, pp. 119-120, así como TOPDAT, Sumario 728/68 y Sentencia número 
237/69 de 29 de septiembre de 1969.
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El PCE, por su parte, seguirá siendo el partido clandestino más per-
seguido y, sus militantes, cambiarán en general con más años de cárcel 
porque, aún siendo ilegal, como las CCOO, no tendrán el mismo arrope 
y solidaridad que los miembros de aquéllas, porque era máxima que la 
detención por militancia en un partido clandestino no tuviera respues-
ta. El TOP, por tanto, añadirá más condena a estos militantes aunque 
fueran detenidos también por “asociación ilícita”. En estos dos años 
una treintena de militantes del PCE pasarán por el TOP, aunque esta 
cifra es relativa en la medida en que dentro de los procesos que hemos 
incluido en la tabla de CCOO, contienen, a su vez, a militantes del PCE 
y, por tanto, sería algo mayor.  Por ejemplo, en la caída masiva del 1 de 
mayo de 1968 en Málaga, aunque la manifestación estaba convocada 
por las CCOO –y por eso la hemos agrupado allí- aparecen, no obstan-
te, comunistas significativos como José Benítez Rufo –responsable del 
PCE de Andalucía- o Félix Barranquero García, a la sazón responsable 
provincial; y, junto a ellos, otros dirigentes como Manuel Ruiz Benítez, 
que era militante del PCE y, a su vez, de las Comisiones Cívicas u otros 
militantes de los pueblos que mantenían una doble militancia. Realizada 
esta excepción, veamos esta tabla:

Militantes del PCE enjuiciados por el TOP en Andalucía 
entre 1967-1968 

SUMARIO NÚMERO ENCARTADOS PROVINCIA CONDENA
Años Meses Días Multa

311/67 1 Granada 2 - - -
2 Córdoba 8 2 1 -

547/67 17 Sevilla 35 - - 30.000
257/68 4 Granada 5 9 - -
Total 24 - 51 11 1 30.000

Fuente: TOPDAT y elaboración propia

Por su parte, la irrupción del movimiento estudiantil –desarrollado 
por Pedro Sánchez Rodrigo en un capítulo posterior- aquí nos interesa 
sólo para remarcar su presencia en estos dos años, bien a través del Sin-
dicato Democrático de Estudiantes Universitarios (SDEU), bien porque 
algunos de éstos lo eran a su vez de partidos clandestinos –sobre todo 
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del PCE hasta mediados de 1968, en que algunos de ellos ingresan en 
otras organizaciones de extrema izquierda- y, por tanto, engrosarán las 
listas de la represión asociados a acciones del movimiento obrero o por 
actividades específicas del Sindicato Democrático de Estudiantes Uni-
versitarios (SDEU). En total, para ese primer semestre de 1968, un total 
de 16 estudiantes andaluces pasaron por el TOP, siendo condenados por 
sus actividades “subversivas” a 5 años, 1 mes y 60.000 pesetas de multa. 
Algunos de estos estudiantes se irán radicalizando a lo largo del verano 
de 1968 por la crítica que algunos hacen a la política del PCE respecto 
a su posicionamiento sobre el mayo francés de ese año o su fascinación 
por la Comuna Estudiantil de Berlín o la Gran Revolución Cultural Pro-
letaria que había iniciado Mao Zedong en 1966. Y fruto de ello es la crea-
ción de un partido maoísta, el PCE(i), implantado básicamente en Sevilla 
y que se nutrirá de efectivos del propio PCE o bien con la incorporación 
de nuevos militantes, con la característica de que la mayoría de ellos son 
de extracción universitaria y determinados profesionales y alguna que 
otra incorporación del movimiento obrero.

2.2. ¿Los estados de excepción como solución?
Los estados de excepción fueron un instrumento del régimen que, apro-
vechando la Ley de Orden Público, volvía a retorcer su propia legalidad 
para que los cuerpos represivos pudieran retirar de escena a quienes de-
searan de forma más eficaz y en la mayor de las indefensiones jurídicas 
mientras estuviera en vigor dicho estado de excepción. Pero más allá de 
la naturaleza de lo que era un estado de excepción nos interesa remarcar 
ahora que éstos se decretaron para frenar el ascenso de la disidencia y, 
especialmente, la del movimiento obrero y la del movimiento estudian-
til.47  En menos de dos años se decretarán dos estados de excepción (24 
de enero de 1969 y 15 de diciembre de 1970) lo que demostraba que los 
efectos represivos del primero no habían logrado paralizar a la resisten-
cia, por las mismas razones que argumentaba la oposición democrática: 
que ésta cada vez más se había anclado en el movimiento obrero y en el 
movimiento estudiantil y que se había extendido a más sectores socia-
les, aunque seguía siendo el movimiento obrero, fundamentalmente, y el 

47 Véase monográfico de Alfonso Martínez Foronda, Eloísa Baena Luque e Inmaculada García, La 
dictadura en la dictadura. Detenidos, deportados y torturados en Andalucía durante el estado de excepción de 1969, 
Editorial El Páramo, Córdoba, 2011.
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movimiento estudiantil, en segundo lugar, las dos puntas de lanza más 
importantes de la resistencia antifranquista. 

El salto represivo durante esos tres años (1969-1971) es espectacu-
lar: nada menos 428 pasaron por el TOP. Es decir, que en esos tres años 
fueron enjuiciados casi la mitad más que todos los años en que llevaba en 
vigor el Tribunal de Orden Público, lo que demostraba ese salto cualitati-
vo importante en el ascenso de la disidencia, especialmente en el año de 
1970, sin contar los días en que entra en vigor el estado de excepción de 
ese año. Es decir, que estamos en el pico de conflictividad más alto desde 
que comenzara a reorganizarse la resistencia antifranquista a finales de 
los años cincuenta y primeros de los sesenta en Andalucía y, de ahí, que 
la respuesta represiva del régimen fuera también la más alta del decenio, 
como se observa en el siguiente cuadro referido a la resistencia antifran-
qusita en Andalucía:

Personas enjuiciadas por el TOP desde 1969 a 1971 en Andalucía

1969 1970 (Hasta estado de
 excepción: 15-12-70)

Desde 15-12-70 a 15-6-71 Hasta finales de 1971

56 273 79 20

Fuente: TOPDAT y elaboración propia

Efectivamente, las autoridades se emplearon a fondo desde el inicio 
del estado de excepción de 1969 contra los dirigentes de las CCOO del 
metal, del textil, de la panadería o del taxi, bien encarcelándolos y/ o de-
portándolos a otros lugares alejados de la geografía andaluza. Muchos de 
ellos, además, con juicios pendientes en el TOP por detenciones efectua-
das entre 1967 y 1968. Por su parte, tanto el Gobernador Civil de Sevilla 
como el de Granada retirarán de la circulación a aquellos estudiantes que 
se habían destacado en 1968 por su activismo en ambas universidades: 
unos 24 estudiantes serán deportados y/o confinados en sus domicilios fa-
miliares para alejarlos de las aulas mientras durase el estado de excepción. 

En esos dos meses de estado de excepción se producirán, al menos, 
unas cuarenta detenciones más en Andalucía fundamentalmente por los 
delitos de asociación ilícita y propaganda ilegal, recayendo casi todo el 
peso en los obreros y en las dos organizaciones hegemónicas, las CCOO 
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y el PCE y, dentro de ellas, en Sevilla. Hay que tener en cuenta que la 
desarticulación de las CCOO y del PCE en Málaga, en la caída de 1968, 
había logrado el objetivo inmediato de paralizarlas momentáneamente, 
aunque se recompondrán rápidamente a lo largo del último semestre e 
1968 y 1969 y, en las otras provincias que habían iniciado su actividad en 
1966 como Córdoba o Granada, estaban en un proceso de acumulación 
de fuerzas que daría sus frutos ya a la salida del estado de excepción y, 
sobre todo, en el primer semestre de 1970. Por tanto, será Sevilla la que 
soporte el mayor número de detenciones y procesamientos ya que es 
aquí donde mayor implantación tiene estas organizaciones en esos mo-
mentos. 

A pesar de estos primeros zarpazos no logrará paralizar a organiza-
ciones como CCOO que, en los primeros días de ese estado de excepción 
de 1969, iniciarán una profusa campaña de rechazo mediante pintadas u 
octavillas, ya que permanecía intacto su aparato de propaganda. Y esto 
será la causa de nuevas detenciones entre sus militantes, a los que se su-
man algunos del PCE. Y junto a esas organizaciones hay que añadir dos 
más: de una parte, el PCE (i) que, como vimos, comenzó a organizarse a 
mediados de 1968 y, de otra, una caída de las Juventudes Socialistas que 
habían iniciado también su actividad pocos meses antes. La peculiari-
dad de la caída de los militantes del PCE(i) es que se produce a raíz del 
descubrimiento de su aparato de propaganda, pero dado que la vida de 
esta organización es breve, la BPS mezcla en la misma a militantes de ese 
partido con otros del PCE y en el mismo considerando del TOP de ese 
expediente (Sumario 180/69) los confunde a todos como militantes del 
PCE. La caída de las JJSS sevillanas, que son una isla en Andalucía, tam-
bién se origina por el rastreo de la propaganda que habían emitido contra 
el estado de excepción de 1969 y, de hecho, aborta la reorganización de 
esa organización hasta finales de la dictadura.48 

De todos los detenidos y encarcelados en Andalucía durante el es-
tado de excepción de 1969, fueron 27 los enjuiciados por el TOP, acu-
sados fundamentalmente de asociación ilícita y propaganda ilegal, que 
empezaron a ser los dos delitos predominantes. En el cuadro siguiente 
seguimos comprobando que el régimen golpeó a las dos organizaciones 

48 Para ambas caídas véase Alfonso Martínez Foronda, La dictadura en la dictadura…, op. cit. pp. 
134-159.
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más implantadas, como CCOO y el PCE, y excepcionalmente, con el 
añadido del PCE (i) y las JJSS, en el caso sevillano:

Personas enjuiciadas por el TOP en Andalucía 
durante el estado de excepción de 1969

SUMARIO NÚMERO 
ENCARTADOS

PERTENENCIA PROVINCIA CONDENA
Años Meses Días Multa

129/69 1 CCOO Sevilla - 7 - 10.000
156/69 1 PCE Granada - - - -
177/69 4 CCOO Sevilla - 10 - 10.000

180/69
8 PCE(i) Sevilla

3 9 - -
6 PCE/CCOO Sevilla 

238/69 1 PCE Sevilla 1 - - -
269/69 4 JJSS Sevilla 3 - - 30.000
315/69 1 PCE Cádiz 1 - - 10.000

Fuente: TOPDAT y elaboración propia

El estado de excepción de 1969, sin embargo, fue un fracaso porque 
pasado el verano de 1969 y desde ahí hasta finales de 1970 se producirá 
un ascenso de la resistencia antifranqusita tan importante que el régimen 
tendrá que volver a justificar otro nuevo estado de excepción. Y la razón 
fundamental para ese fracaso está en que a pesar de la detención de los 
dirigentes del movimiento obrero, sus programas habían calado lo sufi-
ciente como para implantarse en amplias capas de trabajadores y se había 
extendido a casi todos los sectores productivos y a otros de “cuello blan-
co”. Por ejemplo, un mes más tarde del fin de ese estado de excepción 
se iniciarán, por primera vez, protestas entre los trabajadores de algunos 
bancos sevillanos y los trabajadores de la construcción lograrán romper 
el tope salarial impuesto del 5,9 % por sus movilizaciones. Y, antes del 
verano, otros conflictos como en Talleres Palomino por un despido, en 
Abonos Sevilla por su convenio colectivo y que provocará diez despidos o 
las protestas en Siderúrgica Sevillana oponiéndose al trabajo en días festi-
vos y domingos. Pasado el verano de 1969 la conflictividad se incremen-
tará en algunas provincias como Sevilla, Cádiz o Málaga y, derivado de 
ello, nuevas detenciones y procesamientos en el TOP. 

La máxima conflictividad del decenio se producirá en el año 1970 
en todo el estado español como reconoce el propio régimen o bien a 
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través de la CNS o del Ministerio de Trabajo, con medio millón de tra-
bajadores en conflicto y nueve millones de horas perdidas.49 Andalucía 
no será una excepción y la conflictividad laboral se extenderá por Sevilla, 
Granada, Málaga y Cádiz que son las que, en mayor o menor medida, 
protagonicen las movilizaciones más importantes. A ella hay que sumarle 
aquéllas que protagonizan las universidades andaluzas y que tendrán un 
tratamiento diferenciado.

Lo relevante durante este año de 1970 es que va a reflejar dos aspec-
tos esenciales: de una parte, que en aquellas provincias donde la repre-
sión no había tocado a la dirección de las organizaciones de la resistencia 
antifranquista, la acumulación de fuerzas derivada de la reorganización 
del movimiento obrero desde mediados de los años sesenta, ahora ten-
drá su máximo exponente, como es el caso de Granada con su trágica 
huelga de la construcción de julio de 1970; y, de otra, que en aquéllas que 
habían sido desarticuladas en los años anteriores, como el caso de Mála-
ga con la caída de 1968, volverán a reactivar su activismo –como señal de 
que la represión ya no podía acabar definitivamente con la resistencia or-
ganizada- y volverán a sufrir las consecuencias de sus zarpazos. En uno 
u otro caso, se constaba que el movimiento obrero, esencialmente, había 
echado profundas raíces en muchas empresas y que, progresivamente, se 
fue extendiendo a la mayor parte de los sectores productivos. Así, junto 
a la metalurgia o los transportes, la construcción será uno de los sectores 
más conflictivos en casi todas las provincias andaluzas, especialmente, 
en Sevilla (con sus dos huelgas generales en abril y junio de ese año)  y 
Granada, a la que nos hemos referido.50

La respuesta represiva se traducirá en miles de despedidos en los con-
flictos laborales especialmente en el sector de la construcción, los tres al-
bañiles asesinados y decenas de heridos de bala de la huelga de la construc-
ción de Granada de julio de ese año y 273 personas que acabarán siendo 
procesadas y enjuiciadas, posteriormente, por el TOP. Es decir, que en ese 
año de 1970 se producía en Andalucía prácticamente la misma cantidad 
que los seis años que llevaba funcionando ese tribunal, lo que mostraba un 
salto cualitativo importante en la actividad de la resistencia antifranquista. 

49 Los datos del Ministerio de Trabajo son algo más elevados que los que ofrece la CNS, en Carmen 
Molinero y Père Isàs, Productores disciplinados y minorías subversivas, Siglo XII, Madrid, 1998, p. 176.
50 Para la conflictividad laboral durante 1970, véase Alfonso Martínez Foronda (coord.), La conquista 
de la libertad…, op. cit. pp. 331-345.
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La peculiaridad de estas caídas de 1970 es que casi en su totalidad se 
centran en el PCE y en los dirigentes de las CCOO o de las CCOOJJ de 
las distintas provincias, aunque en la mayoría de ellas la BPS procura aso-
ciarlos solamente a su militancia partidaria para evitar posibles muestras 
de solidaridad entre los trabajadores y, al mismo tiempo, aumentar su 
castigo adjudicándolos a organizaciones políticas clandestinas. La segun-
da característica es que afecta a cinco de las ocho provincias andaluzas. 
La tercera es el resultado que se deriva de las condenas individuales en 
el TOP que, en la mayoría de los casos, oscila de media entre uno y dos 
años de prisión menor con el objetivo cierto de alejarlos durante mucho 
tiempo de su actividad subversiva, castigando especialmente a los miem-
bros de los comités provinciales del PCE con una media de entre los 3 y 
los 5 años de prisión menor, acumulando en algunos casos varias conde-
nas por asociación ilícita y propaganda ilegal que llegaron hasta los doce 
años de prisión. Es decir, que el pico de conflictividad laboral que se pro-
duce a lo largo de 1970 se responde desde el régimen con medidas más 
disuasivas, abarcando un territorio más extenso y asestando golpes más 
decisivos a las organizaciones clandestinas para cortar el crecimiento de 
la misma. No en vano, y para el periodo comprendido entre el 1 de enero 
y el 15 de diciembre de 1970, el Ministerio Fiscal hará una petición global 
de 644 años, 1 mes, 30 días y 640.000 pesetas de multa para la resistencia 
andaluza, quedándose la condena final en la mitad, prácticamente, como 
se observa en el siguiente cuadro:51 

Condenas del TOP hacia la resistencia andaluza derivada 
de las detenciones y procesamientos que se producen 

entre el 1 de enero y el 15 de diciembre de 1970

PROVINCIA PROCESADAS CONDENA SUMARIOS
Años Meses Días

Cádiz 43 64 10 4 93/70; 303/70; 210/70; 164/70
Córdoba 21 16 4 4 213/70
Málaga 67 140 - 8 464/70; 554/70; 574/70; 582/70
Otras provincias 142 55 - -
Total 273 275 2 2

Fuente: TOPDAT y elaboración propia

51 El total de la petición fiscal, elaboración propia desde el TOPDAT.
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Notemos que las caídas de Cádiz, Córdoba y Málaga representan 
sólo algo menos de la mitad de los procesados y enjuiciados, pero sin 
embargo, sus condenas representan el 85 por 100 del total para ese pe-
riodo, es decir, que la represión se dirige especialmente hacia los mili-
tantes del PCE/CCOO que son los que componen la militancia en esos 
expedientes.

El Marco de Jerez es la primera zona de Andalucía donde se inicia la 
desarticulación de las CCOO y del PCE entre finales de enero y comien-
zos de febrero de 1970. Era allí donde se habían iniciado las primeras 
formas de protesta colectiva desde la guerra civil con las famosas huelgas 
de la viticultura desde mediados de los años cincuenta y era allí donde el 
PCE se había reorganizado desde finales de esa misma década. Será en 
El Puerto de Santa María donde se creen las primeras CCOO gaditanas 
desde las elecciones sindicales de 1963 y es allí donde, extendiéndose 
por el resto del Marco, se originen conflictos considerables como los de 
la construcción de 1968, los de las propias bodegas por su convenio co-
lectivo a raíz de las elecciones de 1966 o la huelga de la viticultura que se 
había iniciado a finales de 1969 y que duraría 45 días. Todo ese proceso 
ascendente había que cortarlo y, de ahí, que la BPS busque algún pretex-
to para iniciar una caída que se extendería a lo largo de los dos primeros 
meses de 1970 por las distintas poblaciones del Marco de Jerez: El Puer-
to de Santa María, Sanlúcar de Barrameda, Chiclana, Jerez y Trebujena. 

Personas procesadas por el TOP en la provincia de Cádiz 
pertenecientes al PCE y/o las CCOO de Sanlúcar de Barrameda, 
El Puerto de Santa María, Trebujena, Chiclana y Jerez detenidas

entre enero y febrero de 1970 

SUMARIO 93/70 y SENTENCIA 90/71

Nombre Condena Delito
ÁLVAREZ HERRERA, Antonio 4 a (prisión menor) Asociación ilícita
CÁRDENAS DELGADO, Antonio 4 a (prisión menor) Asociación ilícita
JIMÉNEZ GARCÍA, Antonio 2 a (prisión menor) Asociación ilícita
PEREA ESPAÑA, José María 4 a (prisión menor) Asociación ilícita
MARÍN GUERRERO, Francisco 2 a (prisión menor) Asociación ilícita
ARTOLA BEUZÓN, Francisco 4 a (prisión menor) Asociación ilícita
MUÑOZ BENÍTEZ, Miguel 1 a / 6 m (prisión menor) Asociación ilícita
LÓPEZ DOMÍNGUEZ, Francisco de Asís 1 a / 9 m (prisión menor) Asociación ilícita
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MARROQUÍN TRAVIESO, Miguel 3 a (prisión menor) Asociación ilícita
ROSA RÍOS, José de la 4 a (prisión menor) Asociación ilícita
MARROQUÍN TRAVIESO, José Antonio A Asociación ilícita
MARROQUÍN GÓMEZ, José A Asociación ilícita
GONZÁLEZ HERRERA, Andrés 1 a (prisión menor) Asociación ilícita
IGLESIAS VILLAR, Federico 6 m / 1 d (prisión menor) Asociación ilícita
GUILLOTO AGUILAR, Fernando 1 a (prisión menor) Asociación ilícita
LÓPEZ FERNÁNDEZ, Pedro A Asociación ilícita
ESPINAR GALÁN, Jesús A

1 a (prisión menor)
Asociación ilícita
Injurias Jefe Estado

SENDRA PALMA, Manuel A
6 m (arresto mayor)

Asociación ilícita
Ofensas Caídos del 
Movimiento

ESPINAR GALÁN, Manuel 2 a (prisión menor)
A

Asociación ilícita
Ofensas Caídos del 
Movimiento

DEVESA JIMÉNEZ, Manuel A Asociación ilícita
FERNÁNDEZ GALLARDO, José J. A Asociación ilícita

SUMARIO 120/70 y SENTENCIA  303/70

GONZÁLEZ SÁNCHEZ, Rafael 4 a (prisión menor) Asociación ilícita
VALLE MUÑOZ, Francisco 4 a  (prisión menor) Asociación ilícita
BORREGO TERRIZA, Juan 3 a  (prisión menor) Asociación ilícita
PALACIOS DE VERA, Antonio 2 a  (prisión menor) Asociación ilícita
ROMERO RUIZ,  Manuel 2 a  (prisión menor) Asociación ilícita
SÁNCHEZ PAZO, Juan 1 a  (prisión menor) Asociación ilícita
LOZANO RODRÍGUEZ, Miguel 1 a  (prisión menor) Asociación ilícita
FERNÁNDEZ DE ROJAS, Manuel A Asociación ilícita
GANDOLFO COLLADO, Juan Pedro A Asociación ilícita
CINTADO ARRANZ, Manuel 1 a  (prisión menor) Asociación ilícita

SUMARIO 151/70 y SENTENCIA 210/70

CAMPOS VARELA, Miguel 1 a (prisión menor) Asociación ilícita
GARCÍA AGUILOCHO, Juan A Asociación ilícita
GÓMEZ ARELLANO, Juan A Asociación ilícita
CORDERO MARCHENA, José 9 m (prisión menor) Asociación ilícita

SUMARIO 164/70 y SENTENCIA 88/71

ROMERO PAZOS, Manuel 3 a / 6 m  (prisión menor) Asociación ilícita
RUIZ GÓMEZ, Nicolás 6 m / 1 d (prisión menor) Asociación ilícita
RODRÍGUEZ CALVO, Juan Francisco 6 m / 1 d (prisión menor Asociación ilícita
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DELGADO GORDILLO, Francisco 6 m / 1 d (prisión menor Asociación ilícita
SÁNCHEZ FERNÁNDEZ, Eduardo 1 a / 2 m  (prisión  menor) Asociación ilícita
SÁNCHEZ FERNÁNDEZ, Manuel 1 a (prisión menor) Asociación ilícita
RAPOSO RODRÍGUEZ, José 8 m (prisión menor) Asociación ilícita

SUMARIO  283/70 y SENTENCIA 304/70

ROSA ÁLVAREZ, José 5 m (arresto mayor) Desórdenes públicos

SUMARIO 408/70 y SENTENCIA 258/70

CAMACHO DOMÍNGUEZ, Antonio 1 a (prisión  menor) Asociación ilícita

Total procesados Condena total

43 64 años, 10 meses y 4 días

Leyenda: a: año; m: mes; d: día. Fuente: TOPDAT y elaboración propia

	
La provincia donde volverán a quedar desarticuladas las direcciones 

tanto del PCE como de las CCOO será la de Málaga que, junto a Sevilla, 
es la provincia donde los efectos del TOP son mayores por el total de 
condenas. La caída de 1968 les había asestado un duro golpe y, de ahí que 
el estado de excepción de 1969 apenas tuvo repercusiones en Málaga, 
excepto la detención de varios estudiantes que no llegaron a ser juzgados 
por el TOP. La reorganización del movimiento obrero malagueño con 
los efectivos que no habían caído en 1968 será rápida a partir de finales 
de ese mismo año y de ahí hasta la caída de 1970, se habían recompuesto 
ambas organizaciones y se habían dotado de un aparato de propaganda 
propio hasta el punto de hacer un reparto masivo octavillas en toda la 
provincia para el 1 de mayo de ese año. Ésa será la causa de la caída ma-
siva que se extenderá hasta mediados de junio y que afectará a los prin-
cipales dirigentes del PCE y de CCOO tanto en la capital como en los 
pueblos donde estaban implantadas. Del casi centenar de detenidos, la 
mayoría de ellos pasaron a la prisión y, posteriormente, al TOP un total 
de 67 militantes de ambas organizaciones.
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Personas procesadas por el TOP en la provincia de Málaga 
pertenecientes al PCE y/o las CCOO detenidas 

entre mayo y junio de 1970 

SUMARIO 464/70  y SENTENCIA 213/72

CUETO LUCAS, Pedro
12 a / 1 d (reclusión mayor)
4 a (prisión menor)

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

RODRÍGUEZ BECERRA, Juan Antonio
6 a (prisión menor)
4 a (prisión menor)

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

CLARO FUENTES, Bernardo
6 a (prisión menor)
3 a (prisión menor)

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

PÉREZ ANAYA,  Cristóbal
6 a (prisión menor)
4 a (prisión menor)

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

LÓPEZ CANO, Antonio Salvador
4 a (prisión menor)
 2 a (prisión menor)

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

CARNEROS SÁEZ, José 
A
1 a (prisión menor)

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

GUTIÉRREZ CAMPOY, Juan
1 a (prisión menor)
 1 a / 6m  (prisión menor)

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

MUÑOZ VARGAS, Pedro
A
A

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

ROMÁN ROSA, Juan
A
A

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

SÁNCHEZ ALCARAZ, Miguel
1 a (prisión menor)
 1 a / 6m  (prisión menor)

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

DOBLAS TRUJILLO, Miguel
2 a (prisión menor)
 2 a (prisión menor)

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

CROSSA BÉJAR,  Rafael
1 a (prisión menor)
 1 a / 6 m  (prisión menor)

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

FERNÁNDEZ SOTO, Gabriel
1 a (prisión menor)
 1 a / 6 m  (prisión menor)

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

GUTIÉRREZ CAMPOY, José
9 m  (prisión menor)
 1 a / 6 m  (prisión menor)

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

MUÑOZ NÚÑEZ, José
A
2 a (prisión menor)

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

CUENCA LÓPEZ, Juan Ramón
A
A

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

BERMÚDEZ LÓPEZ, Salvador
A
A

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

ORTIZ GASPAR, Manuel 
A
1 a (prisión menor)

Asociación ilícita
Propaganda ilegal



63

Alfonso Martínez Foronda La respuesta del Tribunal de Orden Público al crecimiento de la resistencia andaluza

VÁZQUEZ CASTILLO, José
A
A

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

GUERRERO RODRÍGUEZ, Salvador
1 a (prisión menor)
 3 a (prisión menor)

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

PALMA SÁEZ, Carlos
2 a (prisión menor)
 2 a (prisión menor)

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

CABELLO AGUILERA, Antonio
A
A

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

ARIZA REYES, José
A
A

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

RUIZ MORENO, Antonio
A
A

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

BO GONZÁLEZ, Francisco
2 a (prisión menor)
A

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

RODRÍGUEZ LINARES, Manuel
3 a (prisión menor)
A

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

LOZANO ALCOBENDAS, Francisco 
A
A

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

SUMARIO 464/70 y SENTENCIA 426/73

ORTEGA MORALES, Manuel 1 a (prisión menor) Asociación ilícita

DURÁN VARGAS, José
6 a (prisión menor)
3 a (prisión menor)

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

LUQUE SÁNCHEZ, Antonio
4 a (prisión menor)
3 a (prisión menor)

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

PRADO ÁLVAREZ, Leopoldo 
9 m (prisión menor)
6 m / 1 d (prisión menor)

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

MEDINA GARCÍA, José Alfonso
8 m (prisión menor)
A

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

MARTÍNEZ GUERRERO, Antonio Eloy
8 m (prisión menor)
6 m / 1 d (prisión menor

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

RODRÍGUEZ GÁLVEZ, Rafael
A
A

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

TORO FERNÁNDEZ, Francisco Javier
A
A

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

MONTERO BLANCO, Diego
4 a / 2 m / 1 d (prisión menor)
4 a / 2 m / 1 d (prisión menor)

Asociación ilícita
Propaganda ilegal

SUMARIO 554/70 y SENTENCIA 58/71

RECIO MORENO, Salvador 10 m (prisión menor) Asociación ilícita
RECIO MOLERO, Salvador 8 m (prisión menor) Asociación ilícita
CARRERA  LUQUE, José 8 m (prisión menor) Asociación ilícita
CARRERA CORDERO, Juan 7 m (prisión menor) Asociación ilícita
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BERLANGA LOZANO, Juan 8 m (prisión menor) Asociación ilícita
TABOADA VARGAS, Francisco A Asociación ilícita
ROMERO MARTÍN, José 8 m (prisión menor) Asociación ilícita
MONTERO ZAMBRANA, Francisco 6 m / 1 d (prisión menor) Asociación ilícita
MARTÍN ROMERO, José 6 m / 1 d (prisión menor) Asociación ilícita
FALCÓN GARCÍA, Alonso 8 m (prisión menor) Asociación ilícita

SUMARIO 574/70 y SENTENCIA 70/71

GARCÍA MARTÍN, Antonio 4 a / 2 m / 1 d (prisión menor) Asociación ilícita
GARCÍA MARTÍN, José 1 a / 6 m (prisión menor) Asociación ilícita
BERMÚDEZ BERMÚDEZ, José 1 a / 6 m (prisión menor Asociación ilícita
RUIZ MARÍN, Antonio 9 m (prisión menor) Asociación ilícita
GARCÍA RUIZ, Antonio 9 m (prisión menor) Asociación ilícita
MUÑOZ DÍAZ, José Luis A Asociación ilícita
LOZANO MARTÍN, Rafael 1 a (prisión menor) Asociación ilícita
GARCÍA ORTEGA, Francisco 9 m (prisión menor) Asociación ilícita
SÁNCHEZ PACHECO, Juan José A Asociación ilícita
REQUENA SANTIAGO, José Francisco 10.000 Asociación ilícita
BONILLA MARTÍN, Antonio 10.000 Asociación ilícita

SUMARIO 582/70 y SENTENCIA 6/71

LUQUE LÓPEZ, Antonio 2 a (prisión menor) Asociación ilícita
GARCÍA MANCEBO, Francisco 2 a (prisión menor) Asociación ilícita
VARGAS MONTIEL, Mariano 1 a (prisión menor) Asociación ilícita
VARGAS GONZÁLEZ, Leonardo 1 a (prisión menor) Asociación ilícita
LUQUE FERNÁNDEZ, Antonio 1 a (prisión menor) Asociación ilícita
VALLEJOS AMORES, Salvador 1 a (prisión menor) Asociación ilícita
LOZANO LÓPEZ,  Antonio 1 a / 2 m (prisión menor) Asociación ilícita
PARDO GONZÁLEZ, Antonio 1 a (prisión menor) Asociación ilícita
DURÁN RUIZ, Juan A Asociación ilícita
ZAMORANO ALCÁNTARA, José 1 a (prisión menor) Asociación ilícita

Leyenda: a: año; m: mes; d: día. Fuente: TOPDAT y elaboración propia.

Observemos que el escarmiento hacia la resistencia malagueña en 
estos cuatro sumarios es ejemplar, y especialmente dura para quienes el 
Ministerio Fiscal considera que son sus máximos dirigentes. Así, solicita 
una condena de 20 años y 25.000 pesetas de multa para el responsable 
del PCE de Málaga, Pedro Cueto Lucas, que luego se queda nada menos 
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que en 16 años y 1 día de reclusión mayor y 10.000 pesetas de multa.52 
De los otros tres responsables (Bernardo Claro Fuentes, Antonio Sal-
vador López Cano, Cristóbal Pérez Anaya y Juan Antonio Rodríguez 
Becerra –estos dos últimos juzgados también en rebeldía-), solicita entre 
12 y 18 años de prisión menor, quedándose todos ellos con condenas 
individuales que oscilan entre los seis y los diez años de prisión menor. 
Ejemplar será también la condena contra algunos estudiantes, militantes 
del PCE y del SDEU –con conexiones con la Universidad de Granada 
donde algunos habían iniciado sus estudios- como Antonio Luque Sán-
chez, condenado a siete años de prisión menor o el dirigente de la Facul-
tad de Ciencias Políticas más conocido por la BPS de Málaga, Leopoldo 
del Prado Álvarez, condenado a 1 año y cinco meses de prisión menor. 
Es decir, que la caída afectará al movimiento obrero representado por el 
PCE y las CCOO y al movimiento estudiantil, dejando fuera de la circu-
lación a sus máximos dirigentes.

Sumados los cuatro expedientes malagueños –aunque es una misma 
caída con sumarios distintos-, nos encontramos con uno de los expe-
dientes colectivos más abultados que el TOP en España:

Personas procesadas en Málaga por el TOP en la caída de 1970 
y total de la condena

SUMARIO ENCARTADOS AÑOS MESES DÍAS MULTA
464/70 36 112 8 5 220.000
554/70 10 5 9 2 -
574/70 11 10 5 1 20.000
582/70 10 11 2 - -

Total 67 140 - 8 240.000

Fuente: TOPDAT y elaboración propia

Aunque el endurecimiento del régimen hacia las CCOO y el PCE 
afectó a casi todas las provincias andaluzas, Córdoba será una excepción 

52 Algunos de ellos, como Pedro Cueto Lucas, estarían en prisión provisional 2 años, 4 meses y 7 
días; Bernardo Claro Fuentes, 2 años, 4 meses y 8 días; Salvador Guerrero Rodríguez, 10 meses y 5 
días; otros como José Ariza Reyes o Antonio Ruiz Moreno, estarían 6 meses, aunque luego fueron 
absueltos. Véase TOPDAT, Sumario 464/70.
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y apenas sufrió la represión hacia la dirección de sus organizaciones, 
aunque durante 1970 se producirán algunas detenciones aisladas como 
las de Manuel Rubia Molero –a la sazón responsable de las CCOO cor-
dobesas-, pero fruto de su participación en una Coordinadora Nacional 
de las CCOO en junio de ese año, peo sin consecuencias en el TOP. Sin 
embargo, la persecución hacia los militantes de estas organizaciones no 
cesaría y se desarticularía cualquier estructura cuando se producía una 
caída. Este es el caso de la desarticulación del PCE de Posadas, donde 
serían detenidos 21 militantes de ese partido entre los días 20 y 21 de 
marzo de ese año y, posteriormente, procesados y condenados por aso-
ciación ilícita, conjuntamente, a 16 años, 4 meses y 4 días.

Personas procesadas en el TOP por la caída del PCE de Posadas 
(Córdoba) en marzo de 1970 (Sumario 213/70 y Sentencia 25/71)

GARCÉS FERNÁNDEZ, Manuel 2 a / 4m / 1d (prisión menor) Asociación ilícita
ARMADA MARTÍNEZ, Juan Antonio 1 a / 6 m (prisión menor) Asociación ilícita
FLORES ARRABAL, Vicente 2 a (prisión menor) Asociación ilícita
SÁNCHEZ ARENAS, Ángel 2 a / 4 m/ 1 d (prisión menor) Asociación ilícita
FERNÁNDEZ MORENO, Atanasio 1 a / 6 m (prisión menor) Asociación ilícita
GÓMEZ MARTÍN, Antonio 2 a / 4 m/ 1d (prisión menor) Asociación ilícita
SOTO RAMOS, Félix A Asociación ilícita
CORRO CHAPARRO, Antonio A Asociación ilícita
FLORES ARRABAL, Rafael 10 m (prisión menor) Asociación ilícita
GARCÍA POLONIO, Melquíades A Asociación ilícita
BOCERO RAMOS, Juan Diego 1 a (prisión menor) Asociación ilícita
LÓPEZ SILVERIO, Manuel 1 a (prisión menor) Asociación ilícita
BENAVIDES REINA, Antonio 6 m / 1 d (prisión menor) Asociación ilícita
JIMÉNEZ RUIZ, Antonio A Asociación ilícita
LÓPEZ SÁNCHEZ, Juan A Asociación ilícita
CABRERA BERENGUER, Pedro A Asociación ilícita
COBOS PÉREZ, Rafael 1 a (prisión menor) Asociación ilícita
BECERRA PEDRAZA, José A Asociación ilícita
NOGUERA GARCÍA, José A Asociación ilícita
MARTÍNEZ FERNÁNDEZ, Rafael A Asociación ilícita
MEDIAVILLA GONZÁLEZ, Alfonso A

Leyenda: a: año; m: mes; d: día. Fuente: TOPDAT y elaboración propia
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Junto a estos procesos por militancia clandestina (y de ahí que todos 
fueron juzgados bien por asociación ilícita y/o propaganda ilegal), hay 
que sumar todos aquellos que van al TOP por conflictos laborales (la 
huelga de panadería de Sevilla de marzo de ese año), la militancia en las 
Comisiones Obreras Juveniles, con dos caídas masivas en Sevilla y Gra-
nada, o la participación de los militantes de las CCOO en la convocato-
ria contra el Proceso de Burgos en diciembre de ese mismo año, donde 
algunos dirigentes de aquéllas ingresarán en prisión y serán procesados 
por el TOP. Por tanto, antes de finalizar el año y de que se decretase el 
estado de excepción el 15 de diciembre las dos principales organizacio-
nes de la resistencia antifranquista habían sufrido un duro golpe con 
condenas ejemplarizantes. 

2.3. El estado de excepción de 1970 y las arbitrariedades del TOP
El decreto del estado de excepción de 1970/71, que entrará en vigor el 
15 de diciembre y con una vigencia de seis meses, va a permitir a la BPS 
de las distintas provincias acometer, decisivamente, su plan de desarti-
cular, por completo a las CCOO y al PCE en aquéllas donde aún no se 
había iniciado y, así, comenzarán las detenciones de sus militantes a los 
pocos días de su entrada en vigor. Pero trataremos de forma distinta las 
de Jaén y Granada –que están relacionadas- con la de Sevilla, por la espe-
cificidad de cada una de ellas.

Las caídas de militantes del PCE Jaén y de Granada durante el estado 
de excepción están relacionadas porque desde mediados de los sesenta 
se mantenían algunas reuniones orgánicas entre los dirigentes de ambas 
provincias y, al mismo tiempo, habían acordado que la propaganda le 
llegase a la organización jiennense desde su homónima granadina que, 
a su vez, la recibía desde Málaga. Como resultado de la caída de Jaén, 
serán detenidas y procesadas cuarenta personas siendo condenadas a un 
total de 29 años, 2 meses y 17 días de prisión menor. El golpe, en Jaén, 
fue definitivo y no podrá volver a reorganizarse hasta  pocos meses antes 
de la muerte de Franco.53 La de Granada se iniciará a los pocos días de 
decretar el estado de excepción y se alargará hasta mediados de febrero 
de 1971, desarticulando a la dirección del Sindicato Democrático de Es-

53 Para los detalles de la caída véase monográfico de Alfonso Martínez Foronda, La “prima” Rosario 
y Cayetano…, op. cit pp. 154-186.
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tudiantes (la mayoría militantes del PCE) y a la dirección del PCE y de las 
CCOO de la provincia, con un total de 48 detenidos a los que se agrupa 
en varios sumarios para el TOP.54 

Podría pensarse, a estas alturas y teniendo los antecedentes de caídas 
anteriores, como las de Cádiz o Málaga, que serían tratados de la misma 
forma. Por esa lógica, debieran haber llevado al TOP a dirigentes como 
Francisco Portillo Villena –Secretario Provincial y miembro del Comité 
Central del PCE - o a Emilio Cervilla Alonso o a Joaquín Bosque Sendra 
-con amplios antecedentes policiales y procesos previos- o a Pepe Cid 
de la Rosa, como responsable de las CCOO de esa misma provincia. Y, 
más aún, cuando el Ministerio Fiscal le pedía al mismo Portillo nada me-
nos que 20 años de prisión y que a otros seis inculpados de ese mismo 
expediente los acusaba no sólo de propaganda ilegal y asociación ilícita, 
sino también de un delito de terrorismo por unos cócteles que se habían 
lazando contra varias entidades bancarias unos meses antes y de los que 
ellos nada tenían que ver.55 A todos, en todo caso, se les instruyó has-
ta cuatro sumarios, (Sumarios 21/71, 418/70, 453/70 y 1006/71) pero 
nunca llegaron al TOP, a pesar de las abultadas penas que se les pedía en 
su conjunto: 206 años de prisión.56 

¿Por qué no llegó a enjuiciarse esta caída y, sin embargo, sí fueron 
procesados y juzgados otros seis detenidos políticos granadinos durante 
ese mismo estado de excepción y con acusación fiscal mucho más baja, a 
los que se les excluye de estos sumarios y se les abren otros?57 Esta arbi-
trariedad no puede atribuirse a la acumulación de tareas del TOP porque 
en casos similares se juzgaron rápidamente, y más cuando se trataba de 
acusaciones tan graves contra dirigentes del PCE y de CCOO y, más 
inexplicable es que en una situación similar –como el caso malagueño 
de ese mismo año- quienes habían sido acusados de ser los máximos 
dirigentes del PCE y de CCOO estuvieron hasta dos años y medio en 
prisión preventiva y luego condenados a largas penas de cárcel.  La única 

54 Véase los detalles de esta caída en Alfonso Martínez Foronda, La lucha del movimiento obrero en 
Granada…, op. cit. 229-256.
55 Íbidem, pp. 230-231.

56 Íbidem.
57 Véase TOPDAT, Sumario 37/71 y Sentencia número 204/71 de 1 de julio de 1971 y 196/71 
de 28 de junio de 1971; 65/71 de José Marín Marín o el 37/71 de José Romero García y Manuel 
Vargas Rienda.
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explicación que hemos encontrado –y que ya se ha explicado suficiente-
mente en otras investigaciones sobre el movimiento obrero y estudiantil 
de esa provincia a los que nos remitimos- es que en esa caída estarán im-
plicados algunos estudiantes, hijos de prestigiosos personajes de la vida 
pública granadina y alguno de ellos vinculado con las altas jerarquías del 
régimen. Eso pudo haber influido decisivamente para que ese sumario, el 
21/71, durmiera el sueño de los justos.58 

No fue esta arbitrariedad la única en Andalucía porque un caso si-
milar es el de Sevilla durante ese mismo estado de excepción y que se 
llevó por delante a un centenar cuadros de Comisiones Obreras y del 
PCE desarticulando, prácticamente, la dirección del Comité Provincial 
de éste último. Pero veámoslo con más detalle por la implicación que en 
este caso tiene una parte de la intelectualidad sevillana, el arzobispado y 
el famoso Jefe Superior de Policía, Antonio Juan Creix, que juegan una 
interesante e insospechada partida de ajedrez en el terreno social.

Antonio Juan Creix había sido nombrado Jefe Superior de la Policía 
de Sevilla en agosto de 1970. Este personaje, con un amplio historial 
represivo a sus espaldas, había sido enviado a esta provincia con el ob-
jetivo claro de acabar de una vez con la resistencia antifranquista que 
tenía en ésta una de las provincias más conflictivas de España desde 
años antes.59 Y es que en Sevilla, la habilidad de sus dirigentes obreros, 
aplicando la política del Pacto por la Libertad, preconizada por el PCE, 
habían creado una serie de lazos y alianzas con otros sectores sociales –la 
Universidad, parte de la iglesia progresista, parte del mundo intelectual 
(sin olvidar la contribución de periodistas significativos en el periódico 
El Correo de Andalucía), que habían propiciado, junto al acierto estratégico 
de las CCOO y la política de alianzas que preconizaba el PCE, un clima 
de contestación social y política que no era posible domeñar a pesar de 
los zarpazos represivos que se abatieron sobre él a lo largo de esos años 
y, especialmente, a partir de 1966 con el triunfo en las elecciones sindica-

58 Véase Alfonso Martínez Foronda, La lucha del movimiento obrero en Granada…, op. cit. pp. 265-272 
y del mismo autor, junto a Isabel Rueda Castaño, “La Universidad vigilada”, en La cara al vent…, 
op. cit. pp. 644-648.
59 Antonio Juan Creix fue un experto represor de la resistencia antifranquista ya desde 1941 y fue 
uno de los que se más se apuntó el mérito de desarticular a partidos y organizaciones sindicales de 
izquierda, lo que le valió numerosas condecoraciones. Para ver su extenso currículo represor ver 
Antoni Batista, La Brigada Social, Editorial Ampurias, Barcelona, 1995, pp. 32-43.
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les de ese año. No es que estas alianzas no se intentaran en otros lugares, 
como en Málaga con la creación de las Comisiones Cívicas, sino que en 
Sevilla tuvieron un mayor arraigo y amplitud social.

El régimen sabe perfectamente que es desde los dirigentes obreros 
sevillanos donde se dinamizó la coordinación de las CCOO a lo largo de 
Andalucía y sabe también que la aportación de éstos a la coordinación 
nacional es muy importante, como se encargaría de demostrar el famoso 
Proceso de 1001, dos años más tarde y donde están implicados tres de 
ellos. Por tanto, el nombramiento de Creix obedece a la necesidad del 
régimen para poner fin a ese ascenso del movimiento obrero que, por 
otra parte, había llevado a cierta radicalidad en las acciones tanto de las 
Juventudes Comunistas como de las Comisiones Obreras Juveniles. Una 
radicalidad que desde determinados sectores del régimen se ve con gran 
preocupación no sólo por las acciones en sí, sino también por sus prota-
gonistas, que ya no son sólo los comunistas sino por “personas de algún 
relieve social”. Eso es lo que literalmente deja constancia en su informe 
el Gobernador Civil de Sevilla, Ramón Muñoz-González y Bernardo de 
Quirós, al referirse a los sucesos de esos momentos de finales de 1970:

“Al igual que en todo el país hay que destacar la tensión que se 
produjo a finales de año [1970] por la campaña orquestada des-
de el extranjero por grupos oposicionistas, que adoptarían tác-
ticas de tipo propagandista con implicación incluso de personas 
de algún relieve social”.60

Esa “campaña orquestada desde el extranjero” se refiere a las pro-
testas contra el Proceso de Burgos que se habían iniciado en noviembre 
de ese año y que culminarían el 3 de diciembre, fecha del proceso. Una 
lucha que había creado un clima de contestación social en el último tri-
mestre del año, cada vez más radicalizado, que tendrá su respuesta re-
presiva, bien desde la propia actuación policial, bien desde el gobierno 
decretando un nuevo estado de excepción el 15 de diciembre de ese 
mismo año. En el caso sevillano, la presencia de Creix y la cobertura 
legal de impunidad que les ofrecerá el decreto de estado de excepción, 
favorecerá un marco legal para iniciar este descabezamiento, aunque la 

60 AGDGA, Leg. 1274, carpeta “Memoria 1970 [Del Gobernador Civil de Sevilla].
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dictadura tenía los suficientes resortes legales para reprimir arbitraria-
mente con o sin decreto de estado de excepción. Pero ahora nos interesa 
comprobar cómo responde el régimen –desde el aparato policial al apa-
rato jurídico- a la amplitud de esa resistencia antifranquista que había ex-
tendido su influencia más allá del movimiento obrero y del movimiento 
estudiantil. Y, para ello, hemos de detenernos en dos hechos: la historia 
de los jóvenes sevillanos conocidos como los “Tupamaros” y la propia 
caída de 1970/71 de los militantes del PCE y de las CCOO. La primera, 
la de los jóvenes “Tupamaros”, no sólo para conocer mejor la esencia 
corrupta del régimen y la segunda, para seguir insistiendo en la arbitra-
riedad de la justicia franquista al tiempo que muestra las grietas, cada vez 
más ostensibles, en el seno del régimen en la medida en que la resistencia 
antifranquista se va ampliando a más capas sociales y cómo todo ello se 
sustancia en el TOP, bien por las duras condenas en un caso, bien por su 
arbitrariedad en el otro. 

Historia de “Los Tupamaros”
Esta historia de un grupo de jóvenes sevillanos, que fueron detenidos un 
3 de diciembre de 1970 –el mismo día que se habían convocado acciones 
contra el Proceso de Burgos- nos muestra descarnadamente la esencia 
corrupta del régimen y su impunidad, desde los cuerpos policiales hasta 
el mismo TOP, prolongación de aquéllos. Pero también nos sirve para 
interrogarnos sobre la utilización acrítica de las fuentes escritas, como 
son las sentencias del TOP, porque en éllas no se refleja todo el universo 
que interactuó previamente para llegar allí: no podemos conocer los fil-
tros previos de los interrogatorios tanto policiales como de los jueces de 
instrucción, ni las declaraciones de los inculpados en los interrogatorios 
policiales o su respuesta en estos casos difíciles en sus vidas, ni la táctica 
de los abogados defensores para sus defendidos –ya que en las senten-
cias pasan prácticamente desapercibidas sus argumentaciones jurídicas- 
por lo que es necesario oír sus voces porque presentan la situación y las 
acciones del acusado ante el aparato policial o ante el banquillo de los 
acusados.

El Sumario 1319/70 y Sentencia número 216/72, de 20 de octubre 
de 1972, condena a Antonio Gómez Fernández y a Fernando Machu-
cha Lechuga a 4 años de prisión menor a cada uno de ellos por sendos 
delitos de terrorismo y a Jesús María Samper Infantes a 2 años de pri-
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sión menor por un delito de terrorismo, así como a una indemnización 
al Estado y al Servicio Municipal de Transportes de Sevilla de 191.916 
pesetas los dos primeros y 24.416 pesetas el tercero.61 En total, diez años 
de cárcel y 448.250 pesetas entre los tres.

¿Quiénes eran estos jóvenes a los que se acusa de terroristas? ¿Cuá-
les fueron los delitos cometidos? Según la sentencia del TOP se da por 
probado que:

[…]
Que coincidiendo con el anuncio primero y posterior celebración después de 
un Consejo de Guerra que tuvo lugar en la Ciudad de Burgos en el mes de 
diciembre de mil novecientos setenta contra determinados activistas de la en-
tidad segregacionista vasca Euzkadi Ta Azkatasuna, el Partido Comunista de 
España en la clandestinidad promovió, en concretas localidades españolas, 
una campaña de agitación con el fin de sembrar la alarma en la población: 

A) A tal fin, en Sevilla, un grupo o comando de individuos, en su mayor parte 
menores de diez y ocho años, ya indultados, en el que se encontraban los 
procesados ANTONIO GÓMEZ FERNÁNDEZ, FERNANDO MACHUCA LE-
CHUGA y JESÚS MARÍA SAMPER INFANTES,  […], siguiendo las consig-
nas que les diera inidenfiticada (sic) persona en la causa, miembro de aquel, 
se concentraron, sobre las veinte horas del día diez y siete de noviembre 
de mil novecientos setenta, en número aproximado de diez, en las inme-
diaciones del Palacio de Justicia de la expresada ciudad, sito en el Prado 
de San Sebastián, contra cuyo edificio, terminado pero aún no inaugurado, 
empezaron a arrojar piedras, bolsas de plástico con pintura roja que al rom-
perse esparcían su contenido y botellas, tipo cerveza, llenas de gasolina 
con mecha encendida, todo lo cual les había sido previamente facilitado, 
produciendo, en la fachada interior del inmueble dicho, desperfectos, rotura 
de cristales e incendio en dos de sus puertas, cuyos daños han sido tasa-
dos en setenta y tres mil doscientas cincuenta pesetas, evitando su mayor 
entidad la intervención de empleados del mismo. Al tiempo de la incidencia 
descrita, algunos de los componentes del grupo, no identificados, arroja-
ron también unas octavillas, realizadas con imprentilla, en las que se había 
inserto el siguiente texto: “No al Tribunal Militar. No más crímenes. No más 
condenas de muerte. Amnistía general. Libertad para Izco y sus compañe-
ros. Partido Comunista”.

61 Para todos los datos relacionados con la sentencia, véase TOPDAT, Sumario 1319/70 y Sentencia 
número 216/72, de 20 de octubre de 1972.
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B) Siguiendo esta línea de actuación, los procesados ya citados GÓMEZ FER-
NÁNDEZ y MACHUCA LECHUGA, sobre las veintiuna horas del día dos 
de diciembre de mil novecientos setenta, formando parte de otro grupo 
o comando de similares características al anteriormente referido, con las 
botellas de gasolina que portaban y encendieron, produjeron el casi total 
incendio del autobús nº 410, matrícula SE-141.627, contra el que arrojaron 
aquellas (sic). […] Los daños ha sido tasados en trescientas setenta y cinco 
mil pesetas.

C) Otro grupo, del que no se ha acreditado formasen parte los tres procesa-
dos citados, produjo, por igual procedimiento, los incendios del autobús 
nº 86, y el coche Renault […] que circulaba por la calle Candelaria, produ-
ciendo desperfectos en aquellos que han sido tasados en mil novecientas 

cincuenta y una pesetas.62

Y, efectivamente, las acciones que indica la sentencia se efectuaron 
en Sevilla el día 17 de noviembre de 1970 en un momento de radicali-
zación de las acciones por parte de comandos de jóvenes comunistas. 
Pero la sentencia tiene un trágico error: que no fueron los jóvenes que 
en ella aparecen, totalmente ajenos a la militancia política y a la lucha 
antifranquista. Al menos, aunque nadie les puede quitar ya su amarga 
experiencia, sirva en algo esta reparación histórica.63

¿Quiénes eran los jóvenes que aparecen en la sentencia? ¿De dónde 
procedían? La mayoría vivían en el barrio sevillano de la Barzola y mu-
chos de ellos procedían del de San Julián, donde habían vivido su infancia 
hacinados en aquellas casas de vecinos donde a cualquier metro cuadrado 
se le llamaba habitación. Jóvenes que habían crecido juntos y que, como 
hijos de la clase obrera, en su mayoría habían dejado la escuela –o los 
pocos años que estuvieran en ella- para iniciarse cuanto antes en oficios 
que pudieran completar las exiguas rentas familiares. Luego, por la es-
peculación, habían sido desplazados de San Julián a la Barzola y, allí, su 
centro de operaciones era la plazoleta del Cerezo, donde quedaban para 
charlar o para iniciarse en las conquistas amorosas de aquella sociedad 

62 Extracto de la sentencia número 216/72, de 20 de octubre de 1972.
63 Para reconstruir los hechos se efectuaron sendas entrevistas a dos de los implicados. Una de ellas, 
a Antonio Santos Núñez, la efectuó Eloísa Baena Luque; la otra, a Fernando Machucha Lechuga, la 
efectuaron Eduardo Saborido Galán y José del Río. Ambas, en AHCCOO-A.
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reprimida. Y un día se enteraron que, cerca de allí, en una explanada de la 
Ronda de Capuchinos, habían colocado una pista de coches locos. Y allá 
que se fueron no tanto para disfrutar de ese entretenimiento –que su bol-
sillo tenía muchos agujeros- cuanto porque allí acudían también chicas y 
tenían la edad adecuada para iniciarse en el arte amatorio. Según Antonio 
Santos, uno de los mayores del grupo de la Barzola, estuvieron tonteando 
con algunas de ellas, con la desgracia de que entraron en colisión con otra 
pandilla de chicos, algunos de los cuales se vieron ofendidos por el atre-
vimiento de los primeros al flirtear con alguna de sus novias. Y cosas de 
jóvenes: se retaron para una pelea, que en la España franquista, heredera 
de las mejores tradiciones del medievo, las ofensas debían ser reparadas 
al instante. Pero tuvieron la mala fortuna de elegir para el “reto” el 3 de 
diciembre de 1970, precisamente el día en que las Comisiones Obreras y 
el Partido Comunista de Sevilla habían convocado movilizaciones contra 
el Proceso de Burgos. Para ellos, ajenos a los avatares políticos, ése era un 
día cualquiera, un día más que no estaba marcado en su calendario.

Fernando Machuca Lechuga, uno de los damnificados, recuerda que 
ese día se juntaron entre veinte o treinta jóvenes para ir a la Barzola a 
echar esa “peleílla”, o “pedrea”, provistos de algunos palos y piedras. 
Pero no llegaron a la plazoleta del Cerezo porque, -no se explica cómo 
se enteró la Brigada Político Social-, antes de llegar al destino, por la 
Alameda de Hércules, detuvieron a muchos de ellos, la mayoría menores 
de edad. Y, desde allí, se los llevaron a la comisaría de la Gavidia, donde 
comenzaría la tragedia. No los detuvieron a todos en esos momentos y 
algunos como el propio Machuca, logró escaparse. Pero por poco tiem-
po, porque esa misma noche se presentó la BPS en su casa y lo detuvie-
ron delante de su madre. Pero sigamos su relato para entender mejor la 
situación de estos jóvenes que no sabían lo que el destino les deparaba:

“Por la noche [el día 3 de diciembre] llegó un señor a mi casa. 
Le abrió mi madre y preguntó por mí. Me dijo que lo tenía que 
acompañar a comisaría y que iba a ser por poco tiempo, que no 
tenía importancia. Mi madre me dijo que me pusiera la chaqueti-
lla y al bajar, [Francisco] Beltrán [Ortiz] -uno de los más odiados 
policías de la BPS por los antifranquistas sevillanos- me puso las 
manos a la espada y yo, ajeno a que no había hecho na, le di un 
codazo y rápidamente se me echaron tres o cuatro sociales. En 



75

Alfonso Martínez Foronda La respuesta del Tribunal de Orden Público al crecimiento de la resistencia andaluza

el coche ya me pegaron y al llegar a comisaría me presentaron a 
un tal “Manolo” y le dice el Beltrán que qué me había dado. Y 
ese chaval le dice que yo le había dado gasolina y yo, sin cono-
cerlo, le decía que qué gasolina ni na y el social que si yo era un 
comunista de mierda…”.64

En menos de una hora, se enteró cómo las gastaba la BPS porque, 
junto a los primeros palos que recibe, queda desconcertado con todo 
aquello y más con la gasolina asociada a su militancia política. Del líqui-
do inflamable no tenía ni idea, pero menos aún de que fuera comunista. 
No sabía ni que existieran, porque ni en su casa, ni entre los amigos, se 
hablaba para nada de política.

En efecto, la táctica policial, desde que son detenidos los primeros, 
es atribuirles la autoría de los cócteles molotov y las pedradas contra el 
Palacio de Justicia del día 17 de noviembre y la quema de autobuses del 
día 2 de diciembre, que, efectivamente, se había producido en la Sevilla 
convulsa del último trimestre de 1970. Podemos admitir que, en esos 
primeros momentos, la BPS no sabe que estos jóvenes nada tienen que 
ver con organización política alguna y menos que ninguno de ellos milita 
–y ni siquiera conoce- a las Juventudes Comunistas o a las Comisiones 
Obreras Juveniles que fueron, a la postre, quienes protagonizaron esas 
acciones. Pero, de entrada, su táctica es el chantaje aderezado de malos 
tratos: si acusas a otro, te soltamos, más o menos, venía a plantearle 
la BPS a cada uno. Así, en los primeros momentos, cuando carean a 
unos jóvenes con otros, el resultado es que todos se acusan mutuamente, 
como reconoce el propio Machuca cuando afirma que “con las palizas 
que nos estaban dando, el comecocos psicológico y la inexperiencia y la 
edad, nos estábamos echando la culpa unos a otros”, aunque ninguno 
supiera nada de lo que había pasado en realidad, de forma que van de-
jando salir a los más jóvenes, algunos con 15 y 16 años, dejando madurar 
a los que quedaban, a un grupo de entre seis y ocho jóvenes, entre los 
cuales están los tres que tienen mayoría de edad y que, a la postre, serían 
los que irían al TOP: Machuca, Samper y Antonio Gómez. 

Pero, aunque podamos admitir –siendo generosos- la hipótesis de 
que la BPS puede pensar en esos primeros momentos que podrían ser 

64 Entrevista a Fernando Machuca, en AHCCOO-A.
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algunos de ellos, de entrada, por las respuestas de los jóvenes y por su 
actitud tendrían que haber deducido que ninguno tenía nada que ver con 
posiciones organizadas. Entre otras cosas porque de los interrogatorios 
y las palizas, que menudeaban, según los jóvenes, decían nombres al azar, 
como cuando dieron el de un homosexual, al que llegaron a detener y 
al que soltaron inmediatamente porque dedujeron lo obvio: que nada 
sabía. Y como alguno de los jóvenes le reprochara a la BPS que cómo 
podían ser ellos y salir a la calle con palos y de día, cuando lo lógico era 
que fueran clandestinos –argumento razonable donde los haya- recibió 
inmediatamente, y a modo de respuesta, una manta de palos. Y porque 
eso era echarle por tierra todas las detenciones y la posibilidad de apun-
tarse un tanto ante sus superiores.

Sea como fuere, los jóvenes van dando nombres de otros jóvenes 
que no habían sido detenidos pensando que así saldrían en libertad 
como, por otra parte, les prometía la BPS. Y uno de los nombres que 
sale es de Antonio Sánchez Núñez, del barrio de la Barzola, conocido 
indirectamente por uno de ellos, y al que acusan de ser uno de los jefes 
de los “comandos subversivos” que buscaba la BPS. Lo detendrán al día 
siguiente, el día 4 de diciembre, en el mismo taller donde trabajaba. Pero 
sigamos su relato para ver cómo un día más tarde la BPS ya sabía, per-
fectamente, que ninguno de estos jóvenes tenía nada ver con la acción de 
los comandos, pero que estaba decidida a justificar su trabajo utilizándo-
los como chivos expiatorios:

“Yo estaba comiendo –afirma Antonio Sánchez- y llegaron tres 
o cuatro tíos muy grandes y estiraos. Sabían mi nombre. Me 
dijeron me fuera con ellos que iba a ser un ratito. Y estuvieron 
mirando por el taller, pero no vieron na, porque no había na. Y 
me trajeron a la Gavidia. Y cuando llegué me metieron en un 
cuarto. Y uno me dice: ¿Y tú qué tienes con este señor? Y me señala 
una foto de Franco. Y yo, “pues que yo sepa no tengo na” –le 
dije. Y me dieron catorce o quince porrazos y p´abajo. Así, sin 
preguntar ni na, pero me dieron una paliza de las buenas, de 
mascás, puñetazos. ¡Coño! Yo me quedé…Porque yo no sabía 
ni de dónde, ni pa dónde, ni na… Y al calabozo. Y a los cinco 
minutos otra vez p´arriba. Y empezaron a desfilar toda la gente: 
el Machuca, el “Antoñete” [Gómez Fernández]…, tos. Yo no los 
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conocía. Los conocí luego en la cárcel. Y, entonces, la policía les 
decía en un cuarto de al lao (y eso me lo contaron ellos luego en 
la cárcel) que entraran donde yo estaba y que dijeran que yo les 
había dado la gasolina para quemar los autobuses y tirar pintura 
a los juzgados. Eso me lo dijeron en la cárcel, pero entonces yo 
no sabía na… Y entraba uno y le decía el policía: Este, ¿quién es? 
Y él, “pues fulanito de tal” y el policía, ¿Y qué te ha dado? Y él, 
“…pues gasolina pa quemar los autobuses….” Y como yo me 
negaba a to, otros ocho o diez porrazos y al calabozo.

Se iba uno, que yo no conocía y ellos me decían: Bueno, ¿qué? ¿Te 
das cuenta? Y yo: Eso es mentira. A ese no lo conozco de na. Y ellos: 
¿Qué no lo conoces? Y, sin más otros ocho o diez porrazos y p´abajo 
al calabozo. Y así uno y otro y otro…”.65 

El juego de la policía para sacarles alguna declaración inculpatoria 
medianamente coherente siguió en los tres días de rigor que estuvieron 
en la Gavidia incomunicados entre ellos, intentando, por una parte, po-
ner de acuerdo al grupo inicial, y de otra, a todo el grupo contra Antonio 
Sánchez. Como los primeros seguían echándose la culpa unos a otros, un 
día juntaron a todos los que quedaban, unos seis o siete, y los invitaron 
a unos cafés y unas magdalenas para que se pusieran de acuerdo y que 
si lo hacían de forma amigable y amistosa saldrían en libertad. Pero para 
salvarse individualmente seguían acusándose unos a otros, con hechos 
inventados, lógicamente, que eran totalmente incoherentes. Como por 
esa parte aquello era una pelota, la BPS lo intentó con Antonio Sánchez, 
al que subieron para que viera cómo el otro grupo estaba merendando 
y que si colaboraba y reconocía que era jefe de un comando, pues que 
estaría como los demás, porque sus padres lo estaban esperando abajo 
y que, así, se iría con ellos. Pero entre la persistencia de Santos –como 
reconoce Machuca- que se negó desde el comienzo a admitir aquella pa-
traña, también desistieron por esa parte. Probablemente, porque se aca-
baban los tres días que debían estar en comisaría, tuvo que intervenir el 
propio Antonio Juan Creix, el Jefe Superior de Policía, que los amenazó 
llamándolos “comunistas de mierda”.

65 Entrevista a Antonio Sánchez Núñez, en AHCCOO-A.
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¿Qué ocurrió al final? Que Santos se negó a firmar ningún docu-
mento, pero pasó a la cárcel. Y que del grupo inicial, los tres mayores 
de edad, que luego serían los únicos que fueron al TOP, sí lo firmaron. 
Uno de ellos, Machuca, afirma que leyó el documento que les presentó 
la BPS y que no había nada que los acusara de terrorismo. Entonces no 
reparó –no estaba preparado para ello porque nadie le había advertido al 
respecto, ajeno a cualquier militancia política- que entre su firma y el fi-
nal del texto había mucho espacio en blanco. Incluso recuerda que algún 
agente de la BPS, por la forma de hablarles, sabía que ellos no habían 
hecho nada. Sólo sabe que lo firmó, tanto él como sus dos compañeros 
y que un domingo a las ocho de la tarde, lo llamaron a él, a Samper y a 
Antonio Gómez, los metieron en un celular, los pasaron por el juzgado 
de instrucción y, desde allí, a la cárcel de Sevilla, sin saber que iban a estar 
entre sus muros, y de forma preventiva, nada menos que cinco meses y 
veinticinco largos días, porque en ningún momento habían admitido que 
ellos habían sido los autores de los hechos de que se les acusaba. Y, al día 
siguiente, se llevaron también a la cárcel, aunque no había admitido nada, 
a Antonio Sánchez Núñez.

La cárcel de Sevilla era un hervidero todos aquellos días que van 
desde la convocatoria de las movilizaciones contra el Proceso de Burgos, 
el 3 de diciembre, hasta los primeros días en que se decreta el estado 
de excepción el 14 de diciembre de ese mismo año porque a raíz de las 
protestas contra el Proceso de Burgos –que fueron contra la pena de 
muerte, que no por solidaridad con ETA-, pasarán por la comisaría de 
la Gavidia y luego por la cárcel dirigentes de CCOO de la construcción 
como José María Rangel Pérez o Eugenio López, entre otros. Eran de-
tenciones, aisladas, fruto del activismo de las Comisiones Obreras y del 
PCE, pero nada tenían que ver con la acción de los comandos de los 
hechos descritos contra el palacio de justicia y la quema de los autobuses. 
Sin embargo, a partir del día 7 de diciembre comenzarán las detenciones 
de algunos militantes de las JJCC y de las CCOO Juveniles que sí habían 
participado en los comandos, y aunque algunos de ellos confesarán que 
habían participado en esas acciones, sin embargo, solo eran acusados de 
asociación ilícita y propaganda ilegal.

Será en la cárcel, en fin, donde estos cuatro jóvenes comienzan a 
darse cuenta que habían sido objeto de un montaje policial. Después de 
pasar el periodo carcelario y trasladarlos a la galería de presos políticos, 
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entran en contacto con éstos y contrastan los hechos. Allí se enteran 
de quiénes habían sido algunos de los autores de los cócteles contra el 
Palacio de Justicia y las demás acciones y, al mismo tiempo, los políticos 
conocerán a estos jóvenes que nada tenían que ver con la lucha antifran-
quista. Antonio Santos, que estará dos meses en la cárcel, y que tiene la 
fortuna de no ir al TOP, hará una gran amistad con Antonio Herrera 
Fernández que, a su vez, fue el encargado de reconstruir la caída para ha-
cer el preceptivo informe al Partido. Todos los políticos eran conscientes 
de la injusticia que se había cometido contra estos cuatro jóvenes y eso 
les hería mucho más. Para Santos esos meses

“…fueron vivencias malas. Mis padres lo pasaron mal, muy mal. 
Porque si tú haces algo ya sabes que los palos no duelen tanto, 
pero sin comerlo ni beberlo, sin tener idea de na… Porque yo en 
aquella época no sabía ni lo que era el Partido, porque para mí el 
partido era el Betis contra el Sevilla. Yo no sabía na de política, 
ni sabía, ni había escuchado na de na…”.66

Mucho peor fue para los tres jóvenes restantes, que permanecie-
ron en prisión preventiva casi medio año acusados de terrorismo y que, 
en medio de los políticos, se sentían extraños. Por ejemplo, Machuca 
recuerda que algunos de los jóvenes estudiantes detenidos, como Car-
los Castilla Plaza (hijo de Carlos Castilla del Pino), Plácido Fernández 
Viagas-Bartolomé (hijo de magistrado del mismo nombre) o Francisco 
Conde, entre otros, hicieron una huelga de hambre y que querían meter-
los a ellos para demostrar a la sociedad sus reivindicaciones:

“… y nosotros –recuerda Machuca- éramos ajenos a todo esto. 
Nosotros no teníamos ni conciencia política, ni ideología… 
Éramos meros espectadores. Fíjate que cuando vino el juez –
que era Plácido Fernández Viagas- a la prisión, al locutorio de 
jueces, me preguntó si me “ratificaba”. Y yo no sabía si eso era 
afirmar o negar algo. [No sabía la diferencia entre “ratificar” o 
“rectificar”] Lo único que le dije –porque tenía entonces unas 
babuchas que me dio mi madre- y que le enseñé la planta del pie 

66 Entrevista a Antonio Santos Núñez, en AHCCOO-A.
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derecho con una uña totalmente salida. Y le dije que sí, para que 
no me llevaran de nuevo a la comisaría, donde estaban llevando 
a gente desde la prisión para torturarla. Yo temía eso y firmé. 
Las cosas como son. No me hice el valiente. Y firmé ante ese 
hombre, no sabiendo a lo que me iban a condenar”.67

Aún así, ingresaron en la comuna del PCE e hicieron una gran amis-
tad con algunos de los políticos como con Paco León Temblador, con el 
abogado José Julio Ruiz, con Manuel Benítez Rufo o con Ángel Oliveros 
que fue, precisamente, el que compuso una canción para estos jóvenes a 
los que bautizó como “Los Tupamaros”:

La policía de Creix va por la calle 
Buscando y no encontrando.

Quién mueve la libertad (bis)

Unos muchachos que a la cárcel los han llevado,
Sabiendo que nada han hecho,
Reciben golpes en la barriga,
Reciben golpes en el pecho.

Los tres jóvenes “Tupamaros” salieron en libertad provisional el 29 
de mayo de 1971 y con una fianza de 20.000 pesetas. Habían cerrado un 
capítulo siniestro, pero aún les faltaba un largo recorrido para terminar 
de cumplir la pena inherente a su terrible delito. Primero el juicio en el 
TOP, donde alguno como Machuca, tuvo que sufrir la extraña ausencia 
de su abogado y a última hora le pusieron uno de oficio; luego la far-
sa del propio juicio donde apenas pudieron defenderse y, finalmente, la 
condena, ya conocida. Empezaba otro camino de cristales y, a finales de 
noviembre de 1973, tuvieron que cumplir el resto de la condena. Jesús 
Samper, que estaba en el ejército, la cumplió en un castillo militar y Fer-
nando Machuca y Antonio Gómez fueron conducidos a la de Sevilla. 
Pero si la prisión ya es de por sí la muerte porque te privan de libertad, 
es más dura cuando determinadas circunstancias le añaden más dolor. 

67 Entrevista a Fernando Machuca Lechuga, en AHCCOO-A
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Machuca había tenido una niña hacía 23 días, tan sólo, y recuerda con 
amargura el momento en que se presentó Francisco Beltrán Ortiz –el 
agente de la BPS, que se apuntaba a todas- en el bar donde trabajaba:

“… me dijo que tenía que irme con él para cumplir condena, 
pero le dije que me dejara despedirme de mi mujer y de mi hija y 
me dijo que tenía órdenes de llevarme a comisaría. Me sacó sin 
más del mostrador, me esposó y me llevó a comisaría el 27 de 
noviembre de 1973 y luego a la cárcel de Sevilla…”.68

Mas no había terminado su calvario. Alguno, como Machuca, estuvo 
en busca y captura porque no se había presentado a la caja de reclutas en 
1974, que es cuando le correspondía porque, entre otras razones, estaba 
en la cárcel, pero parece que no había mucha coordinación entre los 
sociales y los militares. El caso es que al salir de la cárcel pensó, incluso, 
huir a Francia, pero su situación familiar lo retuvo y a los pocos días de 
salir en libertad se presentó voluntariamente. Tuvo la suerte de que el 
Capitán de reclutas se apiadó de él, cuando supo que acababa de salir de 
la prisión y en lugar de meterlo en el primer reemplazo, lo dejó para el 
segundo, unos meses más tarde. Pero, con todo, la tuvo que cumplir en 
Cerro Muriano (Córdoba), con unos antecedentes por terrorismo que 
pesaron como una losa en algún mando militar que le hizo la vida impo-
sible. Al final, no reingresará a su vida normal hasta comienzos de 1977, 
poco tiempo antes de que se legalizara el PCE.  

Al final, no podemos demostrar fehacientemente que la BPS de Sevi-
lla, con Creix a la cabeza, utilizara a “Los Tupamaros” como chivos expia-
torios para mostrar su eficacia ante sus superiores. Pero este el caso que 
nos ocupa nos lleva a unos años más tarde, concretamente a 1974, cuando, 
por teléfono, cesan a Creix del cargo “fulminantemente“ y lo sancionan 
con tres años de suspensión de empleo y de sueldo. La causa: conducta 
no ejemplar en materia pecuniaria. Una excusa en un régimen corrupto, 
porque en el fondo de lo que se trataba es que, a esas alturas, Creix no 
era un personaje adecuado para los tiempos que se avecinaban y había 
que quitarlo de en medio y, más, cuando en la caída de 1970/71 –como 
veremos- se había pasado de la raya, en un exceso de celo, deteniendo a 

68 Íbidem.
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significativos hijos de importantes personalidades sevillanas. La cuestión 
es que, para defenderse de los cargos que se le imputan, le escribe el 14 de 
septiembre de 1974 a Rodolfo Martín Villa, entonces Gobernador Civil de 
Barcelona, para que intercediera por él y, en esa carta-curriculo, y a modo 
de mérito, refiriéndose a Sevilla escribe:

“La situación conflictiva, política y laboral era bastante tensa, con encierros 
en el obispado, iglesias, fábricas, manifestaciones tumultuosas y abun-
dante propaganda comunista y de Comisiones Obreras, así como marxis-
ta-leninista en la Universidad, donde existía bastante agitación y malestar.

En lo primeros meses de mi jefatura en Sevilla se hizo una redada de ele-
mentos del Partido Comunista, siendo detenidos un centenar, componen-
tes de los Comités Regional, Provincial, Local, de barriadas y de fábricas 
cayendo todo el “aparato” de propaganda que venía funcionando en Sevi-
lla desde hacía años.

Durante mi mando, se hicieron importantes servicios de renombre, como 
la captura del “Lute” y sus hermanos, desarticulación de las potentes Co-
misiones Obreras, de gran importancia en Sevilla, con las detenciones de 

[Eduardo] Saborido, [Fernando] Soto y otros destacados “líderes”.69 

Y esto es significativo porque Creix nunca llegó a detener a Saborido 
y Soto, ya que el primero pasó a la clandestinidad desde diciembre de 
1970 hasta finales de 1971, oculto en pisos francos que habían habilitado 
en Sevilla, y a comienzos de 1972, se traslada a Madrid con identificación 
falsa; y Fernando Soto, por su parte, evitó su detención marchándose a 
París donde estará hasta la primavera de 1971 en que regresa a Madrid y 
allí permanecerá, clandestinamente, hasta el levantamiento del estado de 
excepción de ese año en que vuelve a Sevilla.70

¿Por qué miente Creix? Y más: ¿cómo puede decir esa falsedad to-
davía en 1974 refiriéndose a dos de los dirigentes más conocidos de la 
Coordinadora Nacional de las CCOO –como el mismo admite- al decir 
que fueron “servicios de renombre” y que no pasaban desapercibidos 
para el régimen, como se sabía desde dos años antes cuando fueron 
detenidos en el famoso Proceso 1001? Sencillamente: por acrecentar y 

69 Véase Antoni Batista, La Brigada Social, Ed. Empurias, Barcelona, 1995, p. 40.
70 Entrevistas a Eduardo Saborido Galán y Fernando Soto Martín, en AHCCOO-A.
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hacer gala de su “curriculo” represivo. Por ello, no es de extrañar, aunque 
no podamos demostrarlo, que la detención de esos jóvenes le sirviera, 
en primera instancia, para dar el mensaje a sus superiores de su eficacia 
porque, en menos de dos semanas desde que sucedieran los hechos des-
critos, había detenido a sus autores. Claro que algunos “detalles” eran 
insignificantes para su meritocracia represiva: que fueran unos chava-
lillos –la inmensa mayoría menores de edad- que, ingenuamente, iban 
“armados” de cuatro palos y cuatro “piedras” a plena luz del día y que, 
en los interrogatorios en medio de las palizas, toda una policía dedicada a 
la persecución de sus “enemigos” políticos -porque ese era su oficio-, no 
pudiera colegir, inmediatamente, que esos niños no eran más que eso: jo-
vencitos que no tenían ni idea de lo que les estaba pasando. Y, por ello, se 
podría pensar que la BPS, con Creix a la cabeza, utilizara a estos jóvenes 
para justificar su eficacia ante sus superiores y, al tiempo, embellecer su 
hoja de servicios. Lo terrible del caso es que la BPS siguió adelante con 
los dos expedientes, a sabiendas,  pero a unos los mantuvo como “terro-
ristas” y a los otros los acusaron de asociación ilícita y propaganda ilegal.

Luego, el juicio en el TOP era una mera formalidad porque todo venía 
viciado desde el comienzo, desde que los testimonios de los encausados 
ante la policía servían de pruebas definitivas para condenarlos. ¿A quién le 
preocupaba que éstos fueran el fruto de la tortura, del engaño o de la pre-
sión psicológica? El resultado lo hemos visto: el padecimiento de cuatro jó-
venes que, sin saber por dónde soplaba el viento, fueron arrastrados durante 
un tiempo precioso en sus vidas por el huracán de la represión franquista.

Suma y sigue: la caída de 1970/71 en Sevilla
Hemos indicado que las detenciones hacia militantes de las Juventudes 
Comunistas y de las Comisiones Obreras Juveniles se inician el día 7 de 
diciembre, una semana antes de decretarse el estado de excepción y que a 
partir de ahí –y con ese marco legal que les garantizaba una mayor impu-
nidad- se producirá una caída masiva de cuadros del PCE y de las CCOO 
que terminarán desarticulando a dirección tanto del PCE –y entre ellos 
al responsable provincial, José Menor García, que era a su vez miembro 
del Comité Central- como de las CCOO. 

La Comisaría General  de Investigación Social elaboró una “Relación 
numérica de detenidos en cada provincia, con indicación de los motivos, 
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desde el 15 de diciembre de 1970 hasta la fecha”,71 es decir, el 6 de abril 
de 1971, en que está datado el documento –y faltaban todavía dos meses 
para que acabase dicho estado de excepción- donde se  cifran los dete-
nidos para Sevilla:

Comunistas CCOO Acciones 
estudiantiles

Acción 
Comandos

Manifestación Actividades
subversivas

Propaganda Conflictos 
laborales

27 9 1 5 2 25 2 2

 
Independientemente de que esta clasificación no clarifica la adscrip-

ción ideológica, ya que en los “comandos” o en “actividades subver-
sivas” hay numerosos militantes del PCE y de CCOO y que tampoco 
distingue la adscripción partidaria entre los estudiantes, lo cierto es que 
Sevilla aparece como cuarta provincia más conflictiva en España, tras 
Madrid, Barcelona y Vizcaya.

En todo caso, de los 73 detenidos –según la DGS- a 43 de ellos se le 
instruye el Sumario 194/71, acusados de asociación ilícita y propaganda 
ilegal. Lo primero que llama la atención es que en ese sumario no aparece 
ninguno de los estudiantes detenidos, a pesar de que formaban parte del 
PCE en la Universidad de Sevilla y, en segundo lugar, es que de todos 
los que aparecen en el sumario, sólo fueron juzgados una decena, como 
vemos en el siguiente cuadro:

Encartados en el sumario 194/71 durante el estado de excepción 
en Sevilla. Imputados por ministerio fiscal el 21-XI-1971

NOMBRE Y APELLLIDOS PETICIÓN FISCAL INCIDENCIAS
Baena Abad, Jaime 3 años
Benítez Rufo, José 3 años Huído
Benítez Rufo, Manuel 3 años
Bermúdez Núñez, Ismael 3 años Juzgado
Campos Benítez, Rolando 3 años
Cervera Grajera, Félix 3 años
Dobarganes Soria, Carmen 3 años
Domínguez Zapata, Enrique 3 años
Durán Bermejo, Cándido 6 años Juzgado

71 Véase AGA. Cultura. Información y Turismo. Gabinete de Enlace 82/67, CAJA 671 y Nicolás 
Sartorius, La memoria insumisa…, op. cit. pp. 297-302.
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Durán Dobarganes, Pedro 3 años
Esplugues Rico, María-Sol 3 años
Fernández García, José Antonio 3 años
García Escolar, Francisco 3 años
Gómez Fuentes, José María 6 años
Gómez Fuentes, Manuel Sobreseimiento Juzgado
González Pérez, Francisco 3 años
Hernández Liñán, Juan José 3 años
Hormigo González, José 3 años
Lara García, Manuel 3 años Exiliado a Francia
León Temblador, Francisco 3 años
Linares Camacho, Antonio 3 años
López Cabañas, Luis 3 años
López Mora, Ángel Sobreseimiento 
López Salgado, Manuel 3 años
Luque Ramírez, Rafael 6 años Juzgado
Marcos Rodríguez, Ángel 3 años
Márquez Ojeda, José Luis 3 años
Martel Marcos, Ismael 3 años Huido
Menor García, José 6 años Juzgado
Montero García, Dolores 3 años Exiliada a Francia
Montes Vázquez, José Luis 3 años
Moreno Bañuelos, Esperanza 3 años
Navarro Escudero, José 3 años
Núñez Alcón, Francisco 3 años Juzgado
Núñez Valverde, Manuel 3 años
Pérez Guillamón, Alfredo 3 años
Pérez Melchor, Manuel 3 años
Quirós Machuca, Manuel 3 años
Rangel Pérez, José María 3 años
Rodríguez Rodríguez, Juan 3 años
Romero Rodríguez, Ángel 3 años Juzgado
Ruiz Moreno, José Julio 3 años
Sánchez Silva, Ramón 3 años
Suárez González, José Luis 3 años Juzgado
Téllez Lobato, Antonio 3 años
Tirado Pérez, Francisco 6 años Juzgado
Torres Cid, José Luis 3 años Juzgado
TOTAL IMPUTADOS 153 años

Es difícil de entender esta arbitrariedad porque el mismo Ministerio 
Fiscal, en el informe que envía al TOP manifiesta que en el mes de di-
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ciembre de 1970, se había desarticulado en Sevilla la dirección y el apa-
rato de propaganda del PCE, así como algunos miembros de CCOO. Es 
incomprensible que la mayoría no fueran enjuiciados por el TOP y me-
nos comprensible  es que en ese sumario no aparezcan los 17 estudiantes 
que también fueron detenidos y acusados de asociación ilícita, algunos 
hijos de personas como Plácido Fernández-Viagas Bartolomé, hijo del 
magistrado Plácido Fernández Viagas (1924-1983);72 o Carlos Castilla 
Plaza, hijo del psiquiatra Carlos Castilla del Pino y otros estudiantes 
como Rafael Carmona Muñoz (responsable del PCE en la Universidad), 
Miguel Castilla Camacho, Francisco Conde Núñez “Paquito el Gallego” 
(hijo de un Guardia Civil), Antonio Linares Camacho, Ángel Romero 
Rodríguez o Clotilde Ríos Camacho, todos ellos militantes del PCE.

Pero deja de ser incomprensible cuando observamos que las piezas 
que se movieron en ese tablero de ajedrez social sevillano, a partir de la 
caída masiva propiciada por Creix, produjo reacciones inesperadas para 
el régimen. La primera fue que una serie de profesionales, artistas e in-
telectuales sevillanos, alarmados por la situación de desamparo judicial, 
las detenciones arbitrarias y la indefensión de los detenidos, firmaron 
un documento el 22 de enero de 1971 en el que mostraban su rechazo 
a la actuación policial.73 El documento venía firmado por Pedro Albert 
Lasierra (Decano del Colegio de Médicos de Sevilla); Antonio Bonet 
Correa (Catedrático y ex Director del Museo de Bellas Artes); el abogado 
Adolfo Cuéllar Contreras; el ingeniero José Félix Domínguez Corrales; 
o los también prestigiosos profesionales como Patricio Peñalver, Alejan-
dro Rojas-Marcos, Manuel Salinas, Diego de los Santos o Fernando Tu-
dela, entre otros. La segunda es que unos días más tarde, concretamente 
el 26 de enero de 1971, dos centenares de personas, mayoritariamente in-
telectuales y representantes de profesionales liberales –acompañados de 
familiares de detenidos y una representación del movimiento obrero- le 
entregan ese mismo escrito al Cardenal Arzobispo de Sevilla, José María 
Bueno Monreal, en presencia de la policía. El mismo Arzobispo tendrá 
que salir hasta la puerta para oír las demandas y tendrá que escuchar de 

72 Fue magistrado de la Audiencia Territorial de Sevilla y el primer Presidente Pre-autoómico de 
Andalucía el 27 de mayo de 1978 por el PSOE.
73 Será Eduardo Soborido el que pida al pintor Paco Cortijo y al abogado Adolfo Cuéllar que había 
que hacer algo ante esas detenciones. Serán estos dos quienes contacten con intelectuales y artistas 
sevillanos para realizar y organizar un acto de protesta. Véase Mundo Obrero de enero de 1971.
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labios del ex Rector de la Universidad de Sevilla, Ramón Carande, que 
en esas circunstancias debía tener en cuenta que “el silencio es muy malo 
para la iglesia”.74 Significativamente, y como primer resultado de esa ac-
ción, cesaron las torturas en comisaría.

¿Qué había pasado? Lo primero es que desde la llegada de Creix se 
había iniciado un camino de arbitrariedad –ya lo habíamos analizado 
con la tremenda injusticia cometida contra los jóvenes “Tupamaros”- 
en el que el comisario, para aumentar su acrisolada meritocracia, había 
cambiado la táctica policial de detenciones selectivas por otras masivas. 
Y eso fue un craso error porque esas detenciones sobrepasaron al pro-
pio régimen en esos momentos, al implicar a hijos de personajes ilustres 
sevillanos. No en vano, cuando fue destituido fulminantemente en 1974 
por supuestos delitos de malversación de fondos, Creix era ya un lastre 
para un régimen al que, con la enfermedad de Franco y cambios impre-
visibles, no interesaba mantenerlo en su nómina.75 El segundo error fue 
considerar que desarticulando al PCE acabaría con la influencia de las 
CCOO, sin comprender que éstas iban más allá por su enraizamiento en 
las empresas y de ahí que, a pesar de las detenciones de alguno de sus 
dirigentes, permanecieron casi intactas.

En todo caso, la arbitrariedad del régimen fue evidente, ya que no 
sabemos el criterio de por qué unos fueron juzgados y otros no, máxime 
cuando entre los detenidos en ese expediente había miembros del Co-
mité Central del PCE, como los hermanos Manuel y José Benítez Rufo. 
Al final, de todo ese expediente, serán juzgados por el TOP (Sumario 
194/71), diez de ellos por asociación ilícita: Rafael Luque Ramírez, Cán-
dido Durán Bermejo, Manuel Gómez Fuentes, Ismael Bermúdez Núñez, 
Francisco Núñez Alcón, Francisco Tirado Pérez, José Luis Torres Cid, 
José Menor García, Ángel Romero Rodríguez y José Luis Suárez Gon-
zález, condenándoseles en su conjunto a una pena de 15 años, 4 meses 

74 Véase Mundo Obrero, 19 de febrero de 1971, p. 8.
75 La animadversión hacia Creix por los antifranquistas sevillanos se mostró en las múltiples pinta-
das que salpicaron las calles de Sevilla entre enero y abril de 1971, en las que siempre aparecía como 
la bestia negra de la resistencia antifranquista: “Creix, no más detenciones”; “Creix, los trabajadores 
te condenamos”; “Creix, Sevilla será tu tumba”, entre otros. Véanse telefonemas de Jefatura Supe-
rior al Gobierno Civil, AGDGA, Leg. 387, “Partes Policía, 1971”.
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y 18 días de prisión menor.76 Y, derivado de la caída de Sevilla, se pro-
ducirá otra caída en Córdoba entre 5 militantes del PCE: Enrique Ro-
dríguez Linares, Antonio Grande Ruz, Germán Ramírez Aranda, Ana 
María Merina López e Hipólito Moreno Serrano que serán condenados 
por asociación ilícita y propaganda ilegal a una pena conjunta de 9 años 
de prisión y 40.000 pesetas de multa, excepto el último que es absuelto.77

El balance represor en Andalucía durante ese estado de excepción 
había afectado a 72 enjuiciados, que hubieran sido 163 personas de ha-
ber llegado al TOP los dos expedientes colectivos más numerosos, el de 
Granada y el de Sevilla. Y, a pesar de ello, no deja de ser importante la 
condena final hacia los militantes del PCE y de las CCOO, que son los 
que agrupan, esencialmente, el grueso de las mismas, como se advierte 
en el siguiente cuadro:

Petición del Ministerio Fiscal y condenas del TOP
hacia la resistencia andaluza durante el estado de excepción 

desde el 15 diciembre 1970 a 15 de junio de 1971

PETICIÓN FISCAL CONDENA
Años Meses Días Multa Años Meses Días Multa

TOTAL 109 4 11 157.000 62 2 6 125.000

Fuente: TOPDAT y elaboración propia

Si tomamos como referencia temporal desde el 1 de enero de 1970 
hasta el final del estado de excepción de 1971 observaremos el salto 
represivo cualitativo y cuantitativo del régimen para terminar con la re-
sistencia antifranquista organizada, teniendo en cuenta que durante ese 
tiempo se había producido, como hemos visto, un ascenso en la conflic-
tividad que había afectado a casi todas las provincias andaluzas. El saldo 
final ante el TOP es de 345 andaluces y andaluzas, más 92 que, aunque 
se les instruyó el preceptivo sumario no llegaron a ser enjuiciados. En 
todo caso, la represión final del TOP en ese año y medio ofrece cifras 
espectaculares, como se observa en el cuadro adjunto:

76 Véase TOPDAT, Sumario 194/71 y sentencias números 392/73, de 17 de octubre de 1973 y 
16/74 de 18 de enero de 1974.
77 Véase TOPDAT,  Sumario 271/71 y Sentencia número 330/71 de 20 de diciembre de 1971.



89

Alfonso Martínez Foronda La respuesta del Tribunal de Orden Público al crecimiento de la resistencia andaluza

Petición del Ministerio Fiscal y condenas del TOP hacia la resis-
tencia andaluza entre el 1 de enero de 1970 y el 15 de junio de 1971

PETICIÓN FISCAL CONDENA
Años Meses Días Multa Años Meses Días Multa

TOTAL 753 6 10 797.000 337 4 8 565.000
448.250 (indemnización)

Fuente: TOPDAT y elaboración propia

Sin duda, los efectos de la represión se dejaron notar en todas las 
provincias andaluzas porque desde que se iniciaron las caídas masivas 
a comienzos de enero de 1970 tuvieron la virtualidad de paralizar a las 
dos organizaciones más importantes, tanto al PCE como a las CCOO 
en provincias como Cádiz, Córdoba, Jaén y Málaga. Eso se demuestra 
en el reflujo del movimiento obrero a partir de 1971 que contabilizará 
escasos conflictos y éstos no tendrán mayores consecuencias represivas. 
Al mismo tiempo, el movimiento sindical en toda España se hará algo 
más clandestino, replegándose a posiciones más legalistas y temerosas 
por las posibles represalias. 

Retirados de la circulación los principales dirigentes tanto de CCOO 
como del PCE, la represión seguirá golpeando a los pocos grupos or-
ganizados que no habían sido tocados en el estado de excepción y, de 
ahí, que el balance del segundo semestre de 1971 se traduzca sólo en 20 
procesados enjuiciados ante el TOP, de los que la mayoría -15 de ellos- 
pertenecen a una caída de militantes del PCE(i) de Sevilla a finales de 
septiembre de 1971, que serían condenados conjuntamente por asocia-
ción ilícita y propaganda ilegal a 23 años, 1 mes, un día y 20.000 pesetas 
de multa.78 

78 Véase TOPDAT, Sumario 929/71 y Sentencias números 24/75 de 24 de enero de 1975 y 317/75 
de 31 de julio de 1975.
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3. La recomposición del movimiento obrero y los nue-
vos grupos de la “izquierda revolucionaria” en Andalucía 
(1972-1975)
El aumento de la conflictividad laboral entre 1973 y 1976 vino motiva-
da, fundamentalmente, porque en los procesos de negociación colectiva, 
los distintos decretos en materia laboral (decretos de 1973 y de abril de 
1975) condicionaban la masa salarial. Al mismo tiempo, a la muerte de 
Franco se aprobaron leyes que regulaban y restringían la negociación 
colectiva y las relaciones laborales. Y aunque se permitía el recurso a la 
huelga, su regulación era muy restrictiva, lo que suponía una agresión a la 
clase obrera en la medida en que justificaba los expedientes en crisis, fa-
cilitaba el despido libre y, en la práctica, limitaba el ejercicio de huelga.79 
A ello se le sumó la incipiente crisis económica que justificó la supresión 
de horas extras y las primas a la producción, sobre todo a partir de 1975, 
junto al aumento del paro y de la inflación. Todo ello derivó también en 
un aumento de la movilización obrera que inició un curso ascendente 
desde 1972, alcanzando su punto álgido en 1975 y se amplió considera-
blemente en 1976, triplicándose prácticamente el número de conflictos, 
de trabajadores afectados y el número de horas perdidas:

Evolución de la conflictividad laboral 1972-1976

AÑOS Nº CONFLICTOS TRABAJADORES AFECTADOS Nº HORAS PERDIDAS
1972 853 277.806 4.692.265
1973 931 357.523 8.649.265
1974 2.290 685.170 13.989.557
1975 3.156 647.100 14.521.000
1976 40.179 2.519.000 106.560.000

Fuente: Ministerio de Trabajo. Conflictos Laborales en España (1963-1976), en Carme Moli-
nero y Père Ysàs, Productores disciplinados y minorías subversivas…, op. cit. p. 96.

Los conflictos laborales se convertían en conflictos de orden público, 
ya que las plataformas reivindicativas incluían también –y cada vez de for-
ma más nítida- otras netamente políticas que exigían el desmantelamiento 
del régimen franquista, la reclamación de los derechos civiles y la amnistía 

79 Véase del Decreto-ley 5/1975 sobre Conflictos Colectivos, la Ley de Relaciones Laborales de 8 
de abril de 1976 o el Real Decreto de Relaciones de Trabajo de 1977.
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para presos políticos y los exiliados, así como la ampliación de los mismos 
para los “despedidos y represaliados laborales”.80 Y derivado de todo ello, 
la represión siguió actuando desde el fin del estado de excepción –y so-
bre todo a partir de 1972- hasta la muerte de Franco, intensificándose la 
labor de los juzgados y del Tribunal de Orden Público como confirma la 
tramitación de un total de 13.559 expedientes entre 1973 y 1976, lo que 
representaba más del 60 por 100 del total de los llevados a cabo a lo largo 
de todo su funcionamiento. Eso era debido no sólo a la propia acción de 
la actividad de la resistencia, sino también a determinados cambios legisla-
tivos como el nuevo recorte que sufrirá las competencias de la  legislación 
militar cuando se deroga definitivamente el decreto de 1960 por algunas 
leyes de 1971 que modificaban el Código de Justicia Militar y el Código 
Penal, dejando sin efecto, prácticamente, esta jurisdicción para delitos po-
líticos, lo que también incrementó la actividad del TOP. Ello derivó en la 
creación de un Segundo Juzgado de Orden Público en 1973, abriendo en 
ese año el primero 1.059 causas y el segundo 1.006.81

El incremento de la actividad de los dos Juzgados de Orden Público 
será ascendente, a nivel nacional, desde 1973 a 1976, como se observa 
en el siguiente cuadro:

Evolución de las causas y sentencias del TOP a nivel nacional 
desde 1970 a 197682

1970 1971 1972 1973 1974 1975 1976
Causas 1.358 1.361 1.695 2.065 2.382 4.317 4.795
Sentencias 316 332 234 506 567 526 201

Durante este periodo las dos organizaciones más perseguidas segui-
rán siendo las CCOO y el PCE. Las CCOO son las que más condena 

80 Esto ocurrió en algunas empresas sevillanas como ISA o TUSSAM que enviaron un escrito al 
Rey pidiendo la amnistía para algunos de sus representantes represaliados como Ángel Oliveros, 
Paco Acosta, Antonio Pérez o Isaac Sánchez. Véase E. Martín Morales, “El movimiento obrero 
sevillano bajo el franquismo: 1939-1975”, en Carlos Arenas Posadas (ed): Industria y clases trabajadoras 
en la Sevilla del siglo XX, Universidad de Sevilla, Sevilla, 1995, pp. 308-309.
81 Datos en Nicolás Sartorius y Javier Alfaya, en La memoria insumisa…, op. cit., p. 290.
82 Para  las causas hemos usado el libro de Nicolás Sartorius, antes aludido, en página 288 y para las 
sentencias el de Juan José del Águila, El TOP…, op. cit. p. 245. No coinciden ambos en el total de 
sentencias emitidas al respecto,  pero son diferencias irrelevantes a efectos de este análisis.
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acumulan y ello es debido, fundamentalmente, a los 49 años, 10 meses 
y 2 días de los tres sevillanos (Eduardo Saborido Galán, Fernando Soto 
Martín y Francisco Acosta Orge) que formaron parte del famoso Proceso 
1.001, en el que fueron encartados los principales líderes de la Coordina-
dora Nacional de las CCOO. Condenas ejemplares para los dirigentes de 
la organización que era la espina dorsal de la resistencia antifranquista. 
De hecho, este es el expediente del TOP con más condena en España 
desde que funcionara este tribunal, exceptuando los condenados por el 
terrorismo de ETA. Los diez procesados acumularon una condena con 
un total de 161 años, 10 meses, 5 días y 10.000 pesetas de multa. Y prue-
ba de lo que suponían las CCOO para el régimen es que cinco de los 
diez encausados en ese proceso están entre los diez primeros del ránking 
nacional: el propio Eduardo Saborido Galán, Marcelino Camacho Abad, 
Nicolás Sartorius Álvarez, Francisco García Salve y Juan Marcos Muñiz 
Zapico.83

Si observamos el cuadro siguiente comprobaremos que seguirá sien-
do Sevilla la provincia con más juicios en el TOP por su pertenencia a las 
CCOO, seguida de Málaga, aunque aparecen otras caídas en provincias 
como Granada y Cádiz.

Sumarios de militantes de las CCOO de Andalucía (1972-1974)

CONDENA
SUMARIO ENCARTADOS AÑO PROVINCIA AÑOS MESES DÍAS MULTA (PESETAS)
56/72 6 1972 Sevilla - - - -
82/72 5 1972 Cádiz - 9 - 5.000
919/72 2 1972 Sevilla - 6 - 20.000
1001/72 3 1972 Sevilla 49 10 2 10.000
17/73 5 1973 Sevilla 8 3 - 35.000
138/73 7 1973 Málaga 4 6 3 -
789/73 2 1973 Málaga - - - -
521/73 1 1973 Sevilla 1 - - 10.000
523/74 2 1974 Granada 2 - - 30.000
Total 33 - - 66 10 5 110.000

Fuente: TOPDAT y elaboración propia.

83 Véase TOPDAT, Sumario 1001/72 y Sentencia número 506/73, de 27 de diciembre de 1973.
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El PCE, por su parte, seguirá sufriendo la represión en estos años, 
aunque se centrará en dos provincias la actividad de TOP: en Córdoba 
y Sevilla. La primera caída más numerosa, la de Córdoba, viene derivada 
de la protesta que algunos jóvenes comunistas realizan contra los su-
cesos de El Ferrol, donde fueron asesinados dos trabajadores y medio 
centenar resultaron heridos de bala por las protestas obreras de la Bazán. 
La mayor caída del PCE de estos años se produce en Sevilla entre el 18 y 
el 20 de octubre de 1973, cuando son detenidos hasta dieciséis militantes 
del PCE, algunos de ellos torturados.84  Nueve de ellos son procesados 
por asociación ilícita y propaganda ilegal, ya que en los registros les fue 
encontrado el aparato de propaganda y numerosos documentos clandes-
tinos. 

Pero si hay un elemento distintivo de este periodo, es decir, de los 
tres últimos años del franquismo, relacionados con el TOP en Andalu-
cía, es la irrupción de las organizaciones llamadas a sí mismas como la 
“izquierda revolucionaria”, una constelación de grupos marxistas cuyo 
origen, en general, viene dado desde las distintas escisiones que sufrió 
el PCE desde su política de Reconciliación Nacional a mediados de los 
años cincuenta y que tendrán su concreción a mediados de los sesenta. 
Posiblemente el TOP –siguiendo el análisis de Ricard Martínez- se con-
centrara en estos activistas en los últimos años del franquismo (1972-
1975) porque fueron los grupos que “optaron por las modalidades de 
acción más contundentes y, aún más, sobre los que transitaron hacia 
la vía armada”.85 Más allá de que habría que explicitar el concepto de 
“contundente” del que habla Ricard y que, probablemente, lo use como 
sinónimo de “radical”, en todo caso, el activismo especial de estos gru-
pos explicaría la persecución hacia el PCE(m-l)/FRAP a partir del inicio 
hacia esa vía en 1973. En otros casos como el del PCE(i) y, en menor 
medida, la OMLE (Organización de Marxistas-Leninistas de España) o 
el PEU (Proletariado Español Unido), la represión hacia sus militantes 
se pudo deber o bien para reducir su dimensión –como en el caso del 
PCE(i) en Sevilla-, o bien para dar un escarmiento público hacia quienes 
optaron por esas organizaciones más radicales, como podía ocurrir con 

84 Antonio Iglesias, Soñando con libertad…, op. cit. p. 183.
85 Véase Ricard Martínez  i Muntada, “A la izquierda de lo posible. Las organizaciones revoluciona-
rias durante el tardofranquismo y más allá”, en Javier Hurtado Tébar (ed), “Resistencia ordinaria”…, 
op. cit.., p. 149.
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el resto, aunque en Andalucía significativamente no pasarán por el TOP 
ningún militante que en esos momentos militara en otras organizaciones 
de la izquierda revolucionaria como el MCE, la ORT, Bandera Roja, la 
OIC o la LCR, entre otras, aunque muchos de ellos fueron detenidos.

Estas consideraciones a nivel nacional coinciden, básicamente, con lo 
que ocurre en Andalucía, sobre todo, en lo referente al PCE(ml) ya que 
es esta organización la que acumula más condena de toda la resistencia 
andaluza en esos años de la dictadura: 70 años de prisión para sus 38 pro-
cesados identificados como tales en este periodo. Y aunque en lo global 
es CCOO la que la supera por pocos años, sin embargo, hay que tener en 
cuenta que ésta última la supera por la condena de los tres sevillanos del 
proceso 1001. Los efectivos más importantes del PCE(ml) se concentra-
ron en Málaga, desde donde irradian a través de alguno de sus militantes a 
zonas específicas de Andalucía Oriental como Motril (Granada) o Linares 
(Jaén). Sólo en estos tres lugares se concentrará el 75 por 100 de los pro-
cesos y enjuiciamiento del TOP hacia sus militantes. Pero el PCE(ml) se 
extendería también por casi toda Andalucía –excepto a Sevilla, que estaba 
ocupado por el PCE(i)- donde conocerá otras caídas en Cádiz y Córdoba. 
El tratamiento más pormenorizado de estas organizaciones y la represión 
que se cernió sobre ellas, las veremos más detenidamente en el capítulo 
dedicado a las organizaciones de la resistencia antifranquista andaluza.
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Capítulo 3
Las series estadísticas del TOP en Andalucía

1. Las sentencias
La sentencia es el final del camino. Allí, la resolución judicial sustancia 
todas las cuestiones que se habían planteado en el proceso: se había ter-
minado la instrucción del sumario correspondiente, el ministerio fiscal lo 
había calificado, se había efectuado la defensa del procesado y, finalmen-
te, se había fijado y celebrado el juicio. Tras el fallo del tribunal, la sen-
tencia ponía fin al proceso, condenando o absolviendo a los procesados. 
Todas ellas se registraban, obligatoriamente, en un Libro de Sentencias, 
gracias a los cuales se ha podido realizar este estudio.

Según Juan J. del Águila, desde el 23 de marzo de 1964 al 20 de di-
ciembre de 1976, el TOP dictó un total de 3 899 sentencias, de las que 
han sido analizadas 3 798. El resto, 91, todas ellas referidas al primer 
trimestre de 1972, no han podido incluirse en la base de datos por la 
desaparición del Libro de Sentencias de ese período. No obstante, la 
muestra de sentencias estudiadas representa un 97,7 por 100 del total de 
las dictadas y es más que representativa para avalar las conclusiones que 
se presentan.
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Sentencias del TOP en España estudiadas entre 1964-1976

Sentencias Condenatorias Porcentaje de 
sentencias condenatorias

Absolutorias Porcentaje de 
sentencias absolutorias

Total 3.798 2.839 75 % 959 25 %

Fuente: DEL ÁGUILA, Juan J.: El TOP. La represión de la libertad (1963-1967), Planeta, Bar-
celona, 2001, p. 245.

Más allá de la incidencia numérica que aclara Juan José del Águila, 
nos interesa cotejar los datos que se ofrecen a nivel nacional respecto 
a los que se producen en Andalucía. No podemos valorar el nivel de 
represión del TOP sólo por el número total de sentencias, sino también 
sobre el total de procesados de cada una de las sentencias, ya que en al-
gunos casos territorialmente puede haber pocas sentencias, pero muchos 
procesados. En el caso andaluz, por ejemplo, el número de sentencias de 
Jaén, Córdoba o Málaga son pocas en comparación con el número de 
procesados, como ocurre en la represión que sobre estas provincias se 
produjo en las caídas a lo largo de 1970 y durante el estado de excepción 
de ese año. Baste indicar que de las 79 sentencias emitidas fueron proce-
sadas en ese periodo 338 personas.

En todo caso, tanto en el número total de sentencias, como en el 
de procesados, observamos que la incidencia del TOP en Andalucía, 
respecto de España, es del 10 por 100, aproximadamente, en ambos 
casos, lo que da una idea de la importancia de la resistencia andaluza 
respecto del ámbito nacional y que coincide con la valoración general 
de que Andalucía ocupa el cuarto lugar tras Cataluña, Madrid y Euska-
di, sin contar con los que son originarios de Andalucía y fueron pro-
cesados y enjuiciados por su actividad fuera de la región, que fueron 
medio millar.

Setencias y enjuiciados en España y Andalucía por el TOP

Total sentencias 
en España

Total de enjuiciados 
en España

Total de sentencias 
en Andalucía

Total de enjuiciados 
en Andalucía

3.798 8.949 293 849

Fuente: TOPDAT y elaboración propia y DEL ÁGUILA, Juan J.: El TOP…, op. cit.  p. 247.
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Algo similar ocurre respecto al porcentaje desproporcionado entre 
las sentencias condenatorias y las absolutorias. Tanto a nivel nacional 
como en Andalucía el porcentaje es similar y, en ambos casos, está en 
torno al 75 por 100 las condenatorias y al 25 por 100 las absolutorias, lo 
que muestra a todas luces el carácter represivo de este tribunal. Desglo-
sado por provincias, el porcentaje no varía, excepto en Jaén y Málaga, 
que están equilibradas, pero en ambos casos hay que decir que la mayo-
ría de las absolutorias son sentencias con uno o dos procesados, siendo 
condenatorias la inmensa mayoría de las sentencias con expedientes nu-
merosos referidos a militancias políticas ciertas, de forma que en ambos 
casos, el cómputo global de condenas está por encima, incluso, del 75 
por 100 del total. En el caso de Jaén, por ejemplo, sólo una de las sen-
tencias condenatorias (Sumario 1202/70) referida a la caída de militantes 
del PCE durante el estado de excepción de ese año (con 29 años, dos 
meses y 17 días), ocupa el 80 por 100 del total de los condenados de esa 
provincia. Igualmente, en el caso de Málaga sólo la caída de  militantes 
del PCE/CCOO de 1968 (Sumario  392/68), con 33 procesados, y la 
de 1970 derivada de la caída de militantes del PCE/CCOO, con 67 pro-
cesados, pero divididos en varios sumarios (Sumarios 464/70;  554/70; 
574/70 y 582/70), representan más del 65 por 100 del total de sentencias 
condenatorias de esa provincia. 

Sentencias del TOP en Andalucía por provincias entre 1964-1976

Provincia Sentencias Condenatorias % de sentencias 
condenatorias

Absolutorias % de sentencias 
absolutorias

Almería 7 6 2 % 1 0, 5 %
Cádiz 33 27 9 % 6 2 %
Córdoba 22 16 5, 5 % 6 2 %
Granada 38 27 9 % 11 4 %
Huelva 6 5 2 % 1 0, 5 %
Jaén 12 6 2 % 6 2 %
Málaga 36 19 6, 5 % 17 6 %
Sevilla 139 109 37% 30 10 %
Total 293 215 73 % 78 27 %

Fuente: TOPDAT y elaboración propia.
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En cuanto al número de procesados por sentencia comprobamos 
que, al igual que en el resto de España, nada menos que un 30 por 100 
afecta a más de tres procesados y eso es una muestra más que inequívoca 
de las diferencias del TOP respecto al resto de jurisdicciones ordinarias. 
No menos significativo es el número tan elevado de expedientes que van 
desde los cinco hasta los diez procesados, en un total de 226 para toda 
España y nada menos que 40 para Andalucía, en una proporción similar. 
A partir de ahí se produjeron los “macrojuicios”, con un total de 98 para 
España y 10 para Andalucía. 

Todos estos sumarios numerosos fueron fruto de las desarticula-
ciones de las organizaciones políticas y sindicales que periódicamente 
efectuaba la Brigada Político Social o la Brigada de Información de la 
Guardia Civil –en el caso de las zonas rurales- y que afectaban a un nú-
mero importante de militantes antifranquistas. Por lo general el número 
de detenidos fue mucho mayor que el de procesados como hemos com-
probado y, observando sólo las sentencias, nos podemos hacer una idea 
de la magnitud de la represión. (Anexo II.1) Pero no siempre hay una 
relación entre el número de procesados y la condena que les deviene, 
sino que tiene que ver más con la adscripción ideológica de los procesa-
dos y el momento concreto en que se producen las desarticulaciones de 
las organizaciones, la ejemplaridad de la condena en un momento dado 
(como ocurrió con el Proceso 1001) o la necesidad de desactivar movi-
mientos ascendentes. 

Nos interesa, finalmente, acercarnos a la distribución de las senten-
cias, por años y provincias en Andalucía, para comprobar la evolución 
de la resistencia andaluza en esos años y la geografía de la misma. No 
obstante, estos datos no reflejan, por sí mismos, el grosor de la represión 
del TOP, ya que habría que cotejarlos con el total de procesados. Las 
293 sentencias corresponden a 849 personas enjuiciadas en el TOP por 
motivos estrictamente políticos, aunque realmente son 807, ya que 45 de 
ellos, todos varones,  tuvieron más de un juicio en el TOP. 
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Sentencias del TOP en Andalucía por años y provincias entre 
1964-1976

AÑO ALMERÍA CÁDIZ CÓRDOBA GRANADA HUELVA JAÉN MÁLAGA SEVILLA TOTAL

1964 1 2 - 1 - - - 10 14
1965 - 1 - - - 4 3 4 12
1966 2 1 1 1 1 - 3 7 16
1967 1 5 3 2 - - - 4 15
1968 - 4 2 3 1 - 5 10 25
1969 - 1 - 5 - 2 1 13 22
1970 - 7 1 4 - 1 6 16 35
1971 - 3 3 12 - 1 5 23 47
1972 - 1 1 3 - 1 2 8 16
1973 - 1 1 2 2 - 3 12 21
1974 2 2 5 8 1 2 4 15 39
1975 - 1 3 2 1 1 3 14 25
1976 - 2 1 - - - - 3 6
Total 6 31 21 43 6 12 35 139 293

Fuente: TOPDAT y elaboración propia.

La provincia con más sentencias es Sevilla con 139, que se corres-
ponde fielmente con la que más aporta en número total de procesados, 
342. Sin embargo, aunque la segunda provincia con más procesados es 
Málaga, con 162, sus 35 sentencias no reflejan el grosor de la represión 
del TOP en esa provincia debido, fundamentalmente, a que las caídas de 
1968 y 1970, agruparon en muy pocas sentencias a muchos militantes 
antifranquistas. Algo similar ocurre con Cádiz que, con 96 procesados, 
ocupa el tercer lugar de Andalucía y que devienen, fundamentalmente, 
de la caída de 1970 que se sustancian sólo en cuatro expedientes. Final-
mente, el caso de Granada puede inducir a equívocos y, aunque ocupa 
el cuarto lugar con sus 76 procesados, sin embargo, tiene un número 
importante de sentencias debido a que muchos de ellos –fundamental-
mente estudiantes por la importancia de su Universidad- fueron al TOP 
desde expedientes pequeños de uno a tres procesados. El caso de Cór-
doba y Jaén son intermedios ya que los 65 y 49 procesados respectiva-
mente, tienen de forma mayoritaria militancia en el PCE y en ambos 
casos las pocas sentencias emitidas responden a expedientes colectivos 
numerosos, sobre todo, en las caídas del PCE en ambas provincias en 
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1970. Finalmente, los casos de Huelva y Almería las sentencias reflejan, 
fielmente, el número de procesados, con 7 en cada una de ellas, mostran-
do una baja intensidad en la lucha antifranquista que tiene su correlato 
en el TOP. En ambos casos, las sentencias se corresponden también con 
el total de procesados.

La secuencia de la evolución de la represión del TOP en Andalucía 
por años, no refleja con exactitud tampoco la relación del ascenso de la 
disidencia con la respuesta represiva hacia la misma, aunque nos da pistas 
aproximadas. Hay que tener en cuenta que las sentencias, como hemos 
repetido, se producen más tarde que cuando se origina el sumario y esto 
se agrava a partir de 1970 cuando el repunte represivo del TOP es más 
espectacular y que responde al pico de conflictividad más alto del dece-
nio. Si hasta entonces la frecuencia entre el inicio del proceso en el Juzga-
do de Orden Público y del juicio solía tardar un año de promedio, a partir 
de entonces y desde la creación del segundo Juzgado de Orden Público, 
el promedio se disparaba a una media de dos años y, excepcionalmente, 
algunos juicios se demoraron hasta cuatro años más tarde de iniciarse el 
proceso. Por ello, es difícil seguir la evolución de la resistencia antifran-
quista si nos atenemos al momento en que se produce la sentencia. 

No obstante, observamos que el repunte entre los años 1967-1969 
con algo más de medio centenar de sentencias, sí refleja en parte el as-
censo del movimiento obrero y del movimiento estudiantil en Andalu-
cía y que responde, en el caso del movimiento obrero, al triunfo de las 
elecciones sindicales de 1966 por parte de las Comisiones Obreras y su 
consiguiente despliegue movilizador en esos años (jornadas del 30 y 1 de 
mayo, la Jornada de Lucha del 27 de octubre de 1967, el aumento de la 
conflictividad laboral), sumado a la ilegalización de esa organización por 
el Tribunal Supremo en 1967 una vez que ha dejado el periodo de inde-
finición que tenía el régimen respecto de ellas, todo ello, en fin, deriva en 
procesos hacia muchos de sus militantes. Y respecto del movimiento es-
tudiantil, la creación del Sindicato Democrático de Estudiantes (SDEU), 
tanto en la Universidad de Granada como en la de Sevilla derivarán en 
una confrontación cada vez más acusada no sólo con el régimen, sino 
con las propias autoridades académicas y, derivado de ello, serán nume-
rosos los estudiantes que pasen por el TOP.

El mayor número de sentencias por años corresponde al periodo de 
1970-1973, con algo más del centenar de juicios en el TOP (casi un ter-
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cio del total para todo el periodo) y que responde a las caídas masivas en 
la mayor parte de las provincias andaluzas (Jaén, Córdoba, Málaga, Gra-
nada, Sevilla y Cádiz) de 1970-71 y que se irán sustanciando en diversas 
sentencias en los años siguientes. 

2. Las personas enjuiciadas por el TOP en Andalucía
Hay que clarificar primero el criterio que hemos usado para determinar 
el número de personas procesadas y enjuiciadas en Andalucía, y su des-
glose por provincias y años, a fin de no colisionar con los datos que ofre-
ce Juan José del Águila en su estudio del TOP.86 En primer lugar, hemos 
considerado a todos aquellos procesados que, independientemente de su 
lugar de nacimiento, fueron detenidos y posteriormente procesados por 
su actividad en la misma Andalucía, porque consideramos que es en este 
territorio donde en ese momento desarrollaron su actividad opositora. 
Por tanto, hemos descartado a todos los originarios de Andalucía que 
fueron detenidos fuera de la región y, al mismo tiempo, hemos inclui-
do a quienes eran originarios de otros lugares, pero fueron detenidos y 
procesados por su actividad en Andalucía. En segundo lugar, y dentro 
de la propia región, para determinar la provincia de pertenencia hemos 
usado el mismo criterio –especialmente, aunque no exclusivamente, refe-
rido a los estudiantes- que los hemos referenciado en la provincia donde 
realizan su actividad política. En ese sentido hemos descartado a los 
estudiantes andaluces que fueron detenidos en otros lugares fuera de 
la región –fundamentalmente Madrid-, así como hemos adjudicado la 
provincia de destino en sus estudios. Esto es especialmente significativo 
para la Universidad de Sevilla (con estudiantes procedentes de Andalucía 
Occidental) y para la de Granada (con estudiantes procedentes de An-
dalucía Oriental), así como para la Facultad de Ciencias Económicas de 
Málaga. En dos últimos casos, además, con un alumnado que procede 
del resto de España. En tercer, y último lugar, nos hemos limitado, tras 
la lectura de cada una de las sentencias, a considerar sólo aquellos casos 
de los que se deriva una acción opositora, por mínima que fuere. 

Nos ha parecido que este criterio se ajusta mejor a la dimensión 
represora del TOP respecto a la resistencia organizada contra el fran-

86 Juan José del Águila, El TOP…, op. cit. pp. 269-276.
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quismo, y al mismo tiempo, nos da una dimensión territorial más exacta 
de la lucha antifranquista en cada una de las provincias andaluzas. Por 
ello, los datos no concuerdan en general con los que ofrece Juan José del 
Águila, aunque en la mayor parte de los casos las diferencias no son sus-
tanciales a efectos del estudio de la represión en Andalucía. Sin embargo, 
hay una última dimensión que hemos querido amplificar, dedicándole 
un capítulo por separado, como es la presencia de andaluces fuera de 
la región por la especificidad de la emigración económica y en algunos 
casos también política, en los años de presencia del TOP. En ese sentido, 
el criterio de Juan José del Águila, que tiene en cuenta sólo el lugar de 
nacimiento de los procesados, nos distorsionaba el estudio referente a 
los procesados en Andalucía, habida cuenta de que provincias como la 
propia Granada, Jaén o Córdoba, con una emigración fortísima, ocupan 
un lugar preeminente entre la resistencia antifranquista española -que si 
bien hay que tener en cuenta a efectos globales-, no podían ser una re-
ferencia para aplicarla a la actividad opositora dentro de la propia región 
andaluza en cada una de esas provincias. Por poner sólo un ejemplo: 
mientras los originarios de Granada representan un 3,1 por 100 del total 
español y ocupan el 7º lugar del ránking nacional con 228 procesados,87 
sin embargo, los procesados totales que se computan para su actividad 
antifranquista en la propia provincia suman sólo 75 personas, teniendo 
en cuenta, además, que muchos de ellos eran estudiantes que procedían 
de otros lugares.

A partir de estas consideraciones y desde el estudio de las sentencias 
del TOP, hemos contabilizado un total de 942 personas que fueron juz-
gadas por su actividad contra el orden público, tal y como lo entendía 
el régimen, en Andalucía. Y señalamos este dato, basándonos no en su 
lugar de origen, sino en su “residencia” cuando son procesados. De ellas, 
135 procesados, un 15 por 100 aproximadamente, no los hemos consi-
derado por dos motivos: en un caso, porque los delitos de hurto, faltas 
de lesiones o tenencia ilícita de armas –cuando éstas nada tienen que ver 
con grupos armados con intencionalidad política- no tienen motivacio-
nes políticas; en otro, no hemos tenido en cuenta a 25 procesados que 
en las sentencias aparecen con “vecindad” en Andalucía, pero que, sin 

87 Íbidem, p. 270.
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embargo, son detenidos por acciones fuera de la región. Hay que tener 
en cuenta que el TOP no tenía actualizado en ocasiones el domicilio del 
procesado y podía ocurrir que, desde que se incoa el sumario hasta el 
fallo, el domicilio del procesado podía variar o, simplemente, no había 
actualizado su “vecindad” para adaptarla al lugar donde realizaba su ac-
ción política.

Por tanto, restadas aquéllas que no tienen motivaciones políticas, 
nos quedan 807 personas que fueron llevadas a las Salesas por formar 
parte de la resistencia antifranquista en Andalucía. Y esas ochocientas 
cinco personas sí hemos incluido a todas aquéllas que fueron juzgadas 
–además de los clásicos delitos de asociación ilícita, propaganda ilegal, 
manifestación ilegal…-, a quienes lo fueron por “Injurias” bien al Jefe 
de Gobierno o Caídos en el Movimiento o al propio Gobierno porque, 
aunque en la inmensa mayoría de las sentencias se infiere que todas ellas 
se hicieron bajo los efectos de “intoxicación etílica”, en el fondo, consi-
deramos que detrás de ello había una clara animadversión hacia quienes 
se insulta. Y volvemos a insistir en que el estudio de los procesados en 
Andalucía lo hacemos desde la constatación en las sentencias de su lugar 
de “residencia” en el momento de su procesamiento. En ese sentido, 
sólo 80 personas que residían en Andalucía eran originarios de fuera de 
la región, es decir, sólo un 10 por 100 por lo que podemos afirmar que 
el 90 por 100 restante son “originarios” y “residentes” en el territorio 
andaluz, porque a diferencia de otras regiones receptoras, como Madrid 
o Cataluña donde el componente emigratorio es significativo, en el caso 
andaluz no lo es, a excepción de la presencia de estudiantes en sus uni-
versidades.

Hay que aclarar, finalmente, que algunas de las 807 personas proce-
sadas tuvieron más de un juicio en el TOP (concretamente 45 de ellos), 
pero a efectos del estudio nos ha interesado el número en términos ab-
solutos, independientemente de que algunas fueran reincidentes ante el 
TOP. 
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Total de personas procesadas y enjuiciadas por el TOP 
(políticos y no políticos) en Andalucía

Provincia Motivos políticos Porcentaje respecto a Andalucía Motivos no políticos Total
Almería 7 0,8 % 10 17
Cádiz 97 12 % 7 104
Córdoba 65 8 % 11 76
Granada 76 9,60 % 22 98
Huelva 7 0,8 % 3 10
Jaén 49 6 % 12 61
Málaga 164 20 % 22 184
Sevilla 342 42 % 48 390
Total 807 100 % 135 940

Fuente: TOPDAT y elaboración propia.

Desglose de delitos no políticos del TOP en Andalucía

Provincia Hurto Tenencia ilícita armas Otros Actividad fuera de Andalucía
Almería - 7 - 3
Cádiz 1 1 1 4
Córdoba 2 2 3 4
Granada 4 14 1 3
Huelva 1 1 - 1
Jaén 1 5 3 3
Málaga 2 16 1 3
Sevilla 12 26 6 4
Total 23 72 15 25
Total en Andalucía 135

Fuente: TOPDAT y elaboración propia

La primera consideración, en términos absolutos, es que Sevilla es la 
provincia con mayor número de personas enjuiciadas, con 342, lo que re-
presenta un 40 por 100 respecto al total de Andalucía. Ese porcentaje tan 
abultado se debe no sólo a que es la provincia con mayor población, sino 
también la más industrializada, con gran arraigo del PCE desde la reor-
ganización de éste a mediados de los cincuenta, que Sevilla es origen de 
las CCOO de Andalucía a comienzos de los sesenta y desde donde irra-
dian al resto de la región y que es una provincia, especialmente la capital, 
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donde a lo largo de esos años se mantendrá un nivel de conflictividad 
laboral y social sostenido. Una conflictividad que se complementa con el 
activismo del movimiento estudiantil a partir de la creación del Sindicato 
Democrático a mediados de los sesenta y con arraigo de organizacio-
nes como el PCE(i), que harán de Sevilla una referencia antifranquista 
a nivel nacional. Así, junto a Madrid, Barcelona y las provincias vascas 
(Guipúzcoa y Vizcaya por el fenómeno nacionalista y de ETA), ocupará 
el quinto lugar de procesamientos del TOP en España. No es anecdótico 
que de los 10 procesados en el 1001, tres de ellos fueran sevillanos, dada 
la importancia de las CCOO de esta provincia en el conjunto del país.

A Sevilla le seguirá Málaga, la otra gran provincia en términos pobla-
cional y también industrial con 164 personas enjuiciadas, que representa 
un 20 por 100 del total andaluz. También en Málaga el PCE y las CCOO 
alcanzarán un notable protagonismo desde mediados de los sesenta y 
que tendrán un serio revés en caídas masivas de militantes de ambas 
organizaciones en 1968 y 1970, lo que incrementará notablemente el 
número de procesados por ese motivo. Y a ellos se les sumará, a comien-
zos de los setenta grupos como el PCE(ml), que tendrá en Málaga su 
principal foco dentro de Andalucía y desde donde se organiza también 
en otras provincias como Córdoba, Jaén, Granada o Cádiz. Al igual que 
en Sevilla, el movimiento estudiantil que se nuclea en torno al Sindicato 
Democrático de Estudiantes y los militantes del PCE, especialmente en 
la Facultad de Ciencias Económicas, que contribuirá para que Málaga 
ocupe el segundo lugar de Andalucía.

La provincia de Cádiz tiene unas características específicas y diferentes 
al resto de Andalucía porque aunque su población e industria es similar a 
la malagueña, sin embargo, tiene un desarrollo más tardío del movimiento 
obrero organizado y focalizado desde comienzos de los sesenta, a partir de 
1963, sólo en el Puerto de Santa María y su industria bodeguera, lo que ex-
plica que hasta que el triunfo de las CCOO en las elecciones sindicales de 
1966 apenas hay procesamientos. El aumento de la conflictividad a partir 
de 1967, por la cada vez mayor implantación de CCOO tanto en el sector 
de la viticultura como en el de la construcción, incrementará el número 
de procesados, pero circunscrito al Marco de Jerez, básicamente. Sin em-
bargo, la caída masiva de militantes del PCE en 1970, con 45 enjuiciados, 
representarán la mitad de todos los de vigencia del TOP, a los que hay que 
añadir los procesos derivados de caídas aisladas de militantes de extrema 
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izquierda en los primeros años de los setenta como el PCE(ml)/FRAP 
–con importancia en esa provincia-, así como de otros grupos como la 
Organización de Marxistas Leninistas de España (OMLE). Es significativa 
la asimetría territorial de la disidencia antifranquista, que llega tarde a las 
grandes empresas metalúrgicas de la Bahía de Cádiz. No obstante, será la 
tercera provincia en importancia dentro de Andalucía.

La cuarta provincia es Granada, con 76 enjuiciados. Sin duda, los 
efectos de la caída masiva de militantes del PCE en 1961 se dejaron notar 
durante algunos años en el movimiento obrero granadino. Aunque, al 
igual que en otras provincias el éxito de las Comisiones Obreras en elec-
ciones sindicales de 1966 redundará en un mayor nivel de organización 
del movimiento obrero, sin embargo, la atomización de sus empresas y 
su escaso, por raquítico, tejido productivo no favorecerá la conflictividad 
laboral y, de ahí que, hasta la huelga de la construcción de 1970 todo será 
una acumulación de fuerzas especialmente en el sector de la construc-
ción. Por ello, aparecerán procesamientos aislados contra militantes del 
PCE y de CCOO, sobre todo en 1968, con sendas caídas de ambas orga-
nizaciones, pero no repercutirán en el devenir de éstas. El incremento de 
los procesamientos a partir de 1968 y hasta el primer trimestre de 1970 
provendrán, especialmente, del activismo del movimiento estudiantil 
desde que se crea el Sindicato Democrático de Estudiantes y desde que 
éste tiene sus lógicas internas de democratización de la universidad, pero 
también se suma a través de los militantes del PCE con apoyo logístico 
del movimiento obrero y, derivado de esto, numerosos estudiantes serán 
detenidos y procesados. La importancia del movimiento estudiantil en 
la provincia se muestra, por ejemplo, en que de los 76 procesados, una 
veintena provenían de otras provincias y, la mayoría de ellos, eran estu-
diantes. Por otra parte, y hasta comienzos de 1970, la represión se cebará 
en el movimiento estudiantil como muestra que durante el estado de 
excepción de 1969 no afecta a ningún dirigente del movimiento obrero, 
sino a los dirigentes del movimiento estudiantil. No será hasta la huelga 
de la construcción de 1970, con sus secuelas trágicas, y el posterior esta-
do de excepción de 1970/71, cuando la represión se deje notar tanto en 
el PCE y en CCOO, siendo ese año el de mayor número de procesos ante 
el TOP. Las secuelas de ese estado de excepción volverán a notarse en 
algunos años y no será hasta 1973 cuando vuelva a repuntar la actividad 
represora del TOP, no sólo hacia militantes del PCE y de CCOO, sino 
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también de otras organizaciones de la izquierda revolucionaria como el 
PCE(ml), con cierto arraigo en algunas zonas como Motril. 

Córdoba y Jaén, por su parte, presentan características similares, con 
poblaciones similares y con una industrialización escasa y muy focaliza-
da. En ambos casos, la mayoría de los procesamientos se producen en 
sendas caídas de 1970 que afectan a militantes del PCE exclusivamen-
te. Y, aunque en Córdoba la reorganización del movimiento obrero se 
puede datar desde mediados de los sesenta, como las provincias antes 
señaladas, en Jaén será mucho más tardío, hasta 1974, por lo que en esta 
provincia la mayoría de los procesamientos serán contra militantes del 
PCE y algunos grupos aislados, pero no relevantes, de la izquierda revo-
lucionaria, asociados al PCE(ml). En Córdoba, sin embargo, aunque no 
conoce conflictos laborales de importancia en esos años, la implicación 
de las CCOO cordobesas con el desarrollo de las andaluzas, provocará 
algunos procesamientos de algunos de sus dirigentes coincidentes con el 
estado de excepción de 1970/71, aunque, al igual que en Jaén, la mayoría 
de los procesamientos corresponden a militantes del PCE y, como en 
otras provincias, las de grupos de la “izquierda revolucionaria” a partir 
de los primeros años de los setenta.

Finalmente, las dos provincias con menos procesos, Huelva y Alme-
ría, con 7 cada una, responde a la tardía reorganización del movimiento 
obrero en ambas provincias, que, además, no tienen una referencia uni-
versitaria que pudiera acompañar ese proceso, ya que sus estudiantes lo 
hacen tanto en Sevilla como en Granada. En ambos casos, se producen 
expedientes en 1964 recuperando detenciones anteriores, pero a lo largo 
de la presencia del TOP en ambas provincias se dan casos aislados sin 
militancia política cierta y con delitos no asociados directamente a orga-
nizaciones sindicales y/o políticas.

3. Las condenas
Tras el fallo condenatorio se establecía la pena que le correspondía en 
función de cada tipo de delito aplicando el Código Penal de 1963. Según 
Juan José del Águila, la pena de prisión menor (que oscilaba entre los seis 
meses y un día y los seis años) fue la que se aplicó con mayor profusión 
que, en España representó un 63 por 100 y, en segundo lugar, el arresto 
mayor con un 27 por 100; finalmente, y a mucha distancia, las restantes. 
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Número de condenados/as del TOP en España y Andalucía 
entre 1964-1976

Tipo de pena España Porcentaje Andalucía Porcentaje
Reclusión menor 714 8,3% 3 0,3 %
Prisión mayor 115 0,3% 5 0,4 %
Prisión menor 4.670 54,3% 474 62 %
Arresto mayor 2.009 23,3% 278 37 %
Arresto menor 1.101 13% 2 0,3 %
Total 8.609 100 % 762 100 %

Fuente: DEL ÁGUILA, Juan J.: El TOP. La represión de la libertad (1963-1967), Planeta, Barce-
lona, 2001, p. 253, TOPDAT y elaboración propia.

Aparentemente, pudiera parecer que el protagonismo de la prisión 
menor –aparentemente menos punitiva comparada con otras-, atenuaría 
el resultado final de años con que fueron castigados los condenados, 
pero si tenemos el cuenta el grosor de toda la represión del TOP en sus 
trece años de vigencia, entonces veremos con claridad su gravedad. Pero 
hay un aspecto esencial en la prisión menor, ya que entre las arbitrarieda-
des del TOP, una de ellas es que obligaba a cumplir las penas menores de 
un año –que son más de la mitad de las de este tipo-, aunque no tuviera 
antecedentes penales, lo que suponía para Juan José del Águila, “un acto 
de discriminación respecto a los condenados “por la jurisdicción penal 
ordinaria, que no solían cumplir esas penas cuando se trataba de la pri-
mera vez”.88

Condenas totales del TOP en España89

Años Meses Días Multa
11.731 5 5 31.580.000

Fuente: DEL ÁGUILA, Juan J.: El TOP. La represión de la libertad (1963-1967), Planeta, Bar-
celona, 2001, p. 254.

88 Juan José del Águila, El TOP…, op. cit. p. 257.
89 Para realizar esta operación hemos transformado los días y los meses que ofrece Juan José del 
Águila en años y, por ello, los datos que aparecen en aquél no coinciden en el total de años que el 
cuadro que hemos elaborado.
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De los datos totales, si hacemos la media con respecto al total de 
condenados, nos resulta una cifra superior a un año de cárcel para cada 
uno de los condenados y si a ello le sumamos el tiempo consumido con 
la generalizada prisión provisional, entonces los datos se tornan más gra-
ves. A ello hay que sumar el castigo pecuniario para los condenados –la 
inmensa mayoría trabajadores y trabajadoras- que en Andalucía suman 
casi los dos millones de pesetas y que como no solían pagarse compen-
saban su impago con más tiempo de prisión o el consiguiente gravamen 
para familiares que afrontaban estos pagos. Baste indicar, por ejemplo, 
y para tener una referencia, que el salario mínimo en 1970 se había esta-
blecido en 3.600 pesetas al mes.

Los datos de las personas condenadas en Andalucía, en todo caso, 
son similares a los que aparecen en el global de España, aunque el por-
centaje de la prisión menor es ligeramente inferior e igual ocurre con 
el arresto mayor, aunque aquí es ligeramente superior. Sin embargo, en 
ambos casos la tendencia es la misma. 

Condenados/as del TOP en Andalucía segregado 
por sexo entre 1964-1976

Tipo de pena Hombres Porcentaje Mujeres Porcentaje
Reclusión menor 3 0,3 % - -
Prisión mayor 5 0,4 % - -
Prisión menor 461 62 % 14 74 %
Arresto mayor 273 37 % 5 26 %
Arresto menor 2 0,3 % - -
Total 742 100 % 19 100 %

Fuente: TOPDAT y elaboración propia 

Multados/as por el TOP en Andalucía, segregados por sexo

Andalucía Hombres Porcentaje Mujeres Porcentaje Cuantía
400 395 98 % 8 2 % 1.779.000

Fuente: TOPDAT y elaboración propia 

Finalmente analizaremos la evolución cronológica de las condenas 
y las multas entre España y Andalucía porque aquí sí hay diferencias 



110

Alfonso Martínez Foronda La respuesta del Tribunal de Orden Público al crecimiento de la resistencia andaluza

sustanciales. Mientras que las condenas en España aumentaron constan-
temente a partir de 1965 hasta 1976, inclusive, –lo que echa por tierra 
la teoría de que el régimen se fue reblandeciendo hacia el final de su 
existencia-, en Andalucía, sorprendentemente, esa tendencia se rompe 
a partir de 1974, cayendo a la mitad de condenados respecto del año 
anterior y es casi inexistente en 1975 y con ningún condenado en 1976. 
(Ver Anexo II.2-3-4).

3.1. La represión de la libertad o tipología de los delitos
“Allí peleábamos, con las armas del Derecho, contra unos hechos tipi-
ficados como delitos, lo que era en realidad la represión de la libertad”, 
afirmaba concluyente, Gregorio Peces-Barba, uno de los más prestigio-
sos abogados demócratas que defendieron a los presos políticos frente 
al TOP.90 Y, efectivamente, aunque el TOP dulcificó la situación anterior 
porque muchas de esas conductas pasaban por la jurisdicción militar, 
sin embargo, no dejaba de ser, simplemente, represión del ejercicio de 
los derechos elementales de reunión, expresión e imprenta, asociación, 
manifestación o huelga.

A esos derechos básicos que se gozaban en los países democráticos, 
el régimen franquista los consideró delitos contra “la seguridad interior 
del Estado” y éstos representaban nada menos que el 81,4 por 100 del 
total de los casos incoados en España; el resto, eran tipificados como de 
“terrorismo”. Veamos los tipos de delitos contra “la seguridad interior 
del Estado” en España y su comparación con Andalucía:

Tipos de delitos de las personas procesadas en España 
y Andalucía por el TOP (1964-1976)

Tipo de delito Nº en España % en España Nº en Andalucía % en Andalucía
Amenazas y coacciones 121 1 % 27 3 %
Asociación ilícita 3.658 32 % 499 46 ´5 %
Delitos contra el Jefe 
del Estado

405 4 % 72 7 %

Delitos contra las Leyes
 Fundamentales

29 0 ´2 % 5 0 ´3 %

Desorden público 794 7 % 32 3 %

90 Prólogo de Gregorio Peces-Barba,  al libro de Juan José del Águila, El TOP…, op. cit. p. 11.
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Otros 803 7 % 16 1´5 %
Prensa 25 0 ´2 % 3 0 ´3 %
Propaganda ilegal 2.622 23 % 266 25 %
Reuniones o 
manifestaciones no 
pacíficas

1.508 13 % 126 12 %

Sedición 108 1 % 11 1 %
Tenencia de armas, 
explosivos o terrorismo

1.111 10 % 12 1 %

Ultraje a la nación 64 0 ´6 % 4 0 ´3 %
Total 11.261 100 % 1.073 100 %

Fuente: Para Andalucía, elaboración propia desde el TOPDAT y a nivel estatal DEL ÁGUI-
LA, Juan J.: El TOP…, p. 251.

En ambos casos, los tres delitos más perseguidos fueron los de aso-
ciación ilícita, propaganda ilegal y reuniones o manifestaciones ilegales 
(“no pacíficas”, las denomina el TOP). Mientras en España las tres re-
presentan el 77 por 100 del total, en Andalucía suben hasta el 83 por 
100, aunque los parámetros son similares en los tres casos: la mayoría de 
las personas condenas lo son por asociación ilícita, casi un 50 por 100, 
y le sigue con un 25 por 100 la de propaganda ilegal, y un 12 por 100 la 
de reunión o manifestación ilegal. Las demás son irrelevantes a efectos 
cuantitativos y, en ambos casos, suelen tener parámetros porcentuales 
similares, excepto en el caso de “tenencia ilícita de armas” que, como 
aclaramos al inicio, no la hemos contemplado en Andalucía, ya que para 
el TOP era un delito contra la seguridad interior el mero hecho de que al-
guien no tuviera licencia administrativa de posesión de un arma. Por ello, 
nos sale esa diferencia entre los datos de España y Andalucía y, por tanto, 
ese 1 por 100 en el caso andaluz se refiere sólo a delitos de “terrorismo” 
cuando éstos están relacionados con grupos políticos que preconizan 
el uso de la violencia, aunque en ninguno de los casos de militantes an-
daluces que fueron al TOP tuvieran como resultado el uso de armas de 
fuego, sino que les fueron encontradas en los registros.

Las palabras de Peces-Barba, analizados los datos, son la constata-
ción de que el TOP se creó, precisamente, para criminalizar conductas 
cívicas, es decir, políticas, que hoy son derechos fundamentales de todos 
los españoles y muestra que la dictadura de Franco, fue adaptándose a 
los tiempos con el objetivo siempre de reprimir la disidencia, aunque ésta 
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fuera mayoritariamente pacífica, desde una opinión, una reunión, una 
asociación, una manifestación o una huelga. Y, a pesar de que el TOP 
maquilló a la jurisdicción castrense, eso no significa que la represión de la 
disidencia no se sustancia en miles de años de cárcel y multas para quie-
nes confrontaron con el régimen. Condenas que, a su vez, responden a 
los principales delitos perseguidos, como se demuestra en la siguiente 
tabla:

Cuantificación de las penas de los principales delitos del TOP 
en Andalucía

Tipo de delito Años Meses Días Multa Condenados Absueltos
Delito contra el Jefe 
del Estado

35 9 27 15.000 35 37

Asociación ilícita 574 1 28 100.000 338 164
Propaganda ilegal 250 5 18 1.561.000 153 112
Desórdenes públicos 6 10 4 50.000 21 11
Manifestación no pacífica 15 - 1 55.000 51 75

Fuente: TOPDAT y elaboración propia

Las condenas por asociación ilícita representan algo más del doble 
que el resto, lo que muestra que uno de los primeros objetivos del TOP 
era el castigo ejemplar para la disidencia organizada. Pero no menos gra-
ve era la pena para quienes habían sido acusados de propaganda ilegal, 
ya que una de las principales obsesiones de la policía era descubrir los 
aparatos y a los responsables de propaganda de las organizaciones sindi-
cales y políticas. El hecho de que no haya más condenas en ese sentido 
es porque, muchas veces, no podían demostrar quién era el responsable 
de propaganda, doblemente clandestino. Además, no debemos pasar por 
alto que la condena por propaganda ilegal llevaba aparejada, además de 
años de cárcel, una cuantiosa multa que, si no se pagaba, se compensaba 
también con la cárcel, lo que ocurría con frecuencia.

Finalmente, nos ha interesado desglosar la condenas del TOP por de-
litos y por provincias para mostrar, de nuevo, que el total de penas hacia 
los militantes de esas provincias responde al mayor número de sentencias 
emitidas en las mismas y al mayor nivel de activismo político y sindical 
y, por tanto, donde más arraigo tienen las organizaciones antifranquistas. 
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En este sentido, Sevilla ocupa el primer lugar con un 40 por 100 del total 
andaluz en cuanto a penas por asociación ilícita y casi el 50 por 100 en 
cuanto a propaganda ilegal, lo que viene a confirmar la preeminencia 
de la resistencia antifranquista en esta provincia respecto al conjunto de 
Andalucía. Después sigue siendo Málaga la provincia que con un 26 por 
100 de promedio de ambos delitos en el conjunto andaluz. Finalmente, 
el caso de Cádiz que, con el 15 por 100 de condenados por asociación 
ilícita, ocupa el tercer lugar. Sin embargo, no tiene el mismo correlato en 
cuanto a propaganda ilegal y eso se debe a que las caídas de 1970 la mayor 
parte de los procesados sólo lo fueron por asociación ilícita.

Hemos desglosado también la tabla por manifestación no pacifica 
para contrastarla con las de asociación ilegal y propaganda ilegal y ob-
servar que el total de las condenas es irrelevante comparadas con las an-
teriores. ¿Quiere decir que en Andalucía apenas hubo manifestaciones o 
reuniones ilegales y, por tanto, no tuvieron su traslación al TOP? Desde 
luego, no podemos hacer esa primera lectura porque muchos detenidos 
en manifestaciones ilegales no pasaron por el TOP y los que llegaron al 
Tribunal lo fueron de forma minoritaria y tuvieron condenas menores. 
Pero hay que analizar el dato de los condenados y los absueltos para po-
der explicar, en parte, esas diferencias. Y una de ellas es que cuando mu-
chos procesados por manifestación ilegal pasaron al TOP, a los aboga-
dos defensores no les fue muy difícil –en muchos casos- demostrar que 
su defendido no participaba directamente en esa manifestación ilegal. 
Por ello, la mitad de los procesados fueron absueltos, algo que suele ocu-
rrir también con la acusación de asociación ilícita. (Ver anexo II. 5-6-7)

3.2. ¿Quién paga los platos rotos?
Ciento dieciséis personas enjuiciadas por el TOP en Andalucía, que 
cumplieron más de 15 días de prisión preventiva, fueron absueltas o se 
les retiró la acusación por el propio fiscal. Es decir, el 15 por 100 del total 
de procesados en la región fueron absueltos. Esto es un porcentaje abul-
tado que muestra no la benevolencia del tribunal, sino su arbitrariedad, 
por la separación que existe, en numerosos casos, entre la petición fiscal 
y el fallo final. Como sabemos, el hecho de que los informes de la policía 
política fueran pruebas irrefutables para el fiscal -en las que se basaba 
para solicitar una determinada condena y su correspondiente tipifica-
ción-, muestra posteriormente, en el fallo, la arbitrariedad y la ignorancia 
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en que se basaban las acusaciones. Por ello, cuando nos enfrentamos a 
una sentencia del TOP, la tipificación de la conducta –como hemos se-
ñalado- o la militancia en determinadas organizaciones políticas, aunque 
fuera cierta, sin embargo, en muchos casos era indemostrable.  

Por ejemplo, en el Sumario 464/70 contra militantes del PCE y de 
CCOO de Málaga, que afecta a 28 procesados, el fiscal considera cul-
pables de asociación ilícita y propaganda ilegal, entre otros, a Salvador 
Bermúdez López, Juan Ramón Cuenca y José Vázquez Castillo, Antonio 
Cabello Aguilera o José Ariza Reyes, pero en el juicio oral retira la acu-
sación contra seis de ellos por propaganda ilegal y de asociación ilícita 
contra Limiñana porque, afirma, “al no haberse adverado [dar por cierta] 
que los cinco primeros encausados… hubieran realizado acto propa-
gandístico alguno”. Y, al mismo tiempo, retira acusación por asociación 
ilícita a José María Limiñana Cañal, por la misma razón. Es significati-
vo que tanto Cabello como Ariza ya fueron procesados anteriormente 
(Sumario 392/68) por las mismas razones porque no “se ha acreditado 
que pertenecieran a la misma facción”.91 Y lo es porque todos ellos eran 
miembros del PCE, como Antonio Cabello, dirigente del mismo en An-
tequera o Ariza Reyes, en Málaga. En estos casos, fue la pericia de las 
abogadas María Luisa Sánchez Roldán o Francisca Sauquillo Pérez, las 
que demostraron que no tenían pruebas al respecto. Y si es así, ¿por qué 
un mismo letrado tenía resultados diferentes en un mismo proceso con 
militantes que estaban en la misma organización? Pero en este mismo su-
mario, habría que preguntarse por qué el mismo fiscal pide nada menos 
que 7 años de cárcel y 10.000 pesetas de multa a uno de los procesados, 
José Vázquez Castillo, y en el juicio oral, retira la acusación.

En otras ocasiones, cuando algunos detenidos lo eran por manifes-
tación ilegal –y muchos de ellos lo fueron con ocasión de las jornadas de 
lucha del 30 de abril y el 1 de mayo-, no era improbable que a lo largo del 
proceso, cuando el tribunal debía mostrar que los inculpados participa-
ban en dicho acto, no les fuera fácil. Por ejemplo, con ocasión del 1 de 
mayo de 1967 en Málaga, serán detenidos y procesados, entre otros, los 
militantes comunistas Manuel Ruiz Benítez (dirigente de las Comisiones 
Cívicas), los hermanos José y Francisco Galisteo Prieto (dirigentes de 

91 Ver TOPDAT, Sumarios 392/68 y 464/70 y Sentencias número 111/70 y 213/72, respectiva-
mente.
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CCOO de Industria Malagueña), Antonio S. López Cano “El Nani”(mi-
litante del PCE en Anomíaco) o el estudiante Antonio Lirola Sampere 
(militante del PCE en Ciencias Políticas). En esta ocasión, los letrados 
defensores –entre ellos Gregorio Peces Barba- lograron mostrar que sus 
clientes estaban allí casualmente y fueron absueltos. Pero, en la mayoría 
de los casos, y en situaciones similares, fueron condenados.

La acusación de asociación ilícita era realizada por la BPS a la ligera 
y en no pocas ocasiones, y adscribía a los detenidos –y posteriormente 
procesados- a organizaciones que nada tenían que ver con ellos. Por 
ejemplo, el estudiante de Ciencias Económicas, el jiennense Antonio 
Martín Mesa, fue detenido en una “manifestación no pacífica” en la que 
se repartieron panfletos del PCE (i), junto a otros cuatro compañeros 
y esa circunstancia derivó en adscribirlo a esa organización, pero él no 
estaba entonces organizado, sino años más tarde que lo hizo en el PCE 
de Jaén. Al final, todo su expediente fue absuelto también por falta de 
pruebas, lo que no impidió que cumplieran todos ellos casi un mes de 
prisión provisional.92 

Derivado de ello, en algunas ocasiones, la BPS metía en el mismo 
saco a militantes de distintas organizaciones, por el desconocimiento 
que tenía de ello. Por ejemplo, durante el Estado de Excepción de 1969 
serían detenidos y procesados 19 militantes antifranquistas sevillanos, 
mezclando en el mismo expediente (Sumario 180/69) a militantes del 
PCE, de CCOO y del PCE(i), atribuyéndoles a todos una militancia en 
el PCE. Incluso cuando encuentran el aparato de propaganda en Esca-
cena del Campo a un militante del PCE(i), desde donde se editaba Lucha 
Proletaria -órgano de expresión del PCE(i)- la BPS lo sigue adscribiendo 
al PCE. Todos ellos ingresarán en prisión y dieciocho de ellos serán pro-
cesados por el TOP el 13 de febrero de 1970 por el delito de asociación 
ilícita y condenados todos ellos a tres meses de arresto mayor y sólo uno, 
José Ávila Fontalva a 6 meses de la misma prisión.93 El hecho de que los 
cargos de la policía contra estos militantes sean genéricos, que los inte-
rrogatorios de la policía no profundizaran en la adscripción partidaria 

92 Véase TOPDAT, Sumario 1053/73 y Sentencia 191/75 y entrevista a Antonio Martín Mesa, en 
AHCCOO-A.
93 Véase TOPDAT, Sumario 180/69 y Sentencias número 38/70 y 250/71, así como MARTÍNEZ 
FORONDA, A., La dictadura en la dictadura. Detenidos, deportados y torturados en Andalucía durante el 
Estado de Excepción de 1969 enAndalucía, pp. 135-138.
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de cada uno de ellos, que no se les encontrara depósitos de propagan-
da –aunque sí algunos ejemplares sueltos-, que a ninguno lo detuvieran 
repartiendo propaganda ilegal y la mezcla de militancia entre ellos, nos 
lleva a considerar que ese expediente se produjo por las facilidades que 
daba el Estado de Excepción para hacer redadas a río revuelto. El hecho 
de que no distinguieran a los militantes del PCE(i) de los demás, llevó al 
juez de Orden Público, Mariscal de Gante y Moreno, a afirmar que todos 
ellos habían mantenido contacto entre sí y “con elementos destacados, 
incluso de las Comisiones Obreras” y eso que a alguno de ellos, como a 
Miguel Jiménez Hinojosa, le habían encontrado algún ejemplar de Mundo 
Obrero Rojo, periódico del PCE(i).94

Las diferencias entre la acusación fiscal y el fallo absolutorio son, a 
veces, incomprensibles. Por ejemplo, en el caso del dependiente mala-
gueño E.L.P. el fiscal le pide 10 años y un día de prisión mayor. El mo-
tivo es que este procesado, que estaba oyendo un partido de baloncesto 
en el penal del Puerto de Santa María, cuando el locutor dio las voces de 
“¡Viva Franco!” y “¡Arriba España!”, dirigió unas palabras en presencia 
de los demás “cuyo número, expresión y significado no han podido ser 
bien determinadas”. Y la pregunta es inmediata: si no había pruebas cla-
ras y determinantes en la misma instrucción del sumario, ¿cómo pudo 
estar 6 meses y 11 días en prisión provisional?95  Un caso similar es el 
del jornalero A.Ñ.R. que, en estado ebrio, y en plena vía pública de La 
Carolina (Jaén), la noche del 9 de agosto de 1964 insultó profirió in-
sultos graves al Caudillo, en presencia de “muchas personas”, diciendo 
que “Franco es un cabrón y un sinvergüenza” y que luego, cuando los 
municipales fueron a detenerlo también los injurió y los insultó. El fiscal 
considera que ha cometido los delitos de Injurias al Jefe del Estado, Inju-
rias a Agentes de la Autoridad e Insultos a Agentes de la Autoridad, soli-
citando las penas de 8 años de prisión mayor, 3 meses de arresto mayor y 
otros tres meses de arresto mayor y 10.000 pesetas de multa respectiva-
mente. Después de permanecer 6 meses y 7 días de prisión provisional, 
lo absuelven aduciendo que su embriaguez era un eximente y que no 

94 Auto del juez del TOP, Jaime Mariscal de Gante y Moreno, de 25 de febrero de 1971, en AHC-
COO-A.
95 Véase TOPDAT, Sumario 142/65 y Sentencia número 93/65.
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tenía “voluntad de delinquir”.96 Eso sería razonable, pero eso mismo no 
se aplica a otros procesados que hicieron exactamente lo mismo, insultar 
a Franco o a otras autoridades estando también en estado ebrio. ¿Por qué 
en unos casos se consideró eximente y en otros no? Por plantear un solo 
caso –aunque hay otros muchos-, el procesado C.S.M., bracero de Pilas 
(Sevilla)  fue detenido en la madrugada del 22 de marzo de 1964 cuando, 
ebrio, iba diciendo por la calle que “Franco es un hijo de p.” (sic) y “Me 
cago en lo cuernos de Franco”. El fiscal le pide 9 años de prisión mayor 
y, finalmente, el tribunal lo condenará a 3 años de prisión menor.97 ¿Qué 
diferencia hay entre uno y otro si los dos estaban en estado ebrio?

Sumando todo el tiempo que estuvieron en prisión provisional todas 
aquellas personas procesadas en Andalucía que fueron absueltas o se les 
retiró la acusación, el resultado es escandaloso: más de 20 años de pri-
sión que nunca el Estado compensó de ninguna manera, ni se retractó, 
ni pidió disculpas, lo que muestra nuevamente que para el franquismo las 
garantías procesales y los derechos de la ciudadanía estaban muy lejos de 
cualquier país democrático. 

Total de prisión preventiva para los absueltos en el TOP 
en Andalucía  

Prisión preventiva Petición fiscal Retira Acusación
Años Meses Días Años Meses Días Multa
20 3 10 174 1 10 260.000 19

Fuente: TOPDAT y elaboración propia

3.3. Rebeldía 
Frente a la norma procesal, vigente hasta 1962, que planteaba que nadie 
podía ser juzgado en su ausencia, con la creación del TOP se cambió 
esta máxima al considerar que el rebelde autorenunciaba a su defensa y 
porque no podía premiarse la voluntad de rehuir las consecuencias de 
un acto punible. Por tanto, a lo largo del funcionamiento del TOP, los 
rebeldes fueron enjuiciados y, en casi en su totalidad, condenados: el 89 
por 100 en España y el 98 por 100 en Andalucía. Si el funcionamiento 

96 Véase TOPDAT, Sumario 185/64 y Sentencia número 18/75.
97 Véase TOPDAT, Sumario 60/64 y Sentencia número 47/64.
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procesal de la Jurisdicción de Orden Público dejaba mucho que desear 
para una defensa justa, más con el procesado ausente porque se reducían  
sus posibilidades de defensa. Y es que el TOP limitó considerablemente 
la posibilidad de la defensa, desde realizar determinados juicios a puerta 
cerrada (limitando la posibilidad pública de los debates y con ello la suer-
te de los encausados), la dificultad de los defensores para esclarecer las 
formas en que se habían obtenido muchas declaraciones cuando había 
sospechas de malos tratos o que no se diera valor a las pruebas practica-
das en el juicio oral, entre otras.

En Andalucía las provincias donde se registran más procesados por 
rebeldía vuelven a ser aquéllas donde más procesados hubo, es decir, 
Sevilla y Málaga, aunque en el cómputo global de Andalucía sólo re-
presenta el 6 % de los encausados por rebeldía en España, lo que no se 
corresponde con el porcentaje global del 10 por 100 respecto al total de 
procesados.

	
4. El mapa geográfico del TOP en Andalucía
A nivel nacional el 40 por 100 de las personas procesadas y enjuiciadas 
proceden de las capitales de provincia, aunque aquéllas más industrializa-
das como las tres vascas, Madrid y Barcelona, se invierten y aún se incre-
menta este porcentaje. En Andalucía, sin embargo, las capitales tendrán 
mayor importancia porque es allí donde se concentra la disidencia en 
un porcentaje del 59 % frente al 41 % de las zonas rurales. Inicialmente 
podría pensarse que la preponderancia del sector primario en la región 
podría determinar un mayor número de personas procesadas, pero ya 
hemos referido que la resistencia andaluza se articula en sectores como 
el metalúrgico o el de la construcción, concentrado en grandes y media-
nas empresas que radican su actividad más importante en las capitales de 
provincia,  fundamentalmente en Sevilla y en Málaga, donde el porcen-
taje entre las personas procesadas con residencia en la capital y las que 
viven en zonas rurales es muy favorable a las primeras. En Sevilla, nada 
menos que el 78 % proceden de la capital y, en Málaga y Granada es el 60 
%, aunque en el caso sevillano y el granadino hay que añadirle a quienes 
provienen del movimiento estudiantil. 
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Disribución de procedencia geográfica de procesados por el TOP 
en Andalucía, según su vecindad

Capital % Provincia % Total
Almería 4 57 % 3 43 % 7
Cádiz 10 10 % 87 90 % 97
Córdoba 37 57 % 28 43 % 65
Granada 44 58 % 32 42 % 76
Huelva 5 71 % 2 39 % 7
Jaén 9 18 % 40 82 % 49
Málaga 101 60 % 63 40 % 164
Sevilla 266 78 % 76 22 % 342
Total 475 59 % 331 41 % 807

Fuente: TOPDAT y elaboración propia

Como vemos, en el caso inverso a estas tres últimas provincias será la 
de Jaén, donde las personas procesadas provienen en un 82 % de zonas 
rurales. Esto se debe a la caída del PCE en 1970 –que ocupa por sí misma 
el 80 por 100 del total de procesados en esa provincia- donde la mayoría 
proceden de los pueblos, ya que es allí donde tiene implantación esa or-
ganización, como Torredonjimeno, Andújar, Úbeda, Beas de Segura o la 
Estación de Linares-Baeza. Finalmente, hay que precisar que el porcenta-
je de Cádiz es engañoso por cuanto ese 86% que proceden de “pueblos” 
lo son fundamentalmente de grandes ciudades del Marco de Jerez o de la 
Bahía de Algeciras. La especificidad territorial de la provincia de Cádiz, 
donde algunas ciudades tienen más población que la propia capital puede 
inducir a error. En todo caso, ese porcentaje se debe, fundamentalmente, 
a las caídas de 1970 y que desarticularon el PCE en esas grandes ciudades 
y que, sin embargo, no tuvo repercusión alguna en la capital, pero tam-
bién a otras de la extrema izquierda que residen en esas grandes ciudades.

5. La juventud de la disidencia
Hemos seguido los  mismos tramos que figuran en la investigación de 
Juan José del Águila que los recoge, a su vez, de los Anuarios de Esta-
dísticas Judiciales-Penales. No puede sorprender el primer tramo entre 
los 16-17 años porque en Código Penal de 1963 se consideraba crimi-
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nalmente responsables a los jóvenes de esas edades, aunque eso mismo 
sirviera –como así sucedió- como atenuante y prescribían para aquéllos 
una pena inferior en uno o dos grados de la que señalaba la ley.

Ese primer tramo de edad, que en España representa el 2%, en An-
dalucía es ligeramente más bajo, pero está en la línea estatal. Sólo hemos 
recogido nueve jóvenes menores de 18 años en Andalucía, la mayoría 
militantes de las Comisiones Obreras Juveniles y de las Juventudes Co-
munistas. Lo más relevante de la serie que va desde los 18 años a los 35, 
y que podemos considerar como “joven” es que los datos andaluces tie-
nen una gran similitud respecto de los nacionales y eso podría indicar –
dado que la muestra de Andalucía es relevante cuantitativamente- que es 
una característica que se repite en otros territorios. Y es relevante, sobre 
todo, porque es en esos tramos de 18 a 35 años, donde se concentra la 
disidencia con el 75 por 100 en el caso español y el 72 por 100 en el caso 
andaluz. Es decir, que la inmensa mayoría de las personas procesadas 
son jóvenes que no provienen de la experiencia de la guerra civil y que, 
más allá de las posibles conexiones que algunos tuvieran de herencia fa-
miliar o de lazos con militantes más veteranos, se forman en la militancia 
antifranquista a partir de los años sesenta. Más acusada, aún, es la juven-
tud de las mujeres que alcanza en ese mismo tramo de edad hasta el 95 
por 100 debido, fundamentalmente, a que la mayoría de las procesadas 
son jóvenes estudiantes. No menos significativo es que la edad no cono-
ce profesiones y no puede asociarse fundamentalmente al movimiento 
estudiantil, ya que el nuevo movimiento de las CCOO se nutrirá de una 
nueva generación de jóvenes que construirán un sindicalismo de nuevo 
tipo, precisamente, porque no han heredado la experiencia sindical de 
la guerra civil. Y, finalmente, los partidos de la llamada “izquierda revo-
lucionaria” tienen también, como característica, que se conforman con 
generaciones de jóvenes fascinados por los fenómenos anticolonialistas 
de los sesenta o la revolución china o el fenómeno del mayo francés, 
entre otros.

Finalmente, hay que destacar que la juventud es mayor en la medida 
en que se dejan atrás las primeras sentencias entre 1964-1966, ya que 
muchas de ellas provienen de detenciones de 1962 y 1963 donde, aunque 
hay jóvenes, la mayoría son militantes más veteranos, entre los 36 y los 
50 años, que provienen de una militancia anterior. Por ello, en la medida 
en que el TOP se adentra en sentencias a partir de 1966 la característica 
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fundamental de la mayoría de las personas procesadas es que tienen eda-
des menores de 35 años.

Personas procesadas y enjuiciadas por edades y por tramos 
en España por el TOP entre 1964-1976

Edad Total en España Porcentaje Total en Andalucía Porcentaje
16-17 175 2 % 9 1 %
18-20 1.518 17 % 121 15 %
21-25 2.798 31 % 236 29 %
26-30 1.482 17 % 131 16 %
31-35 903 10 % 92 12 %
36-40 694 8 % 64 8 %
41-45 478 5 % 56 7 %
46-50 381 4 % 32 4 %
51-55 236 3 % 32 4 %
56-60 147 2 % 21 3 %
Más de 60 97 1 % 11 1 %
No consta 32 - 2 -
Total 8.943 100 % 807 100 %

Fuente: Elaboración propia desde el TOPDAT y Juan José del Águila, El TOP. La represión de 
la libertad (1963-1967), Planeta, Barcelona, 2001, p. 262.

6. El estado civil 
Si a nivel nacional la mayoría de las personas procesadas eran solteras, 
en Andalucía, sin embargo, hay un mayor equilibrio, aunque predomi-
nen también las solteras. Posiblemente, este mayor equilibrio se debe 
a que hay provincias donde el grupo predominante es el de personas 
casadas, como el caso de Jaén que alcanza el 86 %  y en Córdoba donde 
predominan las últimas sobre las primeras. Y, en ambos casos, el mayor 
sector de las personas procesadas proviene de las zonas rurales y, dentro 
de ellas, del campo. Sin duda, los factores culturales derivados de ello 
condicionarían en mucho el estado civil de las personas procesadas. Y, 
para abonar aún más esta idea, el caso de Granada –ciudad universitaria, 
con mayor incidencia del movimiento estudiantil- es el contrario porque 
las personas solteras representan el 75 por 100 del total de personas 
procesadas.
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La predominancia de las personas solteras también está relacionada 
con la juventud que es característica en la lucha antifranquista y, por tan-
to, muchas de esas personas lo son con edades muy tempranas. Pero hay 
otros condicionantes, aunque puedan ser minoritarios, como que algu-
nas organizaciones prefirieran que sus militantes más activos estuvieran 
libres de cargas familiares, aunque esta cuestión, aún existiendo, no ex-
plica la predominancia de las personas jóvenes, sino que ésta está relacio-
nada, directamente, con las nuevas generaciones que se incorporan a la 
resistencia antifranquista desde la reorganización del movimiento obrero 
y el movimiento estudiantil desde los años sesenta.

 
Estado civil de las  personas procesadas y enjuiciadas por el TOP 

en España y Andalucía

Estado civil España Porcentaje Andalucía Porcentaje
Casados 3.340 37,3 % 366 45 %
Solteros 5.459 61 % 428 53, 5 %
Viudos 58 0, 7 % 9 1 %
No consta 86 1 % 4 0, 5 %
Total 8.943 100 % 807 100 %

Fuente: TOPDAT y elaboración propia; DEL ÁGUILA, Juan J.: El TOP. La represión de la 
libertad (1963-1967), Planeta, Barcelona, 2001, p. 265.

7. Entre el bueno y el malo
Aunque la Ley de Enjuiciamiento Criminal prescribía como única obli-
gación de los funcionarios policiales averiguar los posibles delitos, apor-
tar pruebas y ponerlos a disposición de la Autoridad Judicial, sin embar-
go, en la práctica, la policía se atribuyó una papel “valorativo” de forma 
que no sólo atacaba el principio penal de presunción de inocencia, sino 
que, además, se apropiaba de funciones específicas del poder judicial. No 
sólo convertía las declaraciones de los detenidos en simples testimonios 
testificales que, al final, eran pruebas irrefutables en el Juzgado y en el 
Tribunal de Orden Público y que fundamentaban la acusación y la pos-
terior condena, sino que, además, la policía cataloga, juzga y, lo que es 
peor, condiciona el propio sumario, descendiendo incluso a valorar las 
conductas morales de los detenidos. La catalogación de la conducta, por 
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tanto, se formula por la policía en el atestado y da fe de la arbitrariedad y 
la ignorancia en que se fundamentan esas acusaciones.98

Por ello, en todas las sentencias nos vamos a encontrar, ante cada 
persona procesada, no sólo sus datos identificativos (nombre y apellidos, 
domicilio, profesión, edad…), sino el tipo de conducta de cada una de 
éllas. Una calificación “moral” y arbitraria que iba desde la tipificada 
como “buena” a la “mala “ o “pésima” en sus dos extremos y, en medio, 
otras tan difíciles de justificar como “dudosa”, “regular”, “mediana” o 
“irregular”. Es difícil, por subjetivo, saber qué criterios usaba la policía 
política para calificar las conductas, si es que puede hacerse en cuales-
quier de los casos, ya que eso es un terreno pantanoso, pero además, se 
permitía crear un catálogo injustificable. Por que si ya es arriesgado saber 
qué es “bueno” o “malo”, ¿qué era “mediano” o “irregular”?

Por esa subjetividad, nos podemos encontrar casos paradójicos. Por 
ejemplo, cuando la BPS hace los primeros informes de Eduardo Sabo-
rido Galán, ya en 1967, donde se percibe un seguimiento exhaustivo de 
las actividades en que participa ese dirigente de las CCOO de Sevilla, 
y desciende a sus creencias religiosas afirmando pleonásticamente que 
en “el orden religioso, es totalmente ateo”, sin embargo, su conducta es 
“buena”.99 Pero, por otro lado, en el caso del estudiante sevillano, crea-
dor del Sindicato Democrático de Estudiantes y militante primero del 
PCE y, posteriormente del PCE(i), Emilio Senra Biedma, se afirma que 
tiene “ideas filocomunistas, en el marxismo pro-chino”, “manifestándo-
se su moralidad en contraposición con las ideas cristianas y de conviven-
cia usual” e, incluso desciende a la influencia “nefasta” que sobre él ha 
realizado su hermano Rafael, militante del PCE y expulsado del Distrito 
Universitario de Sevilla por sus activismo político.100 Y, en este caso, sin 
embargo, la tipificación de la conducta es “mala”. ¿Qué diferencia hay 
entre el ateísmo confeso de Saborido y no tener ideas cristianas de Sen-
ra? ¿Qué era la convivencia usual? Sólo la BPS podría explicarlo. 

98 Véase Ley de Enjuiciamiento Criminal, artículo 282 y siguientes.
99 Véase informe del Jefe Superior de la policía de Sevilla al Magistrado Juez del Juzgado de Orden 
Público de Madrid, remitido el 7 de febrero de 1967 y otro informe elaborado el 17 de febrero de 
ese mismo año, procedente del Gobierno Civil de Sevilla. Legajo 399, ambos en AHCCOO-A.
100 Informe de la BPS de Sevilla, sin fecha ni firma para el Juzgado de Orden Público, Sumario 
782/68 contra Emilio Senra Biedma y otros dos. Fondo Cossío, expediente número 10, en AHC-
COO-A.
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Podría pensarse, como solía ocurrir, que una vez que una persona 
procesada lo había sido anteriormente, la reincidencia le llevaba a tener 
una conducta “mala”. Pero eso no siempre era sí. Por ejemplo, cuando 
detienen y procesan a dos estudiantes granadinos, Berta Ausín Momblo-
na y Jesús Carreño Tenorio por repartir propaganda de las CCOO de la 
construcción de Granada en octubre de 1970, ambos son condenados 
a tres meses de arresto mayor por propaganda ilegal. Sin embargo, en 
la sentencia de Berta Ausín podemos leer que tiene “mala conducta in-
formada”, siendo su primera detención, mientras que Jesús Carreño la 
tiene “buena”, aunque éste había sido detenido con anterioridad, el 12 de 
junio de 1969, por boicotear la película norteamericana Las Boinas Ver-
des en un cine de Granada.101 Y casos similares son los del matrimonio 
jiennense formado por Cayetano Rodríguez García y Rosario Ramírez 
Mora que tienen una conducta “mala”, cuando la inmensa mayoría de su 
expediente, todos militantes del PCE, la tienen “buena”. ¿Por qué sólo 
ellos dos? Y lo que es peor: son los que mayor condena tienen. ¿Sería 
porque en su casa encontraron el aparato de propaganda y numerosos 
documentos clandestinos? Si era por eso, entonces la conducta venía 
relacionada no con aspectos morales de su vida –intachable, por cierto-, 
sino por sus responsabilidades políticas, al considerar que ellos eran los 
máximos responsables del PCE en esa provincia.102

En otros casos donde una persona es procesada en varias ocasiones, 
se puede pasar de una conducta “dudosa” cuando es detenido la primera 
vez a una conducta “mala” cuando ya es reincidente. El problema es sa-
ber qué es lo que entendía por “dudosa”, como en el caso del estudiante 
granadino Joaquín Bosque detenido en agosto de 1967 en la localidad 
asturiana de Turón por asistir a una manifestación de solidaridad por 11 
mineros muertos en un pozo de carbón.103 Entonces, no tenía ninguna 
militancia y, probablemente por ello, catalogan su conducta como “du-
dosa”, por el mero hecho de haber participado en esa manifestación. 

101 Ver TOPDAT, Sumario 1003/70 y Sentencia número 214/72 de 18-10-72 contra Berta Ausín y 
Jesús Carreño.
102 Ver TOPDAT, Sumario 1202/70. Cada uno de ellos fue condenado por asociación ilícita y pro-
paganda ilegal a 5 años, 3 meses y 20 días de prisión menor. El resto de su expediente lo fueron a 
6 meses y 1 día de prisión menor.
103 Archivo Histórico del Gobierno Civil de Granada, registro general 41.481, de 5 de julio de 1976, 
caja 1.210-D. Asunto: “Manifestaciones (1976)”.
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Pero eso mismo no se aplica a otros muchos procesados que tienen una 
“buena” conducta aunque fueran detenidos en manifestaciones simila-
res. 

¿Qué criterios usa la BPS para calificar de “deficiente” la conducta 
de una joven militante comunista como Encarnación Cervilla Ruiz, por 
haber asistido sólo a un curso de formación política en 1967, en Alema-
nia Oriental, y sin antecedentes anteriores? ¿Acaso influyó sólo su edad 
y su sexo porque no era admisible que una chica tan joven pudiera me-
terse en política? ¿Cuánto de ello influyó para que fuera condenada nada 
menos que a dos años de cárcel por asociación ilícita?104 ¿Posiblemente 
porque su padre, Emilio Cervilla Alonso, tenía numerosos antecedentes 
policiales? Pero, también la tiene “deficiente”, la militante de CCOO 
de Algeciras, María Soledad Palma Vicario, procesada por pertenecer a 
la Comisión Obrera de la Construcción y condenada a cinco meses de 
arresto mayor. ¿Sería el mismo caso por el mero hecho de ser mujer?105

Finalmente, está la graduación de las conductas, porque podría en-
tenderse que en el caso de tres o más sumarios, se pasaría de la “buena” 
a la “mala” y de ésta a la “pésima”. Sin embargo, se pasa de la segunda 
a la tercera de la “mala” a la “irregular”. Este es el caso del estudiante 
granadino Antonio Ayllón Iranzo que tiene tres procesos en el TOP y 
del primero, que es buena, se pasa al segundo con una actitud “mala” y 
al tercero con una actitud “irregular”. ¿Quiere decir que la “irregular” es 
peor que la “mala”?106 En definitiva, no podría responderse a qué crite-
rios utiliza la BPS para calificar la conducta de los procesados, aunque es 
obvio que estos juicios se hacen en torno a consideraciones que se esca-
pan a cualquier tipo de lógica racional, excepto en el terreno político, ya 
que si una persona no cambiaba de vida y lo único es que reincidía en su 
lucha antifranquista, esto era más que suficiente como para catalogar su 
conducta como “mala”, lo que significaba que el criterio era más político 
e ideológico que de otra consideración.

Veamos la tabla de conductas en Andalucía, sumando todas aquéllas 
que tienen todas las personas procesadas y, por tanto, sumando en algu-
nos casos varias conductas en la misma persona.

104 Ver TOPDAT, Sumario 311/67.
105 Ver TOPDAT, Sumario 607/67.
106 TOPDAT, Sumarios 20/70, 338/71 y 435/73 relativos a Antonio Ayllón Iranzo.



126

Alfonso Martínez Foronda La respuesta del Tribunal de Orden Público al crecimiento de la resistencia andaluza

Calificación de conductas del TOP para la resistencia 
antifranquista de Andalucía

Buena % Mala % Dudosa % Regular
Mediana
Irregular

% Pésima

Hombres 563 74% 167 22% 16 2% 18 2% 2
Mujeres 30 75% 6 15% 1 2% 3 8% -
Total 593 74% 173 21% 17 2% 21 3% 2

Fuente: TOPDAT y elaboración propia. 

Es significativo que la “buena” es similar en el caso de los hombres 
y de las mujeres, un 75 por 100, pero, en cambio, la gama de conductas 
se hace más ostensible en el caso de las mujeres, porque mientras en los 
hombres o es “buena” o “es mala”, en las mujeres ofrece una variedad 
mayor. 

8. Procedencia socio-profesional
Son numerosas, en torno al medio centenar, las profesiones y oficios que 
recoge el TOP, pero dada la profusión de las mismas, las hemos reducido 
a diez grupos, aunque también se presta a otro tipo de clasificación. No 
obstante, la que ofrecemos por profesiones y provincias nos va a per-
mitir rastrear la geografía profesional de la mayor parte de las personas 
procesadas y nos dará datos sobre quiénes fueron los grupos más impor-
tantes para la resistencia antifranquista y, al mismo tiempo, relacionarlos 
con el territorio donde se insertaron. Finalmente, haremos otra agrupa-
ción más genérica entre obreros, estudiantes y profesiones liberales que 
nos permitirá comprobar con más claridad, y en el caso de Andalucía, si 
se mantienen las mismas pautas que a nivel general, es decir, si el TOP 
se creó, esencialmente, para reprimir las conductas disidentes de la clase 
obrera.
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Profesiones de las personas procesadas y enjuiciadas 
en Andalucía por el TOP

(Cuadro I)

Provincia Sector industrial Sector servicios Campo

Metalurgia Textil Construcción Transporte Hostelería/
Comercio

Empleados 
públicos

Almería 1 - 2 - - - 2
Cádiz 25 - 22 1 4 7 16
Córdoba 17 2 6 - - 6 21
Granada 3 - 16 2 2 - 10
Huelva - 2 1 - - - 2
Jaén 3 1 7 6 4 - 18
Málaga 15 1 35 6 17 12 15
Sevilla 83 4 43 14 36 20 44
Total 147 10 132 29 63 45 128

Fuente: TOPDAT y elaboración propia

El sector más represaliado por el TOP fue el metalúrgico y, funda-
mentalmente, en la provincia de Sevilla. No en vano fue allí y en ese sec-
tor donde nacieron las primeras Comisiones Obreras en Andalucía poco 
después de la primavera asturiana de 1962. Es en ese sector donde, preci-
samente, se producen las primeras movilizaciones obreras tras la guerra 
civil y es en Sevilla, concretamente, donde ya en 1959 se producirá una 
movilización sin precedentes que acabará con detenciones de dirigentes 
del PCE y de la HOAC. Y, junto a Sevilla, la represión sobre dirigentes de 
la metalurgia responden a las grandes empresas radicadas de Málaga. Y, 
por el contrario, en las provincias menos o escasamente industrializadas 
como Jaén o Granada, apenas tiene relevancia.

El segundo sector más represaliado es el de la construcción que coin-
cide, también, con el que más se desarrolla en las Comisiones Obreras 
pero de forma más homogénea en casi todas las provincias andaluzas, al 
ser la construcción un sector refugio de la mano de obra menos cualifi-
cada y que recoge a trabajadores de otros sectores poco cualificados. Las 
provincias más castigadas son aquéllas en las que las movilizaciones de la 
construcción por sus respectivos convenios colectivos alcanzaron gran 
notoriedad, como la pionera de Cádiz en 1968, con varios procesados, 
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las dos huelgas del primer semestre de 1970 en Sevilla o la de julio de 
1970 en Granada. En Málaga, aunque no conoce una movilización ge-
neral como las anteriores, muchos de los militantes obreros detenidos y 
procesados en caídas generales de las CCOO o del PCE en 1968 o 1970 
son, asimismo, de la construcción.

El tercer sector es el del campo que, en Andalucía, se explica por sí 
solo dada la importancia del sector primario en la economía de la región. 
Aunque se extiende por casi toda la región de forma homogénea, las 
personas procesadas por el TOP de este sector están relacionadas con 
zonas rurales y con militancia fundamentalmente en el PCE. Las caídas 
numerosas del PCE y de CCOO de 1970 en estas provincias, funda-
mentalmente, en Cádiz, Córdoba y Jaén, así como en el campo sevillano, 
recogen la mayor parte de estos procesados, aunque a lo largo de la 
existencia del TOP –y sobre todo desde 1968 a 1972- hay un goteo de 
procesamientos hacia militantes comunistas en el campo andaluz. 

Profesiones de las personas procesadas y enjuiciadas 
en Andalucía por el TOP

(Cuadro II)

Provincia Estudiantes Profesiones liberales Otros
Almería - 1 1
Cádiz 3 9 11
Córdoba 8 3 2
Granada 34 4 3
Huelva 3 - 1
Jaén 1 7 2
Málaga 21 18 23
Sevilla 65 21 10
Total 135 63 53

Fuente: TOPDAT y elaboración propia

Hemos preferido no incluir entre los estudiantes a aquellas perso-
nas que habían terminado sus estudios y aparecen como “licenciados” 
en diversas especialidades, pues no podemos saber si en ese momento 
ejercían o no en sus distintas profesiones, por lo que los hemos inclui-
do a todos ellos (maestros, licenciados, arquitectos, médicos, etc.) entre 
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las profesiones liberales. De esta forma creemos que aparece de forma 
más nítida el movimiento estudiantil en Andalucía, aunque puede haber 
algunos casos, irrelevantes a efectos del estudio, que fueron detenidos 
siendo estudiantes y procesados más tarde cuando habían finalizado sus 
carreras. Por otra parte, entre otros sin adscripción hemos incluido a “sa-
cerdotes”, algún célibe, algún militar, comerciantes, industriales, mujeres 
con con el oficio de “sus labores” y similares. En todo caso, representan 
el 6 por 100 y no modifican las conclusiones sobre los sectores más im-
portantes para la represión del TOP.

En cuanto a los estudiantes, se observa perfectamente la influencia 
del movimiento estudiantil en las dos únicas universidades andaluzas, la 
de Sevilla y la de Granada, a  las que hay que incluir, sobre todo, la Fa-
cultad de Ciencias Económicas de Málaga que, aunque dependiente de 
la de Granada hasta 1973 y que tuvo un papel destacado en la subversión 
dado que numerosos estudiantes de aquélla fueron procesados. Es por 
tanto, en estos tres centros universitarios donde se concentra el 90 por 
100 del activismo estudiantil, ya que incluso la mitad de los que aparecen 
en Córdoba estudiaban en la Universidad de Sevilla. Finalmente, es sig-
nificativo que los colegios universitarios de Jaén y Almería no tienen rele-
vancia alguna que se explica porque en ambos el movimiento estudiantil 
llegará con el final del franquismo y durante la transición, cuando ya el 
TOP está en su recta final y que, en Andalucía al menos, deja de tener 
virtualidad en 1975, donde sólo son procesadas dos personas.

Finalmente, agrupando todos los sectores entre “obreros”, “estu-
diantes” y “profesiones lilberales”, que representan el 98 por 100 del 
total de las personas procesadas, obtenemos una conclusión obvia: que 
el TOP funciona en Andalucía acentuando incluso más el porcentaje 
de obreros que a nivel estatal, ya que si aquí está en el 50 por 100, en el 
caso andaluz está en el 74 por 100. Esto es debido a que nosotros hemos 
incluido entre los obreros a los empleados públicos (que no dejan de ser 
trabajadores de la administración) o determinados técnicos medios. En 
todo caso, lo importante es que en ambos casos lo que se pone de ma-
nifiesto, como ya se ha señalado en toda la historiografía, es que el TOP 
se creó, fundamentalmente, para represaliar a la clase obrera, teniendo 
como precedente inmediato las huelgas asturianas de 1962 y, desde ahí, 
el ascenso de un movimiento obrero que se convirtió a lo largo de la 
existencia del TOP y desde mediados de los años sesenta en la espina 
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dorsal del antifranquismo. Y, por la misma razón, el segundo colectivo 
más afectado por el TOP fue el movimiento estudiantil que, junto al 
movimiento obrero, fueron los dos arietes más importantes de la resis-
tencia antifranquista. En el caso andaluz, con el 16 % y, finalmente, las 
profesiones liberales con el 8 % restante.

Fuente: TOPDAT y elaboración propia

Pero si hay un dato elocuente de cuál fue el principal enemigo del 
régimen y, por tanto, del TOP, ése es el cómputo global de las condenas 
globales que ese tribunal aplicó a los distintos sectores. Y, para ello, lo 
hemos dividido en tres bloques, teniendo en cuenta que por trabajadores 
y trabajadoras incluimos a todas las personas que tienen una relación 
contractual por cuenta ajena, dejando a los estudiantes por otro lado por 
ser un colectivo específico y, finalmente, a aquellas profesiones liberales 
de difícil calificación porque no podemos saber si algunos de ellos (un 
arquitecto, un médico, etc.) también es un trabajador más o, simplemen-
te, tiene actividad por cuenta propia. En todo caso, aunque haya posibles 
desviaciones, éstas son irrelevantes a efectos del estudio.
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Condenas del TOP en Andalucía por profesiones

Profesión Años Meses Días Multa
Obreros 736 10 17 1.451.000
Estudiantes 83 6 9 221.000
Profesiones liberales 68 9 5 127.000
Otros 1 6 1 10.000
Total 894 7 1 1.789.000

Fuente: TOPDAT y elaboración propia

Según esta agrupación se pone de manifiesto, meridianamente, que 
son los trabajadores y trabajadoras las que cargan con el 83 por 100 de 
las penas globales del TOP en Andalucía, frente el 17 por 100 de los 
dos sectores restantes, es decir, que este tribunal se diseñó especialmen-
te para reprimir la disidencia obrera que desde las movilizaciones de la 
primavera asturiana habían alertado al régimen y les había recordado las 
grandes movilizaciones previas a la guerra civil.
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Capítulo 4
El protagonismo de la resistencia política 

organizada andaluza

Que el TOP se creó para reprimir a la disidencia antifranquista organi-
zada se constata porque que más del 70 por 100 de las personas proce-
sadas identificadas en el caso andaluz pertenecían a alguna organización 
política y/o sindical. Un porcentaje que debe ser mayor realmente por la 
dificultad que entraña identificar a todas las personas procesadas, ya que 
en muchas sentencias no aparece, por ejemplo, la adscripción ideológica 
de quienes participaban en alguna movilización y eran acusados de “ma-
nifestación no pacífica” o “manifestación ilegal” (1 de mayo, jornadas 
de lucha, saltos, conflictos laborales, etc.); incluso, en algunos casos en 
que son acusados de propaganda ilegal, algunas sentencias no recogen 
su adscripción ideológica. Y para hacerlo aún más complicado, las sen-
tencias no son un reflejo fiel de la militancia de todos los que son iden-
tificados política o sindicalmente, ya que en no pocos casos, el tribunal 
admite como pruebas irrefutables los atestados policiales que, a su vez, 
confunden la militancia de algunos procesados.

La labor de recuperación de la memoria antifranquista que desde 
hace dos décadas realiza la Fundación de Estudios Sindicales-Archivo 
Histórico de CCOO de Andalucía, junto a otras investigaciones referidas 
a la resistencia andaluza, nos ha permitido depurar la adscripción ideo-
lógica de la inmensa mayoría. Así, hemos reconocido, al menos, a 572 de 
las 805 personas procesadas por motivos políticos en Andalucía, más de 
un 70 por 100, lo que supone una muestra más que suficiente para deter-
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minar la importancia en el seno de la resistencia antifranquista de unas u 
otras, para comprobar la implantación territorial de las mismas, su nivel 
de activismo y la respuesta represiva del régimen hacia cada una de ellas. 
Es más que probable que algunos de los no identificados pertenecieran 
a alguna organización o estuvieran en sus aledaños, pero tampoco su nú-
mero altera, sustancialmente, la respuesta que el TOP dio a la resistencia 
andaluza organizada:

Total de condenas del TOP a las organizaciones sindicales 
y políticas Andaluzas (1964/76)

Organización Enjuiciados/as Condena
Años Meses Días Multa (pesetas)

PCE 265 471 5 5 920.000
CCOO 151 139 10 13 285.000
PCE (i) 60 79 7 9 105.000
PCE (m-l) 38 70 9 3 10.000
OMLE 18 30 - - 20.000
CNT 9 18 6 1 60.000
PORE 15 9 8 9 110.000
PEU 5 4 6 4 -
UGT/PSOE/JJSS 8 3 6 1 40.000
Acción Comunista 5 - - - -
TOTAL 574 826 9 26 1.550.000

Fuente: TOPDAT y elaboración propia

Lo primero que constatamos es que la conjunción PCE/CCOO, re-
presenta nada menos que el 74 por 100 del total de personas procesadas 
identificadas que pasaron por el TOP, es decir, que ambas organizacio-
nes fueron la espina dorsal de la resistencia antifranquista. Lo mismo 
ocurre si trasladamos estos datos al total de años de condena y multas 
que sufrieron sus militantes –la mayoría de ellos con doble militancia-, ya 
que sus 610 años de condena, aproximadamente, representan el 75 por 
100 del total del TOP para la resistencia andaluza. 

A fin de aproximarnos más a las organizaciones sindicales y políticas 
españolas más perseguidas, así como la geografía de la represión, hemos 
elegido el corte de 20 años de condena por sumario con cinco o más 



135

Alfonso Martínez Foronda La respuesta del Tribunal de Orden Público al crecimiento de la resistencia andaluza

procesados. En todo caso, este corte es sólo indicativo y hay que relati-
vizar los datos, pero los expedientes colectivos son una referencia para 
visualizar el escarmiento ejemplarizante hacia determinadas organizacio-
nes y sus militantes, no sólo por el número de encartados, sino también 
por el global de las condenas y que, grosso modo, concuerda con los 
datos que ofrecen el total de las sentencias del TOP. Dicho lo cual, hasta 
un total de 49 procesos colectivos en España superaron los 20 años de 
prisión por cada uno de los expedientes, lo que muestra la saña con que 
el TOP actuó contra la disidencia organizada, especialmente contra las 
organizaciones de carácter marxista.

Los expedientes coletivos del TOP en España 
a partir de 20 años de condena

Orden Número de
procesados

Sumario Pertenencia 
según TOP

Condena Multa (pts)

1 10 1001/72 Coordinadora 
Nacional CCOO 161 a / 10 m / 5 d 10.000

2 13 66/64 PCE (Madrid) 160 a / 9 m 1.050.000
3 24 R. 164/64 PCE (Valencia) 103 a / 8 m / 3 d 275.000 
4 34 311/67 JJCC (España) 70 a / 2 m / 1 d 20.000
5 39 954/68 PCE (Santander) 62 a / 1m / 4 d 80.000
6 5 663/73 FRAP (Madrid) 60 a -
7 7 R. 225/64 PSUC (Barcelona) 57 a / 4 d 20.000
8 21 1046/70 PCE (Murcia) 56 a / 2 m/ 20 d 120.000

9 28 63/65 CCOO/PCE 
(Asturias) 56 a / 2 m 90.000

10 40 28/64 PCE (Asturias) 55 a
11 21 46/68 PCE(ml) (Madrid) 54 a / 4 m / 3 d 60.000
12 9 30/64 PCE (Zaragoza) 54 a 275.000
13 10 140/64 PCE (Valencia) 52 a 25.000
14 9 32/72 PCE(ml) (Vizcaya) 50 a 90.000
15 11 378/73 PCE(ml) (Valencia) 47 a / 7 m / 13 d 95.000
16 15 425/75 LCR (Euskadi) 46 a / 4 m / 2 d 85.000
17 15 257/64 PCE(ml) (Barcelona) 46 a / 2 d 50.000
18 7 129/64 PCE (Murcia) 46 a 300.000

19 32 392/68 CCOO/PCE 
(Málaga) 44 a / 9 m 170.000

20 17 932/72 PCE(ml) (Valencia) 44 a /2 m / 4 d -
21 9 130/64 PCE (Alicante) 41 a / 4 m / 2 d 20.000
22 10 187&67 PCE (Madrid) 41 a / 2 m / 1 d 90.000
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23 10 132/74 OMLE 
(Madrid-Cádiz) 40 a

24 10 422/63 PCE (Sevilla)
39 a / 5 m / 15 d

82 a / 1 d (Inhabilitación 
Especial)

25 18 133/64 PCE (Alicante) 37 a / 6 m 100.000
26 17 547/67 PCE (Sevilla) 37 a 30.000
27 21 489/72 CCOO/PCE (Ferrol) 36 a / 1 m -
28 15 491/67 CCOO (Vizcaya) 35 a / 11 m / 1 d 30.000
29 33 392/68 PCE/CCCO Málaga 35 a / 4 m 160.000
30 7 43/73 PCE (Madrid) 32 a / 6 m -
31 10 1087/70 PCE/CCOO (Madrid) 32 a / 2 m / 1 d 75.000
32 9 474/73 FRAP (Cádiz) 32 a -
33 10 230/66 CCOO (Madrid) 31 a / 8 m 60.000
34 7 301/68 PCE(ml) 30 a / 8 m 70.000
35 6 1221/70 PSUC (Barcelona) 30 a / 3 m 63.000
36 13 443/67 CCOO (Madrid) 29 a / 5 m 25.000
37 33 1202/70 PCE (Jaén) 29 a / 2 m / 17 d 60.000
38 11 146/70 PCE (i) Barcelona 28 a / 10 m / 1 d 20.000
39 15 929/71 PCE (i) Sevilla 27 a / 11 m / 1 d 20.000

40 14 R. 122/ 64 CNT (España)
27 a 

(48 a Inhabilitación 
especial)

5.000

41 9 185/65 Grupo marxista 
(sin identificar) 27 a / 1 d 35.000

42 5 480/74 PCE (Alicante) 24 a / 2 m/ 11 d -
43 8 434/74 PCE(ml) (Madrid) 26 a / 6 m 10.000
44 6 79/66 PCE(ml) (Madrid) 26 a / 1 d 130.000
45 17 667/73 PCE(ml) (Málaga) 24 a / 6 m -
46 15 102/66 PCE (Madrid) 25 a / 6 m 190.000
47 7 437/73 PCE(ml) (Valladolid) 23 a / 8 m / 7 d 10.000
48 5 593/72 PCE(ml) (Madrid) 22 a 40.000
49 19 148/69 UGT (Vizcaya) 20 a / 4 m / 2 d -
50 9 840/73 PCE (Sevilla) 20 a 60.000

10 582/70
CCOO/PCE (Málaga)

Misma caída con 
diversas sentencias

100 a / 6 m / 3 d 176.000
10 554/70
11 574/70
28 464/70
10 120/70 PCE (Cádiz)

Misma caída con 
diversas sentencias

61 a / 4 m / 3 d -7 164/70
21 93/70

Leyenda: a: años; m: meses; d: días. 
Fuente: TOPDAT y elaboración propia
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No haremos un repaso de todos estos procesos, excepto hacer una 
aclaración en los de Málaga y Cádiz de 1970, en el que los militantes del 
PCE/CCOO de ambas provincias acumularon un total de 100 años y 
60 años de prisión, respectivamente, por la desarticulación en una mis-
ma caída de ambas organizaciones en cada una de las provincias, pero 
repartidos en varios sumarios. Por tanto, no aparecen en el ránking entre 
el 4º y 7º lugar -como les correspondería- porque es posible que haya 
otros casos similares en el resto de España. En todo caso, ofrecemos el 
dato porque es significativo de la represión que se cernió sobre ambas 
organizaciones en dichas provincias.

En general, habría que hacer varias observaciones a esa tabla. En 
primer lugar, no hemos incluido los expedientes de ETA porque preten-
díamos dejar fuera a los grupos terroristas. Sin embargo, hemos incluido 
varios expedientes del FRAP –y ello puede ser incoherente- porque en 
las sentencias del TOP a veces se mezcla el FRAP, con el PCE(ml) o 
su brazo sindical, la OSO y, aunque no descartaban fórmulas violentas, 
sin embargo, es un grupo difícil de catalogar. En el caso andaluz, por 
ejemplo, ninguno de los expedientes se vio involucrado por actos terro-
ristas. Por tanto el lector, debe mesurar ese dato. En segundo lugar, hay 
expedientes donde el TOP mezcla al PCE y CCOO y, en ocasiones, los 
acusa de una u otra organización, aunque hay que tener en cuenta que 
en muchos expedientes donde aparece sólo el PCE hay militantes de 
CCOO y a la inversa. Los hemos separado como vienen recogidas en las 
sentencias. Este ránking, no obstante, nos ofrece una radiografía apro-
ximada de las intenciones del TOP al condenar con dureza a las princi-
pales organizaciones de la resistencia antifranquista y a la geografía de la 
misma. De él podemos obtener una serie de conclusiones provisionales:

1.	El expediente con más condena, ya lo sabemos, es el famoso Proceso 
1001 contra la Coordinadora Nacional de CCOO que, como se ha 
repetido en numerosas ocasiones, lo es contra la principal fuerza 
sociopolítica del país y como escarmiento a la clase obrera española. 

2.	Después le siguen los del PCE. Pero los del PCE más importantes 
–son los más numerosos y se reparten a lo largo de la geografía es-
pañola- dan muchos años de prisión en los primeros juicios del TOP 
desde 1964, recogiendo expedientes de caídas que se producen en 
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1962-63. Es decir, que el TOP surge para castigar especialmente al 
PCE y, desde el comienzo, dar un mensaje claro de tribunal contra 
el “comunismo”. La persecución al PCE es continuada en el tiem-
po y aparecen expedientes a lo largo de todos los años y de toda la 
geografía española. Un caso especial es el expediente de la caída de 
las Juventudes Comunistas (a nivel estatal) con una condena de 76 
años de prisión y que es ejemplarizante para esos 34 jóvenes cuyo 
delito había sido asistir a un curso de formación política en Alema-
nia Oriental. Tantos años para esos jóvenes militantes también era 
un escarmiento para las generaciones venideras.

3.	A partir de la segunda mitad de los sesenta y, más a partir de los pri-
meros años de los setenta, aparecen importantes procesos colectivos 
contra grupos como el PCE(ml), la LCR, el PCE(i), la OMLE u 
otros grupos de la llamada “izquierda revolucionaria” que es cuando 
tienen su mayor apogeo.

4.	Es significativo el caso de la CNT con un único expediente y luego 
no hay nada, fruto de su inactividad o de su estrategia sindical, que 
lo hace irrelevante, al menos, en Andalucía. 

5.	El del arco socialista (PSOE/UGT). El de UGT es también un solo 
caso, pero circunscrito a Vizcaya donde tiene cierta implantación, 
sobre todo en Bilbao. Es significativo que las dos grandes organiza-
ciones de la II República no tengan expedientes colectivos impor-
tantes.

Para certificar las principales organizaciones sindicales y políticas 
que padecieron los rigores del TOP, hemos analizado el total de años de 
condena y las multas a que fueron sometidas, en función de su adscrip-
ción ideológica y siempre con el corte de expedientes de más de 20 años 
de condena. Pero hay que hacer la salvedad –y esto es importante- que 
esta clasificación no responde al total de las condenas que sufrieron los 
militantes de esas organizaciones, ya que el PCE y las CCOO acumulan 
casi las tres cuartas partes del total y con este corte de más de 20 años, 
hay una desproporción entre estas dos organizaciones y las de la “iz-
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quierda revolucionaria” que no se corresponde con la represión total que 
se cernió sobre las primeras. Baste pensar que sólo en Andalucía tanto 
el PCE como las CCOO acumularon 418 años de cárcel y eso se debe a 
que estas dos organizaciones tienen muchos más expedientes menores 
de ese corte y que, en cambio, las organizaciones de la extrema izquierda 
se caracterizaron, a efectos del TOP, por caídas masivas y, por ello, con 
más expedientes “ejemplarizadores”, sobre todo, a partir de 1972 como 
en el caso del FRAP por sus acciones violentas.

Total de condena de los expedientes colectivos del TOP en España 
superiores a 20 años en función de la adscripción ideológica

Adscripción ideológica Condena Multa (pesetas)
Años Meses Días

PCE, PSUC, JJCC. 1.040 8 16 1.038.000
PCE/CCOO 269 8 4 501.000
CCOO `258 10 6 125.000
PCE(ml); FRAP, OSO 487 6 - 555.000
PCE (i) 55 21 2 40.000
LCR 46 4 2 85.000
OMLE 40 - - -
(marxistas sin identificar) 27 - 1 35.000
CNT 27 - - 5.000
UGT 20 4 2 -
TOTAL 2 269 61 33 2.379.000

Fuente: TOPDAT y elaboración propia

Finalmente, es importante señalar el marco geográfico de estos ex-
pedientes colectivos porque nos da también una radiografía aproximada 
de la propia resistencia antifranquista y donde las caídas colectivas fue-
ron más reprimidas.
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Zonas geográficas de España con condenas de más de 20 años 
por expediente

Nº de expedientes del TOP por zonas geográficas
Con 1 Con 2 Con 4 Con 7 Con 10 Con 11

Cantabria, Aragón, 
Castilla-León, Galicia

Asturias, Murcia Catalunya, 
Euskadi

País Valençià Andalucía Madrid

Fuente: TOPDAT y elaboración propia

También hay que matizar el reparto geográfico porque no puede 
trasladarse mecánicamente a la importancia de la resistencia antifran-
quista en cada uno de esos lugares porque habría que sumar todos los 
expedientes. En todo caso, lo único que nos revela es que en Andalucía, 
que ocupa el segundo lugar por expedientes colectivos con más conde-
na, se producirán en las tres provincias más combativas: Sevilla, Málaga 
y Cádiz, por ese orden, aunque otras dos, la de Córdoba y Jaén, se debe 
a una desarticulación del PCE en cada provincia y, en ambos casos, en 
las caídas de 1970, que afectaron a casi todas las provincias andaluzas.

Finalmente, nos ha interesado saber qué militantes antifranquistas 
sufrieron con mayor rigor la represión del TOP, quiénes fueron los que 
acumularon más de 15 años de prisión –un corte subjetivo en aras de la 
brevedad expositiva- para comprobar a qué organizaciones pertenecían. 
Y, de nuevo, observamos que de los veinte primeros, todos ellos –excep-
to dos, que pertenecen al PCE(ml)/FRAP- son militantes del PCE o de 
CCOO y, la mayoría de ellos, con doble militancia en ambas organiza-
ciones. Aquí los adscribimos ideológicamente a su ámbito funcional más 
conocido, como los casos de Eduardo Saborido, Marcelino Camacho, 
Nicolás Sartorius, Francisco García Salve, Fernando Soto o Juan Muñiz 
Zapico que, aunque militaban en el PCE y formaban parte de sus máxi-
mos órganos de dirección en el interior del país, sin embargo, eran más 
conocidos o fueron procesados por su pertenencia a las CCOO. Por otra 
parte, el total de la condena que se refleja en cada uno de ellos corres-
ponde a la suma de todos los procesos que acumularon en el TOP. No 
es casual que de los 20 procesados, al menos, seis de ellos fueran prota-
gonistas del Proceso 1001 contra las CCOO porque formaban parte de 
la dirección nacional de aquéllas.
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Condenas individuales del TOP a los militantes antifranquistas 
superior a los 15 años de prisión107

Nº Nombre Condena (total) en años, meses 
y multa en pesetas

Pertenencia

1 SANDOVAL MORIS, José Aurelio 28 a / 3 m y 125.000 PCE

2 SABORIDO GALÁN, Eduardo 27 a / 3 m /1 d y 10.000 CCOO

3 CAMACHO ABAD, Marcelino 26 a/ 2 m y 25.000 CCOO

4 GIL LÓPEZ, Luis Antonio 23 a / 3 m y 275.000 PCE

5 LÓPEZ DE LA FUENTE, Justo 23 a / 3 m y 175.000 PCE

6 LOBATO ESPRONCEDA, Luis Lucio 21 a / 6 m / 2 d y 10.000 PCE

7 SARTORIUS ÁLVAREZ, Nicolás 21 a / 6 m y 5.000 CCOO

8 GARCÍA SALVE, Francisco 21 a / 15 d CCOO

9 MUÑIZ ZAPICO, Juan Marcos 20 a y 10.000 CCOO

10 FERNÁNDEZ INGUANZO, Horacio 20 a PCE

11 D. F., José Luis 18 a / 4 m FRAP/PCE(ml)

12 RUIZ SÁNCHEZ, Timoteo 18 a / 1 d y 90.000 PCE

13 N.G., Antonio 18 a / 1 d y 10.000 PCE(ml)

14 MARTÍNEZ DE VELASCO, Jesús 18 a y 100.000 PCE

15 MONTOYA PÉREZ, Antonio 18 a PCE

16 SOTO MARTÍN, Fernando 17 a /7 m / 1 d CCOO

17 B. G., Timoteo 16 a / 6 m / 1 d y 10.000 Sin adscripción

18 CUETO LUCAS, Pedro 16 a / 1 d y 10.000 CCOO

19 MAJANO AGUDO, Pedro 16 a / 1 d y 10.000 PCE

20 MATEOS HERNÁNDEZ, Bernardo 16 a y 25.000 PCE

Leyenda: a: años; m: meses; d: días. Fuente: TOPDAT y elaboración propia

Hemos de notar que de estos veinte militantes antifranquistas, tres 
de ellos son andaluces: los sevillanos Eduardo Saborido Galán y Fer-
nando Soto Martín, así como el malagueño Pedro Cueto Lucas, lo que 

107 Aquí nos referimos sólo a los procesos en el TOP y, por ello, no hemos tenido en cuenta otras 
causas que alguno de estos militantes tuvieron anteriormente a la creación de ese tribunal. Por ejem-
plo, Luis Lucio Lobato Espronceda fue condenado por el Juzgado Actividades Extremistas (Causa 
653/59), por asociación ilícita, a 14 a de reclusión; por su parte, Horacio Fernández Inguanzo, en 
Sentencia de 30/7/38 de la jurisdicción militar, había sido condenado a muerte por rebelión militar 
y, luego, conmutada; fue condenado posteriormente (Causa 390/1944), por rebelión militar, a 14 
años y dos meses de reclusión. 
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muestra una vez más, la presencia importante de andaluces entre los 
más castigados por el TOP. Y los tres eran militantes del PCE y de las 
CCOO.

4.1. Las organizaciones políticas y sociales andaluzas ante el TOP
El PCE, aunque fue perseguido con saña como el resto de las organiza-
ciones de izquierda, tras el fin de la guerra civil, es el único partido que, 
con altibajos, logrará mantener viva la organización tanto en el interior 
de Andalucía como en el resto del país. Aunque en la década de los cua-
renta padecerá la desarticulación de su Comité Regional (1949 y 1950), 
con la ejecución incluida de alguno de sus dirigentes, volverá a recompo-
nerse en la siguiente década y logrará la articulación de la organización 
en la mayor parte de las provincias andaluzas, especialmente a partir de 
la mitad de esa década. Las caídas masivas de 1960 a 1963, ya lo hemos 
visto anteriormente, responden a la importancia que la organización co-
munista había ido adquiriendo en los años precedentes. Por ello, los pri-
meros juicios del TOP hacia sus militantes retoman caídas de esos años 
que pasan a engrosar los primeros procesos en el TOP. 

Es la única organización que se extiende geográficamente por toda 
Andalucía a efectos del TOP, exceptuando las provincias de Huelva y 
Almería donde, por otra parte, tampoco tienen presencia ninguna otra 
organización antifranquista, exceptuando casos aislados de la CNT en 
esta última provincia, pero a comienzos de los sesenta. Por tanto, el PCE 
es el único partido que, desde la creación del tribunal y hasta finales del 
franquismo, mantendrá una presencia constante, a través de las caídas de 
sus militantes, como observamos en el siguiente cuadro:
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Condenas globales del TOP a militantes del PCE en Andalucía
por provincias (1964-1973)

PARTIDO COMUNISTA DE ESPAÑA (PCE)
Provincia Encartados Condena

Años Meses Días Multa (pesetas)

Cádiz 46 66 7 4 20.000
Córdoba 46 43 3 7 95.000
Granada 11 15 7 1 10.000
Jaén 29 29 2 17 -
Málaga 66 175 4 8 400.000
Sevilla 67 141 5 1 395.000
Total 265 471 5 5 920.000

Fuente: TOPDAT y elaboración  propia

El 33 por 100 del total de las personas procesadas y enjuiciadas ante 
el TOP en Andalucía eran militantes del PCE y esa cifra se eleva al 57 
por 100 del total de las condenas que sufrieron sus militantes.108 Es de-
cir, es la organización más importante, y con diferencia respecto de las 
demás, de la resistencia andaluza. Hay que notar que algunos sumarios 
del TOP recogen en sus conclusiones que, aunque algunos de los textos 
difundidos que venían firmados por las CCOO, sin embargo, al conside-
rarlos militantes comunistas clandestinos les caían condenas más largas 
y, al tiempo, evitaban posibles reacciones de solidaridad entre los traba-
jadores. Por ello, en estos sumarios nos vamos a encontrar a numerosos 
dirigentes de las CCOO como fue el caso de los malagueños Manuel 
Ruiz Benítez, Antonio Camaño Gómez, José Timonet Martín, los her-
manos Francisco Juan y José Galisteo Prieto, José Ariza Reyes, Domingo 
García Sánchez, Pedro Cueto Lucas, entre otros. En el caso de Cádiz 
ocurre exactamente lo mismo, ya que en esos sumarios estaban los diri-
gentes obreros de las CCOO del Marco de Jerez, como Antonio Álvarez 
Herrera, Miguel Campos Varela, Antonio Palacios de Vera, los herma-

108 Cuando damos esa cifra se refiere a aquellas personas que desde la Fundación de Estudios Sin-
dicales-Archivo Histórico de CCOO de Andalucía, hemos identificado a lo largo del tiempo como 
militantes del PCE, aunque en muchas sentencias no se indique ese dato ya que no aparece su 
militancia en actividades como manifestaciones ilegales. La FES-AHCCOO-A, ha ido elaborando 
un mapa de la represión que nos ha permitido, a lo largo de las dos últimas décadas, aproximarnos 
a la mayoría de estos procesados.
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nos José Antonio o Miguel Marroquín Travieso, entre otros. Y lo mismo 
ocurre en Córdoba en la caída de 1971 con  Enrique Rodríguez Linares, 
que había sido uno de los creadores de las CCOO en aquella provincia a 
mediados de los sesenta o con Germán Ramírez Aranda, dirigente de la 
construcción. En definitiva, aunque todos ellos eran militantes del PCE, 
al mismo tiempo, su frente de lucha era, esencialmente, las CCOO. Eso 
no quita mérito a ese partido, antes al contrario, ya que en él se concen-
traban los representantes más genuinos de la clase obrera andaluza. 

Territorialmente, las dos provincias con mayor implantación del PCE 
se corresponden con las que más procesados aportan y las que mayores 
condenas sufren: Sevilla y Málaga. Aún con poca diferencia en el total 
de encartados y el total de las condenas, es Sevilla donde mayor implan-
tación tiene esa organización desde mediados de los años cincuenta y 
desde donde irradia al resto de las provincias andaluzas. El dato que pro-
porciona mayor número de encartados y la mayor condena a la provincia 
de Málaga puede conducir a equívocos porque lo que incrementa esa 
estadística es la caída masiva de 1970 y el escarmiento ejemplar hacia sus 
militantes con largas condenas de cárcel. No obstante, Málaga será la 
segunda provincia con mayor índice de militancia antifranquista que se 
corresponderá, a lo largo del tiempo, y sobre todo a partir de 1966, con 
un mayor nivel de organización de CCOO y el aumento de efectivos del 
PCE. Las caídas de 1970 en Cádiz, Córdoba y Jaén, elevan las cifras de 
encartados y las penas en correspondencia con el nivel organizativo de 
todos ellas, aunque sea la de Jaén, entre las dos restantes, la que menor ni-
vel de articulación tenga el PCE y, de hecho, tras la caída de 1970, no vol-
verá a reorganizarse hasta prácticamente el año de la muerte del dictador.

La segunda organización en importancia respecto al TOP –que no 
por su proyección sociopolítica, que es, sin duda, la más importante de 
la resistencia antifranquista andaluza-, son las CCOO, con la salvedad 
a la que hemos aludido anteriormente. Ya es un lugar común entre la 
historiografía antifranquista que fueron éstas el principal desafío político 
al Régimen dictatorial y que ello se debió, fundamentalmente a las for-
mas de protesta que impulsaron, a su irradiación por todo el territorio 
nacional –sobre todo a partir de su triunfo en las elecciones sindicales 
de 1966-, a la combinación de lo legal y lo ilegal, al amplio repertorio 
de acciones colectivas, a su implantación y enraizamiento en el seno de 
las grandes empresas por la combinación de reivindicaciones netamente 
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laborales y políticas, entre otras. No en vano, en casi todos los informes 
policiales a los que hemos aludido a lo largo de este estudio, es el propio 
régimen el que las considera la organización más peligrosa y, por tanto, 
la organización a la que había que perseguir con más saña. Pero además, 
la propia naturaleza del régimen que derivaba los conflictos laborales a 
conflictos de “orden público”, hizo el resto. Por ello, fueron las CCOO 
las que tuvieron un protagonismo inequívoco en el declive de la dictadu-
ra y, más allá, en la conquista de las libertades democráticas en España. 

La mayoría de los sumarios referidos a las CCOO de Andalucía es-
tán así identificados por el TOP y responden, en la mayor parte de los 
casos, a los delitos de propaganda ilegal (asociados a jornadas de lucha 
o a los 1 de mayo) o de “manifestación no pacífica” relacionados, con 
conflictos laborales, aunque también hay expedientes por el delito de 
asociación ilícita, aunque éste está más relacionado con la doble mili-
tancia de muchos de ellos en el PCE y entonces el TOP se lo adjudica, 
generalmente, al partido y no a la organización sindical. Lógicamente, la 
presencia de las CCOO ante el TOP coincide con el fin de la indefini-
ción del régimen hacia aquéllas, tras la ilegalización en 1967, como he-
mos analizado anteriormente. Por ello, su presencia irá desde 1966 hasta 
el final de la dictadura, aunque no haya ningún sumario en 1975, a pesar 
de las múltiples protestas que se acentuaron ese año y los siguientes de 
la transición.

Antes de analizar la geografía del TOP para las CCOO de Andalucía 
y su repercusión represiva, para compararla con otras organizaciones, 
habría que incidir en algo que suele pasar inadvertido en cuanto a los 
conflictos laborales se refiere: los despidos. La jurisprudencia de las ma-
gistraturas de trabajo fueron incorporando, desde comienzos de los años 
sesenta, un criterio “gradualista” de forma que los despidos afectaban 
directamente a los dirigentes, mientras se reducía la responsabilidad de 
los trabajadores que participaban en ellos a ciertas sanciones de suspen-
sión de empleo y sueldo temporal.109 No obstante, hay determinados 
casos, como las huelgas de la construcción de Sevilla y Granada de 1970 
en las que fueron despedidos miles de trabajadores. Además, la mayor 
parte de los casos de los dirigentes obreros, al ser detenidos durante las 

109 Véase Javier Tébar Hurtado, “El movimiento de las Comisiones Obreras: el desafío obrero a la 
dictadura”, en Javier Tébar (ed), “La resistencia ordinaria”…, op. cit. p. 117-118.
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72 horas de rigor en las comisarías y cuartelillos de la Guardia Civil, se 
encontraban al salir que se les aplicaba el reglamento de régimen interior 
que consideraba como falta muy grave la “inasistencia voluntaria, injusti-
ficada y repetida al trabajo”, previsto en la normativa laboral y, por tanto, 
eran despedidos de forma sistemática. 

Si contrastamos el dato del número de encartados por pertenencia 
a las CCOO en Andalucía, un centenar y medio, (y sin contar, como 
hemos repetido, a quienes eran también de CCOO pero habían sido 
procesados por pertenencia al PCE) y los comparamos con las penas 
globales, observamos la aminoración de las penas del TOP hacia los 
militantes obreros y esto es una de las características que las diferencian 
respecto de los partidos clandestinos. Ya hemos señalado el temor del 
régimen por las reacciones de solidaridad que se producían cuando se 
detenía a un representante sindical, las dificultades del mismo para jus-
tificar la represión hacia quienes legalmente habían sido elegidos para 
representarlos y cómo a partir de la ilegalización de éstas en 1967, les 
permitió usar la legalidad bien para detenerlos, bien para desposeerlos 
de sus cargos sindicales. Pero, aún así, la mayor parte de los sumarios 
referidos a las CCOO son por participación en los conflictos laborales 
o por propaganda ilegal, aunque hay también casos –los menos- por 
asociación ilícita que castigan, especialmente, a los militantes de la Co-
misiones Obreras Juveniles, como las caídas de los mismos en agosto de 
1969 en Sevilla (Sumario 767/69) y  abril de 1970 en Granada (Sumario 
229/70) y donde las penas están en consonancia con una organización 
ilegal. Y, especialmente significativa, por las penas desproporcionadas,  
fue –como hemos señalado- las condenas hacia la Coordinadora Nacio-
nal de CCOO, en la que participaban tres andaluces. 
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Condenas del TOP a militantes de CCOO en Andalucía (1964-1974)

COMISIONES OBRERAS (CCOO)

Provincia Encartados
Condena

Años Meses Días Multa (pesetas)
Cádiz 15 5 6 - 15.000
Córdoba 1 4 2 1 10.000
Granada 23 12 8 3 105.000
Málaga 12 5 3 3 -
Sevilla 101 112 3 6 145.000
Total 151 139 10 13 285.000

Fuente: TOPDAT y elaboración  propia

La distribución geográfica provincial de la presencia de CCOO en 
Andalucía no refleja con exactitud la implantación de aquéllas, ya que 
si bien Sevilla es la provincia, con diferencia, donde más y mejor están 
implantadas, de lo que también da cuenta el TOP. Y esto es así porque 
es en las grandes empresas de Sevilla donde nacen las primeras Comi-
siones Obreras y desde donde irradian al resto de provincias, siendo sus 
dirigentes quienes asuman la dirección regional de aquéllas y quienes, de 
forma más regular, las representen a nivel nacional. Y porque Sevilla es 
la provincia más industrializada de Andalucía, la más poblada y donde se 
protagonizan más conflictos laborales. En segundo  lugar estará Málaga, 
aunque los datos del TOP no concuerden con ello. Y se debe, ya nos 
hemos referido a ello, a que las caídas de 1968 y de 1970, especialmente, 
fueron adscritas por el TOP a su militancia en el PCE. Eso explica que 
tan sólo aparezcan doce militantes malagueños de CCOO, como tales, 
ante el TOP. Y esto también es aplicable a las provincias de Cádiz y Cór-
doba por las caídas de 1970. Finalmente, no aparecen las provincias de 
Jaén, Almería y Huelva ante el TOP por la tardía aparición de éstas en 
esas provincias, especialmente en las dos primeras, donde su actividad 
se inicia prácticamente en los últimos años del franquismo. Aunque la 
de Huelva es algo más temprana, en los primeros años de los setenta, 
sin embargo, ninguno de sus militantes o dirigentes pasaron por el TOP.

Si habíamos señalado que ambas organizaciones, el PCE y las CCOO 
en Andalucía representaban las dos terceras partes de las personas pro-
cesadas y acumularon los dos tercios de las condenas del TOP en la 
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región y el resto, prácticamente, las de la extrema izquierda, ¿qué había 
pasado con las organizaciones mayoritarias en la II República, tanto en 
el ámbito del anarquismo (CNT) como en el socialismo UGT/PSOE?

La Confederación Nacional del Trabajo (CNT) tendrá sólo tres su-
marios identificados en Andalucía: uno, referido a una caída a nivel na-
cional y que afecta a dos militantes de Jaén y uno de Málaga (Sumario 
122/64), pero se refiere a una caída de 1961 y que retoma el TOP entre 
sus primeros juicios. Otro sumario con la detención y procesamiento de 
cuatro sevillanos en 1967 y, finalmente, una detención aislada en Almería 
por asociación ilícita.110 

Condenas del TOP a militantes de la CNT en Andalucía (1964-1976)

Sumario Encartados Año Provincia Condena
Años Meses Días Multa (pesetas)

19/64 2 1964 Almería 6 - - 20.000
R. 122/64 1 1964 Málaga - - - -
R. 122/64 2 1964 Jaén - 4 - -
352/67 4 1967 Sevilla 10 2 1 40.000
548/73 1 1964 Almería 2 - - -
Total 7 - - 18 6 1 60.000

Fuente: TOPDAT y elaboración  propia

Aunque el escarmiento es ejemplar para los pocos militantes de la 
CNT o de alguna otra organización libertaria que pasan por el TOP, lo 
definitorio es que se trata de acciones aisladas entre alguno de sus mili-
tantes o simpatizantes en Andalucía y no responden a actividades pro-
pias de una organización arraigada en el territorio con estructuras defini-
das. Es significativo que casi todos ellos son personas de edad avanzada, 
entre los 50 y los 65 años, y tres de los siete, con antecedentes penales en 
los primeros años de la posguerra, es decir, que proceden de la contienda 
civil y, además, la mayoría de ellas se producen por caídas de comienzos 
de los años sesenta, sin continuidad temporal, sino de forma aislada en 
el tiempo. La corriente libertaria fue inexistente estadísticamente para el 
TOP, porque no desarrolló su organización en casi ninguna provincia 

110 Véase TOPDAT, Sumario 548/73 y Sentencia número 354/74, de 12 de julio de 1974.
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andaluza, al menos hasta los últimos años de la dictadura y no tuvo arrai-
go en el movimiento obrero andaluz. 

La UGT, por su parte, sólo tendrá un sumario específico en An-
dalucía que afecta a tres procesados, acusados de asociación ilícita por 
intentar reconstruir la UGT en Sevilla, aunque en el fallo final del TOP 
los absuelva por no haberse acreditado que ninguno de los tres tomara 
contacto con dicha organización.111 Y más elocuente es la ausencia del 
PSOE andaluz. Ni un solo proceso identificado como tal en Andalucía 
contra ninguno de sus dirigentes a lo largo de la existencia del TOP. La 
única excepción la constituye la caída de las Juventudes Socialistas de 
Sevilla, en febrero de 1969 durante el estado de excepción de ese año, 
por propaganda ilegal.112 

Condenas del TOP a militantes de UGT/ JJSS en Andalucía 
(1964-1976)

UGT/JJSS
Provincia Encartados Condena

Años Meses Días Multa (pesetas)
Cádiz 1 - 6 1 10.000
Sevilla 9 6 - - 30.000
Total 10 6 6 1 40.000

Fuente: TOPDAT y elaboración  propia

4.2. La “izquierda revolucionaria” ante el TOP
Si la memoria histórica de la resistencia antifranquista, en general, ha 
estado sepultada durante mucho tiempo, más aún lo ha sido –y lo es- 
la que se refiere a los llamados a sí mismos “izquierda revolucionaria”, 
para distinguirse de lo que ellos mismos consideraban peyorativamente 
“izquierda revisionista” y que representaba, a su juicio, el PCE como 
partido hegemónico del antifranquismo. La mayoría de los estudios so-
bre la resistencia antifranquista han pasado de largo sobre esta militancia 

111 Véase TOPDAT, Sumario 652/71 y Sentencia número 292/71 de 22 de noviembre de 1971. 
Los enjuiciados fueron Rafael Agudo Muñoz, Juan A. de la Cruz Pineda y Manuel Burgos Millán.
112 En ese juicio fueron condenados Francisco Rodríguez Martín, María Rosa Gamero del Moral y 
José María Romero Calero, al tiempo que fue absuelto José Luis Guillén Vázquez. Ver TOPDAT, 
Sumario 269/69 y Sentencia 32/70 de 9 de febrero de 1970.
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política que, sin embargo, fue el lugar de compromiso de otros activistas 
en España y, desde luego, en Andalucía. Mas este estudio no es el lugar 
adecuado para ello, como no lo es para el resto de las organizaciones, 
por lo que haremos una breve incursión en el origen y desarrollo de cada 
una de ellas en Andalucía –poco conocidas por el público en el general- y 
los efectos de la represión del TOP sobre sus militantes, quedando pen-
diente en la historiografía antifranquista andaluza una investigación más 
pormenorizada de estas organizaciones.

De modo general, casi todas estas organizaciones nacen en Europa 
y en España a lo largo de los años sesenta y la mayoría tendrán en el 
maoísmo su fuente de inspiración. El maoísmo no tanto por que ela-
bore un corpus teórico distinto del marxismo-leninismo, cuanto por la 
fascinación que despertará la revolución cultural china, sus eslóganes 
referidos a la idealización del pueblo trabajador o su inmersión en la vida 
de las fábricas. Con los matices necesarios en cada una de ellas, estas 
generaciones de activistas políticos fueron creciendo tanto en Europa 
como en América Latina al calor de los fenómenos de los procesos de 
descolonización, de la desestalinización o de las revoluciones cubana, 
china, argelina o vietnamita y, sobre todo, de lo que supuso en lo social 
y en lo político el mayo del 68, aunque en España llegara tarde. Lo que 
en España se llamó maoísmo tuvo también un indudable componente 
de rebelión cultural que atrajo, según Bourseiller, a numerosas persona-
lidades de la inteligentsia que, en mayor o menor medida, simpatizaron 
con esta corriente comunista, como Louis Althusser, Jean Paul Sartre, 
Simone de Beauvoir, Michel Foucault, Bernard Henri-Lévy, Pièrre Villar 
o el cineasta Jean-Luc Godard.113 Y, sin embargo, aunque estos jóvenes 
maoístas europeos aspiraban y lucharon por la liberación de las costum-
bres, paradójicamente, mantuvieron como referencia política a dos de 
los grandes dictadores del siglo XX: Mao y Stalin, aunque éste último no 
en todos los casos. Sin duda, estos jóvenes estaban, entonces, muy lejos 
de conocer la verdadera naturaleza del régimen chino y su evolución 
posterior.

En el caso español, la mayoría de estas organizaciones tienen su ori-
gen en escisiones que se fueron creando desde militantes del PCE, al que 

113 Citados en Horacio Roldán Barcero, El maoísmo en España y el Tribunal de Orden Público (1964-
1976), Universidad de Córdoba, 2010, p. 28.
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acusaban de revisionista desde que formulara su política de Reconcilia-
ción Nacional en 1956 y luego la ratificara en su VIII Congreso (París, 
1972) en lo que se llamó el Pacto por la Libertad. Básicamente, el recha-
zo de estas organizaciones a la política de reconciliación nacional –de-
fendida hasta sus últimas consecuencias por Dolores Ibarruri y Santiago 
Carrillo por cuanto era un elemento estratégico de primer orden para 
superar de una vez el foso que había abierto la guerra civil española-, 
consistía en que, según ellos, esta política dilapidaba los dos motores 
básicos del marxismo: la lucha de clases como motor de la historia y la 
defensa del proletariado a través de una organización política que no 
pactara con el enemigo de clase y, por tanto, siguieron defendiendo la 
dictadura del proletariado. Para ellos, el PCE había renunciado a la rup-
tura de raíz con la Dictadura y. consiguientemente, su política de alianzas 
para acabar con ella era, en sí misma, una traición al movimiento obrero 
y a su aspiración para implantar en el España el socialismo. Derivado de 
este planteamiento, algunas organizaciones también rechazarán la ne-
gociación colectiva porque suponía un pacto entre capital y trabajo, un 
acuerdo entre clases enfrentadas y, por tanto, alinearán a las CCOO den-
tro de las organizaciones “revisionistas” o “traidoras” a la clase obrera, 
creando organizaciones satélites en el ámbito laboral que no tendrán 
ninguna virtualidad. Y, finalmente, desde su asunción de la necesidad de 
ir hacia la revolución socialista, algunas de estas organizaciones derivarán 
hacia posiciones violentas, aunque de forma minoritaria.

El PCE, no obstante, se convertirá en el punto de mira de todas ellas 
sin excepción para arrebatarle la hegemonía política en la resistencia an-
tifranquista, de tal forma, que sus ataques a ese partido eran, en no pocas 
ocasiones, como se puede comprobar en sus numerosas publicaciones, 
más importantes y trascendentales que su crítica al propio régimen fran-
quista, lo que ocasionó una confrontación entre sus militantes y un efecto 
más retardatario para conseguir la unidad en el seno del antifranquismo.

Esas organizaciones, que surgen y crecen a partir de mediados de los 
años sesenta, engrosarán una nómina dispersa que, no obstante, jugarían 
su papel en el conjunto de la resistencia antifranquista, sobre todo, en los 
últimos años de la dictadura. Luego veremos, en cada caso, la especifici-
dad de cada una de ellas, pero ahora interesa anotar cómo el TOP actúa 
sobre estas organizaciones y la contundencia de sus condenas contra sus 
militantes.
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Condenas a la “izquierda revolucionaria” andaluza ante el TOP
(1964-1976)

Encartados Condena
Años Meses Días Multa (pesetas)

142 195 5 28 265.000

Fuente: TOPDAT y elaboración  propia

Los activistas procesados por el TOP identificados en las sentencias 
como pertenecientes a cualesquiera de las organizaciones de “izquierda 
revolucionaria” en Andalucía, fueron 142, es decir, un 17 por 100 del 
total de los activistas antifranquistas, lo que representa una cifra con-
siderable y que se corresponde con las penas abultadas que recibieron 
comparadas con el resto de las organizaciones que también tienen un 
porcentaje similar. Es posible que haya algunos más de entre los delitos 
de “manifestación no pacifica” o “desórdenes públicos”, pero no los he-
mos podido identificar por las sentencias. No obstante, corresponderían 
a penas menores y, por tanto, no modificarían sustancialmente el dato 
aportado.

Ya hemos señalado, anteriormente, que las características de estos 
militantes, ultraclandestinos, con componentes ideológicos más radicali-
zados y que, en algunos casos, no descartaban la violencia revolucionaria 
para llegar al poder, los hizo más vulnerables ante el TOP y el propio 
régimen, sabedores que no iban a recibir ninguna muestra de solidaridad. 
En ese sentido las penas serán más elevadas, generalmente, para cortar 
su consolidación y dar un escarmiento al resto de sus militantes. 

El Partido Obrero Revolucionario de España (PORE)
La primera organización de la que da cuenta el TOP en Andalucía –con-
cretamente en Sevilla- es el Partido Obrero Revolucionario de España 
(PORE), de origen trotskysta, Sección Española de la IV Internacional. 
Éste se había constituido en un congreso de delegados en Perigny (Pa-
rís), en 1938, y se consideraba heredero de las anteriores internacionales, 
al considerar Trotsky que la Tercera Internacional era leninista, centran-
do su eje programático en la “teoría de la revolución permanente”. La 
primera crisis se produjo en 1953 cuando diversos grupos se opusieron 
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a  las teorías impulsadas por Michel Pablo (seudónimo del trotskista de 
origen griego Michel Raptis), quien consideraba que al estallar una inme-
diata Tercera Guerra Mundial, los Partidos Comunistas (PC) estalinistas 
tomarían un papel revolucionario al enfrentarse violentamente al impe-
rialismo. En la década de los 60 se produjo una reunificación en torno 
al planteamiento de que la revolución cubana había producido un nuevo 
estado obrero. El recién creado Secretariado Unificado  tendría como 
dirigentes a los principales líderes que se negaron a aplicar la política 
pablista, entre ellos al belga Ernest Mandel.

Previamente a la aparición del PORE en Sevilla sobre 1963-, hay que 
remontarse a comienzos de los años sesent, cuando al pintor Cristobal 
Aguilar se le encomienda la labor de organizar a las Juventudes Comu-
nista, pero que en la práctica, ese trabajo lo realizará Eduardo Saborido 
Galán a partir de 1961. Será Eduardo el que, en el primer semestre de 
1962, conecte con un grupo de jóvenes del barrio marginal de La Alame-
da de Hércules que, en realidad son una pandilla de amigos, de los que 
algunos llegarán a formar parte de las Juventudes Comunistas. Por otra 
parte, también había entrado en contacto tanto con Eduardo Saborido 
como con Fernando Soto, otro trabajador de la Hispano Aviación, Ma-
nuel Ortega Guerrero que, a su vez, les facilitará los contactos con otros 
grupos de jóvenes de La Alameda como José Antonio Arce Lucio o 
Antonio Pérez Pérez. Ese grupo embrionario se reunían periódicamente 
–casi siempre una vez por semana- con Eduardo Saborido en la propia 
Alameda y hablaban de política o realizaban alguna labor de propaganda. 
En la medida en que el grupo se va consolidando a lo largo de 1962, el 
partido decide apoyar al grupo facilitándole a Arce Lucio una cantidad 
económica mínima para alquilar una casa para montar allí un pequeño 
aparato de propaganda –una vietnamita, concretamente- que les servirá, 
entre otras cosas, para hacer una campaña contra el asesinato del diri-
gente comunista Julián Grimáu, en 1963.114 Este grupo se irá ampliando 
en la medida en que los jóvenes que ingresan en la JJCC mantienen, a su 
vez, relaciones más informales con jóvenes de su entorno, unidos por la 
amistad, a los que también les pasan propaganda. Una propaganda, por 
cierto, muy rudimentaria por los escasos medios económicos disponibles 
y que, como veremos, contrasta con la que les pasará posteriormente el 

114 Entrevista a Eduardo Saborido, en AHCCOO-A.
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PORE, de mucha más calidad, sorprendente para ser una organización 
insignificante, lo que siempre llegó a despertar la curiosidad o sospechas 
sobre su financiación.  

¿Cómo surge el PORE en Sevilla? En 1963, comienza a trabajar en 
la Hispano Aviación Manuel López Torres –emigrante en Francia, que ya 
viene formado políticamente- que había mantenido contactos en París 
con dos dirigentes trotskystas: Jorge Dauder Guardiola, alias “Víctor”, 
y Manuel Viñolo Ferreiro, alias “Santiago”, que residían de Barcelona, 
aunque estaban conectados con la organización trotskysta en Francia. 
Torres comienza a pasarle propaganda, fundamentalmente libros, a Ma-
nuel Ortega Guerrero y éste a su vez a los jóvenes de la Alameda, al 
tiempo que entran en contacto con el pintor Francisco Cuadrado La-
gares que, al igual que ellos, procedía del PCE pero que, en esos mo-
mentos, ya era trotskysta. Entre los jóvenes de la Alameda habrá unos 
meses de incertidumbre, sin que dieran todavía el paso definitivo para 
integrarse en el PORE, aunque la dirección de ese partido, que estaba en 
Barcelona, viendo la posibilidad de organizar un grupo importante en 
Sevilla, desplazará a sus dos máximos dirigentes hasta la capital hispa-
lense en el verano de 1963. Sus dirigentes, Dauder y Viñolo se reunirán 
con Manuel Ortega Guerrero –que ya había decidido dejar el PCE-, el 
pintor Francisco Cuadrado Lagares, –responsable de la propaganda- y 
el hermano de éste, Daniel. El grupo de jóvenes de la Alameda queda-
rán fascinados, tal vez, por la profusión y calidad de la propaganda que 
reciben, también libros, frente a la escasa y mala calidad de los del PCE, 
aquellos Mundo Obrero en papel Biblia y escasos, al tiempo que las 
lecturas de libros y revistas les irían decantando por un partido al que 
veían como más atractivo. Para ellos, como afirma José A. Arce, estas 
lecturas les sirvieron para abandonar el PCE e iniciar su militancia en el 
PORE. A finales de 1963 el grupo ya se había incrementado con otros 
militantes, además de los señalados, como José Antonio Arce Lucio,115 
Antonio Pérez Sánchez, Rafael Carratala Macías, Francisco Velázquez 
Sánchez y su hermano Andrés, José Pulido Segura o Antonio González 
Gil, entre otros. 

115 Arce y Antonio López, se habían ido a trabajar a Barcelona a mediados de 1963, un poco a la 
aventura, junto a otros jóvenes amigos y allí, se reunirán varias veces con los dirigentes del PORE. 
Arce, por ejemplo, regresará a Sevilla, a finales de 1963, ya integrado en la organización. Véase 
entrevista a José Antonio Arce Lucio, en AHCCOO-A.
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Posiblemente la inexperiencia clandestina –ninguno de ellos había su-
frido las consecuencias de la represión- los conduzca a un hiperactivismo 
propagandístico en los primeros meses de 1964 que no pasará desaper-
cibido por la BPS o la Brigada de Información de la Guardia Civil de 
Sevilla, que aún no tiene identificado a este grupo. Tiraban octavillas que 
les llegaban de Barcelona, reclamando la Huelga General Insurreccional y 
que venían firmadas por un Comité Regional de Sevilla del Partido Obre-
ro Revolucionario (Trotskysta), Sección Española de la IV Internacional. 
Y eso mismo les lleva a realizar actividades un tanto ingenuas, como la 
reunión que se produce en el chalet “San Antonio” de Gines, en la Se-
mana Santa de 1964, dos meses antes de la caída, donde entran en escena 
todos los efectivos de la organización. Una reunión, a modo de plenario, 
ya que a ella asisten los dirigentes Dauder y Viñolo, así como dos jóvenes 
francesas (“Pepita” y “Clara”), que los acompañaban, y dos decenas de 
efectivos de la organización.116 Desde luego esta reunión ejemplifica bien 
cierta inmadurez porque contradice todas las normas básicas de la clan-
destinidad, ya que allí se conocerán la mayoría de ellos y ante una supuesta 
caída no habría posibilidades de cortocircuitarla como podría hacerse en 
estructuras por células. Una reunión donde, según algún testimonio como 
el de José Pulido Segura, se manifiesta no sólo las ideas hiperrevolucio-
narias, sino la ingenuidad de sus dirigentes cuando planteaban incluso la 
posibilidad cierta de una revolución mundial o incluso la toma del cuar-
tel de Tablada, por ejemplo.117 Por otra parte, la idea de crear un frente 
amplio con otras organizaciones, les lleva a mantener una reunión con 
militantes de la JOC, unos días antes de la caída, en el cine al aire libre 
que había en Pío XI, donde un grupo de entre seis y ocho personas, entre 
ellas militantes de la JOC como Francisco Velázquez Sánchez, hablarán 
de lo que podrían hacer juntos. Sin embargo, en esa reunión, y según An-
tonio Arce, hubo algún elemento “desconocido” y al que posteriormente 
le perdieron la pista, sospechando que podría tratarse de un infiltrado.118

Sea como fuere, la redada se inicia el 29 de mayo de 1964 y es pro-
tagonizada por Brigada de Información de la 138 Comandancia de la 

116 Informe de la 138 Comandancia de la Guardia Civil a Gobernador Civil de Sevilla, leg. 1728, 
Exp. 13, de 6 de junio de 1964.
117 Entrevista a José Pulido Segura, en AHCCOO-A.
118 Entrevista a José Antonio Arce Lucio, en AHCCOO-A.
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Guardia Civil, con sede en el cuartel de La Calzada, y en la que cola-
borará en los días siguientes la propia BPS. Inicialmente no tiene pistas 
del PORE, como tal, sino de la actividad de un grupo de militantes de 
la JOC de los que sabía que se reunían semanalmente en sus domicilios 
familiares. Aunque la propaganda que se había repartido profusamente 
los días 15 y 27 de mayo era comunista, la Brigadilla de la Guardia Civil 
tendrá conocimiento de que un grupo de jóvenes de la JOC se reunían 
semanalmente en sus domicilios familiares y que a ese grupo se habían 
unido “dos elementos extraños a la organización” que habían pedido a 
los primeros que colaboraran en el reparto de esa propaganda, a lo que 
–según el informe policial- se habían negado.119 

La presencia de Franco prevista en Sevilla el día 30 de mayo –porque 
al siguiente se procedía a la coronación de la Macarena- precipitará los 
acontecimientos y el día 29 de ese mes se inician las primeras detencio-
nes, interrogatorios y torturas en el Cuartel de la Calzada o “Fábrica de 
las tortas”, como se le conocía popularmente en Sevilla. Los malos tratos 
hacia los jóvenes y los registros domiciliarios, fueran militantes o no del 
PORE, darán sus resultados y terminarían desarticulando no sólo la or-
ganización sevillana (así como su aparato de propaganda), sino también 
las ramificaciones que tenía en Barcelona o en Madrid. Excepcionalmen-
te, algunos de los que se iniciaron en el PORE de Sevilla, como Fran-
cisco Velázquez Sánchez y Antonio Pérez Sánchez no serán detenidos 
porque, meses antes, se habían ido a trabajar a Barcelona, aunque alguno 
de ellos, como Velázquez –que siguieron en esa organización- caerían 
tres años más tarde. Por su parte, Manuel Ortega Guerrero, que se entera 
a tiempo de la caída, logrará escapar y tras conectar con la organización 
queda abandonado en los Pirineos, por lo que él solo pasa a Francia y, 
posteriormente, a Bélgica, donde pasará varios años.

La redada afectará a los propios militantes de las JOC –sobre los 
que se habían iniciado las sospechas- (Francisco Sánchez Legrán, José 
Ramos Núñez, José María Madoz Mellén y Antonio García Moreno), así 
como a otros jóvenes entre los que aparecen mezclados los militantes del 
PORE (Francisco Cuadrado Lagares, Manuel Ortega Guerrero, Manuel 
Rodríguez García, Manuel López Torres, Rafael Carratala Macías, Cris-

119 Informe de la 138 Comandancia de la Guardia Civil, leg. 1728, Exp. 13, nº 2414, a Gobernador 
Civil de Sevilla, de 6 de junio de 1964.
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tóbal Parejo Trassierra, Daniel Cuadrado Lagares, Antonio González 
Gil y José A. Arce Lucio) y otros que nada tienen que ver con el grupo 
trotskysta o no serán procesados como Manuel Vázquez Roldán, Juan 
Guevara Bencano, Guillermo Cárdenas Machío, Juan Sánchez Cabrera o 
Felipe Caballero Martín, entre otros.120 

De todos los detenidos una decena pasarán a la cárcel sevillana don-
de los que eran considerados dirigentes como José A. Arce, Francisco 
Cuadrado y Antonio Pérez, permanecerán hasta finales de ese mismo 
año y el resto irán saliendo progresivamente a los dos o tres meses de 
ser encarcelados; por otro lado, José Pulido Segura, será encarcelado en 
la base militar de Tablada porque en esos momentos hacía el servicio 
militar como voluntario en esa base aérea. Pulido, como los demás, ha-
bía sido interrogado inicialmente en La Calzada y desde allí trasladado 
a la base militar donde quedará incomunicado durante 21 días, en los 
que reiteradamente vuelve a ser interrogado y, posteriormente, recluido 
en sus calabozos, donde está nueve meses y siete días en preventivo.121 
Todos ellos pasarán al TOP, incluido José Pulido porque las autoridades 
militares se inhiben a favor del TOP. 

Si decíamos que esta organización pecó de cierta ingenuidad, no me-
nos sorprendente es el mismo juicio en el TOP, ya que el PORE, como 
tal, no estaba en la lista de los partidos políticos prohibidos y el tribunal 
tuvo que asimilarlos a algún partido de los inscritos como tal. Dado que 
sus dirigentes procedían de Barcelona y eran trotskistas, los asimilaron 
al POUM y, como tal consta en la sentencia. Una sentencia por la que 
fueron condenados por asociación ilícita y propaganda ilegal algunos y 
otros sólo por propaganda ilegal, a un total de 5 años, 5 meses, 9 días y 
90.000 pesetas de multa en su conjunto.122

El PORE seguirá actuando tras esta caída con escasos efectivos, y 
volverá a conocer otros dos procesos en 1967, también en Sevilla, como 
se observa en el siguiente cuadro:

120 Íbidem.
121 Este fue un caso especial porque se dio la circunstancia de que al ser Policía Militar había estado 
recibiendo a Franco, metralleta en ristre, horas antes de ser detenido. Su detención levantó un gran 
revuelo entre las autoridades militares  que hicieron todo tipo de cábalas sobre lo que podría haber 
ocurrido por no haberlo detectado al tiempo, corriendo rumores sobre un posible atentado terro-
rista. Entrevista a José Pulido, en AHCCOO-A.
122 Véase TOPDAT, Sumario 116/64 y Sentencia número 28/66 de 2 de febrero de 1966.



158

Alfonso Martínez Foronda La respuesta del Tribunal de Orden Público al crecimiento de la resistencia andaluza

PARTIDO OBRERO REVOLUCIONARIO (PORE)
Provincia Encartados Sumario Condena

Años Meses Días Multa (pesetas)
Sevilla 10 116/64 5 5 9 90.000
Sevilla 1 60/67 1 9 - 10.000
Sevilla 4 548/67 2 6 - 10.000
Total 15 9 8 9 110.000

Fuente: TOPDAT y elaboración  propia

El Partido Comunista de España (internacional). PCE(i)
La organización de la “izquierda revolucionaria” que más procesados 
tuvo en Andalucía, tras el PCE y las CCOO, fue el Partido Comunista de 
España (Internacional), PCE(i), que tendrá su mayor organización –casi 
exclusivamente- en Sevilla, de donde son todos sus procesados. Este 
partido había surgido de una escisión del PSUC en 1967 y había sido 
protagonizada por un grupo de estudiantes y obreros radicalizados que 
crearon el grupo Unidad, de donde saldría el PCE(i) y que se constituiría 
en diciembre de ese mismo año desde unas señas de identidad que iban 
desde el neoestalinismo hasta el maoísmo, especialmente por la fascina-
ción que les había producido su revolución cultural y, de hecho, se defi-
nían como un partido “marxista-leninista, pensamiento Mao Tse Tung”. 
Desde Barcelona se extenderán rápidamente a las principales capitales de 
Aragón, Galicia, Madrid y Andalucía.

Desde sus inicios se caracterizó en lo ideológico por su radical en-
frentamiento con el PCE, al que califican de “camarilla revisionista” y de 
su líder, Santiago Carrillo, al que acusan de “renegado”.  Al mismo tiem-
po, dado que para ellos no puede haber ninguna transacción entre clases, 
para ir a la dictadura del proletariado, cualquier acuerdo entre partes es 
una traición a la clase obrera. En ese sentido, los convenios colectivos 
se concebían como “la ley de la explotación burguesa en cada fábrica” 
y quienes los firmaban eran “agentes de la burguesía dentro de la clase 
obrera”. Por ello, criticarán con dureza a los “señores líderes” de CCOO 
por el uso de los recursos legales, a los que califican de “plataforma buro-
cratizada” y llamarán al boicot a las elecciones sindicales en las empresas 
que, a su juicio, dividían a la clase. Por ello crearán las Comisiones Obre-
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ras Revolucionarias, para confrontar con las CCOO, hegemónicas entre 
la clase obrera española.123 Un discurso que alimentaba también la radi-
calidad de sus acciones y, en sus primeros años, no descartaban la lucha 
armada, pero mantuvieron la idea de no participar en actos de violencia 
individual hasta que las masas no alcanzaran la suficiente madurez como 
para iniciar la guerra revolucionaria. Alberto Carrillo señala que en sus 
primeros años de andadura era una amalgama, poco cohesionada, donde 
podían convivir, paradójicamente, neoestalinistas con trotskistas.124 

Se considera de modo general que esta organización atravesó dos 
fases: la primera, que iría desde su nacimiento hasta 1973, cuando en el 
Congreso Constituyente del PCE(i) de ese mismo año se planteó una 
nueva “línea de masas” que en lo sindical abandonaba su apuesta por las 
“Comisiones Obreras Revolucionarias” y volvían a las CCOO, al tiempo 
que creaban organizaciones sectoriales para los jóvenes –crearon la Joven 
Guardia Roja (JGR)-, para el movimiento feminista, para el campesinado 
o para los soldados, como la Unión Democrática de Soldados (UDS), en 
1976; y una segunda fase, desde 1974 a 1975, donde vuelven a reorientar 
su política estratégica abandonando los elementos más herméticos en lo 
ideológico y buscando nuevas alianzas, como su petición de ingreso en la 
Junta Democrática de España ya en octubre de 1974 –que fue rechazada, 
aunque fue aceptado en febrero de 1975- y cambiando su nombre por el 
de Partido del Trabajo de España (PTE).

Pero más allá de su propia historia, jalonada de escisiones y con-
vulsiones ideológicas, nos interesa aquí –y de forma breve- cómo esta 
organización se convirtió, dentro del ámbito de esa “izquierda revolu-
cionaria”, en la más represaliada por el TOP, tras las CCOO y el PCE. 
Como observamos en el siguiente cuadro, con sus 55 personas enjui-
ciadas, representó el 39 por 100 del total que le correspondieron a la 
“izquierda revolucionaria” andaluza; y con setenta y un años de cárcel 
para sus militantes, representó el 42 por 100 del total de las condenas 
de esas mismas organizaciones radicales. Una represión más acentuada 
si cabe, si tenemos en cuenta que el fenómeno del PCE(i) se focalizó en 
Sevilla, ya que los dos encartados de Málaga venían de allí, aunque fueran 

123 Véase Mundo Obrero Rojo, órgano de la Comisión Central del PCE(i), primera quincena de no-
viembre de 1968-febrero de 1969, agosto de 1971 o diciembre de 1972. Copia en AHCCOO-A.
124 Véase tesis doctoral de Alberto Carrillo, Subversivos y malditos en la Universidad de Sevilla…, op. cit. 
p. 260.
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detenidos en Málaga, y que su espacio ideológico no fue ocupado por 
ninguna otra organización radical, a excepción de Acción Comunista que 
le disputó parte del mismo en el ámbito universitario entre 1970 y 1971, 
sin lograr en ningún momento ni su presencia, ni su hegemonía. Ni si-
quiera el PCE(ml), que se extendió por otras provincias andaluzas, tuvo 
en Sevilla importancia alguna, debido, entre otras cosas, a que el espacio 
de esa izquierda radical fue protagonizado desde finales de 1968 a los 
últimos momentos del franquismo por el PCE(i), luego PTE.

 
PARTIDO COMUNISTA DE ESPAÑA (Internacional) PCE(i)

Provincia Encartados Condena
Años Meses Días Multa (pesetas)

Málaga 2 1 - - 15.000
Sevilla 53 78 7 9 90.000
Total 55 71 7 9 105.000

Fuente: TOPDAT y elaboración  propia

Según Alberto Carrillo, que ha profundizado en el origen y desarro-
llo del PCE(i), sus primeros núcleos datan de la primavera de 1968 que, 
desde entonces y hasta finales de ese mismo año, se articularía a partir de 
dos sectores independientes, pero relacionados: el obrero y el estudian-
til.125 El obrero se fraguó en empresas como Bloques Giralda, SL, donde 
trabajaba uno de sus primeros militantes, Manuel Armenta Espejo. La 
labor de captación de militantes obreros, en la que participó activamente 
Eladio García Castro, alias Ramón Lobato, desde sus primeros pasos hasta 
finales de año –fundamentalmente en su último trimestre-, incorporó a 
otros militantes como Adolfo González Gutiérrez, Plácido Rovira Ba-
llester, Manuel Reyes Vázquez, Miguel Jiménez Hinojosa o José María 
Rodríguez Gómez, entre otros. Por su parte, el frente estudiantil –que 
se radicaría fundamentalmente en la Universidad de Sevilla-, se conver-
tirá al poco tiempo en el más activo de esa organización y surge desde 
el desencanto con la política del PCE que van experimentando algunos 
militantes de ésta poco antes del verano de 1968, como Antonio Boca-
negra Martínez o Emilio Senra Biedma. Estos y otros estudiantes, que 

125 Para este desarrollo véase Alberto Carillo, Subversivos y malditos en la Universidad de Sevilla…, op. 
cit., pp. 261-270).
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habían participado activamente en la VI RCP que se había celebrado en 
Sevilla, inician un giro ideológico que culminará durante ese verano y en 
los primeros meses del curso académico 1968/69 con la incorporación 
al PCE(i). Para ello será decisivo el hecho de que Antonio Bocanegra se 
había ido a estudiar a Madrid en septiembre de ese año y allí contacta-
rá con el también sevillano José Luis Mancha Rodríguez que, a su vez, 
había trasladado a la capital de España su expediente. Ambos serán la 
lanzadera del PCE(i) con Sevilla. A lo largo de esos meses el crecimiento 
de esa organización en la Universidad será importante porque a ella se 
adscribirán algunos de los estudiantes más activos en los conflictos que 
había vivido la Universidad de Sevilla en los últimos meses del curso aca-
démico anterior. A finales de 1968 habían quedado conectados algunos 
obreros y los estudiantes del PCE(i), bien por la labor que en ese sentido 
había realizado el mismo Eladio García Castro, como el propio Bocane-
gra, que había regresado a Sevilla por esas fechas. En esa conexión juega 
un papel importante el abogado Eduardo del Campo Zapata porque su 
propia profesión le permitió ir de uno a otro espacio.

A efectos de este estudio no tendremos en cuenta los sumarios con-
tra los estudiantes de la Universidad de Sevilla que se producen a tenor 
de los conflictos que se desarrollan al calor de la celebración de la VI 
RCP que se celebra en la capital hispalense porque, por entonces –fina-
les de febrero y comienzos de marzo de 1968-, aunque algunos de estos 
alumnos (como Antonio Bocanegra Martínez o Miguel Isidro Gastón 
Fernández luego fueran militantes del PCE(i)- lo eran entonces del PCE 
y su activismo se enmarcaba dentro del Sindicato Democrático de Estu-
diantes. Por ello, la represión hacia el PCE(i) la iniciaremos a partir del 
verano de 1968 que es cuando muchos de ellos, aunque sigan su acti-
vismo universitario, lo hacen desde su militancia inicial en ese partido y 
desde tácticas radicales propias del mismo. 

Desde el último trimestre de 1968, la actividad de los universita-
rios del PCE(i) se irá radicalizando y producirá varias detenciones a raíz 
del boicot que algunos de sus militantes realizan a la apertura del curso 
académico en la universidad hispalense en octubre de ese año (Sumario 
782/68) o al aprovechar una representación teatral en noviembre de ese 
mismo año para realizar una manifestación a la salida de la misma (Suma-
rio 883/68). Todos ellos serán condenados por “desórdenes públicos”, 
aunque las sentencias del TOP no los considere militantes de ningún 
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partido, aún, dada la escasa vida política que, por entonces tenían y por-
que, en esos momentos, la BPS no tiene de ellos información precisa.126

El primer sumario en el que se ven involucrados varios militantes 
del PCE se produce durante el estado de excepción de 1969 (Suma-
rio 180/69), donde se mezclan militantes de ese partido con otros del 
PCE(i), acusados de asociación ilícita. Esta detención, a río revuelto, de-
muestra que la BPS de Sevilla todavía no tiene bien identificados a sus 
militantes, habida cuenta del rápido crecimiento y la reciente vida parti-
daria de los del PCE(i). La mayoría de ellos, no pasarán al TOP, aunque 
sí serán deportados o confinados a sus domicilios particulares durante el 
estado de excepción de ese año.127 De los catorce activistas inmersos en 
ese sumario (180/69), nada menos que ocho son militantes del PCE(i). 
Lo significativo es que para la policía, aunque encuentra el aparato de 
propaganda y en algunos registros domiciliarios ejemplares de Lucha Pro-
letaria  o Mundo Obrero Rojo  -órgano de expresión del PCE(i)-, sin embar-
go, sigue considerándolos a todos militantes del PCE, como se recoge en 
las tres sentencias de esos dos sumarios. 

A pesar de las masivas caídas del PCE y de las CCOO en casi todas 
las provincias andaluzas a lo largo de 1970, que acabaron con muchos de 
sus militantes y organizaciones ante el TOP, amén de los cientos de de-
tenidos y que no fueron procesados, la represión no alcanzará al PCE(i), 
incluso durante los primeros momentos del estado de excepción de 1970 
cuando la actuación de Creix contra la resistencia sevillana se hizo más 
intensa, posiblemente por su inactividad en esos momentos. La caída 
más numerosa del militantes del PCE(i) se producirá casi a finales de 
ese estado de excepción, a comienzos de mayo de 1971, pero derivada 
de ella se extenderá hasta septiembre de ese año, desarticulando prácti-
camente la organización provincial. La primera caída –en la que estarán 
implicados otros militantes de Acción Comunista- viene precedida por el 
intenso activismo que habían desplegado sus militantes. El 1 de mayo de 

126 Véase TOPDAT, Sumarios 782/68 y Sentencia número 236/69, de 29 de septiembre de 1969 y 
Sumario 883/68 y Sentencia número 192/69, de 28 de junio de 1969.
127 Véase TOPDAT, Sumario 180/69 y Sentencias números 38/70 de 13 de febrero de 1970 y 
250/71, de 20 de octubre de 1971 y Sumario 709/69 y Sentencia número 7/70 de 16 de enero de 
1970, respectivamente. Asimismo, el monográfico de Alfonso Martínez Foronda, La dictadura en la 
dictadura…, op. cit. pp. 134-138. Véase también AGDGA, leg. 146, “Partes de la policía” en carpeta 
“Enero-junio de 1969”, en el telefonema nº 953 de la BRIS de 6 de febrero de 1969.
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ese año, por ejemplo, aunque fue relativamente tranquilo por los efectos 
devastadores de las detenciones que se habían producido desde el inicio 
del estado de excepción, sin embargo, no logró disuadir a los militantes 
del PCE(i) que organizaron una manifestación en el Tiro de Línea con 
un centenar de efectivos y lanzaron sendos cócteles molotov.128 La otra 
manifestación, convocada por CCOO y el PCE tuvo lugar en la avenida 
Manuel Siurot, pero se disolvió rápidamente. No hubo detenidos, excep-
to el joven trabajador Rafael Agudo Muñoz por lanzamiento de propa-
ganda de UGT en la Macarena.

No menor es el activismo desplegado por sus militantes universita-
rios en algunas facultades sevillanas a tenor de la huelga que se mantenía 
en algunos centros y que había provocado su cierre a finales de abril de 
1971. La tensión subirá enteros cuando grupos de estudiantes agreden a 
un “social” en la Facultad de Medicina y, al mismo tiempo, acosan a otro 
en Derecho. A consecuencia de ello día 6 de mayo –el mismo en que se 
habían producido los hechos- serán detenidos doce estudiantes y seguirán 
las detenciones en los días siguientes, llegando a ser una treintena, y todos 
serán sancionados con multas gubernativas. Casi todos ellos se encuadra-
ban en organizaciones de la “izquierda revolucionaria”, especialmente en 
el PCE(i) y en Acción Comunista. Aunque la BPS hace una clasificación 
errónea, dejándose llevar por las declaraciones de algunos detenidos, y 
los distribuye entre trotskistas y maoístas, a ocho de ellos los pasarán al 
TOP, en el Sumario 1071/71, en el que se encuentran Sara Fernández 
Rey, Enrique Bollain Tienda, María del Carmen Camacho Acosta, Juan 
A. González Carballo, María Dolores Sagrario García, Elisabecht Pintado 
Sanjuán, Francisco de Asis Domínguez Abascal y María A. Congregado 
Córdoba.129 Todos ellos serán acusados de “Manifestación no pacífica”, 
de agredir a ese policía y boicotear un congreso de pediatría que se ce-
lebraba ese mismo día en la Facultad de Medicina. Pero, al no poder de-
mostrar su participación en los hechos, fueron absueltos.130 Pero estas 
detenciones, que no se hicieron por asociación ilícita, no pudieron alargar 
la caída de militantes del PCE(i), que se cortaron en ese momento.

128 En Alberto Carrillo, Subversivos y malditos en la Universidad de Sevilla…, op. cit. p. 391,  haciendo 
referencia al BI, nº 43, 4-VI-1971, p. 14.
129 Véase TOPDAT, Sumario 1071/71 y Sentencia número 110/73, de 12 de marzo de 1973.
130 Según Alberto Carrillo, en Subversivos y malditos en la Universidad de Sevilla…, op. cit. p. 393, el po-
licía retiró los cargos porque adujo no recordar a los implicados.



164

Alfonso Martínez Foronda La respuesta del Tribunal de Orden Público al crecimiento de la resistencia andaluza

A veces, no eran las pesquisas policiales las que conducían a los ac-
tivistas, sino sólo la casualidad o determinadas circunstancias ajenas a la 
investigación policial. Así, la BPS de Sevilla desarticulará, entre mayo y 
septiembre de 1971, tanto al Comité Provincial del PCE(i), como a Ac-
ción Comunista (AC), que se había instalado, fundamentalmente, en el 
ámbito universitario. Esta organización, de corte luxemburguista,  había 
nacido en 1965 tras la confluencia de militantes desencantados del PCE, 
algunos expulsados del FLP y algunos militantes de las juventudes del 
POUM y se había iniciado en Sevilla en torno a 1969, desde el obrero 
metalúrgico Enrique Martín Calleja –que había retornado de la emigra-
ción en Suiza- y el estudiante Antonio Morillas –expedientado en 1968 y 
que había iniciado su militancia en el PCE(i)-, que conectaron a comien-
zos de 1970 y comenzaron a desarrollar esta organización.131 

Casualmente, la caída de militantes de AC se produce la noche del 6 
al 7 de mayo de 1971 cuando la BPS se presenta en el domicilio de Sara 
Fernández –una de sus mayores activistas en la Universidad- para pro-
ceder a su detención, no por su pertenencia a esa organización, sino por 
los sucesos de ese mismo día en Medicina. Casualmente, se encuentra 
en el domicilio de Sara Fernández una reunión orgánica de ese partido, 
a la que asistían casi todos sus activos: Tomás Daroca Argüello, Eduardo 
López Álvarez, José Luis López-Cepero Pérez y Enrique Martín Calleja. 
Aunque este último logra escapar por un balcón, será detenido al día 
siguiente.132 Los cuatro serán enjuiciados en el TOP y aunque en la sen-
tencia se afirma que se les encuentra documentos de Acción Comunista 
no podrán demostrar su militancia y quedarán absueltos.133 

Pero si casual fue la desarticulación de AC, no menos es la del Comi-
té Provincial del PCE(i) cuando el día 19 de junio de 1971, la BPS logra 
detener a tres militantes de ese partido haciendo una ronda rutinaria de 
control de venta de drogas. Al tratar de identificar a tres jóvenes sos-

131 Íbidem, pp. 351-357. Según Alberto Carrillo, hasta su desarticulación en mayo de 1971, a ella se 
adscribieron otros estudiantes que procedían del PCE, como Carlos Castilla Plaza o Borja Mapelli 
Caffarena, otos que procedían del PCE(i), como Rafael Navarrete Jurado y otros nuevos como la 
propia Sara Fernández Rey, Eduardo López Álvarez, Eugenio Montes Romero o Tomás Daroca 
Argüello. Incluso crearon pre-células de simpatizantes en las que se incluyeron algunos PNNs y que 
luego  prestigiosos políticos de la transición y la democracia como Amparo Rubiales Torrejón, Juan 
Manuel Calero Gallego, Manuel Ramón Alarcón o Fernando Pérez Royo.
132 Véase la caída en Alberto Carrillo, Subversivos y malditos en la Universidad de Sevilla…, op. cit. p. 395.
133 Véase TOPDAT, Sumario 663/71 y Sentencia número 95/75, de 24 de febrero de 1975.
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pechosos que, sentados en el césped frente al estado de Chapina, éstos 
se dan a la fuga, pero dos de ellos son interceptados pistola en mano 
y disparos al aire.134 Daba la circunstancia que los tres jóvenes eran los 
militantes del PCE(i) Antonio Zoido Naranjo, Luis Tejero García y Ma-
nuel Reyes Vázquez. Los dos primeros quedaron detenidos y el tercero 
logró huir, pero en el lugar donde se encontraban se habían dejado notas 
y direcciones. A partir de ahí la caída fue en cascada y terminaría des-
articulando a toda la organización provincial sevillana ya que se detuvo 
al completo al Comité Provincial, así como su aparato de propaganda. 
Una treintena de personas fueron detenidas entre el 19 de junio y finales 
de septiembre de ese mismo año, pasando por el TOP un total de 15 
militantes del PCE(i), acusados de asociación ilícita y propaganda ile-
gal, siendo el expediente de esa organización que más condena sumó: 
23 años, 1 mes y 1 día de prisión menor, así como una multa de 20.000 
pesetas.135

La desarticulación de ambas organizaciones tendrá cierto recorri-
do en el tiempo. Acción Comunista, por su parte, que había sufrido 
un duro revés en 1971 cuando apenas contaba con media docena de 
activistas, volverá a reconstruirse en octubre de ese mismo año a través 
de Rafael Nebot Oyanguren, que venía desde Valencia y era un antiguo 
conocido de Antonio Morillas. En pocos meses volverían a montar una 
mínima estructura orgánica, pero volvería a desmontarse rápidamente 
en marzo de 1972, a raíz de la manifestación de repulsa que se hizo en 
la FASA-RENAULT contra los incidentes de la Bazán de El Ferrol 
en esas fechas. A partir de día 18 de marzo se producirán una serie de 
detenciones que afectarán a algunos militantes de las Juventudes Socia-
listas –alguno, como Miguel Castilla García, tenía relaciones con AC- 
y, sobre todo, a los dos máximos dirigentes de Acción Comunista: el 
propio Rafael Nebot y Antonio Morillas que, en esos momentos, hacía 
el servicio militar.136 Al final, serían procesados todos ellos por el TOP 
(Sumario 473/72), pero con la particularidad de que para el tribunal, 
siguiendo el informe policial, todos eran miembros del PCE(i), cuando 
en realidad estaban mezclados militantes de AC (Nebot y Morillas) con 

134 Alberto Carrillo, Subversivos y malditos en la Universidad de Sevilla…, op. cit. p. 396.
135 Véase TOPDAT, Sumario 929/71 y Sentencia número 24/75 de 24 de enero de 1975.
136 Véase Alberto Carrillo, Subversivos y malditos en la Universidad de Sevilla…, op. cit. p. 468.
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otros de las JJSS (Julio Ávila Rodríguez y José Pacheco Ruiz), con otros 
sin adscripción ideológica definida, como Cecilia Rivas Perales. Pero no 
importó que fueran de una u otra organización, porque al final, fueron 
condenados a 8 años de prisión menor por asociación ilícita.137 Las caí-
das de AC la mantuvieron inactiva durante un tiempo después y, final-
mente, sufrió una escisión a finales de 1973, protagonizada por Antonio 
Morillas y Félix Cervera que dio origen a la Organización Comunista 
(OC), de carácter consejista. 

Por su parte, el PCE(i) sufrirá durante 1972 las consecuencias de las 
numerosas detenciones de sus militantes, pero también distintas esci-
siones, fraguándose un periodo de reestructuración y rectificación ideo-
lógica que lo conducirá hasta su Congreso Constituyente en marzo de 
1973, donde se impulsa la reorganización del partido a nivel nacional y 
cambia su línea ideológica, como señalamos, hacia políticas de masas, 
para intentar superar las crisis anteriores y, sobre todo, para disputar al 
PCE su hegemonía en la resistencia antifranquista. En ese Congreso se 
aprobarán los nuevos estatutos y se elegirá un Comité Central, así como 
una Secretaría Política donde están los sevillanos Eladio García Castro, 
alias Ramón Lobato, y su cuñado Manuel Armenta Espejo, alias Santi y Fé-
lix. Pero dos meses más tarde, concretamente el día 16 de mayo volverá 
a producirse una nueva caída del Comité Local de Sevilla que arrastra a 
sus principales dirigentes y donde vuelve a ser localizado su aparato de 
propaganda. Ese día la policía había visto repartir propaganda a María 
Dolores Ubera Jiménez y a Miguel Gastón Fernández, pero en su huida 
Ubera perdió su bolso que fue el hilo donde la BPS descubrirá el piso 
donde el partido tenía, a nivel regional, todo el aparato de propaganda 
en la calle Prolongación del Marqués de Nervión. Sometido a vigilancia 
fueron cayendo diferentes militantes e, incluso, enlaces que venían a Se-
villa a retirar propaganda, como la detención José Julio Vélez Noguera, 
así como los enlaces de Granada y Málaga, Roberto Mayoral Asensio y 
Manuel Marín Lupión “El Lupi”. Y derivadas de estas detenciones, se 
practicarán otros registros y otras diligencias que acabarán con las de-
tenciones y procesamiento en el TOP de tres de sus dirigentes: Miguel 
Isidro Gastón Fernández, Antonio Bocanegra Martínez e Ignacio de Lo-

137 Véase TOPDAT, Sumario 473/72 y Sentencia número 340/73 de 24 de septiembre de 1973.
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yola Delgado Pérez. Los dos primeros fueron condenados, en rebeldía, a 
5 años de prisión menor, cada uno, por asociación ilícita y el último, por 
el mismo delito, a 4 años, 2 meses y 1 día de prisión menor.138

La última caída con enjuiciamiento en el TOP por parte del PCE(i) 
se producirá a mediados de agosto de 1974 contra tres militantes de la 
Joven Guardia Roja (JGR). Estos tres jóvenes (Antonio Vidal López, 
Antonio Luis Ramírez Carmona y Jesús Medina Bellido, habían iniciado 
una intensa actividad propagandística realizando pintadas y propaganda 
contra la ejecución de Salvador Puig Antich. Sin embargo, no fueron 
detenidos por esto, sino porque la BPS había detenido al maestro Juan 
Segura Fernández, militante del PCE (Línea Proletaria) quien trataba de 
atraérselos a su organización. Los cuatro fueron procesados y enjuicia-
dos por el TOP (Sumario 823/74) y condenados por asociación ilícita a 
4 años de prisión cada uno de ellos. De nuevo, en la sentencia del TOP, 
el tribunal considera que todos ellos eran miembros del PCE(i) y que 
Segura fue el que captó a los tres jóvenes.139

El Partido Comunista de España (marxista-leninista). PCE(m-l)
La segunda organización de la “izquierda revolucionaria” más repre-
saliada por el TOP en Andalucía fue el Partido Comunista de España 
(marxista-leninista), PCE(ml), aunque, siguiendo las sentencias del TOP, 
es la que mayor significación alcanzó a nivel nacional de todas las or-
ganizaciones radicales que se crearon en los sesenta. Esta organización 
era la primera que se había escindido del PCE a finales de 1964 y había 
surgido entre círculos de exiliados españoles desafectos del carrillismo. 
Sus principales promotores fueron Elena Ódena (Benita Ganuza, de na-
cimiento), Ricardo Castilla y Raúl Marco y su centro de operaciones fue 
Bruselas donde, precisamente, un año antes había nacido el primer par-
tido maoísta de Europa, el Partido Marxista-Leninista de Bélgica. Se irá 
configurando un grupo con algunos efectivos tanto del interior como del 
exterior del PCE que eran conocidos por sus respectivas publicaciones, 

138 Véase TOPDAT, Sumario 495/73 y Sentencia número 76/76, de 26 de marzo de 1976.
139 Véase TOPDAT, Sumario 823/74 y Sentencia número 346/75 de 14 de julio de 1975 y Alberto 
Carrillo, op. cit., p. 611, y El Correo de Andalucía, 2 de diciembre de 1975, p. 39,  en el que afirma que 
Juan Segura Fernández fue uno de los últimos presos políticos en salir de la prisión provincial de 
Sevilla, una vez concedido el primer indulto de Juan Carlos I
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como Mundo Obrero Revolucionario, Proletario u Oposición Revolucionaria 
Comunista de España (La Chispa), entre otros.140 

En los primeros años de funcionamiento en España a mediados de 
los sesenta apenas tuvo implantación más allá de algunos militantes ex-
clusivamente en Madrid. Pero la extensión del PCE(m-l) a finales de los 
sesenta y comienzos de los setenta tiene mucho que ver con el activismo 
de algunos universitarios madrileños unos años antes, a mediados de esa 
década, en la FUDE que, por entonces estaba dominada por el PCE y, 
entre sus dirigentes, se encontraba la responsable de la Universidad de 
ese partido, Pilar Bravo. Un grupo de estudiantes ajenos al PCE se hacen 
con el control de la FUDE en el curso escolar 65/66 y despliegan su ac-
tivismo en todas las facultades, hasta el punto de producirse detenciones 
y expulsiones de la universidad madrileña a comienzos de 1967.141  Este 
grupo inicial de la FUDE, que se definen como marxistas-leninistas, cri-
ticarán con dureza al PCE por revisionista y buscarán desde finales de 
1967 y comienzos de 1968 otras organizaciones que pudieran dar res-
puesta a sus deseos organizativos. Los primeros contactos serán con el 
PCE(i), donde se integran en abril-mayo de 1968, pero las escisiones de 
éste y cierto aventurerismo político les llevan a separarse del mismo en 
septiembre de ese mismo año y crear, en ese instante, una nueva organi-
zación, la Unión de Comunistas-Marxistas Leninistas. No estamos ante 
una organización como tal (no tienen estatutos, ni programa político 
definido), pero su activismo y su ultraizquierdismo atraen a otros jóve-
nes universitarios y obreros, llegando a crear las Comisiones Obreras 
de Barrio en Vallecas, Palomeras o Carabanchel.142 La necesidad de es-
tructurar la organización que se había extendido a otros lugares como 
Barcelona o a Valencia (y aquí través de Andreu Missé Ferrán), les lleva 
a aprobar unos estatutos y el programa político de UC-ML en el verano 
de 1969, al tiempo que siguen manteniendo contactos con otras orga-

140 Véase Ricard Martínez i Muntada, “A la izquierda de lo posible”, en Javier Tébar Hurtado 
(coord.), “Resistencia ordinaria”…, op. cit. Pp. 150-151 y HoracioRoldán Barcero, el maoísmo en 
España…, op. cit. p. 32.
141 Uno de los expulsados será el motrileño Miguel Lahoz León, que a su vez fue uno de los diri-
gentes de la FUDE, primero y de la Unión de Comunistas- Marxistas Leninistas, poco más tarde 
y, finalmente, dirigente del PCE(ml) y propulsor principal de este partido en Andalucía a partir de 
1971. Entrevista a Miguel Lahoz León, en AHCCOO-A.
142 Para estos datos hemos seguido la entrevista a Miguel Lahoz León, en AHCCOO-A.
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nizaciones, como con algunos militantes de la recién nacida OCE(BR) 
–y entre ellos con Jordi Solé Tura y Jordi Casas- y con el PCE(ml) que 
entonces, y según Miguel Lahoz, sólo tenía algunos militantes en Madrid 
como los hermanos Alejandro, Jesús y José Luis Diz Gómez. La UC-ML 
decide, a finales de 1969, meterse en bloque –con pocas excepciones- en 
el PCE(ml) que, poco tiempo después, adquirirá un gran protagonismo 
dentro de la extrema izquierda en España. 

El PCE(m-l) tuvo inicialmente una adscripción maoísta –aunque 
luego se inclinaron casi exclusivamente por el comunismo de tipo alba-
nés-, creando en el ámbito laboral la Oposición Sindical Obrera (OSO) 
en contraposición a la apuesta del PCE por las CCOO. Uno de sus temas 
preferentes fue su lucha por la soberanía nacional de España, de tinte 
anticolonial, al considerar que el país estaba en manos del imperialismo 
yanqui. Desde esas posiciones propugnaba una revolución democráti-
co-popular para la que era necesaria la creación de un frente de fuer-
zas del exilio y del interior. Esa propuesta se iría sustanciando en 1971 
con la denominación de Frente Revolucionario Antifascista y Patriotico 
(FRAP) –auspiciado por Elena Ódena, que propugnaba la actividad ar-
mada como medio para llegar a la guerra revolucionaria- y que culmina-
ría en la Conferencia Nacional de Proclamación del FRAP en París, en 
1973. 

No obstante, el FRAP no fue el fruto de la alianza con otros sec-
tores de la izquierda antifranquista, sino una prolongación del propio 
PCE(ml), ya que las organizaciones que lo constituían estaban, en su ma-
yoría, vinculadas al PCE(ml). El FRAP, aunque inicialmente se configuró 
en términos de “autodefensa”, derivó hacia acciones violentas, como la 
muerte de un policía a manos de ese incipiente FRAP en la manifesta-
ción del 1 de mayo de 1973 y otros atentados en el verano de 1975 que 
acabaron con la vida de tres miembros de las FOP. La represión hacia sus 
militantes tuvo como punto álgido las ejecuciones de tres de ellos –junto  
a otros dos miembros de ETA- el 27 de septiembre de 1975. A partir de 
ahí el PCE(m-l) sufriría una grave crisis que se saldó con el abandono de 
la organización de la mayoría de sus militantes y cuadros. Finalmente, se 
decidirá “suspender la actividad” del FRAP en 1978 y adaptar los esta-
tutos del PCE(ml) a la Constitución Española, por lo que fue legalizado 
en 1981, pero para entonces era una organización sin recorrido político 
y se decide su disolución definitiva en 1992.
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La evolución del PCE(ml) en Andalucía está directamente relacio-
nada con su principal dirigente, el motrileño Miguel Lahoz León, que 
realizará sus primeros contactos en Granada, aprovechando su presencia 
en el servicio militar en esa ciudad, tanto con algunos alumnos universi-
tarios como, y fundamentalmente, con obreros de Motril. Allí se creará la 
primera célula en Andalucía en el primer semestre de 1971 con militantes 
como su hermano Manuel Lahoz (que había sido detenido el 21 de enero 
de 1971 durante ese estado de excepción), Antonio Gallego Figueras, 
Manuel Puertas Gutiérrez, Juan Manuel Sánchez López, Antonio Duarte 
González o Manuel Fernández Mingorance.143

Una de las características de esta organización en Andalucía será  su 
focalización que, como hemos señalado, se debe a los contactos que de-
terminados militantes establecen con ciudades como Motril o Linares o la 
Bahía de Cádiz y, derivado de ello, es la composición profesional de sus mi-
litantes. Mientras que en Málaga, por ejemplo, dominarán los profesionales 
y titulados universitarios y algunos estudiantes y pocos obreros, en Motril 
o Linares tiene un componente obrero, esencialmente, al menos a efectos 
del TOP. Por ejemplo, en el Sumario 667/73, que agrupa a 17 procesa-
dos del PC(ml) malagueño, los ocho condenados por asociación ilícita (los 
otros ocho fueron absueltos por falta de pruebas) eran licenciados univer-
sitarios mayoritariamente (Miguel Lahoz León, José Esteban García de los 
Ríos, Ana Estany Profitos, Josefina Palacio Aguilar o José Granado López), 
un estudiante (José María Fernández Jiménez), una administrativa (Rosa 
E. Ortiz Martínez), un agente de seguros (Juan José Izquierdo Broncano) 
y un agente comercial, Andrés Missé Ferrán. Significativamente, ninguno 
de ellos de profesiones clásicas del movimiento obrero.144 Sin embargo, en 
Granada, la caída afectará a cinco de sus militantes y todos son trabajadores 
como hemos señalado anteriormente.145 Lo mismo ocurre con los cinco 
procesados y enjuiciados de Linares, casi todos ellos relacionados con la in-
dustria del automóvil (los hermanos Miguel A. y José Luis Gámez Zamora, 
Miguel Morales Crespo, Miguel Muñoz Cobo y Juan Cuevas Uceda).146

143 Los últimos cinco serían detenidos entre el 20 y 25 de octubre de 1973 y  procesados por el TOP 
por asociación ilícita y condenados cada uno de ellos a 3 años de prisión menor. Véase TOPDAT, 
Sumario 708/73 y Sentencia número 330/74 de 2 de febrero de 1974. 
144 Véase TOPDAT, Sumario 667/73 y Sentencia número 285/75, de 31 de mayo de 1975.
145 Véase TOPDAT, Sumario 708/73 y Sentencia número 330/74 de 2 de julio de 1974.
146 Véase TOPDAT, Sumario 716/73 y Sentencia número 178/74 de 1 de abril de 1974.
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PARTIDO COMUNISTA DE ESPAÑA-MARXISTA LENINISTA. PCE(ml)/FRAP
Provincia Encartados Condena

Años Meses Días Multa (pesetas)
Cádiz 7 17 6 1 -
Córdoba 1 - 6 1
Granada 6 18 - - -
Jaén 5 5 3 1 10.000
Málaga 17 24 6 - -
Sevilla 2 5 - - -
Total 38 70 9 3 10.000

Fuente: TOPDAT y elaboración  propia

La Organización de Marxistas Leninistas Españoles (OMLE)
La Organización de Marxistas Leninistas Españoles (OMLE) –a partir 
de 1973 se denominó “de España”- se creará desde un grupo de exilia-
dos españoles en Bruselas a finales de 1968 influenciados por los ecos 
revolucionarios del Mayo francés. Para ellos había que volver al pensa-
miento puro del marxismo y acusaban a todos los partidos comunistas 
de revisionistas, dejándose influenciar por el pensamiento maoísta desde 
la fascinación que les produjo su revolución cultural.147 No fue uno de 
los grupos más significativos en el ámbito de la extrema izquierda po-
siblemente por que su entrada en escena fue posterior a otros grupos 
similares maoístas que ya estaban operativos y sus planteamientos no 
diferían, en lo sustancial, de aquéllos. Hasta junio de 1975 no se transfor-
mó en PCE(r) de cuya sección técnica salieron los GRAPO.

Aunque el centro de operaciones orgánicas de la OMLE se mantuvo 
en Francia hasta finales de 1971, antes, en el verano de 1970, algunos jor-
naleros andaluces que trabajaban en la recogida de remolacha en Fran-
cia serán quienes trasladen a Andalucía a su regreso y, concretamente a 
Cádiz, este proyecto político. Ese primer núcleo se articulará en torno 
al grupo de teatro de agitación Quimera, Teatro Popular, que había nacido 
en 1968 bajo la dirección de José María Sánchez Casas. Desde 1971 se 
irá extendiendo con algunos militantes en determinadas empresas de la 
Bahía como Astilleros Españoles o la Bazán.

147 Para el origen y desarrollo de la OMLE véase L. Castro Moral, “La izquierda radial y la tentación 
de las armas”, en J.M. Roca (ed) El proyecto radical. Auge y declive de la izquierda revolucionaria en España 
(1964-1992), Madrid, Los Libros de la Catarata, 1994, pp. 133-154.
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Será el gaditano José Antonio Rodríguez Ordoño –a la sazón estu-
diante de Filosofía y Letras- el que comience a organizar la OMLE en la 
Universidad sevillana en el curso 72/73 y que ya había contactado pocos 
meses antes con su amigo José Parodi Muñoz –obrero de Astilleros Es-
pañoles- y que lo puso en relación con otro militante, Francisco Fournier 
Vázquez de Castro, al que conocía desde su etapa de estudiante en el 
Liceo.  A comienzos de 1973 se creará una primera célula de la OMLE 
en la Universidad sevillana a la que se irán incorporando otros militantes 
como Roberto Aguilar Pérez o Antonio Muñoz Rodríguez o Antonio J. 
Núñez Roldán, así como un grupo de maestros. Será en mayo de 1973 
cuando se forme el primer Comité Local de la OMLE en Sevilla donde 
Antonio Muñoz será su responsable político.148

La organización se había consolidado en Cádiz y se había extendido 
a Córdoba, con un componente básicamente obrero, y al mismo tiempo 
se había extendido a ámbitos universitarios en Sevilla. Aunque tuvieran 
una actividad ultraclandestina por su apuesta por la violencia revolucio-
naria –recordemos que la OMLE fue el germen del PCE(R), de donde 
nacería en 1975 su brazo armado, los Grupos de Resistencia Antifascista 
Primero de Octubre (GRAPO)-, sin embargo, su labor propagandística 
no pasaría desapercibida por la BPS y en enero de 1974 se producirá 
una caída en la que estarán implicados los principales dirigentes de la 
dirección regional. La caída se inicia en Cádiz y se extiende a Córdoba 
y Sevilla desde el día 28 de enero de 1974 y en los siguientes.149 Como 
observamos en el siguiente cuadro, la represión del TOP hacia esta or-
ganización sólo se focaliza en esa misma caída, aunque repartida en tres 
sumarios:

148 Para el desarrollo de la actividad universitaria de la OMLE, véase Alberto Carrillo, Subversivos y 
malditos en la Universidad de Sevilla…, op. cit., pp. 500-502.
149 La noticia de la caída apareció en el Correo de Andalucía de 7 de febrero de 1974, p. 32 con una 
fotografía del material intervenido.
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Condenas del TOP a militantes de OMLE  en Andalucía (1964-1974)

Provincia Sumario Encartados Condena
Años Meses Días Multa (pesetas)

Sevilla 132/74 1 3 - - -
Cádiz 147/74 7 - - - -
Cádiz 132/74 6 24 - - 20.000
Córdoba 132/74 1 3 - - -
Córdoba 152/74 3 - - - -
Total 18 30 - - 20.000

Fuente: TOPDAT y elaboración  propia

Efectivamente, el sumario con el que se inicia la caída (el 132/74), 
afecta a tres provincias (Cádiz, Córdoba y Sevilla) y en él están implica-
dos cinco militantes de Cádiz (José Parodi Muñoz, Francisco Javier Mal-
donado Rosso, Ángel Bravo Vargas, Antonio Gil Piñero y José Antonio 
Rodríguez Ordoño), uno de Sevilla (Antonio Muñoz Rodríguez) y uno 
de Córdoba (Jesús Ubera Jiménez). Pero, en ese mismo sumario aparece-
rá el militante de CCOO, Manuel García Túnez que, aunque inicialmente 
está acusado de pertenencia a la OMLE, sin embargo, nunca militó en 
la misma y, de hecho, el tribunal lo absuelve por no haberse probado su 
pertenencia a la misma. Junto a ellos, aparecerán los responsables de la 
OMLE que se desplazaban desde Madrid a estas tres provincias, Rafael 
Álvarez Gómez y Agustín Montero González. La sentencia afirma que la 
intensa actividad propagandística de la OMLE, especialmente en Cádiz y 
en Sevilla, se debía a los distintos aparatos de propaganda que se habían 
montado en las dos provincias donde, tras los registros domiciliarios, en-
contrarían abundante material impreso clandestino, numerosas revistas 
de la organización como Bandera Roja, El Gallo Rojo, Antorcha o Cuña, así 
como notas y organigramas.150

Ese sumario será el único –de los tres en que están implicados mili-
tantes de la OMLE de Andalucía- en el que sus miembros son condena-
dos por asociación ilícita y propaganda ilegal, a la suma total de 30 años 
de prisión menor y 20.000 pesetas de multa. En los otros dos sumarios 
(el 147/74 y el 152/74), todos serán absueltos por no acreditarse su mi-

150 Véase TOPDAT, Sumario 132/74 y sentencias número 32/76 de 7 de febrero de 1976 y 144/76 
de 29 de mayo de 1976, respectivamente.
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litancia en dicha organización, aunque también fueron parte de esa caída 
de finales de enero de 1974. Entre ellos, los cordobeses José Balmón 
Castell, Antonio Gómez Zamora y Manuel Quesada Arjona, así como 
los gaditanos Antonio Ruiz-Herrera Gallego, Antonio Jesús Chacón 
Iñigo, Francisco José Ferrer Gálvez, Antonio Leal Camacho, Francisco 
Sena García, Joaquín Paloma Vega y Antonio Martínez-Murga García.151

Otros procesos contra militantes de la extrema izquierda en An-
dalucia
El TOP sólo condenó a dos militantes de la LCR en Andalucía que 
tengamos constancia: al peruano Iván Jorge Esquivel Mora y al jordano 
Mahmud Jaser Abdel-Kader, ambos estudiantes de Medicina en Sevilla. 
Probablemente la LCR se organizaría en el curso 1971/72 en la capital 
hispalense desde Esquivel que se centró exclusivamente en esta facultad 
atendiendo dos focos de estudiantes extranjeros: sus compatriotas y los 
procedentes de otros países latinoamericanos, -donde el trotskismo tenía 
predicamento- y el de los procedentes de países árabes. Con ese escaso 
bagaje Esquivel distribuía alguna propaganda y hacía circular su órgano 
de expresión, Combate, pero con escasos resultados. Más que una orga-
nización en sí, era un círculo de debate o de “colaboradores”, sin más 
incidencia política, lo que no pasó desapercibido por la BPS que el 15 de 
noviembre de 1972 detuvo a Esquivel cuando éste venia de recoger en la 
consigna de la estación de Cádiz la propaganda que le llegaba de Madrid. 
También fue detenido Abdel-Káder. Ambos serían procesados por el 
TOP por propaganda ilegal,  siendo condenado Esquivel a 9 meses y 14 
días de prisión menor y 10.000 pesetas de multa y absuelto Abdel-Kader 
por falta de pruebas.152 A los pocos días de estas detenciones se produ-
cirá la ruptura en esta organización que dará lugar a la Liga Comunista 
(LC), pero que a efectos del TOP no tendrá ningún otro recorrido en 
Andalucía.

Finalmente, y siguiendo sólo las sentencias del TOP, la única célula 
que existe en Andalucía del denominado Proletariado Español Unido, 
un grupo que se había creado en Málaga a comienzos de 1972 según la 

151 Véase TOPDAT, Sumario 147/74 y Sentencia número 175/75 de 7 de abril de 1975 y Sumario 
152/74 y Sentencia número 347/74 de 11 de julio de 1974.
152 Véase TOPDAT, Sumario 1403/72 y Sentencia número 339/73 de 24 de septiembre de 1973.



175

Alfonso Martínez Foronda La respuesta del Tribunal de Orden Público al crecimiento de la resistencia andaluza

sentencia, y que sería desarticulado en abril de 1974, siendo condenados 
cuatro de sus militantes a un total de 4 años, 5 meses y 4 días de prisión 
menor. De ellos apenas tenemos constancia de sus actividades ni en Má-
laga ni en el resto de Andalucía, por lo que es irrelevante a objeto de este 
estudio, dentro de los grupos de extrema izquierda.153

153 Véase TOPDAT, Sumario 382/74 y Sentencia número 280/75 de 25 de junio de 1975.
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Capítulo 5
La aportación de la emigración andaluza 

a la resistencia antifranquista

Hasta aquí hemos analizado la actuación del TOP respecto a la resisten-
cia andaluza  –incluyendo a las 78 procesadas que tenían otro lugar de 
nacimiento-, pero nos interesa analizar el total de los originarios de esta 
región procesados y enjuiciados por el TOP tanto los que residían en la 
región como aquellos que fueron condenados por su actividad fuera de 
la misma. Este análisis comparativo nos puede indicar, con más preci-
sión, no sólo la aportación de los originarios de Andalucía en el cómputo 
global, sino –y sobre todo- si, como afirman algunos autores, la inciden-
cia de la emigración sobre los datos locativos fue escasa. 

Hemos de señalar que hasta ahora se ha extendido un estereotipo en 
relación a los emigrantes respecto a su anomia política. Mientras los exi-
liados de 1939 se han convertido en uno de los mitos del antifranquismo, 
los emigrantes de los años sesenta se han presentado, generalmente, como 
sujetos pasivos, indiferentes a la política, a veces como víctimas y en otras 
ocasiones como meras piezas de la coyuntura política, cuando no se les ha 
identificado con el régimen. Sin embargo, aunque la mayoría de los emi-
grados tuvieron un marcado carácter económico, otros partieron por una 
conjunción de motivos económicos y también políticos, como hemos vis-
to con las caídas masivas de los primeros años sesenta en Andalucía. Pero 
muchos de los primeros también participaron en la resistencia antifran-
quista en contacto con el movimiento obrero organizado de las CCOO, 
especialmente, en sus lugares de origen y, en no pocos casos fueron el 
motor de las mismas. ¿Cómo explicar que medio millar de originarios de 
Andalucía pasaran por el TOP, teniendo en cuenta que por el tribunal pa-
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saban menos de un tercio del total de los detenidos a los que se les instruía 
el sumario? ¿Quiénes eran estos emigrantes andaluces; cómo entraron en 
la resistencia antifranquista; qué relación guardaban unos y otros con fases 
de politización previa de sus lugares de origen? Estas y otras muchas pre-
guntas requerirían una investigación específica que no tratará de resolver 
este trabajo y, por tanto, sólo esbozaremos en este capítulo algunos datos, 
someros, a la espera de un estudio posterior que nos ofrezca más luz sobre 
un capítulo de la historia de nuestro país y especialmente de Andalucía 
que, insistimos, está todavía por desarrollar. (Ver Anexo II.8)

Aunque, como hemos afirmado, se ha extendido el estereotipo de 
la anomia política para los emigrantes, y sin caer tampoco en ningún 
“nacionalismo andaluz” –la pertenencia a la tierra no determina el com-
promiso político, sino otros factores como las condiciones y el lugar de 
trabajo, entre otras-, solo queremos ofrecer unos datos mínimos para 
que, al menos, ese estereotipo también quede en entredicho, a falta de un 
estudio más pormenorizado de este fenómeno. Así, los enjuiciados por 
el TOP originarios de Andalucía en cualquier lugar de España fueron 
1579 y representa el 17,50 por 100 del total en España, siendo la primera 
comunidad autónoma en el número de enjuiciados, por delante de Eus-
kadi, Madrid y Barcelona. Pero, además, si tomamos las dos máximas 
provincias receptoras de emigrantes, Madrid y Barcelona, comprobamos 
que casi los 3500 enjuiciados de ambas, casi la mitad –concretamente 
1515 procesados y enjuiciados- habían nacido fuera de éllas y, de estos, 
medio millar eran originarios de Andalucía. (Véase Anexo II.9.)

Las tres regiones que aportan más personas procesadas, procedentes 
de la emigración, son en este orden, Andalucía, Castilla-León y Castilla 
La Mancha. Si las personas originarias de Andalucía que son juzgadas 
fuera de la región suman a nivel nacional 639 personas (de las que 500 
justamente lo son por motivos políticos), éstas se concentran, básica-
mente en Madrid y Barcelona y representan -con sus 401 personas pro-
cesadas-, un tercio del total de los que no eran originarios de esas pro-
vincias, lo que evidencia la importancia de la emigración, y especialmente 
andaluza, en la resistencia antifranquista. 

La aportación de los emigrantes andaluces a la resistencia anti-
franquista
Los procesos del TOP a partir de 1966 tendrán en zonas como Cataluña 
muchos nombres de jóvenes originarios de zonas rurales de Andalucía y 
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más de las provincias orientales de ésta, fundamentalmente de Granada, 
Córdoba y Jaén, al tiempo que la inmensa mayoría estarán relacionados 
–al igual que en el resto de España- con las Comisiones Obreras en lo 
sindical, y el PSUC, en lo partidario, o ambas organizaciones al mismo 
tiempo. La socialización política de muchos de estos jóvenes en sus luga-
res de origen durante los años cincuenta y sesenta les permitirá, al llegar 
a sus lugares de destino, participar en la vida partidaria de forma natural 
ya que esa militancia, como afirma Xavier Doménech (2012) “estaba fa-
cilitada por las redes de confianza prepolítica de una comunidad relacio-
nal anterior a la propia militancia que permitía una mayor fluidez y una 
relajación de los controles para entrar en el partido”. Luego, el efecto 
llamada –como suele ocurrir con todos los procesos migratorios- hará 
el resto, concentrándose el 60 por 100 en Cataluña –y dentro de ella casi 
exclusivamente en la provincia de Barcelona- y el 20 por 100 en Madrid, 
fragmentándose el resto básicamente en tres comunidades autónomas: 
País Valencià, Euskadi y Asturias.

Hay numerosos estudios que muestran  que en la cadena migratoria 
el paisanaje o la comunidad social de pertenencia –a un pueblo, a una co-
marca o a una región de origen- opera decisivamente a la hora de facilitar 
la información a los nuevos migrantes para el nuevo destino, tanto para 
ubicar la residencia como para la búsqueda del trabajo. Por ello aparece 
la existencia de numerosas concentraciones espaciales de los originarios 
de determinados municipios que se agrupan en determinadas ciudades 
o, incluso, en barrios concretos. Por ejemplo, en el año 1955, el 12 por 
100 de los habitantes empadronados en el barrio de Torre-romeu de Sa-
badell procedían del pueblo granadino de Pedro Martínez y la provincia 
de Granada, en su conjunto, aportaba el 40,6 por 100 del barrio; o los 
procedentes del pueblo almeriense de Abla (Almería) que se concentran 
en Tarrasa o los nacidos en Villanueva de Algaidas (Málaga) que lo hacen 
en Olot o los de Higuera de Arjona (Jaén) que lo hacen en Castellar del 
Vallés, entre otros.154

La importancia de la emigración andaluza a Cataluña, especialmente, 
se muestra en estos datos de 1970 –que es cuando la corriente migratoria 

154 Véanse Angelina Puig, “La inmigració meridional: el cas de Torre-romeu, 1950-1975, en Josép 
M. Benaul y Jordi Calvet (eds), Industria i ciutat. Sabadell, 1800-1980, Publicaciones de l´Abadia de 
Monserrat, Barcelona, 1994, p. 197; Joaquín Recaño, “El papel de las redes en los procesos de mi-
gración interna”,  Revista de Demografía Histórica, XX, I, 2002, p. 4 o Iván Bordetas, Memòries del Viatge 
[1940-1975], Ajuntament de San Adrià de Besòs, 2009, pp. 38-39.
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comienza una espiral descendente- y de 1981, donde ya está asentada. Y 
aunque con las cautelas necesarias por la dificultad que supone la esti-
mación de las cifras de emigrantes, nos sirven al menos como referencia 
para determinar la relación entre el origen de la población que emigra y 
su correlato con la resistencia antifranquista, como podemos observar 
en el Anexo II.10.

Son las provincias orientales andaluzas las que más aportan a la emi-
gración en las cuatro provincias catalanas, aunque no es menor el dato 
que aporta Sevilla a la de Barcelona. Pero sumando los datos que nos 
aporta la última tabla de 1981, la emigración andaluza asciende a 786.094 
personas, a las que hay que sumar las provincias que no aparecen en el 
cuadro como Huelva o Cádiz que, aunque con números más pequeños, 
se aproximaría a las 800.000 personas sólo en Cataluña, la novena pro-
vincia andaluza, lo que mostraría la sangría humana que la emigración 
supuso para Andalucía si a ello le sumamos el resto del estado español.

Hemos analizado cada una de las sentencias donde aparecen origina-
rios de Andalucía en otras provincias y hemos restado aquéllas donde no 
hemos observado motivos de disidencia política (en cualesquiera de sus 
formas). Derivado de este rastreo –y que admite algún error que no modi-
fica sustancialmente el cuadro que adjuntamos- el resultado es el siguiente:

Andaluces enjuiciados en el TOP por su actividad política 
y/o sindical fuera de Andalucía

Almería Cádiz Córdoba Granada Huelva Jaén Málaga Sevilla Total
47 19 93 105 23 95 59 59 500

Fuente: TOPDAT y elaboración propia 

Pero si descendemos a la procedencia geográfica de las personas 
procesadas y enjuiciadas por el TOP y a las comarcas que más aportan 
a dicha resistencia, observaremos que la mayoría de ellas provienen, a 
su vez, de las zonas rurales más deprimidas de casi todas las provincias 
andaluzas y, especialmente, de las orientales. Aún así, hay que tener en 
cuenta el doble proceso que se produce en algunas capitales de provincia 
–especialmente Sevilla y Málaga- que son a su vez receptoras de pobla-
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ción interior de la provincia y, al mismo tiempo, excedentarias porque 
no pueden absorber todo el flujo de emigración interior por su escasa 
capacidad de empleabilidad. Eso hace que capitales como Sevilla –y su 
área metropolitana- donde se concentra una población muy importante, 
exporten también mano de obra hacia otras zonas españolas y que tam-
bién tenga su importancia en la resistencia andaluza. (Ver Anexo II.12)

La implicación de muchos emigrantes con la resistencia antifranquis-
ta en los lugares de origen, por tanto, será extraordinaria, hasta el punto 
de que provincias como Granada, Jaén y Córdoba –tres de las que más 
emigración padecieron de todo el país- ocuparán en términos absolutos 
(es decir, contando sólo su lugar de nacimiento) el séptimo, octavo y 
décimo tercer lugar, respectivamente, del número de procesados por el 
TOP en España. 

Procedencia de los andaluces enjuiciados en el TOP 
por lugar de nacimiento: media ponderada

Provincia Población media 
estimada

Número de 
procesados

Número de procesados por 
cada 10.000 habitantes

Ranking nacional

Granada 734.308,5 228 3,1 7ª
Jaén 666.700,5 206 3,1 8ª
Sevilla 1.360.185 410 3 9ª
Málaga 857.739 245 2,8 11ª
Córdoba 736.047 206 2,8 13ª
Almería 377.043 80 2,1 23ª
Cádiz 905.515,5 150 1,7 37ª
Huelva 397.354 52 1,3 44ª

Fuente: DEL ÁGUILA, J.J.: El TOP. La represión de la libertad (1963-1977), Planeta, Barcelona, 

2001, pp. 270-271.

Origen de los andaluces enjuiciados en el TOP por su militancia 
antifranquista en Barcelona

Almería Cádiz Córdoba Granada Huelva Jaén Málaga Sevilla Total
32 8 42 75 9 41 40 35 282

Fuente: TOPDAT y elaboración propia 
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Origen de los andaluces enjuiciados en el TOP por su militancia 
antifranquista en Madrid

Almería Cádiz Córdoba Granada Huelva Jaén Málaga Sevilla Total
10 7 21 20 4 31 8 18 119

Fuente: TOPDAT y elaboración propia 

Andaluces enjuiciados por el TOP por su militancia 
antifranquista en resto de España

Provincia/ Comunidad Autónoma/ Nacionalidad Total
Cataluña (Excepto Barcelona) 4
País Valençià 22
Asturias 18
Euskadi 15
Ciudad Real (Puertollano) 12
Otros 28
TOTAL 99

Fuente: TOPDAT y elaboración propia 

Pero si hay una provincia donde la incidencia de la emigración anda-
luza es preponderante ésa es la de de Barcelona que concentra el 60 por 
100 de los enjuiciados originarios de Andalucía. Una provincia receptora 
de emigrantes en los principales núcleos industriales que concentrarán 
su activismo en dos sectores fundamentales: la construcción y la me-
talurgia y en las ciudades del “cinturón rojo”, como Sabadell, Tarrasa, 
Mataró, Badalona... Por ello, los primeros juicios del TOP a partir de 
1966 –coincidiendo con el triunfo de las candidaturas de las CCOO en 
las elecciones sindicales de ese año- recaerán en muchos activistas pro-
cedentes de Andalucía que trabajan, fundamentalmente, en ese cinturón 
industrial. Y, de nuevo, observamos que son las provincias orientales 
andaluzas –las que conllevan mayor emigración (Granada, Jaén y Córdo-
ba) las que aportan el mayor número de procesados y enjuiciados por el 
TOP en Barcelona:
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Desglose de los enjuciados en Barcelona, por localidades, 
originarios de Andalucía

Barcelona capital 86 Santa Coloma 10
Sabadell 64 Cornellá 9
Tarrasa 61 Badalona 7
Hospitalet Llobregat 14 Resto 19
Mataró 12

TOTAL 282

Fuente: TOPDAT y elaboración propia

El caso de Guadahortuna (Granada)
No deja de ser significativo que a raíz de las caídas de 1960 y 1961 en 
Andalucía se produjera una emigración –fundamentalmente a Catalu-
ña- donde algunos de ellos siguieron la lucha desde el PSUC y, poste-
riormente, en CCOO. Y para ello, hemos tomado el caso del municipio 
granadino de Guadahortuna –y pueblos limítrofes de los Montes Orien-
tales- donde gran parte de los que se marcharon se afincaron –por el 
efecto llamada- en Sabadell y allí, con su militancia, reforzaron notable-
mente a esta organización en esta ciudad. Un caso notable porque, como 
afirmaba el Secretario General de PSUC, Gregorio López Raimundo, las 
caídas de 1960 y 1961 en gran parte de Andalucía, fueron la causa de que 
“centenares y centenares de comunistas viniesen a Cataluña huyendo de 
aquello. Y que detrás de ellos viniesen centenares, millares más…”.155 

El caso de los originarios de Guadahortuna y su entorno geográfico 
más próximo es especial por la dimensión de su activismo político en 
los lugares de destino y, por consiguiente, el nivel de represión que se 
derivó de ello. Xavier Doménech, en su trabajo sobre el movimiento 
obrero bajo el franquismo, viene a plantear que algunos de estos jóvenes 
que emigran de Guadahortuna a Sabadell –por ese efecto llamada que 
todavía es común en procesos migratorios-, ya se habían socializado po-
líticamente durante los años cincuenta en sus lugares de origen y eso les 
permitió, al llegar a la ciudad catalana, participar en la vida partidaria de 
forma natural.156 Es decir, que los primeros jóvenes que llegan a Sabadell 

155 Citado en DOMÈNECH SAMPERE, X.: Cambio político y movimiento obrero…, op. cit. p. 89.
156 Íbidem, pp. 89-90.
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en los años siguientes a la caída de 1961 y que no habían caído, se orga-
nizan inmediatamente en el PSUC al entrar en contacto con quienes ya 
habían llegado antes y copan, prácticamente, la organización comunista. 
Hasta tal punto eso es así que casi todo el Comité Local del PSUC de 
Sabadell está formado por militantes procedentes de Guadahortuna. 

Doménech afirma que la inmigración de Guadahortuna a Sabadell es 
paradigmática porque escenifica la “relación entre tradiciones de movi-
lización pasadas y presentes, donde los hilos de la cultura transmitida se 
mantenían fuertes frente al olvido”, a la vez que pone en valor que parte 
de esa inmigración no tiene exclusivamente motivos económicos. Uno 
de esos jóvenes de Guadahortuna que emigra en 1963 a Sabadell con 21 
años, Francisco Morante Marín, mantiene vivos los recuerdos de la repre-
sión familiar tras la guerra civil, de la concentración de un centenar o dos 
de jornaleros que hubo en el Ayuntamiento de su pueblo con motivo de 
la Jornada de Reconciliación Nacional de 1958 y de las reuniones que los 
jóvenes –aunque no militaran formalmente en el PCE- mantenían desde 
finales de los cincuenta aprovechando cualquier circunstancia:

“Nosotros teníamos unas amistades, más allá de la propia mi-
litancia, o la propia organización… Nosotros éramos allí, lo 
menos, catorce o quince personas, chavales jóvenes, que nos 
reuníamos (….) en una casa y allí hablábamos todo lo que nos 
daba la gana. (…) Pues nos hemos ido de noche a sentir la Pi-
renaica”.157

Y aunque no militan formalmente en el PCE y aunque, como el mis-
mo Morante reconoce, los que estaban organizados clandestinamente –y 
que son los que caen en 1961- no eran más de una quincena, sin embar-
go, su nivel de influencia entre la población iba más allá de esos efectivos:

“[Aunque organizados no había] más de diez, lo que pasa es que 
eso llegaba a mucha gente, a muchísima gente. Allí la mayoría 
del pueblo comulgaba con esas ideas. Yo diría que [para] la clase 
obrera no había otra cosa”.158

157 Entrevista a Francisco Morante Marín, en AHCONC.
158 Íbidem.
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La caída de 1961 supondrá un punto de inflexión para todos ellos y 
el propio Morante reconoce que la represión devenida y el paro endémi-
co determinaron la decisión de venirse a Sabadell poco más tarde. Él y 
otros muchos como él no cayeron porque no estaban organizados, pero 
ya traían la semilla del antifranquismo y la militancia comunista que hizo, 
como él mismo afirma, que “todos los que nos vinimos de allí, después, 
hemos seguío militando”.159 Y, efectivamente, muchos de estos jóvenes 
entrarán tanto en el PSUC como en CCOO y, como consecuencia, algu-
nos de ellos serán detenidos y procesados. Aunque hemos afirmado que 
muchos de los detenidos y procesados en la caída de 1961 dejaron la ac-
tividad otros la proseguirán bien en la misma provincia o en sus lugares 
de destino en la emigración como el caso de Antonio Padilla Caballero, 
detenido el 29 de junio de 1971 cuando repartía una convocatoria de 
huelga de las Comisiones Obreras de la Construcción de Barcelona.160

No es circunstancial que determinados apellidos de Guadahortuna 
se reiteren en ocasiones, afectando la represión a hermanos o familiares 
directos. Son las redes que se habían inaugurado en sus lugares de origen 
donde familias enteras están implicadas en la lucha antifranquista. En el 
caso de los Morante, Francisco Morante Marín será el responsable de 
organización del Comité Local del PSUC de Sabadell, así como dirigente 
de las CCOO, por lo cual también será despedido y detenido en algunas 
ocasiones; de la misma forma, su hermano menor, Manuel Morante Ma-
rín, que milita en las Juventudes Comunistas, también será detenido en 
1968 y condenado por el TOP a dos años y medio de cárcel por asocia-
ción ilícita y propaganda ilegal.161 

El caso de Granada, en su conjunto, es indicativo en este sentido 
porque de los 228 procesados por el TOP, sólo 99 lo fueron por su 

159 Íbidem.
160 Antonio Padilla había sido condenado a la pena de dos años y un día de prisión en la causa 416 de 
1961 del Juzgado Militar Permanente nº 1, impuesta en sentencia de 10 de enero de 1962. En la de-
tención de 1971, fue privado de libertad desde el 29 de junio hasta el 22 de septiembre de ese mismo 
año y, el 23.12.72 fue juzgado por el TOP en rebeldía imponiéndosele la pena de 4 años, 8 meses, 
16 días y 18.000 pesetas de multa por los delitos de propaganda ilegal y resistencia a agente de la 
autoridad. A partir de ahora todas las sentencias del Tribunal de Orden Público en VEGA, Rubén 
y GÓMEZ ALÉN, José: Las Sentencias del Tribunal de Orden Público. TOPDAT: una base de datos para 
explotar. Juan José del Águila Torres, 2007 [CDROM]. Sumario 795/71 y Sentencia Núm. 324/72.
161 Véase TOPDAT, Sumario 758/68 y Sentencia Núm. 105/69 de la caída de los dirigentes de las 
JJCC de Sabadell Manuel Morante Marín, Joaquín Zamoro Tejeda, Francisco Aguilar Morcillo y 
José Bravo Álvarez.
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actividad en la provincia, de los que hay que restar una veintena que lo 
fueron por “Delitos contra el Jefe del Estado” o “Armas y explosivos” y 
éstos, en la mayoría de los casos, nada tienen que ver con delitos políticos 
ya que bajo esas dos categorías hay personas que insultaron al dictador 
bajo determinadas circunstancias de intoxicación etílica o bien por sus-
tracción de bienes públicos. Es decir, que esa veintena nada tiene que ver 
con actividad política propiamente dicha y, por tanto, podríamos decir 
que sólo 76 personas provienen del activismo político y/o sindical. El 
resto, es decir, 137 lo son por su actividad fuera del territorio granadino.

Esto mostraría que la mayoría de los activistas que nacieron en la 
provincia granadina procedían de la emigración que se produce desde 
mediados de los cincuenta y a lo largo de la década de los sesenta. De 
ellos, más del 80 por 100 –algo más de un centenar- proceden de los 
pueblos de la provincia, vivero de la emigración y, dentro de ella, preci-
samente, proceden de los municipios de los Montes Orientales o de la 
comarca de Guadix o de Alhama de Granada que, a su vez, eran zonas 
con una gran implantación del PCE. Nada menos que 27 originarios de 
los Montes Orientales (Guadahortuna, Pedro Martínez, Píñar, Domingo 
Pérez, Alicún Ortega, Villanueva de las Torres, Iznalloz, Alamedilla y 
Campotéjar) pasaron por el TOP, de los que la mitad eran sólo de Gua-
dahortuna, un municipio que sólo tenía unos cuatro mil habitantes.

Las provincias de Barcelona y Madrid concentran, prácticamente, el 
90 por 100 de los procesados y el resto se reparte de forma muy desigual 
entre otras provincias del levante o de Euskadi. Dentro de ello, será Bar-
celona la que aglutina prácticamente el 70 por 100 del total de procesa-
dos procedentes de Granada y dentro de ella se producirá, a su vez, una 
concentración en varios municipios industrializados, lo que mostraría de 
nuevo el efecto llamada:

Municipios de destino en la provincia de Barcelona donde des-
plegaron su actividad los enjuiciados por el TOP procedentes de 

Granada

Barcelona capital Sabadell Tarrasa Mataró Otros
18 35 12 4 13

Fuente: TOPDAT y elaboración propia.
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Las redes sociales y las complicidades políticas que se tejen entre los 
que provienen de una misma localidad o provincia dan resultados signi-
ficativos cuando algunas poblaciones pequeñas aportan un número con-
siderable de procesados, sin tener en cuenta que a los que pasaron por el 
TOP hay que añadir otros muchos detenidos que no terminaron en ese 
tribunal especial. Una vez más, vuelve a ser relevante cómo sólo cuatro 
pueblos granadinos concentran, prácticamente, la mitad de los procesados 
que provienen de toda la provincia de Granada, lo que sería merecedor de 
un estudio específico de las causas históricas que derivaron en este fenó-
meno, aunque algo hemos apuntado en el caso de Guadahortuna. 

Enjuiciados por el TOP que provienen de cuatro municipios 
granadinos162

GUADAHORTUNA* PEDRO MARTÍNEZ ALHAMA DE GRANADA GUADIX
14 4 7 8

José A. Caballero Segovia
José Fernández Jiménez
Ramón Fernández Jiménez
Martiniano García del Corral
Juan Justicia Robles
Andrés Martínez Ojeda
José Moraleda Martínez
Manuel Morante Marín
Emilio Morante Soler
Antonio Padilla Caballero
Antonio Ruiz López
Andrés Ruiz Millán
José Ruiz Rodríguez
Juan Vera Gómez

Antonio Martínez Delgado
Manuel Martínez Rodríguez
Francisco Quesada Gallardo
Manuel Valle Moreno

Esteban Gil Grova 
Eduardo Martín Correa
Ana Navas Ríos
Miguel Padial Martín
José Parodi Muñoz
Antonio Pérez de la Rica
Juan Zapata Pérez**

Antonio Aparicio Cruz
Antonio Caballero Paredes
Antonio Molina Cabrerizo
Torcuato Molina Varón
Torcuato Pérez García
Manuel A. Pérez Vera
Eduardo Reyes Contreras
José Rodríguez Pajares

* De los 14 procesados, dos ellos, Andrés Martínez Ojeda y Ramón Fernández Jiménez, tu-
vieron dos procesos cada uno.
** Juan Zapata Pérez llegó a tener cuatro procesos en el TOP (Sentencias 92/65; 29/68; 
135/68; 86/69)
Fuente: TOPDAT y elaboración propia.

 

162 Hemos seleccionado algunos pueblos significativos por el número de emigrantes granadinos 
que fueron al TOP, aunque otros, como Fonelas que, con tres procesados, es también significativo 
teniendo en cuenta el número de habitantes. En este caso de Fonelas, algún militante como Juan 
Sánchez Porcel, llegó a tener hasta cuatro procesos en el TOP (ver sentencias nº 135/68; 86/69; 
231/69 y 296/70).



188

Alfonso Martínez Foronda La respuesta del Tribunal de Orden Público al crecimiento de la resistencia andaluza

La provincia de Jaén, por su parte, presenta muchas similitudes con 
su vecina granadina porque del total de 206 enjuiciados por el TOP, más 
de la mitad lo son por sus actividades fuera de la provincia. Jaén, al igual 
que Granada, sufrirá una fuerte caída en 1961, como hemos visto, pero 
la reorganización de la oposición antifranquista será más lenta y retarda-
taria tanto en el movimiento obrero como en el movimiento estudiantil. 
La Universidad de Granada, por una parte, concentrará una fuerte acti-
vidad opositora a partir de mediados de los sesenta y que se traduce en 
numerosos procesos contra estudiantes en el TOP –algunos jiennenses 
entre ellos-, al tiempo que el movimiento obrero granadino irá creciendo 
también desde mediados de los sesenta, mientras que en Jaén tendremos 
que esperar hasta las postrimerías del franquismo. Eso hace que en el 
caso de Jaén, entre la caída de 1961 y el fin de la dictadura, sólo asistamos 
a otra caída importante, la del Estado de Excepción de 1970/71 y que 
concentra la mayoría de los expedientes que fueron al TOP – 36 proce-
sados-163 por su actividad en el interior de la provincia. A ellos hay que 
sumarle otros procesados por “Insultos al Jefe del Estado” y otros por 
hurto o tenencia de armas, no propiamente políticos, que nos conducen, 
igual que en Granada, a considerar que la mayor participación de Jaén 
en el ránking nacional ante el TOP se deriva de la actividad que muchos 
emigrantes desplegaron en las zonas de destino.

Al igual que Granada, la mayor parte de los emigrantes lo harán a 
Barcelona y Madrid que representan la mitad de los expedientes en el 
TOP, a los que se añaden algunos en las zonas del levante y con la especi-
ficidad de un sector importante que van a trabajar a las zonas mineras as-
turianas (La Felguera, Mieres, Langreo) y que provienen, en su mayoría, 
de zonas de tradición minera como Linares, La Carolina o Guarromán. 
Aunque Madrid es un lugar de destino mayor que en el caso de Granada, 
seguirá siendo Barcelona el destino preferido y, dentro de ella, las zonas 
más industrializadas con dos sectores predominantes: la construcción y 
la metalurgia. Además, en el caso de Barcelona vuelven a repetirse ciuda-
des como Sabadell o Tarrasa que, junto a la capital, concentran más de la 
mitad de los expedientes de esa provincia.

163 Véase MARTÍNEZ FORONDA, A. y CONEJERO RODRÍGUEZ, M.: La “prima Rosario” 
y Cayetano. Luchadores por la libertad en una provincia idílica. Editorial El Páramo, Córdoba, 2012, pp. 
169-170.
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Enjuiciados por el TOP provenientes de la provincia de Jaén164

Madrid Barcelona Valencia-Alicante Asturias-Vizcaya Otros
37 49

Capital: 17
Tarrasa: 10
Sabadell: 6
Otros: 16

10 8 15

Fuente: TOPDAT y elaboración propia.

Finalmente, en el caso de Jaén no nos encontramos un municipio 
con las características de Guadahortuna, excepto el caso de Linares de 
donde proceden, al menos, 15 de los enjuiciados por el TOP y que tiene 
también una tradición comunista entre la resistencia antifranquista. En 
este caso vuelve a aparecer el efecto llamada porque, de ellos, la mayoría 
serán detenidos y procesados por su actividad opositora en las zonas mi-
neras de Asturias. A su vez, será la misma capital de Jaén la que tenga un 
mayor número de procesados, un total de 16, porque aunque es recep-
tora de trabajadores del resto de la provincia, su escaso tejido producti-
vo produce, a su vez, una emigración forzosa, básicamente económica, 
hacia otras provincias. Hay algunos casos donde en el mismo expediente 
en el TOP aparecen varios individuos del mismo pueblo, como una caída 
de militantes de CCOO del textil en Onteniente (Valencia) que proceden 
de Peal de Becerro, pero en general se reparten por casi toda la geografía 
provincial, fundamentalmente de las zonas más desfavorecidas de las 
sierras de Segura, Cazorla y las Villas, la Sierra Sur, la zona del Condado 
o la campiña jiennense.

Pero más allá de los casos específicos de los originarios de Granada y 
Jaén, los militantes antifranquistas andaluces participarán en la resisten-
cia de forma notable donde tienen más presencia. Por ello, los conflictos 
laborales o las fechas significativas para el movimiento obrero se verán 
salpicadas de detenciones y procesamientos donde, en muchos casos, 
hay presencia de originarios de Andalucía. En ese sentido, los dos secto-

164 TOPDAT. Los números hay que tomarlos sólo como referencia, ya que algunos de los procesa-
dos también desarrollaron su actividad en otras provincias andaluzas como Málaga y Sevilla, aun-
que no como emigrantes propiamente hablando. En todo caso, es una muestra orientativa.
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res más significativos donde se concentra la emigración andaluza serán 
la construcción y el metal y, desde allí, muchos jóvenes iniciarán la pro-
testa desde su militancia en las Comisiones Obreras, fruto de las cuales 
comenzarán las primeras detenciones y procesamientos en el TOP ya 
desde finales de 1966, coincidiendo con la represión que se cierne sobre 
aquéllas, sobre todo, a raíz del triunfo de las candidaturas de CCOO en 
las principales zonas industrializadas del país en las elecciones sindicales 
de ese año. Los dos primeros militantes procedentes de Guadahortuna 
que pasan por el TOP son Juan Vera Gómez y Ramón Fernández Jimé-
nez, detenidos el 31 de diciembre de 1966, junto a otros seis miembros 
de CCOO, entre los que figuraban dirigentes como Ángel Rozas Serrano 
(procedente de Olula del Río –Almería-), Juan González Merino (proce-
dente de Añora –Córdoba-) o José Lara Aranda (procedente de Villanue-
va de Tapias –Málaga-). Esta caída, además,  muestra la preponderancia 
de la emigración andaluza en la dirección de las CCOO de la provincia 
porque fueron acusados de formar parte de la Coordinadora de CCOO 
de Sabadell y de Barcelona, y, por ello, condenados de forma ejemplari-
zante a un total de 13 años, 10 meses y 10.000 pesetas de multa.165

Unos meses más tarde, el 19 de febrero de 1967, se produce en Saba-
dell, precisamente, una asamblea clandestina de un centenar de militantes 
de CCOO en el bosque conocido como “Los Merinales”, a poca distancia 
de la últimas viviendas de la ciudad. La policía disuelve la manifestación 
y son detenidos 5 militantes, entre los que se encuentran tres granadinos: 
Andrés Martínez Ojeda, de Guadahortuna; Manuel Valle Moreno, de Pe-
dro Martínez y Juan Zapata Pérez, de Alhama de Granada. Éste último, 
además, era reincidente porque había sido condenado, ya en 1965, a 6 
meses de arresto mayor por asociación ilícita. Todos ellos fueron conde-
nados por el TOP a un total 2 años, 4 días y 20.000 pesetas de multa.166  
Una conflictividad que venía de atrás, desde que algunos miembros de la 
emigración –especialmente granadina- protagonizarán algunos conflictos 
ya en 1965 en empresas del metal. Para Xavier Domènech, la implicación 
mayoritaria de la emigración andaluza, y especialmente granadina, entre 
la oposición antifranquista de Sabadell, especialmente en la metalurgia, es 
la que reconstruye las principales organizaciones obreras de la ciudad, ya 

165 TOPDAT, Sumario 10/67 y Sentencia Núm. 96 de 9 de mayo de 1968.
166 TOPDAT, Sumario 100/67 y Sentencia Núm. 29 de 16 de febrero de 1968.
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que “su posición privilegiada en estas redes, debido a una fuerte solidari-
dad interna y a una emigración ya asentada, les había permitido acceder a 
las principales plantillas del metal de la ciudad desde donde protagoniza-
rán parte de la nueva conflictividad”.167 Una conflictividad que se extiende 
a lo largo del tiempo y que se ve salpicada, una y otra vez, por la represión. 
En 1971, en otra huelga en una empresa del metal de Sabadell, tras una 
reunión infructuosa en la Delegación Comarcal del sindicato vertical, los 
trabajadores iniciarán una protesta por las calles y a consecuencia de ello 
algunos serán detenidos por la policía y, posteriormente, procesados. De 
nuevo, de los siete procesados, tres son granadinos: Miguel Cobo Illescas, 
de Loja (Granada); Manuel Martínez Rodríguez (Pedro Martínez) y José 
Antonio Caballero Segovia (Guadahortuna).168

Para dejar constancia de la presencia de numerosos andaluces de 
la emigración en la resistencia antifranquista española y, especialmente, 
en Cataluña, tomemos la celebración del 1º de mayo entre 1967 y 1970 
–punto álgido de la movilización antifranquista- en distintos lugares del 
país y observaremos cómo en muchas de las manifestaciones donde hay 
represión hay presencia de emigrantes andaluces.

167 DOMÈNECH SAMPERE, X.: Cambio político y movimiento obrero…, op. cit. pp. 92-93.
168 Véase TOPDAT, Sumario 1304/71 y Sentencia Núm. 268/72.
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Los 1 de mayo entre 1967-1970 con presencia de emigrantes 
andaluces ante el TOP

LUGAR Fecha MOTIVO ORIGINARIOS DE ANDALUCÍA
Sabadell
(Barcelona)

1967 Manifestación en barriada de Can 
Oriach. Numerosos detenidos y 
19 procesados, de los que 10 son 
originarios de Andalucía.

Andrés Martínez Ojeda, Emilio Morante 
Soler y Andrés Ruiz Millán (los tres de 
Guadahortuna); Juan Zapata Pérez (Alha-
ma de Granada); Francisco José Sánchez 
Vílchez, (Pedro Martínez); Juan Sánchez 
Porcel (Fonelas) y Rafael Rojas Arroyo 
(Moraleda de Zafayona); los malagueños 
Manuel Sánchez Marín (Antequera) y 
José Lara Aranda (Villanueva de Tapia); 
y el cordobés Rogelio Soto Alias, de 
Cardeña.1 

Barcelona 1967 Celebración 1 mayo en meren-
deros de Torre Baró. Numerosos 
detenidos y 27 procesados, de 
los que 5 son originarios de 
Andalucía.

Los jiennenses Felipe Cruz Martínez 
(Jaén), Francisca Hico Galiano y Purifica-
ción Fernández García, ambas proceden-
tes de Cambil (Jaén); dos malagueños, 
José Esteban Rueda y Manuel García 
Luque.2

Cornellá
(Barcelona)

22 abril 
1967

Reunión dirigentes CCOO del Bajo 
Llobregat de poblaciones como 
Gavá, San Juan Despí, Cornellá 
o San Baudilio de Llobregat en 
Iglesia de San Jaime de Cornellá. 
Serán procesados 16 militantes 
de CCOO, de los que 9 son origi-
narios de Andalucía.

Tres jiennenses (Antonio García Alguacil 
(La Carolina), Antonio García Arguillo 
(Torredonjimeno) y Luis Martínez García 
(Puente Génave); tres cordobeses, Anto-
nio García Sánchez y Antonio González 
Merino (Montilla) y Alfonso Pino Romero 
(La Victoria); dos almerienses: Juan Mena 
Cervellera (Cuevas del Almanzora) y Juan 
Cazorla Martínez (Vera) y el granadino 
Antonio Morales Fuentes (Albolote).3

Valencia 1967 Manifestación por calles de Valen-
cia. De los cuatro procesados dos 
son originarios de Andalucía

El onubense Juan Martínez Vázquez y el 
cordobés Francisco Ventura Losada.4

Valencia 1967 Manifestación del 1 de mayo El cordobés Juan Montalbán Gámez y el 
onubense Juan Martínez Vázquez.5

Zaráuz
(Gupuzcoa)

1967 Reunión de dirigentes de CCOO 
en una iglesia. Son procesados 
16 de ellos y uno es originario de 
Andalucía

El cordobés Juan Alcalde Jiménez6

Badalona
(Barcelona)

1968 Manifestación el 30 de abril con 
medio centenar de detenidos de 
CCOO; entre ellos dos onubenses.

Manuel García Domínguez y su hijo 
Antonio García Carona.7
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Tarrasa
(Barcelona)

1968 Manifestación de CCOO el 30 de 
abril por calles de la ciudad. Los 
tres procesados son originarios de 
Andalucía.

Antonio Maeso Romero (Padules, 
Almería), Ramón Alba Hidalgo (Priego de 
Córdoba) y José Ruiz Rodríguez (Gua-
dahortuna, Granada).8

Barcelona 1968 Manifestación 30 abril son 
detenidos y procesados varios 
militantes de CCOO y, entre ellos, 
dos almerienses.

Rafael y Encarnación García Martínez, 
ambos originarios de Adra.9

Mataró
(Barcelona)

1968 Manifestación el 30 de abril de 
CCOO. Procesadas 8 personas 
de las que dos son originarios de 
Andalucía.

Bartolomé Fernández Gallardo (Pedre-
ra, Sevilla) y Juan Montoro Valenzuela 
(Cambil, Jaén).

Hospitales 
de Llobregat
(Barcelona)

1968 Reunión CCOO para preparación 
1 de mayo. Son procesados 8 
militantes de CCOO y uno de ellos 
es originario de Andalucía

El jiennense Felipe Cruz Martínez.10

Madrid 1968 Reparto de propaganda de CCOO 
y del PCE los días 24 y 25 de 
abril por calles de Madrid, son 
procesados 8 militantes de CCOO, 
de los que tres son originarios de 
Andalucía.

El jiennense José Martínez Espejo (Mar-
tos), el granadino Miguel Padial Martín 
(Alhama de Granada) y el sevillano José 
Bernal Iglesias (El Coronil).11

Tarrasa 
(Barcelona)

1969 Manifestación 30 de abril en las 
afueras de la ciudad con varias 
detenciones. Serán procesadas 
cuatro personas, de las que dos 
son originarias de Andalucía.

José Salmerón Ruiz (Fiñana, Almería) 
y Juan Francés Navarrete (La Carolina, 
Jaén).12

Vall de Uxó
(Castellón)

1970 Manifestación del 1 de mayo 
convocada por el PCE de las que 
son procesadas 8 personas y de 
ellas dos jiennenses.

José Vilar Sánchez (Chilluévar) y Remigio 
Moreno Rodríguez.13

1 El TOP condenaría a Manuel Sánchez Marín y a Juan Zapata a 4 años, 2 meses y 1 día de 
prisión; a Andrés Martínez Ojeda a 9 meses de prisión menor; a Andrés Ruiz Millán a 6 meses 
de prisión y a Francisco José Sánchez Vílchez a 9 meses de prisión. Véase TOPDAT, Sumario 
241/67 y Sentencia Núm. 86 de 28 de marzo de 1969. 
2 Véase TOPDAT, Sumario 217/67.
3 Véase TOPDAT, Sumario 195/67.
4 Véase TOPDAT, Sumario 285/67.
5 Véase TOPDAT, sumario 285/67. Juan Montalbán y su hermano Francisco Montalbán 
(también procesado en Sumario 241/72) fueron dirigentes de las CCOO de Valencia.
6 Véase TOPDAT, sumario 143/67.
7 Véase TOPDAT, Sumario 342/68.
8 Véase TOPDAT, Sumario 356/68.
9 Véase TOPDAT, Sumario 327/68.
10 Véase TOPDAT, Sumario 251/68. Felipe Cruz había sido encausado por una reunión simi-
lar en Sumario 217/67.
11 Véase TOPDAT, Sumario 260/68.
12 Véase TOPDAT, Sumario 470/69.
13 Véase TOPDAT, Sumario 455/70.
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Junto a los 1 de mayo, las jornadas de lucha que planifican a nivel 
nacional las CCOO, como la del 27 de octubre de 1967, provocarán 
numerosas detenciones y procesamientos de militantes de CCOO. La 
presencia de los originarios de Andalucía volverá a aparecer en aquellos 
lugares donde se concentra la emigración. Por ejemplo, en Tarrasa se 
producirá una caída masiva de militantes de CCOO acusados de asistir 
a esas movilizaciones, a resultas de la cual serán procesadas 17 personas, 
de las que cinco son originarios de Andalucía: los cordobeses José Durán 
Santamaría (Hornachuelos) y José Muñoz Jordán (Priego de Córdoba); 
los granadinos Manuel Fernández Medina (Fonelas), Manuel Maza Ro-
dríguez (Valderrubio) y Joaquín Vaca Espinosa (Agrón); y el onubense 
Juan Manuel Gómez Durán. En esa misma jornada de lucha será tam-
bién detenido en Mataró y, posteriormente,  procesado por el TOP el 
granadino José Luis López Bulla.169

Por otra parte, la presencia de muchos jóvenes tanto en las Comisio-
nes Obreras Juveniles como en las Juventudes Comunistas será también 
motivo de detenciones y procesamientos en el TOP. En numerosos ca-
sos el expediente lo forman casi exclusivamente jóvenes procedentes de 
Andalucía. En la caída de las Comisiones Obreras Juveniles de Sabadell 
de mayo de 1971, serán procesados seis miembros de aquéllas: José Mo-
raleda Martínez, de Guadahortuna; Francisca García Lorite, de Linares; 
Leonor Gálvez Medina, de Sabadell; Vicente Martínez Fernández, de 
Guarromán (Jaén); Ramón Muñoz Rueda, de Los Corrales (Sevilla) y 
Jesús Muñoz Llamas, de Villanueva de la Algaida (Málaga).170 O la caída 
de las CCOOJJ de Barcelona del 4 de febrero de 1969, donde de los 
20 procesados acusados de asociación ilegal, ocho de ellos son origina-
rios de Andalucía: los jienenses Francisco Rueda Medina (Mengíbar) y 
José Quesada García (Baeza); los granadinos Antonio Pérez de la Rica 
y Eduardo Martín Correa (ambos, de Alhama de Granada) y José Palma 
López (Belicena); los cordobeses Rafael Tejero Gamuza (Palma del Río) 
y Ángel Capilla González (Hinojosa del Duque) y el malagueño Ramón 
Jaime Villanueva.171

169 Véase TOPDAT, Sumarios 553/67 y 518/67, respectivamente.
170 Véase TOPDAT, Sumario 583/71 y Sentencia Núm. 215/72.
171 Véase TOPDAT, Sumario 427/69.
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No hemos descendido –no es nuestra pretensión- a la represión que 
se cierne sobre las organizaciones políticas donde en casi todas ellas 
volvemos a encontrar la presencia de emigrantes andaluces, tanto en 
el PCE/PSUC como en los partidos de “la izquierda revolucionaria”. 
Sólo hemos constatado que la emigración andaluza –tenga o no motivos 
económicos y/o políticos- reforzará la resistencia antifranquista y, en 
determinados sectores –especialmente la metalurgia o la construcción- y 
lugares de destino donde se concentran, protagonizará parte de la con-
flictividad obrera desde mediados de los años sesenta. 





SEGUNDA PARTE

LOS ESTUDIANTES ANDALUCES 
ANTE EL TOP

Por Pedro Sánchez Rodrigo
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1
Los estudiantes contra la Dictadura; 
la Dictadura contra los estudiantes

El 2 de junio de 1967 una sentencia judicial declaraba ilegal el Sindicato 
Democrático de de Estudiantes Universitarios de Barcelona (SDEUB), 
fundado un año antes con motivo de la revuelta estudiantil conocida 
con el nombre de Caputxinada, y primero de los SDEU que fueron apa-
reciendo paulatinamente en la mayoría de las universidades españolas. 
Unos meses después, en noviembre del mismo año, el Tribunal Supremo 
declaraba subversiva e ilícita a la principal organización de trabajadores 
que se enfrentaba a la dictadura, las Comisiones Obreras, que practicaba 
por entonces la estrategia de ocupación de las estructuras del Sindicato 
vertical franquista, lo que le había dado un importante éxito en las elec-
ciones sindicales de 1966, dinamitando así por su eje uno de los pilares 
de la política social del franquismo.

Las dos ilegalizaciones demostraban, por un lado, la pujanza que 
estaban adquiriendo los movimientos sociales y el protagonismo, entre 
estos, de obreros y estudiantes como vanguardia en la oposición al fran-
quismo; por otro, la imagen de apertura que el Régimen quería enseñar 
al exterior quedaba nuevamente dañada por una política restrictiva que 
manifestaba su verdadera naturaleza autoritaria, represora y contraria a 
los derechos humanos y a las libertades civiles que imperaban en laEu-
ropa occidental. 

Los universitarios habían conseguido con sus luchas y movilizacio-
nes desde 1962 arrinconar el discurso ideológico del Régimen en la ins-
titución que debía transmitirlo y perpetuarlo y fueron los primeros, y 



200

Pedro Sánchez Rodrígo Los estudiantes andaluces ante el TOP

únicos, en la historia del franquismo en acabar, en 1965, con una de 
las organizaciones fundacionales de la Dictadura, el SEU, el sindicato 
falangista de estudiantes universitarios que controlaba la vida académica 
y era de afiliación obligatoria para todos aquellos que se matricularan en 
la Universidad. La creación de una nueva organización, menos ideolo-
gizada en principio, pero tan burocrática y dependiente del Movimiento 
como la anterior, la APE, Asociación Profesional de Estudiantes (AE 
desde el verano de 1966), fue contestada sin titubeos por los estudian-
tes de toda España, que, conscientes del nuevo montaje institucional, la 
rechazaron y se aprestaron a crear una organización independiente que 
tenía como objetivo agrupar a la mayoría de ellos en un proyecto demo-
crático que culminaría con la organización de un Congreso Nacional 
de Estudiantes que reformaría la Universidad. Detrás de los SDEU se 
encontraban, vertebrando su activismo, distintas organizaciones, pero, 
entre ellas, destacaba por su gran peso específico el PCE. 

Para evitar la reiteración de tantas movilizaciones en la Universidad, 
fue configurándose una extensa normativa gubernamental: en febrero de 
1967 se aprueba una orden ministerial que autorizaba a la policía a entrar 
en los recintos universitarios; en enero de 1968 se crea la Policía de Orden 
Universitario, que inmediatamente se instala en los campus, en principio 
a las órdenes del rector y los decanos; para evitar una repetición del mayo 
francés, en septiembre de ese mismo año de 1968, se crea un Servicio 
Especial para combatir la subversión en la Universidad dirigido por el 
coronel San Martín (este organismo años más tarde ampliaría sus funcio-
nes convirtiéndose en el  SECED, posteriormente CESID) y dos meses 
después se constituye la denominada Comisión Universidad, compuesta 
por varios ministerios, entre ellos el del Ejército, bajo la presidencia de 
Carrero Blanco, para tratar asuntos de orden público relacionados con la 
Universidad. Como es lógico, la reforma aprobada en marzo de 1971 de 
la Ley de Orden Público de 1959, por la que aumentaba la cuantía de las 
multas, se exigía el certificado de buena conducta en organismos estatales 
o se suprimía el juzgado de instrucción, unida a la reforma del Código Pe-
nal, aprobada en noviembre de ese mismo año de 1971, por la que se am-
pliaban los supuestos de asociación ilícita y propaganda ilegal, incidieron 
de manera evidente en las organizaciones y luchas estudiantiles, que, de 
manera más específica, tuvieron que soportar otros decretos represivos, 
como  los que creaban un consejo de disciplina en las universidades (julio 
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de 1972) y tribunales especiales para la represión académica (octubre del 
74) o regulaban sanciones (julio de 1975).

A todo este complejo entramado legal que sirvió para frenar las lu-
chas estudiantiles o reprimirlas desde su inicio, se había sumado desde 
su fundación en diciembre de 1963 el Tribunal de Orden Público (TOP), 
una de esas instituciones que nacían con objeto de dar una carta de lega-
lidad institucional a un régimen que hasta entonces funcionaba como si 
la guerra civil no hubiera terminado y encargaba la represión a tribunales 
militares. El nuevo Tribunal, cuyas decisiones, según se precisará en una 
de las reformas legales antes citada, la de la Ley de Orden Público del 
71, no se podían recurrir, se iba a especializar en la represión de la con-
testación y resistencia antifranquista. En este sentido, el movimiento es-
tudiantil constituía para el Régimen un desafío “que había que combatir 
con todas las armas al alcance, y es aquí donde, una vez más, entraba en 
juego el TOP como instrumento represivo dirigido contra la disidencia 
en las aulas universitarias”.172 

1.1. La represión sobre las universidades andaluzas 
En los años de existencia del TOP hubo cuatro universidades en Anda-
lucía, Sevilla, Granada, Málaga y Córdoba, éstas dos únicamente al final 
del periodo pues comenzaron su andadura en el curso 1972/73.173 Cada 
una siguió ritmos distintos en la lucha antifranquista y, en consecuencia, 
no fue igual en ellas la secuencia de la represión. 

Sevilla se incorporó al movimiento estudiantil del Estado en fecha 
temprana,174 lo que explica que, como veremos, los sevillanos estén ma-
yoritariamente entre los primeros estudiantes andaluces en personarse 
en las salas del tribunal. El rechazo al SEU y a sus prolongaciones, APE 

172 RÚA FERNÁNDEZ, Manuel: “El movimiento estudiantil catalán bajo el franquismo: una cons-
trucción interrumpida”, en TÉBAR HURTADO, Javier (ed.): Resistencia Ordinaria. La militancia y el 
antifranquismo catalán ante el Tribunal de Orden Público (1963-1977),  Publicacions Universitat de Valen-
cia, Valencia, 2012, p. 126.
173 Sobre la Universidad de Córdoba apenas hablaremos, ya que no conocemos estudios recien-
tes publicados sobre su movimiento estudiantil. Las facultades existentes ese primer curso, y últi-
mo en estudiantes cordobeses procesados, fueron Veterinaria e Ingenieros Agrónomos. Decreto 
2566/732 de 18 de agosto de 1972, por el que se crean las Universidades de Córdoba, Málaga y 
Santander, en BOE 30 de septiembre de 1972.
174 Ver RUBIO MAYORAL, Juan Luis: Disciplina y rebeldía. Los estudiantes en la Universidad de Sevilla 
(1939-1970). Universidad de Sevilla, Sevilla, 2005; CARRILLO LINARES, Alberto: Subversivos y 
malditos en la Universidad de Sevilla (1965-77). Universidad de Sevilla, Sevilla, 2007.
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y AE, será lo que aglutine las primeras formas de lucha entre los univer-
sitarios sevillanos a partir de 1964, en las que se mezclaba lo académico y 
lo político y que atraerán las primeras formas represivas. La contestación 
sevillana se desencadena a partir de marzo de 1965, como reacción a los 
famosos sucesos de febrero en Madrid que acarrearon la expulsión de 
varios profesores de la Complutense (Aranguren, Tierno Galván, Gar-
cía Calvo, Aguilar Navarro y Montero Díaz), en movilizaciones que se 
extienden a todo el distrito universitario con huelgas, manifestaciones 
y enfrentamientos con la policía, todo ello saldado con sanciones y ex-
pedientes disciplinarios, posteriormente anulados. En estos momentos 
apenas hay grupos organizados en la universidad hispalense, a excep-
ción de uno pequeño de la FUDE y de organizaciones democristianas 
(UED, AED). En los cursos siguientes se da un salto evidente mediante 
la creación de las primeras formas de coordinación entre organizaciones 
o facultades, como la Asociación Democrática de Estudiantes Sevillanos 
(ADES), en 1965/66, las Comisiones de Estudiantes o el SDEUS, en las 
que ya figuraban militantes de las JJSS y, sobre todo, del PCE.

La extensión de la contestación es un motivo que explica que en 
Sevilla se reúna la VI Reunión Coordinadora Preparatoria del 27 de fe-
brero al 2 de marzo de 1968, convocatoria clandestina que desencadena 
la actuación policial y una denuncia por la que los detenidos (cinco de 
ellos de la Universidad sevillana) pasaron al Juzgado Especial para Deli-
tos en Centros de Enseñanza, perteneciente al TOP. Desde entonces, las 
movilizaciones no se interrumpen ni dejan de crecer, al mismo tiempo 
que se producen contactos con la oposición obrera, y, en consecuencia, 
la represión se acentúa (aparte de numerosas sanciones gubernativas y 
académicas, 17 estudiantes pasaron al TOP durante ese año de 1968 
y otros 7 en 1969). La radicalización del estudiantado sevillano, con la 
crisis de Checoeslovaquia y el mayo francés como telón de fondo,  se 
pone de manifiesto en el año 1968 con el fin del SDEU, el nacimiento de 
las Comisiones de Estudiantes Socialistas, asamblearias, anticapìtalistas 
y revolucionarias, y el trasvase de la mayor parte de sus integrantes, y de 
muchos militantes del PCE, al PCE(i). 

El Estado de Excepción de enero de 1969 trajo consigo el ingreso 
en prisión, el confinamiento fuera de Sevilla o, para las chicas, el arresto 
domiciliario de un grupo nutrido de estudiantes. La represión, que conti-
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nuó los meses siguientes, sumió en un letargo las luchas estudiantiles del 
que despertaron con la llegada de nuevas promociones de estudiantes, 
la reconstrucción del PCE, la consolidación del PCE(i), la aparición de 
nuevas fuerzas políticas como Acción Comunista (AC) y, sobre todo, la 
oposición a la nueva Ley General de Educación (aprobada en el verano 
de 1970), que llevaba aparejada la discusión de los nuevos Planes de 
Estudio (especialmente Medicina) y los nuevos Estatutos universitarios. 
Los conflictos y las huelgas continuaron en la Universidad a lo largo de 
1971 con cierre oficial de facultades (Ciencias, Filosofía, Medicina), ex-
pedientes y sanciones académicas, a pesar de la represión desencadenada 
con el nuevo Estado de Excepción, en diciembre de 1970, motivado por 
las movilizaciones generalizadas contra el proceso de Burgos (el Consejo 
de Guerra a 16 militantes de ETA), represión que en Sevilla tendrá una 
especial gravedad al estar encabezada por la actuación indiscriminada y 
a gran escala del nuevo Jefe Superior de la Policía, Antonio Juan Creix, 
que supuso la desarticulación del Comité Provincial del PCE a finales de 
1970, la caída de los principales militantes de AC en mayo de 1971 y, por 
esas mismas fechas, del Comité Provincial del PCE(i). 

En los años siguientes, coincidentes con el rectorado de Manuel Cla-
vero Arévalo, la contestación se extendió, masificándose, alentada por 
los asamblearios Comités de Curso, y se prolongó sin solución de conti-
nuidad hasta el final del franquismo, con reivindicaciones cada vez más 
estrictamente políticas, en lo que Alberto Carrillo denomina, a partir de 
1973, fase “ultrapolítica”, caracterizada por la atomización organizativa 
en numerosas fuerzas políticas, entre ellas las que desde antes habían teni-
do peso en la Universidad hispalense (PCE y PCE(i)/JGR, AC) más otros 
grupúsculos de escasos militantes que surgen ahora (LCR, LC, OMLE, 
OCE-BR…). Son años de paros, cierres de la Universidad (marzo de 
1972) o de facultades, expedientes, detenciones y presencias ante el TOP 
de numerosos estudiantes (en torno a 40, entre 1971 y 1973). A pesar de 
la elevadísima conflictividad de los años finales de la dictadura,  con el 
aumento constante de la militancia en todos los partidos antifranquistas 
debido a la conciencia creciente del fin de la Dictadura y el caldo de culti-
vo que suponía una universidad cada vez más masificada, desde 1973 sólo 
dio lugar, por la tardanza de los juicios, a que un caso más se añadiera a la  
nutrida lista de estudiantes que son llamados al TOP.
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La Universidad de Granada siguió, en cambio, un proceso más len-
to175 y su incorporación a las luchas estudiantiles de manera masiva y or-
ganizada es más tardía. Mientras que otras universidades españolas (Ma-
drid, Barcelona, Valencia…) eran un hervidero de contestación, en la de 
Granada apenas había movilizaciones, y cuando éstas se producían eran 
aisladas y carecían de continuidad, sin organizaciones que vertebraran y 
dieran un mayor sentido a las luchas. No podemos hablar de la existencia 
en la capital del distrito de un verdadero movimiento estudiantil hasta 
que en enero de 1968 se celebra la primera Asamblea de Distrito, en 
donde queda fijada la primera plataforma reivindicativa de los estudian-
tes, y, por esas mismas fechas, se crea el Sindicato Democrático de Estu-
diantes de Granada (SDEUG), que tendrá su caladero principal, y único 
durante bastante tiempo, en la facultad de Filosofía y Letras, en la que 
surge también la primera célula universitaria del PCE en la primavera de 
ese mismo año de 1968. Todo ello explica que sea a partir de esa fecha 
cuando comiencen a generalizarse los casos de estudiantes granadinos 
procesados por el TOP, si bien habría que reseñar dos casos anteriores 
excepcionales, que poco o nada tienen que ver con el desarrollo de las 
luchas estudiantiles, el de José Luis Pérez Funes, estudiante de Filosofía y 
Letras que fue detenido el 23 de enero de 1964 y juzgado, y absuelto, en 
octubre de ese mismo año por su adscripción a la secta religiosa de los 
Testigos de Jehová, y el de Fernando García Lara, llevado ante el TOP 
como responsable de la publicación cultural Diapasón, acusado de “pro-
paganda ilegal” e “impresión clandestina”, en realidad una excusa formal 
por la que se quiso castigar un breve relato que contenía ciertas palabras 
procaces para la moral pacata y represora de la época, pero que le costó 
1 mes y 1 día de arresto mayor.176 

Desde el SDEUG se desarrollaron las principales movilizaciones es-
tudiantiles, se practicaron los denominados “juicios críticos” a la labor 
docente y comenzó una coordinación con el resto de organizaciones 
estudiantiles del Estado. En las vísperas del Estado de Excepción de 
1969 y también durante sus dos meses de aplicación, una primera oleada 

175 MARTÍNEZ FORONDA, A., SÁNCHEZ RODRIGO P., RUEDA CASTAÑO, I., SÁNCHEZ 
RODRIGO, J.Mª, CONEJERO RODRÍGUEZ, M. y RODRÍGUEZ BARREIRA, O.: La cara al 
viento. Estudiantes por las libertades democráticas en la Universidad de Granada (1965-1981). II volúmenes, 
Editorial El Páramo, Córdoba, 2012.
176 El asunto aparece reseñado y explicado en La cara al viento, op. cit. pp. 139-142.  
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represora, aunque no culminó en procesos ante el TOP (sólo un caso), 
en parte por las posturas conciliadoras y de mediación del Gobernador 
Civil y, sobre todo, del Rector de entonces, un tolerante Federico Mayor 
Zaragoza, se saldó, como “aviso a navegantes”, con numerosos deteni-
dos y una docena de estudiantes confinados en domicilios de parientes 
que vivían fuera de Granada. En los años siguientes, la contestación a 
la Ley General de Educación y la extensión del movimiento estudiantil 
de Filosofía y Letras a otras facultades (Ciencias, Derecho y Medicina, 
ésta por su oposición a las medidas selectivas) unirán las movilizacio-
nes estudiantiles a otras luchas sociales y ciudadanas, menos académi-
cas, entonces las autoridades universitarias y gubernativas considerarán 
sobrepasados los límites permitidos y se generalizará la represión. En 
esta situación, el nuevo Estado de Excepción proclamado en diciembre 
de 1970 cae como un mazazo sobre la militancia estudiantil, con veinte 
detenciones de estudiantes, de los cuales dos serán juzgados (Antonio 
Ayllón Iranzo y Javier Terriente Quesada, aquel será condenado a 3 años 
por asociación ilícita y éste será absuelto). En  todos estos años, el PCE 
es el principal partido, y prácticamente el único, de la lucha estudiantil, 
forma el núcleo del SDEUG, lo que explica esa “doble militancia” en 
gran parte de los procesados, hegemonía sólo contestada por grupos de 
breve recorrido relacionados con el PCE-ml, como los Comités Anti-
capitalistas (CAI), y, con mayor amplitud, por organizaciones cristianas, 
JEC y FECUM, que también recibirán los golpes de la represión. Esta 
represión y la aparición, a partir de 1973, de grupos más radicalizados a 
la izquierda del PCE (Plataformas Universitarias -(PUE)-, PCE(i)/PTE, 
MC, OIC, LCR), desbordan al antiguo SDEUG, cuya actuación queda 
limitada a partir de entonces a la realización de actividades culturales, y 
cambian el rostro de la contestación estudiantil, pero, aunque muchos 
de sus militantes serán detenidos en los años siguientes, coincide con 
el periodo en el que ya apenas se sustanciarán casos ante el Tribunal de 
Orden Público (sólo dos estudiantes de la Universidad relacionados con 
un caso de propaganda de CCOO), por lo que esas siglas no aparecen 
reseñadas en los procesos. 

La fundación de la Universidad de Málaga en el curso 1972/73 no 
varió la tradición de lucha que ya había mostrado la Facultad de Econó-
micas cuando formaba parte del distrito universitario granadino (ese cur-
so se creó también la Facultad de Medicina). En esos años había sido una 
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de las puntas de lanza de la contestación estudiantil, junto con Filosofía 
y Letras, incluso antes que ésta, con una más temprana implantación del 
PCE, lo que le había supuesto recibir importantes golpes de la represión 
en actividades relacionadas con su actividad partidaria en asuntos direc-
tamente políticos antes que académicos (el primero de mayo de 1967, 
como resultado de una manifestación no legalizada, 3 estudiantes fue-
ron detenidos y pasaron al TOP). Esta vinculación con el importante 
movimiento obrero de la provincia explica la presencia de estudiantes 
entre el casi centenar de militantes del PCE y de CCOO que cayeron 
entre mayo y junio de 1970 y que alguno de ellos pasaran al TOP donde 
recibieron sentencias condenatorias muy duras (7 años de prisión para 
Antonio Luque Sánchez o 1 año y 5 meses de prisión para Leopoldo del 
Prado Álvarez). Los dos primeros años de independencia académica se 
saldaron con numerosas detenciones y nada menos que 13 estudiantes 
procesados, prácticamente todos de Económicas. Los años siguientes 
coinciden, como en el resto de universidades andaluzas, con los años 
finales del Tribunal y, en consecuencia, ya no hay estudiantes sentencia-
dos, de todas formas algunas organizaciones muy radicalizadas, como el 
PCE(ml), alcanzaron en la capital de la costa del Sol una presencia poco 
habitual. 
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2 
La actuación del Tribunal 

contra los estudiantes andaluces 

2.1. Caracterización de los estudiantes procesados
En este apartado analizaremos cómo se respondió desde el TOP a la cre-
ciente marea de contestación estudiantil en Andalucía. Hay que advertir 
que los resultados que vamos a mostrar a partir de ahora no son todo lo 
precisos que quisiéramos. No disponemos de todos los datos necesarios 
tanto para la militancia de los encausados como para el tipo de estudios 
que habían llevado a cabo, es decir, de qué facultad provenían o su nivel 
académico. Además, los juicios se podían demorar incluso hasta 3 años 
después de la detención de los acusados, y la situación profesional del 
encausado ya no era la misma, podría haber terminado sus estudios, por 
la naturaleza de las carreras académicas, así que con toda probabilidad 
hay estudiantes que se nos escapan de la lista. De Leopoldo del Prado 
Álvarez y de José Alfonso Medina García, que cayeron en una redada 
contra el PCE en Málaga, se nos dice al principio del sumario177 que en 
1973 son economista e industrial, respectivamente, aunque páginas más 
adelante se nos aclarará que en 1970, año de la detención, estudiaban 
Económicas. Pero estas aclaraciones no se nos dan siempre. Las impre-
cisiones son también frecuentes. Del sevillano Francisco Núñez Alcón, 
que estuvo detenido casi cuatro meses bajo la acusación de asociación 
ilícita (militante del PCE), se escribe sin más que era “estudiante de di-

177 Véase TOPDAT, Sumario 464/70 y Sentencia nº 426/73 del 9 de noviembre de 1973.
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bujo”.178 En el caso de los tres jóvenes “estudiantes” onubenses enjuicia-
dos por impresión clandestina en mayo de 1974179, no se nos especifica 
qué estudiaban ni dónde, y, como el hecho que se juzga tuvo lugar un 
año antes, podemos suponer que uno de ellos, por su edad, 17 años en 
el momento del juicio, todavía era estudiante de Bachillerato cuando se 
produjo el delito. Incluso hay en los sumarios errores, por ejemplo, en 
lo referente al partido en el que militaban los procesados cuando se les 
acusaba de asociación ilícita, errores explicables en algún caso puesto 
que era común cambiar de organización. Como con la lectura detenida 
de los sumarios no logramos esclarecer todos los datos, ha habido que 
recurrir a las publicaciones ya citadas sobre el movimiento estudiantil o 
a entrevistas personales con los encausados, que no siempre han sido 
posibles. Por todo ello, los datos que presentamos a partir de ahora son 
aproximativos, aunque muy cercanos a la realidad.

En la primera tabla distribuimos los procesos que llevó el TOP con-
tra estudiantes andaluces. El número de los procesados fue algo menor 
porque seis de ellos sufrieron dos procesos y uno (el granadino Antonio 
Ayllón Iranzo, estudiante de Filosofía y Letras) tuvo que acudir en tres 
ocasiones. En total, 136 procesados para 144 procesos. Al analizar el 
peso que la represión franquista tuvo sobre las universidades y los cen-
tros de enseñanza de Andalucía, consideramos andaluces a todos los 
efectos a aquellos estudiantes que siendo de otras comunidades o regio-
nes se encontraban en Andalucía residiendo y estudiando en el momen-
to de cometer el “delito” que les llevó ante el Tribunal, aún cuando al 
iniciarse el juicio se encontraran residiendo fuera de ella, como ocurrió, 
por ejemplo, en el caso de José Mª Luis Limiñana Canal, grancanario, 
que, cuando tiene que acudir a juicio el 16 de octubre de 1972, dos años 
después de haber sido detenido en Granada, donde estudiaba Exactas, 
había fijado nuevamente su residencia en Canarias, concretamente en La 
Laguna.180 Por el contrario, de estudiantes detenidos y procesados por 
sus actividades políticas fuera de Andalucía sólo hemos registrado un 
caso, el del malagueño Guillermo López Vera, estudiante de preuniver-
sitario, que fue detenido el 15 de febrero de 1968 en Salamanca, acusado 

178 Véase TOPDAT, Sumario 194/71 y Sentencia nº 392/73 del 17 de octubre de 1973.
179 Véase TOPDAT, Sumario 427/73 y Sentencia nº 262/73 del 13 de mayo de 1974.
180 Véase TOPDAT, Sumario 464/70 y Sentencia nº 213/72 del 16 de octubre de 1972.
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de distribuir propaganda de la ilegal FUDE, por aquel entonces contro-
lada por el PCE(ml) y a punto de desaparecer.181

Tabla 1. Distribución provincial de los procesos

PROVINCIAS Por Sumario TOP % Por lugar de nacimiento %
Almería - - - -
Cádiz 3 2 8 5,5
Córdoba 8 5,5 13 9
Granada 39 27 28 19,5
Jaén 1 0.5 10 7
Huelva 3 2 9 6,3
Málaga 22 15,5 8 5,5
Sevilla 68 47,5 33 23
Ceuta - - 4 2,8
Melilla - - 3 2
Resto de España - - 26 18
Extranjero - - 2 1,4
Total 144 100 144 100

Fuente: TOPDAT y elaboración propia 

Como es lógico, la agrupación de la mayoría de los sumarios en dos 
provincias tiene que ver con la existencia de las dos universidades cuya 
evolución de contestación y represión hemos analizado de manera suma-
ria en páginas anteriores. Granada y Sevilla, en orden según su número de 
estudiantes por entonces, funcionaban como centros regionales, capitales 
universitarias de la Andalucía oriental y occidental, respectivamente, po-
seían casi todas las facultades del distrito y recogían numerosos estudian-
tes de Jaén, Málaga y Almería, y también de Ceuta y Melilla, en el primer 
caso, y de Córdoba, Cádiz y Huelva en el segundo. En las otras provincias 
se situaban algunas facultades (Ciencias Económicas y Empresariales, de 
Málaga), Escuelas Universitarias (ATS, Magisterio…) y los Colegios Uni-
versitarios, creados para disminuir la llamada masificación y, en conse-
cuencia, la excesiva y peligrosa, para las autoridades, concentración del 
alumnado; a pesar de que en ellos se impartían los primeros cursos de 
las facultades de Ciencias y Letras, como continuaban sus estudios en las 

181 Véase TOPDAT, Sumario 82/68 y Sentencia nº 166/68 del  23 de octubre de 1968.
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capitales de los distritos, la gran mayoría de estudiantes se concentraba 
en éstas: si tomamos los datos de la Universidad de Granada como ejem-
plo, en el curso 1975/76 había 5.609 estudiantes en el conjunto de todas 
estas subsedes universitarias, de un total de 33.698, es decir un 16% de 
las matriculaciones. Esta concentración de alumnos y alumnas de distin-
tas provincias en una ciudad distorsiona los datos sobre la participación 
real de los habitantes de las provincias en el resultado final. Teniendo en 
cuenta que el dato del domicilio tampoco nos ayudaría porque, como 
hemos podido comprobar en los sumarios, aunque su domicilio familiar 
estuviera en otro lugar, la mayoría de los estudiantes consignaban la re-
sidencia que tenían en la ciudad donde estudiaban, y, por otro lado, hay 
que volver a insistir en la demora de los juicios, creemos que la reorgani-
zación de su número atendiendo al lugar de nacimiento refleja con más 
exactitud el impacto de la represión del TOP sobre los estudiantes en 
las distintas provincias andaluzas. Aún así, siguen siendo las provincias 
de Sevilla y Granada las que tienen más alumnos procesados, y en tercer 
lugar los estudiantes procedentes de fuera de Andalucía, dato no menor 
puesto que el origen de muchas organizaciones políticas se explica por 
la presencia de estudiantes del resto de España que difundían las nuevas 
ideas y formas organizativas en los centros escolares de acogida. Por otra 
parte, en el caso de los estudiantes sevillanos y granadinos, 39 de los 56 
señalados procedían de las capitales provinciales.

La distribución por facultades y universidades de los estudiantes 
procesados aparece reflejada en la siguiente tabla. No están todos los que 
fueron porque, como ya se ha dicho, no aparece siempre recogido en los 
sumarios el dato de sus estudios. No contabilizamos entre los procesa-
dos los tres alumnos de Cádiz, los ocho de Córdoba,182 los tres de Huelva 
y uno de Jaén, quince en total, más tres de Málaga, diez de Sevilla y tres 
de Granada, de los que también desconocemos sus estudios concretos y 
dónde los realizaban; así mismo tampoco se cuenta para la Universidad 
de Granada con el anteriormente citado estudiante de preuniversitario 
malagueño Guillermo López Vera, porque cuando fue detenido estaba 
matriculado en la Universidad de Salamanca. 

182 Aunque sabemos que tres estudiantes cordobeses procesados y absueltos por el delito de mani-
festación no pacífica, Ángela Díaz Usano, Ángela Guerra Zamora y Pedro Pablo de Moya Valero 
eran estudiantes de Turismo, Psicología y Filosofía y Letras, respectivamente, TOPDAT, Sumario 
150/73 y Sentencia nº 254/74, del 6 de mayo de 1974.
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Tabla 2. Procesos por Facultades. 
(Se cuenta por sumarios, no por procesados)

Facultades Granada Málaga Sevilla TOTAL
Filosofía y Letras 19 1 9 29
Medicina 7 - 16 23
Ciencias 3 - 7 10
Derecho 2 - 8 10
Farmacia 2 - - 2
Económicas 8 10 18
Aparejadores - - 6 6
Ingeniería In. - - 1 1
Peritos - 1 - 1
Magisterio 1 - 2 3
BB.AA. - - 1 1
Bachillerato y PREU/COU - 1 3 4
TOTAL 42 13 53 108

Fuente: TOPDAT y elaboración propia 

Casi la mitad de los procesos pertenecen a la Universidad de Sevilla, 
con menos matrículas que la granadina, pero más precoz en su activismo, 
a pesar de que en ésta incluimos al alumnado procesado de la Facultad 
de Ciencias Políticas, Económicas y Empresariales, con sede en Málaga, 
hasta el curso 1972/73 en el que se fundó la Universidad malacitana, que 
por ser más tardía aparece con una cifra claramente inferior.

Queda claro con estos datos el predominio de tres facultades en la 
lucha antifranquista y en la represión consiguiente: Filosofía y Letras 
de Granada, Económicas de Málaga y Medicina de Sevilla aglutinan 53 
de los 108 sumarios, casi la mitad, el 49%. Como también Filosofía de 
Sevilla y Medicina de Granada aparecen entre las cinco facultades más 
castigadas por el TOP, quiere decir que estas dos carreras (52 de los 108 
procesos reseñados) podrían pasar por las más conflictivas de los distri-
tos universitarios andaluces.183 Sus cifras de matriculación, las más nume-
rosas de sus respectivas universidades (en Granada estas dos facultades 
estuvieron desde el curso 66/67 hasta el 73/74 a la cabeza de las matri-

183 Ya vimos que un estudiante cordobés, Pedro Pablo de Moya Valero, que no figura en esta rela-
ción, era también estudiante de Filosofía y Letras.
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culaciones, alternándose en el primer lugar), no explican necesariamente 
ese predominio. Para comprender mejor su protagonismo distribuimos 
cronológicamente los datos de las principales facultades atendiendo a la 
fecha del sumario (a veces un mes o dos posterior a la detención, lo que 
nos llevaría al año siguiente si aquélla se efectuó en diciembre) nos daría 
la siguiente tabla:

Tabla 3. Procesos por facultades (fecha del sumario)

Años FyL Med. CC. Der. Far. Apar. Econ. Magis. Bach.
1966 1 - - - - - - - -
1967 - - - - - - 2 1 -
1968 4 2 2 6 - 4 - - 1
1969 2 3 - - 1 - - -
1970 8 5 3 - 1 - 4 - -
1971 7 12 - - - - - 1 -
1972 1 2 1 - - 1 - - 2
1973 5 - 1 4 1 - 12 1 1
1974 1 2 - - - - - - -
Total 29 23 10 10 2 6 18 3 4

Fuente: TOPDAT y elaboración propia 

Se puede observar que Filosofía fue constante en su lucha desde 
1968, y apenas hubo altibajos reseñables, mientras que Medicina aparece 
de manera vigorosa a partir de 1970, es decir, cuando la aprobación de 
la LGE, los nuevos planes de estudio, la dificultad de realizar prácticas 
en facultades masificadas y, sobre todo, la posibilidad de adoptar filtros 
de entrada (“numerus clausus”, cursos selectivos) formarán el caldo de 
cultivo donde crecerá la contestación de su alumnado. La importancia de 
los estudiantes de Derecho a finales de los años sesenta, sobre todo en la 
Universidad hispalense, “los primeros en mostrar su descontento”,184 se 
fue diluyendo con el paso de los años. En lo que se refiere a Económicas 
de Málaga, llama la atención el hecho de que, aunque en años anteriores 
también se habían producido numerosas detenciones, es en 1973, el pri-
mer año de funcionamiento completo de la Universidad de Málaga (dos 
últimos trimestres del curso 1972/73 y primero del 73/74) cuando la 

184 CARRILLO LINARES, Alberto, op. cit. p. 180.
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cifra se dispara, deducimos de esto que las autoridades gubernativas con-
sideraron necesario dar un severo escarmiento a los estudiantes díscolos 
y clarificar el panorama para cursos venideros.185

En cuanto a su distribución por niveles de enseñanza hay que señalar 
lo obvio, que la gran mayoría eran universitarios. Tenemos pocos casos 
especificados de estudiantes de Bachillerato o de Enseñanzas Medias, en 
total 4: el del alumno de Preuniversitario Guillermo López Vera, que fue 
detenido acusado de propaganda ilegal en Salamanca el 15 de febrero de 
1968 y juzgado en noviembre de ese mismo año; los sevillanos Eliácer 
Cansino Macías y María del Carmen Díaz Tardío, acusados, y absueltos 
en juicio, de manifestación no pacífica el 10 de marzo de 1972; o el del 
estudiante de Bachillerato Manuel Pulido Matos que por difundir propa-
ganda de CC.OO. en Lebrija, donde vivía, será condenado a 3 meses de 
arresto menor. Sin embargo, ya vimos cómo otros estudiantes fueron lle-
vados ante el Tribunal bajo la acusación de realizar actos no permitidos 
en Centros de Enseñanza Media, sin que se concrete su nivel de estudios. 
Es lo que ocurrió con los onubenses Gabriel Trave González, Manuel 
Ángel Vázquez Medel y Luis Miguel Arroyo Arrayas, los dos últimos 
residentes en Sevilla, que fueron juzgados por repartir unos panfletos, 
sin firmar, con el título “Carta abierta a los estudiantes de Huelva”, en el 
Instituto de Enseñanza Media de esa ciudad el 27 de abril de 1973, “sin 
haberlos presentado previamente en las dependencias de la Delegación 
del Ministerio de Información y Turismo” (no se especifica el conteni-
do); sólo el tercero de ellos fue condenado a 1 mes y 1 día de arresto 
mayor por considerar los jueces que era el responsable de la redacción y 
la reproducción en multicopista de la propaganda (“participación direc-
ta”).186

Antes de ser llevados al TOP, los estudiantes detenidos debían pasar 
un tiempo encerrados en la prisión provincial de manera preventiva y 
provisional, como vemos en la siguiente tabla.

Tabla 4. Prisión preventiva tras la detención (en años, meses y días)

185 Eso mismo pudo pasar en la coetánea Universidad de Córdoba, pues de los 8 cordobeses regis-
trados, 5 fueron detenidos en ese curso 1972-73, primero de su funcionamiento.
186 Véase TOPDAT, Sumario 427/73 y Sentencia nº 262/73 del 13 de mayo de 1974.
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Provincias Años Meses Días
Cádiz 1 2 61
Córdoba - 3 57
Granada - 35 170
Huelva - - 2
Jaén - 3 29
Málaga 1 28 367
Sevilla 2 60 476

Fuente: TOPDAT y elaboración propia 

Dando a los años un valor constante de 365 días y a los meses de 
30, nos da una cifra de 6.552 días, lo cual, teniendo en cuenta que los 
procesos fueron, como ya hemos visto, 144, resulta que, de media, los 
procesados sufrieron una pena en prisión preventiva de 45 días anticipa-
da a la que luego podían tener.

Una vez que había transcurrido este tiempo en la cárcel, algunos más 
de medio año (6 casos registrados) o incluso más de un año (tres casos 
registrados, uno de ellos, el sevillano Antonio Zoido Naranjo, 2 años 7 
meses y 27 días, nada menos, acusado de propaganda ilegal y asociación 
ilícita –PCE(i)-), se pasaba al Juzgado de Instrucción Pública y de aquí, 
una parte de ellos al TOP con auto de procesamiento. ¿En qué años pa-
saron los estudiantes al TOP? ¿Hubo años con más frecuencia que otros 
en la apertura de sumarios? En las dos siguientes tablas contemplamos 
en primer lugar, el número de sumarios clasificados por provincias y 
años y, en segundo lugar, el total de juicios, la mayoría en fechas poste-
riores,  clasificados de la misma manera. 

Tabla 5. Sumarios por provincias y años

Años Cádiz Córdoba Granada Huelva Jaén Málaga Sevilla Total  (%)
1963 - - - - - - - -
1964 - - 1 - - - - 1 (0,6)
1965 - - - - - - - -
1966 - - 1 - - - - 1 (0,6)
1967 - - - - 3 1 4 (2,7)
1968 - - 4 - - 1 17 22 (15,2)
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1969 - - 1 - - - 7 8 (5,5)
1970 1 1 19 1 5 1 28 (19,4)
1971 - 1 2 - - - 19 22 (15,2)
1972 - 1 - 2 - 3 10 16 (11,1)
1973 2 5 9 1 - 10 12 39 (27,0)
1974 - - 2 - - - 1 3 (2)
1975 - - - - - - - -
1976 - - - - - - - -
TOTAL 3 8 39 3 1 22 68 144

Fuente: TOPDAT y elaboración propia 

Tabla 6. Juicios en el TOP a estudiantes por provincias y años

AÑOS Cádiz Córdoba Granada Huelva Jaén Málaga Sevilla TOTAL
1963 - - - - - - - 0
1964 - - 1 - - - - 1
1965 - - - - - - - 0
1966 - - - - - - - 0
1967 - - 1 - - - - 1
1968 - - - - - 4 2 6
1969 - - 5 - - - 12 17
1970 - - 9 - - - 8 17
1971 1 2 8 - - - 4 15
1972 - - 3 - - 1 - 4
1973 - - 1 2 - 6 18 27
1974 2 4 8 1 1 2 10 28
1975 - 2 3 - - 9 13 27
1976 - - - - - - 1 1
TOTAL 3 8 39 3 1 22 68 144

Fuente: TOPDAT y elaboración propia 

Como podemos observar, la actuación del tribunal sobre los estu-
diantes universitarios andaluces sólo comenzó a partir de 1967 y se ge-
neralizó a partir de 1968. En los tres primeros años, 1964 a 1966, no hay 
más que dos casos y ninguno de ellos tiene que ver con una contestación 
política al Régimen (sendos juicios ya mencionados de un testigo de Je-
hová y el de la revista granadina Diapasón). La explicación hay que en-
contrarla en un movimiento estudiantil andaluz todavía no plenamente 
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constituido, con una escasa autoorganización y una débil vertebración 
política, sobre todo en la Universidad granadina. Es cierto que ya se ha-
bían producido importantes movilizaciones, como la de la Universidad 
sevillana en marzo de 1965, con grandes manifestaciones, la declaración 
de una huelga indefinida, extendida a la mayor parte de los centros uni-
versitarios, en movilizaciones que se prolongarían todo un mes y termi-
narían con la sanción gubernativa a 19 estudiantes de distintas Faculta-
des «por impedir violentamente el libre tránsito de vehículos y peatones 
(…), con desobediencia y agresión a los agentes de la autoridad y falta 
de respeto a los mismos».187 Sin embargo, estas actuaciones, que, cuando 
se repitan posteriormente, serán trasladadas al TOP, en este momento 
aún no se consideran de gravedad suficiente, e incluso se levantará la 
sanción. En 1967 hay cuatro sumarios abiertos y los cuatro no tienen 
nada que ver con movilizaciones estudiantiles, sino con movilizaciones 
del movimiento obrero en torno al 1º de mayo: recayeron en Antonio 
Espinosa González, en Sevilla; Antonio Lirola Sampere, Antonio Sal-
vador López Cano y Eduardo Enrique Martos Gutiérrez, en Málaga.188 
El año de 1968, en cambio, fue en el que se produjo el crecimiento de 
la contestación estudiantil en las dos universidades, ambas con sendas 
organizaciones del SDEU o la radicalización de unas luchas que ya con-
taban con el PCE en Granada, Málaga y Sevilla y el PCE(i) en Sevilla,  
es también, no hay que olvidarlo, el año de rebeliones estudiantiles en 
Europa y América que hizo temer al Régimen su contagio. Por lo tanto, 
ya no se trata sólo de reincidentes, o de movilizaciones de tipo acadé-
mico repetidas y continuadas en el tiempo con las que hay que acabar, 
en todos los casos se detecta por parte de las autoridades la aparición de 
células comunistas y la relación de numerosos estudiantes con las orga-
nizaciones del movimiento obrero, especialmente con las CCOO. Todo 
ello explica la intencionalidad política de actuar judicialmente y lo que 
antes suponía una simple sanción del Gobierno Civil, ahora puede llegar 
a ocasionar un sumario del Tribunal de Orden Público. El estado de ex-
cepción de 1969 fue el último aviso. A pesar de los detenidos y confina-
dos en los dos distritos, apenas pasan al TOP algunos estudiantes, todos 

187 CARRILLO LINARES, A.  op. cit. pp. 62-65.
188 TOPDAT, Sumario 206/67 y  Sentencia nº 27/68 de 12 de febrero de 1968 y Sumario 216/67 y 
Sentencia nº 85/68 de 24 de abril de 1968, respectivamente.
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ellos pertenecientes a la Universidad sevillana; Granada sigue a cubierto, 
pero a partir de 1970 ya no hay avisos que valgan. El número de juicios 
se disparó entre 1973 y 1975, favorecido por la existencia de un segundo 
tribunal de orden público creado a finales del año 1972, un total de 81 
sentencias, que afectaron al 56,6% del total de estudiantes procesados, 
un porcentaje similar al del número de sentencias que en esos mismos 
años se produjeron en todo el Estado.

Los juicios se produjeron con un retraso de varios años y así pode-
mos observar cómo a partir de 1974 no se practican sumarios que pasen 
al TOP (3 en ese año, ninguno en los dos siguientes), e incluso, si el 
número de sumarios fuera el utilizado para describir la intensidad de las 
movilizaciones antifranquistas, podría parecer que entre 1974 y 1976 los 
estudiantes no participaron apenas en luchas o acciones que les supusie-
ra detenciones, cuando por los estudios publicados sabemos que 1974 y, 
sobre todo, 1975 fueron muy agitados en las luchas estudiantiles (oposi-
ción a la selectividad, al decreto de participación Estudiantil, jornadas de 
lucha por el cierre de la Universidad de Valladolid, creación de la Junta 
Democrática y de la Plataforma de Convergencia Democrática, huelgas 
en solidaridad con trabajadores, gran aumento de la militancia, aparición 
o consolidación de fuerzas políticas más radicalizadas…) y especialmen-
te dramáticos por la represión que se abatió sobre los universitarios, con 
detenciones y acusaciones similares a las que años atrás terminaban en 
el Tribunal. Sólo en la Universidad de Granada, entre septiembre y no-
viembre de 1975, hasta pocos días antes de la muerte del Dictador, en 
diferentes redadas no sólo en la capital del distrito, sino también en los 
colegios universitarios de Jaén o Almería, que empezaban a despertar a 
las movilizaciones en esas fechas, cayeron al menos una treintena de es-
tudiantes, militantes del PCE, PUE, MC, PTE/JGR o CNT,  a muchos 
de los cuales se les castigó con prisión y fuertes multas (de 250.000 a 
500.000 pesetas en algunos casos)189 . Simplemente, el fin de la Dictadura 
y del propio Tribunal impidieron que todos estos casos se sustanciaran 
en procesos.

Después de haber cotejado los datos de los sumarios podemos decir 
que la edad media de los procesados en el momento de ir a juicio es de 

189 La cara al viento, op. cit. pp. 663-668. Para la evolución de las luchas estudiantiles de los Colegios 
Universitarios de Almería y Jaén, ver el mismo libro pp. 911-995 y 997-1040, respectivamente..
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21 años. Puesto que los juicios que hemos visto más rápidos tras la de-
tención se demoraban seis meses, y  lo más común es que tardaran entre 
un año o dos después de haberse abierto el sumario, en algunos casos in-
cluso pasaban de tres años, podemos concluir que cuando la mayoría de 
los procesados fueron detenidos se encontraban entre los 19 y 20 años, 
es decir, entre 2º y 3º de carrera universitaria, más o menos. 

La participación de las mujeres en estas cifras de procesos y proce-
sados fue pequeña en comparación con los estudiantes varones, el total 
no llega al 15 %, lo cual no corresponde con el peso que la mujer ya 
empezaba a alcanzar en las Universidades andaluzas, no muy alejadas 
del 36,7% del alumnado universitario, según datos publicados por Pi-
lar Ballarín para el curso 1975/76 en todo el Estado,190 porcentaje que 
era mayor en alguna de las facultades más comprometidas en las luchas 
antifranquistas, como Filosofía y Letras. Como ocurre en los datos ge-
nerales del TOP se produce un aumento a lo largo de los años, teniendo 
los picos en los años 1971 y 1973; posteriormente, al igual que entre los 
varones, los procesos disminuyen hasta desaparecer.

Tabla 7. Procesos organizados por género

Hombres Mujeres TOTAL
Cádiz 3 0 3
Córdoba 5 3 8
Granada 35  4 39
Huelva 3 0 3
Jaén 1 0 1
Málaga 20 2 22
Sevilla 58 10 68
TOTAL 125 (86,8%) 19 (13,2%) 144

Fuente: TOPDAT y elaboración propia 

190 BALLARÍN DOMINGO, Pilar: La educación de las mujeres en la España Contemporánea (siglos XIX-
XX. Ed. Síntesis. Madrid, 2001, p. 143.
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Tabla 8. Evolución de mujeres procesadas por años

1964 1965 1966 1967 1968 1969 1970 1971 1972 1973 1974 1975
- - - - 2 - 2 7 1 6 1 -

Fuente: TOPDAT y elaboración propia 

Otro dato que caracteriza a los estudiantes procesados es el de las 
conductas formuladas por la policía en los atestados, que aparecen refle-
jadas en la siguiente tabla. Para su categorización nos remitimos a lo que 
se escribe en la primera parte de este trabajo. Contamos por procesos no 
por procesados, porque en algunos de estos, al tener más de un proceso 
en varios años, se variaba la información sobre su conducta, es lo que 
ocurre con los granadinos Antonio Ayllón Iranzo (de buena a irregular, 
pasando por mala, en sus tres procesos), Joaquín Bosque Sendra (de du-
dosa a mala) y Arturo González Arcas (de buena a mala).

Tabla 9. Conductas de los procesados (por procesos)

Provincia Buena Mala Dudosa Irregular Total provincial
Cádiz 3 - - - 3
Córdoba 8 - - - 8
Granada 28 9 1 1 39
Huelva 3 - - - 3
Jaén 1 - - - 1
Málaga 17 5 - - 22
Sevilla 39 24 3 2 68
Total 99 (68,8 %) 38 (26,4%) 4 (2,8 %) 3 (2 %) 144

Fuente: TOPDAT y elaboración propia 

2.2 Delitos y faltas
Los hechos procesales, es decir, las acusaciones o motivos de detención 
fueron muy variados. Como ocurría con el resto de sectores de la pobla-
ción, las acusaciones motivadas por la contestación política se tipificaban 
de maneras diferentes: entre otras, las más importantes o comunes eran 
las de manifestación no pacífica o ilegal, propaganda ilegal, asociación 
ilícita, desórdenes públicos, insultos y ofensas a agentes de seguridad o 
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altas instituciones del Estado, incluido el Jefe del Estado, y, la más grave, 
terrorismo. Muchos de los encausados tuvieron que afrontar más de una 
acusación incluso en una misma sentencia y las peticiones de condenas 
podían ser en multas (dinero), en tiempo de prisión (meses y años) o en 
ambas.  En lo que se refiere a los estudiantes su incidencia fue la siguiente: 

Tabla 10. Acusaciones y condenas de los estudiantes andaluces 
en el TOP

Tipos de delito CA CO GR HU JA MA SE ACUSACIONES CONDENAS
Asociación ilícita 1 2 9 - 1 10 23 46 29 (63%)
Manifestación no pacífica
o ilegal

- 4 4 - - 8 29 45 12 (26%)

Propaganda ilegal - 3 21 1 9 15 49 29 (59%)
Impresión clandestina - - 2 1 - - 2 5 1 (20%)
Terrorismo 2 - - - - - - 2 2 (100%)
Insultos y ofensas - - 2 - - - - 2 1 (50%)
Falsificación DNI - - 1 - - - - 1 1(100%)
Desórdenes públicos o 
faltas de orden público

- - 4 2 - - 5 11 7 (63%)

Daños y lesiones - - - - - - 2 2 2 (100%)
Resistencia a la autoridad - - - - - - 2 2 2 (100%)
Total 3 9 43 3 2 27 78 165 86 (52,1%)

Fuente: TOPDAT y elaboración propia 

Nada menos que 145 de las 165 acusaciones corresponden a liber-
tades básicas, recogidas en la Declaración de Derechos Humanos de la 
ONU de 1948 y en la Constitución española de 1978, como son las 
de expresión, asociación y manifestación. Lo que demuestra no sólo la 
naturaleza del franquismo sino en qué consistía el activismo de los es-
tudiantes y cómo este se realizaba en la gran mayoría de las ocasiones 
de una manera pacífica. Según observamos, los casos que tienen que 
ver directamente con actos de violencia verbal o física, tipificados como 
“Terrorismo”, “Daños”, “Resistencia a la autoridad”, “Lesiones” e “In-
sultos” (el de ofensas al Jefe del Estado lo comentaremos luego) fueron 
muy escasos, 7, no llega al 5%, y se saldaron siempre con condenas. 

Los casos de “resistencia a la autoridad”, más todavía si iban acom-
pañados de “daños” o “lesiones” dejaban pocas esperanzas a los acu-
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sados. Emilio Martínez Gutiérrez salió huyendo tras una panfletada en 
el centro de Sevilla, junto a Correos, hizo caso omiso de la orden de 
detención de un miembro de la policía armada de paisano, forcejeó con 
él, cayeron al suelo con el resultado, según el sumario, de varios días de 
baja por lesiones del agente. Si bien el estudiante fue absuelto del delito 
de propaganda ilegal, no pudo, en cambio, escapar del mes y 11 días y las 
5.000 pesetas de multa de rigor por resistencia a la autoridad y lesiones.191 
Algo parecido le ocurrió al estudiante Antonio Montero León-Sotelo, 
el cual, a la salida de una representación teatral en el aula Magna de la 
Facultad de Letras en Sevilla, el 22 de noviembre de 1968, y como se 
montara una pequeña manifestación a las puertas del local, fue “reque-
rido” por el inspector García Casado pero intentó zafarse al grito de “a 
mí no me detiene nadie”; un “compañero” del estudiante, Antonio Mula 
Carrera, de profesión calefactor, acudió a echarle una mano, golpeó y 
derribó al inspector, siempre según el sumario, y a otro policía que inter-
venía le rompió el reloj y el traje. El resultado de la trifulca fue 6 meses 
y 10.000 pesetas de multa para el estudiante y 9 meses y un día y otras 
10.000 pesetas de multa para el trabajador.192

Los dos únicos casos tipificados como de “terrorismo” afectaron a 
dos hermanos gaditanos, estudiantes no sabemos de qué, pero militan-
tes ambos, al parecer, del PCE(ml), Antonio y José Manuel de la Herrán 
Noriega, acusados, junto con otros siete camaradas, de romper las lunas 
de una sucursal de la Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Cádiz, tras 
colocar dos banderas en la calle, una roja de su partido y otra republi-
cana del FRAP, un primero de mayo de 1973. Al hermano mayor, José 
Manuel, le cayeron 5 años, al menor 6 meses; en total, a los nueve, 31 
años y 12 meses de prisión. Sin embargo, un hecho similar ocurrido ese 
mismo año en Granada, el 11 de febrero, en el que se arrojaron “bolsas 
de pintura roja, piedras y cokteles [sic] Molotov” contra las instalacio-
nes del Banco de Granada supuso la imputación de Francisco Lozano 
Castellón, al que posteriormente se retiró la acusación, por “desórdenes 
públicos”.193

191 Véase TOPDAT 474/73 y Sentencia nº 228/74 del 29 de abril de 1974.
192 Véase TOPDAT 883/68 y Sentencia nº 192/69 del 28 de junio de 1969.
193 Véase TOPDAT 148/73  y Sentencia nº 170/74 del 30 de marzo de 1974. En la retirada de la 
acusación no se da ningún tipo de explicación a pesar de que  tuvo que aguantar 4 meses y 28 días 
de prisión preventiva.
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Las manifestaciones se consideraban “no pacíficas”, pues alteraban 
“la normalidad viaria” y, en ocasiones, se producian lanzamientos de ob-
jetos contra la policía y se atacaban autobuses o instalaciones públicas. 
Dentro de este grupo de manifestaciones no pacificas, incluían, además 
de concentraciones y sentadas, las asambleas no autorizadas en los re-
cintos universitarios: ocho estudiantes de Medicina de Sevilla pasaron 
una semana en prisión preventiva y posteriormente fueron juzgados y 
absueltos al desalojar por la fuerza el Aula Magna donde se iba a celebrar 
un Congreso de Pediatría para hacer una asamblea.194 No hacía falta, 
sin embargo,  que se incurriera en actos de violencia. El mero hecho de 
participar en estas “manifestaciones ilegales” y de proferir gritos de tipo 
reivindicativo o contra las autoridades bastaba para que la condena fuera 
muy severa, con meses de cárcel y multas abultadas. Antonio Manuel Bo-
canegra Martínez, estudiante de Derecho, lo pudo comprobar después 
de participar el 29 de marzo de 1968 en una manifestación no autorizada 
por el centro de Sevilla que llegó hasta la calle Sierpes, “emitiéndose 
voces de libertad, aparte otras, cuyo contenido no aparece bien con-
cretado…; interrumpiendo el tráfico y alterando la paz callejera”. Pues 
bien, el fiscal le solicitó la imposición de una pena de 6 meses y un día de 
prisión menor y una multa de 10.000 pesetas, ya que, según la tortuosa 
redacción del sumario, el acusado tenía 

“el móvil de lesionar los postulados ideales de la seguridad inte-
rior del Estado…entre los que cuenta el orden público, inferido 
del conocimiento que poseía el encartado de la falta de permiso 
para tal agrupación dinámica [la manifestación] y del embarazo 
[sic] del tráfico y perturbación de la normalidad vial que produjo 
su discurrir, debiendo reputarse al procesado como mero asis-
tente a la aglutinación, ya que no aparece acreditado que llevase 
a cabo acto alguno de dirección, pues únicamente circuló con 
la multitud [unas 60 personas], yendo en las primera filas, como 
otros inidentificados en el proceso”.195 

194 Véase TOPDAT, Sumario 1071/71 y Sentencia nº 110/73  del 12 de marzo de 1973.
195 Véase TOPDAT, Sumario 240/68 y Sentencia nº 170/69 del 10 de junio de 1969.
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Total, por la participación en una manifestación no autorizada, cinco 
meses de arresto mayor (seguramente “ayudó” que el encausado contaba 
con una “mala conducta” previa y no acudió a juicio, condenándosele en 
rebeldía).196 Una nueva sentencia contra el mismo estudiante en un juicio 
posterior demuestra la discrecionalidad de los castigos, pues, acusado de 
participar en otra manifestación realizada tres días antes de la anterior, fue 
condenado a 4 meses de arresto mayor, uno menos que en la sentencia 
previa.197 Del mismo modo le ocurre a Manuel Rafael Lara García, su 
participación en una manifestación en el campus de la universidad hispa-
lense, en la que se gritó “Abajo la represión” y “Libertad  de los presos 
políticos”, le costó 3 meses de arresto mayor, a pesar de que no constaba 
que su “conducta excediese de la mera participación”, pero ésta fue de 
tipo “consciente, voluntario y libre”.198 También a Jaime Zacarías Domín-
guez Abascal, sin antecedentes pero con conducta calificada de irregular 
(un hermano suyo, Francisco, había visitado ya las salas del Tribunal dos 
años antes), le impusieron 3 meses de arresto mayor por participar en una 
concentración en Medicina de Sevilla “en señal de protesta por el enjui-
ciamiento de ciertos sucesos de matiz político”.199 Lo que se castigaba era, 
por consiguiente, no el hecho de manifestarse sin autorización, sino el ca-
rácter político de la reivindicación: a dos estudiantes de COU sevillanos, 
Eliácer Cansino y Mª del Carmen Díaz,  se les absolvió en 1973 porque 
en su caso como “no se profieren gritos ni se altera la normalidad viaria, 
obedeciendo la formación del grupo y su deambular callejero a una mo-
tivación concreta, exenta de todo contenido político [en otro lugar de la 
sentencia se aclara que consistía en un “concreto problema académico”] 
quiebra la finalística de la infracción penal de que vienen acusados los 
procesados”.200 Por otra parte, la imposibilidad de acreditar la presencia 
en las manifestaciones que podríamos denominar estrictamente políticas 
justifica la mayor parte de las absoluciones.

196 Íbidem.
197 Véase TOPDAT, Sumario 562/68 y Sentencia nº 149/70 del 19 de mayo de 1970. Otros 7 estu-
diantes y licenciados fueron acusados por participar en la misma manifestación; todos, calificados 
con distintas conductas,  fueron absueltos, véase TOPDAT, Sumario 562/68 y Sentencia nº 296/68 
del 10 de noviembre de 1968.
198 Véase TOPDAT, Sumario 897/72, Sentencia nº 6 de 15 de enero de 1973.
199 Véase TOPDAT, Sumario 199/73 y Sentencia nº 38/74 de 28 de enero de 1974.
200 Véase TOPDAT, Sumario 385/72 y Sentencia nº 140/73 de 26 de marzo de 1973.
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Dentro de la categoría “desórdenes públicos” entran los boicots a 
actos oficiales, el lanzamiento de objetos contra la policía, pero también 
la colocación de carteles o las “conductas encaminadas a producir tu-
multos” que alteren el orden dentro de los recintos universitarios. Entre 
los boicots destaca el realizado por un grupo de universitarios sevillanos 
de diversos partidos como el PCE y el PCE(i), que interrumpieron el 
acto de Apertura de Curso 1968/69 en la Universidad de Sevilla, con 
insultos a las autoridades y gritos en recuerdo de los estudiantes expulsa-
dos de la Universidad en los conflictos de marzo y lanzamiento de toma-
tes y ampollas pestíferas; días después fueron detenidos tres alumnos, el 
estudiante de aparejadores Emilio Senra Biedma, el de Derecho Ignacio 
Delgado Pérez y la de Filosofía y Letras Mª de las Nieves Pérez Almero, 
y eso a pesar de que la participación había contado con un grupo más 
numeroso de estudiantes, “algunos de los cuales estaban perfectamente 
identificados”.201 Los tres detenidos fueron condenados a 4 meses y un 
día de arresto mayor y 5.000 pesetas de multa.202 A Joaquín Pérez Prados, 
en una concentración ante el Decanato de Derecho en Granada, por 
“proferir unos gritos y adoptar una actitud que, lógica y naturalmente, 
provocó una reacción en cadena, entre gran número de los asistentes, de 
carácter tumultuario en aquélla y b) una perturbación del orden público 
dentro del referido centro de carácter grave”, le cayeron  tres meses de 
arresto mayor y 5.000 pesetas de condena.203

Los delitos relacionados con las libertades de imprenta y de publi-
cación fueron los de  “propaganda ilegal” e “impresión clandestina”. 
En este último el delito consistía en ser el autor de los textos incrimi-
nados (“participación directa”) o el responsable de la impresión, que en 
el mundo universitario significaba desempeñar la dirección de revistas 
estudiantiles, como le ocurrió a Fernando García Lara, en la temprana 
fecha de 1966, director de la revista “Diapasón”, en un caso ya citado, o a 
Ildefonso Prieto Muñoz, director del Boletín de la Asociación de Estudiantes 
de la Facultad de Medicina de Granada, por permitir la publicación de un ar-
tículo titulado “La Gran Faena”, “en el que en forma de crónica taurina y 

201 p. 237, n.32 de “Subversivos y malditos en la Universidad de Sevilla. 1965-77”, CARRILLO 
LINARES, Alberto. Universidad de Sevilla, 2007.
202 Véase TOPDAT Sumario 782/68 y Sentencia nº 236/69 de 29 de septiembre de 1969.
203 Véase TOPDAT Sumario 964/73 y Sentencia nº 527/74 de 6 de diciembre de 1974.
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jocosa se alude veladamente al Jefe del Movimiento Nacional que dice da 
muerte “al toro llamado “falangito””;204 el autor del texto, Ramón Pablos 
Ortega, fue también procesado por ofensas al Jefe de Estado. Ambos 
terminaron absueltos. 

Los asuntos relacionados con la propaganda ilegal consistían bási-
camente en la siembra de panfletos o la colocación de carteles políticos 
en los muros de los centros universitarios. A dos estudiantes sevillanos, 
Inés Jaraquemada Pérez de Guzmán y Fernando León Pardo de Tejada, 
estudiantes de Filosofía y Letras, les detuvieron por llevar encima “varias 
hojillas engomadas” en contra de un proceso a militantes de CCOO y, 
a pesar de que se les detuvo y estuvieron un par de días en el calabozo, 
luego fue retirada la acusación por no “tener intención de fijarlas en lu-
gares públicos”.205  

En otros casos no hubo tanta suerte, sólo en Granada nueve estu-
diantes  pasaron al TOP en distintas fechas acusados de difundir pro-
paganda de la organización sindical obrera CCOO, por entonces ilegal. 
Estos estudiantes eran con probabilidad, aunque no se especifique, tam-
bién militantes del PCE o de la UJCE, lo cual aumentaría el número de 
militantes del Partido que estuvieron implicados en el total de las caídas. 
No era tan común el fenómeno contrario, el de militantes comunistas 
obreros, bien de organizaciones sindicales o de partidos políticos, que 
cayeran en actividades del movimiento estudiantil. Uno de los pocos 
casos fue el del metalúrgico granadino de 18 años José Romero García, 
detenido junto al también granadino Manuel Vargas Rienda, estudiante 
de Filosofía y Letras, el 26 de diciembre de 1970 cuando repartían pro-
paganda del Departamento de Información del SDEUG en contra del 
proceso de Burgos. Ambos fueron condenados por el TOP, Romero 
a 6 meses y  5.000 pesetas por propaganda ilegal y 10.000 pesetas más 
por falsificar un carnet de estudiante; Vargas a 9 meses y 10.000 pesetas 
de multa por propaganda ilegal y 1 mes y 1 día y otras 5.000 pesetas de 
multa por falsificar el DNI.206

204 Véase TOPDAT Sumario 165/70  y Sentencia nº 237/70 de 26 de octubre de 1970.
205 Véase TOPDAT Sumario 822/73 y  Sentencia 132/75, de 17 de marzo de 1975.
206 TOPDAT Sumario 37/71 y Sentencia 196/71 del 28 de junio de 1971. Sirvan estos datos para 
rectificar el error aparecido en MARTÍNEZ FORONDA, Alfonso: La lucha del movimiento obrero 
en Granada, FES-CC.OO-A, Granada, 2012, pp. 268-269, en donde se escribía que Vargas no fue 
siquiera procesado.
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En este sentido, los delitos más numerosos y más severamente cas-
tigados eran los que pertenecían a la categoría de  “asociación ilícita”.  
Incluía  todas aquellas organizaciones que, según se repite en numerosos 
sumarios, tienden “al cambio, por la fuerza, de la vigente estructura del 
Estado hispano”, o bien tienen como objetivo “subvertir violentamen-
te, o destruir, la organización política, social, económica o jurídica del 
Estado hispano”. En la tabla 11 aparecen las organizaciones políticas 
a las que se adscriben los estudiantes detenidos, hay que aclarar que en 
determinadas ocasiones ha habido que “rectificar” la sentencia, pues se 
identifica con el PCE individuos que estaban al margen de éste, en otras 
organizaciones, especialmente el PCE(i), posterior PTE, como ocurre 
con la caída en Sevilla de finales de enero y principios de febrero de 
1969.207 La pertenencia a los partidos es confusa no sólo por los errores 
de adscripción de la propia policía, que mezclaba y confundía las organi-
zaciones, sino por la propia evolución de política de los estudiantes que 
les hacía cambiar de partido con relativa frecuencia.

Tabla 11. Distribución de estudiantes en organizaciones 
de la resistencia andaluza

CA CO GR JA HU MA SE TOTAL
PCE/UJCE 1 5 15 1 7 5 34
CCOO 2 9 1 4 16
PCE (i)/PTE 5 18 23
PCE-ml 2 2 5 9
FUDE 1 1
AC 5 5
OCE-BR 2 2
LCR 2 2
OMLE 1 1
PLAT. DEM. 2 2
C DE B* 1 1
FECUM* 2 2
TJ* 1 1
SDEUG 7 7
SDE[US] 3 3

207 Véase TOPDAT, Sumario 180/69 y Sentencias nº 38/70 de 13 de febrero de 1970 y 250/71 del 
20 de octubre de 1971.
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CDE* 1 1
AEM* 2 2
TOTAL 3 8 40 1 20 40 112
*C de B: Comité de Barrios; FECUM: Federación Española de Congregaciones Universitarias Ma-
rianas; T.J.: Testigos de Jehová; CDE: Comisión Democrática de Estudiantes; AEM: Asociación de 
Estudiantes de Medicina

Fuente: TOPDAT y elaboración propia 

Como ocurre con el movimiento obrero, de nuevo, se observa cómo 
el Partido Comunista de España (PCE) es la principal víctima de la re-
presión por su protagonismo en las movilizaciones. El porcentaje de 
estudiantes del PCE o de sus Juventudes en relación al total de militantes 
procesados es del 30% que asciende a más del 40% si le añadimos los de 
CC.OO. Es producto de varias caídas importantes, entre las que se cuen-
ta una en Sevilla en diciembre de 1970 que afecta a las Juventudes, con 
una decena de detenciones, entre ellos un estudiante “de dibujo”, o las 
que se produjeron en Granada ese mismo año de 1970 que terminaron 
con 8 estudiantes en el TOP en distintos procesos. 

El tener relación con organizaciones sindicales obreras era un aña-
dido, como se observa en la sentencia citada de la caída del incipiente 
PCE(i) en Sevilla, en la que se acusa a los imputados de establecer con-
tactos con CCOO.208 En una concentración convocada por CCOO ante 
el edificio de Sindicatos en Sevilla el 1º de mayo de 1967 fue detenido 
el estudiante de Magisterio, Antonio Espinosa González, junto a líde-
res sindicales como Eduardo Saborido o Fernando Soto. A todos se les 
condenó a 3 meses de arresto mayor por manifestación no pacífica.209 
Los primeros de mayo eran días especialmente conflictivos en los que la 
represión era más intensa: dos detenidos por lanzar objetos contra la po-
licía, de ellos un estudiante, Guillermo Falcet Mora, el único condenado, 
a 3 meses de arresto y 10.000 pesetas por desórdenes públicos,  el 1 de 
mayo de 1968.210

208 Véase TOPDAT, Sumario 180/69 y Sentencias nº 38/70 de 13 de febrero de 1970 y 250/71 del 
20 de octubre de 1971.
209 Véase TOPDAT , Sumario 206/67 y Sentencia nº 27/68 del 12 de febrero de 1968.
210 Véase TOPDAT, sumario 358/68, Sentencia nº 153/68, de 8 de octubre de 1968.
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Al menos 23 estudiantes del PCE(i), posterior PTE, fueron procesa-
dos por el TOP, todos de Sevilla menos 5 procedentes de Málaga (de es-
tos, 4 fueron apresados tras una manifestación con pancartas y panfletos 
firmados por el Partido, aunque fueron absueltos porque no se demostró 
su militancia en el mismo y, de hecho, no estaban adscritos a él).211 Es 
decir, más de un tercio de los militantes andaluces de este partido que pa-
saron por el Tribunal de Orden Público eran estudiantes, como poco uno 
de cada cuatro de todos los estudiantes enjuiciados en Sevilla. Estos datos 
muestran su grado de incidencia en la capital hispalense y, sobre todo, en 
su Universidad desde finales de los años sesenta. Según un sumario del 
TOP ya estaban integrados en el PCE(i) desde el verano de 1967 varios 
militantes, entre ellos el estudiante Carlos Chamorro Palomo.212 Su exis-
tencia, sin embargo, parece un poco posterior, aunque el crecimiento será 
rápido, sobre todo en las Facultades de Ciencias y Filosofía y Letras, y esto 
provocará casi desde los inicios caídas masivas: tres alumnos detenidos 
tras participar en el boicoteo de la inauguración oficial del curso 68/69 el 
19 de octubre de 1968;  una caída conjunta, y sin distinguir por parte de 
las autoridades, con militantes del PCE, entre enero y febrero de 1969, 
coincidente con el Estado de Excepción, que produjo veinticuatro deten-
ciones, con 10 estudiantes confinados y 14, cuatro estudiantes entre ellos, 
procesados (a destacar el que llegaría a ser durante muchos años el princi-
pal responsable del PCE(i), Eladio García Castro);213 otra caída conjunta 
con el PCE a finales de ese mismo año que afectó a 8 personas, dos de 
ellos estudiantes del PCE(i); 10 militantes de las células de Filosofía, Dere-
cho y Medicina y otros 5 cuadros, alguno de Barcelona, en septiembre de 
1971; la de marzo de 1972, tras varios registros domiciliarios, con 6 mili-
tantes procesados, entre los que se incluían dos estudiantes y un licenciado 
valenciano en Derecho que estaba haciendo la mili en Sevilla; etc. etc. 

Las restantes fuerzas tienen menos importancia en los datos, deri-
vado de su menor número de militantes pero también porque al haber 
iniciado su existencia en las universidades andaluzas en torno a los años 
1973 y 1974 se benefician de esa falta de procesos en Andalucía que se 

211 Véase TOPDAT Sumario 1053/73, Sentencia nº 191/75  de 18 de abril de 1975.
212 Véase TOPDAT Sumario 848/69, Sentencia nº 198/71 de 28 de junio de 1971.
213 Ver MARTÍNEZ FORONDA, Alfonso (coord.), “La dictadura en la dictadura”, pp. 134-138. 
Ed. El Páramo, Córdoba, 2011.
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muestra en el TOP y que ya hemos referido en otras ocasiones. De entre 
ellas, destacamos en primer lugar al PCE(ml) con una caída importante 
en Málaga en agosto de 1973 con 17 detenidos, cuatro estudiantes entre 
ellos, de los que tres resultaron absueltos y el cuarto, el estudiante de 
Económicas José María Fernández Jiménez, fue condenado a 2 años y 6 
meses de prisión menor.

La OMLE (Organización Marxista-Leninista de España), una esci-
sión del PCE(ml) que años después daría lugar al PCE(r), tristemente 
conocido por su vinculación con los GRAPO, sufrió una caída muy seria 
a finales de enero de 1974 en Cádiz que afectó a 9 miembros andaluces 
(vecinos de Cádiz, sobre todo, Córdoba y Sevilla) y a uno de los dos 
madrileños que coordinaban el grupo, entre todos ellos se encontraba 
un estudiante de Ingeniería Técnico Industrial de Guadalajara y otro de 
Filosofía y Letras, natural de Cádiz, que residía en Sevilla, José Antonio 
Rodríguez Ordoño, impulsor de la OMLE en la universidad hispalen-
se en el curso 1972/73. Otra pequeña organización con implantación 
en Sevilla desde 1969, Acción Comunista, tuvo dos caidas que prácti-
camente la desmantelaron en menos de un año, la primera en mayo de 
1971, ocurrida en el domicilio donde se reunían sus escasos militantes, 
y la sgunda en marzo de 1972 a consecuencia de una manifestación en 
repulsa de los sucesos ocurridos en Ferrol donde dos obreros de la em-
presa naviera Bazán murieron y cerca de una veintena resultaron heri-
dos por disparos de la policía en unas manifestaciones y jornadas de 
huelga por las mejoras en el convenio. Se desencadenó “una serie de 
detenciones que llegaron hasta el mismo núcleo de AC y algunas ramifi-
caciones socialistas”214, al TOP pasaron 6 militantes (que en el sumario 
se atribuyen erróneamente al PCE(i), entre ellos los estudiantes Miguel 
Castilla García, relacionado con AC aunque encuadrado aún en JJSS, y 
Antonio Morillas Rodríguez, que en esos momentos estaba haciendo el 
servicio militar, a los dos les cayó 1 año de prisión menor.215 Finalmente, 
reseñar el peculiar caso de los dos únicos estudiantes de la organización 
trostkista LCR procesados que son, además, los dos únicos estudiantes 
extranjeros que aparecen en este estudio, detenidos en 1972, el peruano 
Iván Jorge Esquivel Mora, condenado por propaganda ilegal (difusión 

214 CARRILLO LINARES: “Subversivos y malditos…” op. cit. p. 468.
215 Véase TOPDAT, Sumario 473/72 y Sentencia nº 340/73 de 24 de septiembre de 1973.
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del boletín de la organización, “Combate”), y el jordano Mahmud Jaser 
Abdel-Kader, absuelto del mismo delito, ambos estudiantes de Medicina 
en Sevilla.

Como es lógico, aparecen también las siglas de las asociaciones de-
mocráticas estudiantiles entre las organizaciones citadas. Si sumamos to-
das se convertirían en la tercera fuerza de oposición, con 13 procesados.
El estudiante de Derecho y miembro del SDE, Camilo Tejera Rodríguez, 
tuvo que sufrir dos procesos en el TOP por dos acusaciones consecuti-
vas: la primera por participar en la mañana del 26 de marzo de 1968 en 
una concentración frente a Derecho, de la que salió absuelto, y la otra el 
día siguiente cuando, en un registro policial a las 4,30 de la tarde en la 
sede de la Asociación de Estudiantes de la Escuela de Aparejadores, fue 
atrapado, con otros tres compañeros, con las manos en la masa: panfletos 
del SDE, informes sobre la VI RCP, etc. que le supusieron una pena de 9 
meses de prisión y 10.000 pesetas de multa.216 En la mayor parte de estos 
casos debería existir una doble militancia, pues los procesados segura-
mente pertenecían también a otro tipo de organización o partido. Arturo 
González Arcas, procesado dos veces, en 1968 y 1970, por propaganda 
ilegal y manifestación no pacífica, pertenecía al SDEUG y además era 
miembro de la organización cristiana vinculada con los jesuitas FECUM; 
Antonio Bocanegra Martínez, también procesado dos veces, las dos en 
1968, y las dos acusado por “manifestación no pacífica”, fue un miembro 
activo del Sindicato Democrático de Estudiantes sevillano en los años 
que militó, primero, en el PCE y, luego, en el PCE (i). 

2.3. Condenados y absueltos
En el siguiente cuadro presentamos el resultado final de los procesos, 
en unos cuantos de ellos se retiró la acusación por el fiscal, mientras que 
en los casos que pasaron finalmente a juicio unos se resolvieron con 
condenas, otros con absoluciones; aunque hay que advertir que una sola 
persona procesada podía acumular dos o, incluso, tres acusaciones dife-
rentes, ser absuelta por alguna de ellas y condenada en el resto. En todos 
los casos en que no se retiró la acusación, excepto dos, de Huelva, que 
se demandó una multa, de la que sólo se llegó a pagar una, el fiscal pidió 
cárcel. En muchas sentencias condenatorias se accedió a esta petición del 
fiscal y se combinaron tiempo en prisión y multas, hubo también prisión 

216 Véase TOPDAT, Sumario 562/68 y Sentencia nº 269/69 de 10 de noviembre de 1969 y Sumario 
24/68 y sentencia nº102/70 de 10 de abril de 1970, respectivamente. 
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sin multas y, por último, en unos pocos casos (sólo tenemos contabili-
zados 4) una multa (3.000 pesetas para los granadinos Manuel Ramos 
Escobar y Antonio Rodríguez Vázquez; 10.000; el onubense Eduardo 
Vázquez Fernández, 1.000 y el madrileño detenido en Málaga Francisco 
Lozano Alcobendas, 10.000). Lo más llamativo es que de los 144 proce-
sados recibieron sentencia condenatoria 75, poco más de la mitad. Esto 
no quiere decir que los absueltos se libraran completamente de la cárcel: 
Joaquín Bosque Sendra y Antonio Aragón Orellana, después del juicio, 
tuvieron que pasar aún dos meses de cárcel en Carabanchel, fueron lleva-
dos luego a la cárcel de Jaén y finalmente liberados en Granada.217

Tabla 12. Estudiantes condenados y absueltos

Retirada acusación /absoluciones Condenas (en metálico y/o en prisión) TOTAL
Cádiz 1 2 3
Córdoba 5 3 8
Granada 20 19 39
Huelva 2 1 3
Jaén - 1 1
Málaga 13 9 22
Sevilla 28 40 68
TOTAL 69 (47,9%) 75 (52,1%) 144

Fuente: TOPDAT y elaboración propia 

Comparadas estas cifras porcentuales de condenas con las de toda 
la actuación del TOP (75% de sentencias condenatorias por un 25% de 
sentencias absolutorias), observamos que son claramente inferiores, lo 
cual habla de una menor severidad con los estudiantes andaluces.

La siguiente tabla desglosa las condenas del Tribunal.

Tabla 13. Petición del Ministerio Fiscal y condenas hacia 
los estudiantes andaluces procesados por el TOP. Por provincias

Provincias Petición fiscal Condena
Años Meses Días Multa Años Meses Días Multa

Cádiz 11 - - - 5 6 - -

217 Entrevistas con Antonio Aragón Orellana y Joaquín Bosque Sendra  en Archivo Histórico de 
CCOO-A.
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Córdoba 3 19 - - 1 9 1 20.000
Granada 24 160 - 222.000 10 64 5 111.000
Jaén - 12 2 - - 12 2 -
Huelva - - - 20.000 0 1 1 1.000
Málaga 33 15 - 90.000 11 49 3 75.000
Sevilla 45 211 14 215.000 20 126 39 110.000
TOTAL 150 9 16 547.000 69 4 12 317.000

Fuente: TOPDAT y elaboración propia 

Juan José del Águila escribe que en todo el Estado las multas no 
fueron muy cuantiosas e, incluso, con los años disminuyó el número y 
cuantía de las mismas ya que se prefirió aumentar el número de años de 
condena.218 Con los estudiantes andaluces, hemos podido comprobar 
que es así, pues las condenas rara vez sobrepasaban las 10.000 pesetas, 
incluso sumando varias penas: en la mayoría de los casos se condena por 
esa cantidad (18 veces), tres veces por 15.000 y sólo en un caso, el del 
estudiante sevillano de Medicina Emilio Pujol de la Llave, llega a 20.000 
pesetas por propaganda ilegal (le cayeron además 6 años por asociación 
ilícita –PCE(i)- y propaganda ilegal). Poca cantidad comparadas con las 
100.000, 200.000 o 250.000 pesetas de multa que en tantas ocasiones 
se impusieron como sanción gubernativa en los casos en los que no se 
enviaba a los detenidos al TOP, lo que quiere decir que se sustituían las 
multas elevadas por pena de cárcel, o al revés.

En las condenas a prisión que vemos en la tabla siguiente el grupo 
más numeroso corresponde con aquéllos y aquéllas que sufrieron pri-
sión menor, es decir desde 6 meses y 1 día hasta 6 años: el procesado 
que recibió más condena fue el gaditano José Manuel Herrán Noriega 
con 5 años, de quien ya nos hemos ocupado unas páginas más arriba.219 
No hubo, por tanto, ningún caso cerrado con prisión mayor (entre 6 
años y día y 12 años), suspensión del derecho de ejercer cargos públicos 
o de pérdida de nacionalidad. Las condenas más repetidas fueron las 
de 3 meses de arresto mayor (17) y las de 1 año de prisión menor (12). 

218 ÁGUILA, J.J.: op. cit, p. 255.
219 De todas maneras, el estudiante con un total mayor de años de prisión fue el malagueño de la facul-
tad de Económicas Antonio Luque Sánchez, juzgado en rebeldía, que fue condenado en una misma 
sentencia por asociación ilícita y propaganda ilegal (PCE) a 4 años y 3 años de prisión menor, res-
pectivamente. Véase TOPDAT,  Sumario 464/70 y Sentencia nº 426/73 de 9 de noviembre de 1973.
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Los resultados son parecidos a las cifras globales del TOP recogidas por 
Juan José del Águila, aunque un poco menores: el grupo más numeroso 
es también el de prisión menor, en todas las sentencias del TOP, pero el 
porcentaje en este grupo es un poco mayor que en el de Andalucía (62% 
por 55%) y luego hay más de un centenar de casos de prisión mayor. Por 
tanto, aquí también hubo un poco más de benevolencia o, si se prefiere, 
menos severidad. La práctica totalidad de penas superiores a 1 año de 
prisión corresponden con la acusación de asociación ilícita, el delito más 
castigado, sin duda.

Tabla 14. Condenas de prisión

Hombres Mujeres TOTAL TOTAL
Arresto menor (menos de 1 mes y 1 día) 1 0 1 1
1. Arresto mayor (de 1 mes y día a 3 meses) 24 1 25

35
2. Arresto mayor (de 4 meses a 6 meses) 9 1 10
1. Prisión menor (de 6 meses y 1 día a 1 año) 20 0 20

442. Prisión menor (1 año) 9 3 12
3. Prisión menor (2 y más de 2 años) 12 0 12
TOTAL 75 5 80 80

Fuente: TOPDAT y elaboración propia 

Si clasificamos las condenas por sexos nos encontramos con la si-
guiente tabla:

Tabla 15. Procesos por género

Provincias Hombres Mujeres TOTAL
Cádiz 3 0 3
Córdoba 5 3 8
Granada 35  (89,7%) 4 39
Huelva 3 0 3
Jaén 1 0 1
Málaga 20 (90,9%) 2 22
Sevilla 58 (85,2%) 10 68
TOTAL 125 (86,8%) 19 (13,2%) 144

Fuente: TOPDAT y elaboración propia 
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La cantidad de mujeres procesadas es muy pequeña no sólo en re-
lación a los hombres sino también a la propia participación de la mujer 
universitaria en las luchas antifranquistas, lo cual, como veremos en las 
conclusiones, tiene que ver con el papel que las mujeres jugaban en la 
ideología franquista. Este dato se completa con lo que podemos obser-
var en la tabla siguiente. Sólo incluimos los datos de hombres condena-
dos, no de los absueltos o de aquellos cuyas acusaciones fueron retiradas 
por el fiscal (un 44%), para poder compararlos con las condenas a las 
mujeres.

Tabla 16. Absoluciones y condenas mujeres

Mujeres R/A Absueltas Sentencias condenatorias
mujeres

Sentencias condenatorias
hombres

Cádiz 2
Córdoba 2 1 2
Granada 2 2 15
Huelva 0
Jaén 1
Málaga 2 9
Sevilla 1 7 2 41
TOTAL 3 11 5

(26,3% del total 
de mujeres)

70
(56% del total 
de hombres)

La cifra de mujeres condenadas es excepcionalmente baja en rela-
ción al de hombres, y esto suele ser una constante en las actuaciones 
del TOP, que suele absolver a más mujeres que hombres y a prescribir 
para aquellas condenas más cortas. Aún así, las condenadas acabaron 
todas en prisión: dos con arresto mayor (3 meses y 4 meses y 1 día), y las 
tres restantes con penas de 1 año. Sus delitos (la cordobesa Ana Merina 
Fernández tuvo dos condenas) fueron propaganda ilegal, en tres casos, 
desórdenes públicos, en uno, y asociación ilícita en dos,  estos dos últi-
mos con las mayores condenas, como solía ocurrir, en caso de probar 
militancia en partidos de la izquierda, pero, aún así, un tiempo menor 
que otros compañeros a los que se castigaba por el mismo delito. En tres 
casos se cobró multa.
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El retraso de la formación del movimiento estudiantil en las Universida-
des andaluzas, en tanto movimiento político organizado, en comparación 
con otros distritos universitarios españoles, motivó una tardía actuación 
del Tribunal de Orden Público sobre los estudiantes andaluces pero no 
por ella menos decidida y contundente. Los motivos de detención y las 
condenas, principalmente de prisión, ponen de manifiesto la naturaleza 
represora del Tribunal y del Régimen que lo amparaba y, como hemos 
visto, afectan a derechos básicos reconocidos en todas las legislaciones 
de países democráticos, incluido el nuestro hoy. Los derechos de expre-
sión, reunión y manifestación eran papel mojado para las autoridades 
gubernativas y la Justicia franquista y, en este sentido, es significativo 
comprobar cómo dos estudiantes de la Universidad de Granada, Moha-
med ben Abdelkader y Antonio Nadal Sánchez, con tan sólo 18 años, 
fueron condenados a nueve meses de prisión menor y 10.000 pesetas de 
multa, cada uno, por repartir panfletos donde se pedía el cumplimiento 
de la Declaración de Derechos Humanos de la Naciones Unidas cuando 
se cumplía su veinte aniversario.220

El perfil de los universitarios andaluces procesados por el TOP sería: 
varones jóvenes, en aquellos años todavía menores de edad, solteros y 

220 Véase TOPDAT sumario 957/68 y sentencia nº 186/69 de 26 de junio de 1969. “…avalado todo 
ello por el folleto ocupado en el que, con machacona reiteración y desfiguramiento de los hechos, 
se afirma la conculcación por parte del Estado de los Derechos Humanos…”.
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de buena conducta informada; estudiantes de Filosofía y Letras o Medi-
cina en Sevilla y Granada (o de Económicas en Málaga), provincias de 
donde eran naturales, sobre todo de sus capitales; militantes del PCE o, 
más minoritariamente, en grupos de extrema izquierda, especialmente el 
PCE(i), en Sevilla; detenidos entre 1968 y 1973 por haber participado en 
manifestaciones ilegales, repartir propaganda o estar militando en orga-
nizaciones clandestinas, acusaciones por la que habían pasado en torno a 
mes y medio en prisión preventiva; uno de cada dos estudiantes procesa-
do sería condenado de media entre 6 y 9 meses de cárcel, prisión menor, 
más tiempo si se confirmaba su militancia en una organización ilegal, y 
poco menos de la mitad de estos tuvo que sufragar multas por un im-
porte, también de media, de unas 9.300 pesetas, duro arriba, duro abajo.

El Tribunal actuaba a partir de los atestados policiales, realizados sin 
ninguna seguridad jurídica para el detenido, allí aparecían reflejadas su 
conducta, sus antecedentes, se recogían sus declaraciones y las pruebas 
incriminatorias y no era necesario pisar la prisión preventiva para ser 
llamado a juicio. El caso del estudiante granadino de Filosofía y Letras 
Nicolás Marín Díaz es revelador pues nos enseña las formas de hacer del 
Tribunal: los “indicios de la adscripción” al PCE surgidos en las diligen-
cias policiales de otro sumario, es decir, alguien dio su nombre en los in-
terrogatorios, fue suficiente para llevarle al banquillo. Acabó absuelto.221

Y es que la distinta aplicación de la ley y la ausencia de unos criterios 
claros que informaran su actuación van a ser norma en todos los años de 
funcionamiento del TOP, de modo que el procesado entraba en un te-
rritorio de abierta arbitrariedad e inseguridad jurídica. Llama la atención 
que, como ocurre en el resto de grupos sociales, estudiantes acusados 
de cualquier tipo de delitos no pasaran al TOP, mientras que otros, por 
delitos similares, independientemente de que su conducta fuera buena, 
mala, dudosa o irregular, tuvieran o no antecedentes, sí lo fueron. Es 
difícil comprender por qué si tantos y tantos detenidos a lo largo de los 
años por su participación en manifestaciones, concentraciones o senta-
das, algunas incluso con enfrentamientos de por medio, no terminaron 
ante los jueces de las Salesas, cuatro muchachos de Badajoz y uno del 
Viso del Alcor residentes en Sevilla, tras ser detenidos en una manifes-
tación en marzo de 1973, en las que se profirieron gritos por la liber-

221 Véase TOPDAT,  sumario 812/71 y sentencia nº 263/73 de 2 de junio de 1973.
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tad, acabaran procesados,222 o, más aún, porqué a estos se les absolvió, 
mientras al sevillano, Jaime Zacarías Domínguez Abascal, estudiante de 
Ingeniería Industrial, “quien no consta … realizase actos especialmente 
significativos en el transcurso de su acontecer”,  le cayeron 3 meses de 
arresto mayor.223 A Antonio Córdoba Fernández, cuando era militante 
del PCE, le detuvieron junto a Concepción Carrillo Díaz y Araceli Ortiz 
Arteaga por poner carteles en la Facultad de Derecho de Granada; a los 
tres les llevaron a comisaría, a los tres les interrogaron, los tres negaron 
lo ocurrido, pero sólo a los dos primeros les procesaron en el TOP, aun-
que allí fueron absueltos. 

Esta distinta vara de medir ocurre incluso con las acusaciones más 
graves. Ya hemos visto más arriba como dos situaciones similares de lan-
zamiento de piedras y rotura de cristales contra sede de bancos fueron 
enjuiciadas de distinta manera (“terrorismo” y “desórdenes públicos”), 
pero es que en el caso de tres estudiantes de la Universidad de Granada, 
militantes del PCE, Luis Balada Ortega, José María Alfaya González y 
Pedro Limiñana Cañal (estos dos últimos ya habían sido procesados por 
el TOP en 1970: Alfaya salió absuelto; Limiñana con 2 años de prisión 
menor), acusados también de “terrorismo” en un “burdo montaje” poli-
cial,224 sólo les abrieron diligencias y no pasaron a juicio, aunque, eso sí, 
tuvieron que chuparse los tres, previamente, varios meses en la cárcel. 

En este sentido, la incidencia de casos de las nuevas Universidades 
de Córdoba y Málaga en el primer año de su funcionamiento, como ya 
se ha dicho, parece estar más relacionada con una clara intencionalidad 
política que a un aumento de detenciones. 

Entre 1974 y 1976 se tramitaron el 60% de los procedimientos tota-
les del Tribunal, y no hay que olvidar que, desde el 15 de septiembre de 
1972 inició su andadura un segundo Tribunal dada la gran cantidad de 
casos acumulados. La tardanza con que se practicaban los juicios explica 
la disminución de las sentencias a partir de 1975 e, incluso, a algunos 
detenidos pudo beneficiarles la amnistía concedida por el Real Decreto 
Ley de 30 de julio de 1976 que afectó a los presos y a los que iban ser 
procesados por delitos políticos o de opinión. 

222 Véase TOPDAT, Sumario 421/73 y Sentencia nº 212/74  del  22 de abril de 1974.
223 Véase TOPDAT 199/73 y nº de sentencia 38/74 de 28 de enero de 1974.
224 Ver en La cara al viento… op. cit.. volumen II, pp. 652-661.
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La represión que se abatió sobre estos estudiantes andaluces tuvo una 
intensidad diferente a la que recayó sobre los trabajadores. Como ocurría 
en todo el Estado, donde las palizas, las sanciones, los años de cárcel o los 
destierros eran de mayor gravedad o cuantía cuando afectaban a miembros 
de la clase obrera,225 los estudiantes tuvieron un trato menos severo en las 
decisiones del Tribunal. Las acusaciones del fiscal retiradas o las absolu-
ciones fueron un número mayor en relación a los casos totales que las que 
afectaron al resto de los procesados, la mayoría militantes obreros. Prác-
ticamente el 75% de las sentencias del TOP fueron condenatorias, y aquí 
entre los estudiantes andaluces hemos podido ver cómo quedaba rebajada 
esta proporción en más de un 20%. La intencionalidad política del Tribu-
nal queda clara a partir de 1967 cuando desde las autoridades represivas se 
comprueba la integración de tantos estudiantes en las movilizaciones del 
movimiento obrero, su apoyo a las CCOO o su militancia en organizacio-
nes de izquierda como el PCE. Entonces, las sentencias solían ser contun-
dentes: Antonio Espinosa González, estudiante de Magisterio en Sevilla, 
acusado de un delito de manifestación no pacífica el 1º de mayo de 1967, 
detenido y procesado  junto a señalados líderes sindicales como Fernando 
Soto o Eduardo Saborido, tuvo que afrontar, como sus compañeros, 3 
meses de prisión menor; Aquilino López Pereda, también en Sevilla, de-
tenido con otros 9 miembros de las CC.OO. juveniles, pasó en la cárcel 1 
mes y 17 días y fue condenado por el TOP a un año de prisión menor por 
asociación ilícita; junto con la de Francisco Sánchez Legrán, considerado 
como el responsable del grupo y de su captación, constituía la pena mayor 
de todos los encausados por encargarse de “coordinar dichas reuniones y 
de hacer la exégesis y comentarios de los textos de adoctrinamiento que se 
les facilitaba”;226 finalmente, Julio Liñán Rivera, acusado inicialmente, con 
5 trabajadores de San Juan de Aznalfarache, de realizar propaganda desde 
un club social de su localidad, tuvo que pasar 2 meses y 10 días detenido, 
desde primeros de mayo de 1970, y fue condenado al final a 3 meses de 
arresto mayor por estar asociado a CC.OO.227

225 Para comparar la diferencia de trato entre militantes del movimiento obrero y los estudiantes ver 
MARTÍNEZ FORONDA, Alfonso (coord.), BAENA LUQUE, Eloísa y GARCÏA ESCRIBANO, 
Inmaculada: La Dictadura en la Dictadura. Detenidos, deportados y torturados en Andalucía durante el Estado 
de Excepción de 1969. Editorial  El Páramo, Córdoba, 2011.
226 Véase TOPDAT 767/69, Sentencia nº 148/70 del 18 de mayo de 1970.
227 Véase TOPDAT 494/70, Sentencia nº 66/71 del 15 de marzo de 1971.
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En la diferente manera de tratar al estudiantado respecto a los trabaja-
dores debió contar el origen familiar de los detenidos. Habida cuenta del 
carácter clasista de la Universidad en esos años, muchos de los estudian-
tes eran, como se ha señalado en tantas ocasiones, “hijos del régimen”, 
es decir hijos, hijas o parientes en diferentes grados de cargos franquistas 
de importancia, a nivel local, regional o nacional, y en la Dictadura, don-
de la corrupción era norma, las influencias adquirían más relevancia y 
peso que en cualquier otro régimen. Ya se ha referido en la primera parte 
de este mismo volumen, al comentar las arbitrariedades del TOP, cómo 
la influencia de conocidas familias de estudiantes sevillanos y granadinos 
fue la causa posible de que varios expedientes de detenidos durante el 
Estado de Excepción de 1970/71 nunca llegaran a ser juzgados. Uno de 
estos detenidos, Agatángelo Soler Díaz, estudiante de la Universidad de 
Granada y militante del PCE, vio sobreseído su caso “porque, como él 
mismo manifiesta, la amistad de su padre [procurador en Cortes, alcalde 
de Alicante y Consejero Nacional del Movimiento] con el fiscal del Tri-
bunal Supremo, Fernando Herrero Tejedor, pudiera haber influido en 
ello”.228  También lo da a entender Alberto Carrillo Linares cuando al 
referirse a los denominados expedientes del 72 en Sevilla, cita los casos 
de Mª Pilar y Pina López López-Gay, “hijas del secretario del Gobierno 
Civil de Sevilla, Mario López, y que sólo unos meses más tarde entraron 
a militar en las Juventudes Universitarias Revolucionarias (JUR) [poste-
riormente Joven Guardia Roja]. Con total seguridad aquel hecho sirvió 
para minimizar la sanción en su caso”. 229 

También podríamos hablar de un diferente tratamiento para hom-
bres y mujeres. Las menores cifras de mujeres procesadas no se corres-
ponden con su militancia o ni siquiera con las detenciones practicadas 
en esos años. Parece evidente que los hombres eran tratados con mayor 
dureza. Las mujeres en muchas ocasiones no pasaban al TOP por un de-
lito idéntico cometido por un varón, lo hemos visto en algún caso de los 
referidos y  lo hemos comprobado en las condenas donde predominan 
las absolutorias sobre las condenatorias, al revés de lo que suele ocurrir 
en los casos masculinos. Todo ello está en consonancia con la imagen 

228 Ver La cara al viento... op. cit. Vol. II, pp. 646-647
229 Ver Subversivos y malditos en la Universidad de Sevilla (1965-1977). pp. 455-456. En la nota 118 insiste: 
“Tanto es así que cuando fueran detenidas por la policía en el futuro, ni siquiera se les hicieron 
fichas de detenidas en la Jefatura”.
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paternalista y de infravaloración de la mujer que era propia del régimen 
nacionalcatólico franquista. Aquí podríamos repetir lo que Nadia Varo 
Moral ha escrito para las mujeres catalanas procesadas por el TOP: “los 
prejuicios de los magistrados sobre la influencia de los hombres en la 
actividad de las acusadas, o sobre la supuesta “irracionalidad” de las mu-
jeres, pudieron favorecer que dictasen sentencias menos duras cuando 
era una mujer la que se sentaba en el banquillo de los acusados”.230 

En definitiva, la actuación del Tribunal de Orden Público en general 
y sobre los estudiantes, en particular, sería una nueva demostración de 
cómo en un sistema dictatorial el poder judicial se somete a las reglas 
y exigencias del poder ejecutivo (del Dictador, de los ministros, de los 
gobernadores civiles, de la policía…), lo que provoca la ausencia de se-
guridad jurídica para el ciudadano que, desprotegido, observa cómo la 
arbitrariedad sustituye al Estado de Derecho.

230 VARO MORAL, Nadia: “La “represión sexuada” de la militancia política”, en  Resistencia ordina-
ria…, op. cit. p. 100.
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En las últimas décadas han sido numerosos los estudios realizados sobre 
la represión sufrida en la población andaluza durante la Dictadura fran-
quista, y cada vez son más los dedicados específicamente a la  represión 
inflingida a las mujeres1. La mayor parte de las investigaciones se centran 
en las dos primeras décadas de la Dictadura, siendo aún  pocas las de-
dicadas a los años sesenta y setenta2. Este artículo, intenta ofrecer una 
aportación a los estudios referidos a la “represión sexuada” del final de 
la Dictadura; para ello, a través de las sentencias del Tribunal del Orden 

1 Para un análisis sobre los estudios realizados en Andalucía sobre la represión: COBO ROMERO, 
Francisco (coord.) “La represión franquista en Andalucía: balance historiográfico, perspectivas 
teóricas y análisis de resultados”. Colección Cuadernos de Andalucía en la Historia Contemporánea. 
01. Centro de Estudios Andaluces. 2012. Sobre los estudios de represión y género realizados 
en Andalucía: BARRANQUERO TEXEIRA, Encarnación. “Estudios de género y represión 
franquista en Andalucía. Una reflexión en medio del camino”. En RAMOS PALOMOS, María 
Dolores (coord.): Andaluzas en la historia. Reflexiones sobre política, trabajo y acción colectiva. Colección 
Cuadernos de Andalucía en la Historia Contemporánea. 04. Centro de Estudios Andaluces. 2013
2 CAMPOS LUQUE, Concepción: “Trabajo, empleo y género en Andalucía” en RAMOS 
PALOMO, María Dolores (coord.): Andaluzas en la historia. Reflexiones sobre política, trabajo y acción 
colectiva. Colección Cuadernos de Andalucía en la Historia Contemporánea. 04. Centro de Estudios 
Andaluces. 2013. CRUZ ARTACHO, Salvador (Coord.): La mujer trabajadora en la Andalucía 
Contemporánea (1931.2007).  Jaén. UGT Andalucía, 2009.  HEREDIA RAMOS, Francisco: “Una 
polémica sobre las trabajadoras de Intelhorce y la competitividad de la industria textil malagueña a 
mediados de los sesenta” en RAMOS, Mª Dolores y VERA, Mª Teresa (eds.): El trabajo de las mujeres 
Pasado y Presente. Vol. II. Málaga. Universidad de Málaga, 1996. CARRILLO LINARES, Alberto: 
Subversivos y Malditos en la Universidad de Sevilla (1965-1977). Sevilla. Centro de Estudios Andaluces. 
2008. 
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Público, presentaré un perfil de las mujeres andaluzas que fueron dete-
nidas y procesadas por dicho tribunal; cuáles fueron las acusaciones por 
las que se las condenaron, los comportamientos sancionados  y exponer, 
si las hubo, diferencias con sus compañeros varones en cuanto a las sen-
tencias emitidas. 

Al hablar de las andaluzas procesadas por el Tribunal de Orden Pú-
blico (TOP), me refiero a aquellas mujeres  nacidas y residentes en An-
dalucía y a aquellas andaluzas que residían en otras regiones españolas. 
Las sentencias que hemos consultado son las incluidas en la compilación 
realizada por Juan José del Águila y editadas en base de datos por Rubén 
Vega y José Gómez Alén3. Además, he utilizado los sumarios que se 
conservan en los fondos de abogados de la Red de Archivos de CCOO, 
las entrevistas orales conservadas en el Archivo Histórico de CCOO de 
Andalucía, así como las  realizadas para esta investigación y, por último, 
la consulta de los fondos conservados en los archivos de la administra-
ción pública (archivos de  Gobiernos Civiles de Granada, Sevilla, Cádiz 
y Málaga y el Archivo Histórico Nacional). 

El estudio abarca las 81 sentencias emitidas contra las mujeres anda-
luzas desde la primera, la 43/64, dictada el 5 de agosto de 1964, contra 
Ana Granado, de cuarenta y dos años, de profesión sus labores, natural 
y vecina de Herrera (Sevilla);  a la última, la 438/75, de 22 de octubre, 
contra  María Dolores Serrano de veintiún años, de profesión empleada 
textil, nacida en Écija (Sevilla) y vecina de Coslada (Madrid). 

Al ser las sentencias del TOP la fuente principal en la que voy a basar 
mi análisis e interpretación, creo necesario ofrecer una reflexión previa 
y una breve aclaración sobre la naturaleza de la misma4. La sentencia es 
el documento final de todo un sumario o procedimiento incoado a una 
o varias personas, iniciado tras la detención. En ella se recoge, en primer 
lugar, la composición del tribunal y la fecha del juicio; seguidamente, 
se describen determinadas informaciones sobre las acusadas –nombre, 

3 AGUILA Torres, Juan José del: Las sentencias del Tribunal de Orden Público. TOPDAT: una base de datos 
para explotar. Fundación Abogados de Atocha. Xunta de Galicia, 2007.
4 Las sentencias van a ser  la base fundamental para hacer el estudio del TOP puesto que los 
sumarios completos, por el artículo 57 de la ley de Patrimonio Histórico Ley 16/1985 no se pueden 
consultar hasta pasado los cincuenta años. Sin embargo, hemos tenido acceso a sumarios a través 
de los fondos de los abogados que las defendieron y se conservan en la Red de Archivos Históricos 
de CCOO.
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conducta, oficio, antecedentes, etc.5- y quién las representa en su defensa. 
A continuación, la sentencia se divide en tres apartados: el primero, es 
la parte expositiva del juicio, donde el fiscal expone  los hechos conde-
nables y  realiza la petición de la condena; después se recogen sucinta-
mente los argumentos de la defensa6. Continúa con las consideraciones 
del tribunal,  en ésta parte se presentan las argumentaciones jurídicas de 
la condena y los eximentes, si los hubiere, finalizando con el fallo. Este 
puede ser absolutorio o   condenatorio y, en este último caso, señala el 
periodo de cárcel y/o la multa económica, además de la suspensión de 
“todo cargo público, profesión, oficio y derecho de sufragio durante el tiempo de la 
condena y al pago de las costas” con el que terminaban todas las sentencias7. 

El TOP, como se ha dicho a lo largo de este libro, tramitó entre los 
años que actuó -1963 a 1977-,  aproximadamente 22.660 expedientes y 
dictó 3.798 sentencias que afectaron a 8.943 personas, de las cuales, 515 
lo fueron en varias ocasiones8. Respecto al ámbito territorial de nuestro 
estudio, los procesados andaluces –tanto los nacidos como los residen-
tes- por dicho tribunal fueron 1.525, de ellos 94 mujeres, tres de las 
cuales -Isabel Amil, Cecilia Rivas y Petra Fernández- lo fueron en dos 
ocasiones. El tamaño comparativamente reducido del número de casos 
analizados, no permite realizar un estudio general de la oposición de las 
mujeres al franquismo, pero puede ser representativo del perfil de las 
andaluzas que se opusieron a la Dictadura en esas dos décadas.  Las 94 
mujeres que acudieron al TOP representan algo más del 6% -6’16- del 
total de procesados andaluces por este tribunal especial, porcentaje que 
está por debajo del  10’84% que representan las mujeres procesadas a 

5 La Brigada Político Social  operaba en funciones de policía judicial a través de atestados, su 
obligación era realizar el inicial atestado originado por la comisión de delitos públicos. AGUILA, 
Juan José del: El TOP. La represión de la libertad, 1963-1977. Barcelona, Planeta, 2001, pg. 232. Estos 
atestados incluían la declaración del detenido, sus antecedentes policiales y un informe acerca de su 
conducta pública, así como las pruebas que se les hubieran intervenido. Íbidem pag. 236.
6 La defensa de los procesados se recoge en el tercer resultando y aunque algunas de ellas hacen un 
resumen de las líneas de la defensa, en la mayoría, se limita a exponer  sucintamente “que la defensa 
del procesado en sus conclusiones definitivas estimó que este no había cometido el delito que se le 
acusa y suplica su absolución”.
7 Los dos últimos apartados se titulan: considerando y fallamos.
8 AGUILA, Juan José del: El TOP. La represión de la libertad, 1963-1977. Barcelona, Planeta, 2001.
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nivel nacional9.  A lo largo del presente artículo, expondré algunas causas 
que considero fueron las que motivaron  la menor representación feme-
nina andaluza con respecto a la nacional, como fue el menor desarrollo 
industrial en la comunidad y las condiciones laborales.

Características  de las procesadas
Según los datos extraídos de las sentencias del Tribunal de Orden Pú-
blico, la edad media de las procesadas era de 27 años –la media entre los 
hombres era de 31 años-; el 69 por ciento de las mismas era menor de 
35 años, tendiendo la edad media de las procesadas a disminuir como 
consecuencia fundamentalmente de las detenciones de estudiantes en 
Andalucía y de las obreras andaluzas inmigrantes en los cinturones in-
dustriales de Madrid y, fundamentalmente, de Barcelona. Como las sen-
tencias nos señalan la edad que tenían en el juicio, hay que destacar que 
eran aún más jóvenes cuando fueron detenidas, aproximadamente un 
año menos y, por tanto, más jóvenes aún cuando participaron en movi-
mientos de oposición.

En cuanto a la profesión de las procesadas, casi en un 29% de los ca-
sos, aparece recogida como la de “sus labores”. Este dato, sin embargo, 
no concuerda con el extraído de las entrevistas realizadas a las mujeres 
estudiadas. Algunas de las que aparecen así calificadas estaban o habían 
estado trabajando: Isabel Amil, estuvo empleada en la fábrica textil – Ce-
pansa- y, tras su detención, despedida, por lo que se vio forzada a conti-
nuar de costurera en su casa. Igual ocurre con  Mª del Carmen Vázquez 
detenida por participar en una reunión del sector textil de CCOO.  Ana 
Granado, como muchas mujeres del campo andaluz, trabajaba en las 
campañas agrícolas y en lo que “le salía”; concretamente, la Guardia Ci-
vil fue a detenerla en la almazara de Herrera en la que estaba limpiando. 
Podríamos pensar que o bien, porque los trabajos temporales o domi-

9 VARO, Nadia. “Mujeres y hombres: la ‘represión sexuada’ de la militancia política” En TÉBAR 
HURTADO, Javier (ed.): Resistencia ordinaria. La militancia y el antifranquismo catalán ante el Tribunal 
de Orden Público (1963-1977). Publicacions de la Universitat de València. 2012. En la Fundación 
Estudios Sindicales se ha confeccionado una base de datos de todos los andaluces procesados por 
el TOP a partir de la base TOPDAT, ampliando los campos desde la lectura de cada sentencia. 
Por otro lado, similares cifras -4%- da Pura Sánchez de la represión ejercida contra las mujeres en 
Andalucía durante el periodo 1936-1949, a partir de la consulta de los expedientes del Tribunal 
Militar Segundo. SANCHEZ, Pura. La represión de las mujeres en Andalucía (1936-1942). Sevilla. 
Ayuntamiento de Sevilla. 2008, pag. 421. 
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ciliarios no eran  considerados como oficios, o bien porque al ser deteni-
das, eran despedidas y quedaban en el paro, no constaba el oficio en las 
sentencias. Pero, sin embargo, no ocurre lo mismo con los hombres, ya 
que a ellos se les reconoce su profesión aunque fueran despedidos, estu-
vieran parados, etc.10 Se trata de un ejemplo más de la invisibilidad que 
el trabajo femenino ha tenido en las estadísticas y en la consideración 
social en general. 

Sin embargo, las mujeres  procesabas también tenían un oficio y para 
ello se habían preparado durante años. Por ejemplo, aquéllas que se ha-
bían dedicado a la costura habían comenzado desde muy temprana edad, 
lo que no les valió para que se reconociera su oficio como ocupación ha-
bitual. En el caso de Mari Carmen Vázquez desde los 9 o 10 años estuvo 
en varios talleres aprendiendo, primero realizando tareas sencillas como 
el sobrehilado, pasando señales, etc., hasta que se colocó en una fábrica. 
Igualmente María Paz Sánchez comenzó en talleres de costura a los 15 
años11. Para los servidores del TOP, los hombres  tenían una ocupación 
habitual y las mujeres tenían como habitual ser amas de casa aunque pu-
dieran tener temporalmente, un empleo12. El franquismo, como régimen 
fascista, no concebía a las mujeres como individuos, sino como género, 
por lo que las mujeres tenían un único universo: ser mujer y, tanto el 
discurso como las políticas respecto a la mujer, fueron los mismos que 
defendía la iglesia: cultura de la clausura, de la renuncia, del sacrificio. En 
el terreno laboral adoptó medidas para impedir el trabajo asalariado de 
las mujeres, en especial de las mujeres casadas13.   

10 Según las sentencias, sólo en el 0’70% de las sentencias a andaluces procesados no consta el 
oficio al estar en paradero desconocido. Por otro lado, a los hombres se les respetaba el oficio y así 
podemos poner numerosos ejemplos, pero señalaremos los siguientes: Fernando Soto y Eduardo 
Saborido, mantienen la profesión de chapista y empleado, respectivamente, en 1973 cuando desde 
1969 fueron despedidos de su empresa y, a partir de entonces,  al estar en “las listas negras” tuvieron 
serias dificultades para volver a encontrar trabajo.
11 Entrevista a María del Carmen Vázquez, Isabel Grande Ruz, María Paz Sánchez, Isabel Amil. 
AHCCOO-A. Colección Oral.
12 La clasificación de “servidores del TOP” hace referencia a magistrados, jueces, fiscales y 
secretarios que como describe Juan José del Águila, estaba muy arraigada en la práctica forense y 
era de uso común para referirse al destino y función jurisdiccional. DEL AGUILA, Juan José,  El 
TOP. La represión de la libertad (1963-1977). Barcelona, Planeta 2001.
13 MOLINERO, Carme: “Entre el silencio y la invisibilidad. La mujer en los estados totalitarios”. 
Andalucía en la Historia, nº 25, jul.-sept. 2009, pp. 13-14.
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Un segundo grupo entre las procesadas era el de las estudiantes 
-21’64%- de las universidades de Sevilla, Granada, de la escuela univer-
sitaria de Málaga y alguna de la universidad de Madrid. Las primeras 
estudiantes andaluzas fueron procesadas en 1969,  como consecuencia 
de los conflictos desencadenados el año anterior en la Universidad de Se-
villa14. Hay que destacar que si sólo tenemos en cuenta las residentes en 
Andalucía, el porcentaje de estudiantes estaría en primer lugar del total 
de mujeres procesadas por aquel tribunal. Esto podría indicar la signifi-
cativa participación de las mujeres universitarias en los movimientos de 
oposición como ya se ha destacado en estudios específicos15.

El tercer grupo de procesadas -19’58%- lo forman las que pueden 
agruparse bajo la denominación de profesionales autónomas. Son fun-
damentalmente profesoras, maestras, enfermeras y modistas. También 
es significativo el número de las mujeres del comercio y administrativas 
en las oficinas -17’52- encartadas en los procedimientos del TOP16.  Por 
último, cabe señalar que el número de las obreras de fábricas  procesadas 
por este tribunal -10’30%- se concentraron entre aquéllas que residían 
en  Madrid y  en el cinturón industrial de Barcelona, en clara referencia a 
la emigración producida desde Andalucía hacia esas regiones con mayor 
desarrollo fabril. Son éstas, mujeres muy jóvenes – el 66% menores de 25 
años- que emigraron, fundamentalmente, desde los pueblos andaluces 
en las décadas de los sesenta y setenta con las expectativas de una vida 
mejor, de mejores condiciones de trabajo, de servicios y posibilidades 
de consumo de bienes y servicios17. Un ejemplo de ello lo narra Conchi 
Castellano, nacida en Écija (Sevilla) en 1949:

“el 29 de octubre del 67 llegué  yo en tren después de un viaje largísimo en 
el Borreguero, a Badalona, bueno a Barcelona. […] Yo lo viví con ganas de 
venirme porque tenía ganas de salir del pueblo  que a mi me ahogaba aquella 
forma de vida de alguna manera […]  y empezar a trabajar mis…herma-

14 CARRILLO LINARES, Alberto Subversivos y Malditos en la Universidad de Sevilla (1965-1977). 
Sevilla. Centro de Estudios Andaluces, 2008. 
15 Ibidem. MARTINEZ FORONDA, Alfonso (coord.): La cara al viento: estudiantes por las libertades 
democráticas en la Universidad de Granada. Córdoba. Fundación de Estudios Sindicales,  2012.
16 Hemos clasificados como empleadas a las administrativas y empleadas de fábrica, no las del taller.
17 MARÍN CORBERA, Marti: “Una tradición forjada a partir de 1939. La emigración andaluza 
hacia Cataluña, una historia del siglo XX” Andalucía en la Historia, nº 28, abril-junio 2010. pp. 12-13.
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nas y yo […] en una fábrica levantándonos a las 5 de la mañana, con unos 
trabajos muy desagradables. Yo por ejemplo estaba grabando las resistencias 
en PIHER en las máquinas de grabar”18.

Militancia de las procesadas
Según el texto normativo por el que se regula el TOP, en concreto, en su 
exposición de motivos, éste tenía competencia privativa “para conocer 
de los delitos cometidos en todo el territorio nacional, singularizados 
por la tendencia en mayor o menor gravedad a subvertir los principios 
básicos del Estado, perturbar el orden público o sembrar la zozobra en 
la conciencia nacional”19. Se trata, como se ve, de unas funciones extre-
madamente amplias y ambiguas que permitían poner bajo sospecha a 
cualquier español sea cual fuere el nivel de su disidencia. 

Hay casos de condenas por cuestiones aisladas y puntuales. Por 
ejemplo, el de las hermanas Jurado, vecinas de Arcos de la Frontera (Cá-
diz), procesadas porque  insultaron y agredieron a su denunciante ante el 
tribunal, causando tal alboroto que el juez tuvo que suspender el acto y 
llamar a la Guardia Civil20. 

Más frecuente son los casos como el de María del Carmen Díaz, de 
20 años, natural y vecina de Sevilla, que se unió a un grupo de unos 70 
estudiantes que, sin autorización y por un problema concreto académi-
co, desfilaron aglutinados, sin proferir gritos ni cortar el tráfico por las 
calles de Sevilla el día diez de marzo de 1972. El ministerio fiscal califica 
los hechos de manifestación no pacífica y solicitó la pena de 7 meses de 
prisión21. Como vienen a concluir los estudios realizados recientemen-
te sobre el Tribunal de Orden Público, la represión fue dirigida contra 
aquéllos que mostraron actitudes contrarias al Régimen estuviesen o no 
organizados políticamente22.

18 Entrevista de Conchi Castellano Remesal. Archivo Histórico de CCOO Catalunya. Biografías 
Obreras sig. 35.
19 Ley 154/1963, de 2 de diciembre, sobre creación del Juzgado y Tribunales de Orden Público. 
BOE 291 de 5 de diciembre de 1963.
20 Sentencia 11/66 del TOP.
21 Sentencia 140/73 del TOP.
22 TÉBAR HURTADO, Javier, “La “resistencia ordinaria” durante el Tardofranquismo”. En 
TÉBAR HURTADO, Javier (ed.): Resistencia ordinaria. La militancia y el antifranquismo catalán ante el 
Tribunal de Orden Público (1963-1977). Publicacions de la Universitat de València, 2012, pag. 65.
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Militancia de las andaluzas emigrantes

Militancia de las andaluzas residentes

Fuente: elaboración propia a partid de la base de datos TOPDAT

Un grado mayor de militancia, lo representan  el  53’60 de las sen-
tencias en las que  señalan que las procesadas pertenecían a un partido 
político o sindicato y  el 61%  de las acusaciones lo son por hechos que 
indican que las procesadas tenían un nivel de organización: asociación, 
propaganda y reunión ilegal. Se trata por tanto de un grado de com-
promiso político o sindical elevado más allá de sucesos espontáneos o 
circunstanciales.

En todo caso, se debe hacer constar una significativa diferencia entre 
las procesadas. Entre las andaluzas residentes en Madrid o en Cataluña  
predominan las imputadas en cuya sentencia aparecen como afiliadas a 
partidos o sindicatos clandestinos, en concreto a CCOO; siendo mucho 
menor el porcentaje de éstas entre las residentes en Andalucía. Dato 
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éste, en consonancia con el mayor porcentaje de obreras de taller en las 
ciudades de acogida. 

Andaluzas, trabajo y empleo
Los estudios realizados sobre las mujeres durante el régimen franquista 
resaltan la influencia religiosa y conservadora del catolicismo y del fas-
cismo. La feminidad era entendida como sumisión, fragilidad y espíritu 
de sacrificio; a su vez, el fascismo entendía a la mujer como depositaria 
de los valores familiares, la defensa de su casa y de sus hijos, de las cau-
sas nobles y consoladoras del dolor. El modelo de mujer ideal resultaba 
de la unión del modelo burgués de ama de casa y del cristiano-católico 
de género, en donde se valoraba a la mujer en la medida que actuaba 
como perfecto complemento del hombre, es decir, subordinada a él23.  
El franquismo, por tanto, situó a la mujer en el ámbito doméstico, en-
comendándole las funciones de fortalecer la familia, educar a los hijos 
en la fe cristiana y en la doctrina falangista, potenciar la tasa de natalidad 
y ser el refugio y descanso del esposo. Este concepto, supuso para ella 
la vuelta a la subordinación jurídica y representó un retroceso de siglos, 
pues “liberó” a la mujer casada “del taller y de la fábrica”, se les prohibió 
el acceso al ejercicio de profesiones liberales y otros empleos dentro de 
la función pública, etc. todo ello acompañado de una política de conce-
sión de primas por maternidad y subsidios familiares, siempre abonables 
“al jefe de la familia“. El Estado franquista elaboró toda una legislación 
patriarcal, sustentada en la autoridad del padre/marido y totalmente dis-
criminatoria para las mujeres24. 

El ideario franquista tuvo su proyección en las estadísticas. Los cen-
sos y padrones municipales no recogen la realidad del trabajo femenino, 
toda vez que identifican el trabajo por el empleo remunerado y, dentro 
de éste, con el empleo a tiempo completo. Mientras que las calificaciones 
sobre el trabajo doméstico o el “para-doméstico” predominante entre las 
mujeres –sirvientas, limpiadoras, “migas”, enfermeras, etc.- son resueltas 

23 GÓMEZ CUESTA, Cristina. “Entre flechas y el altar: el adoctrinamiento femenino del 
franquismo”. Cuadernos de Historia Contemporánea 2009, vol. 31, p. 299-300. MORENO SECO, 
Mónica, “Mujer y culturas políticas en el franquismo y el antifranquismo”. Pasado y Memoria. Revista de 
Historia contemporánea, 7, 2008, p. 166-167.
24 MORAGA GARCÍA, Mª Ángeles: “Notas sobre la situación jurídica de la mujer en el franquismo”. 
Feminismo/s, diciembre 2008 pp. 231-232.  
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globalmente bajo el epígrafe de “sus labores”25. Por otra parte,  son aún 
pocos los estudios sobre las trabajadoras en Andalucía en las décadas 
centrales del siglo XX, por lo que hemos tenido que acudir a los datos de 
la EPA del tercer trimestre de 1976, que, aunque se refieran al límite del 
periodo de estudio, nos puede servir como referencia inmediata26. Según 
esta información, la población activa femenina  era del 20’68 por ciento 
del total, ocho puntos por debajo de la media nacional (28’5), dividida 
entre la agricultura -10’52%-, la industria -18%- y, fundamentalmente, en 
el sector servicio –el 62%-. En estas estadísticas, como ya he menciona-
do, no sólo no está contabilizada la dedicación a las tareas domésticas, 
sino que tampoco las que, en medios rurales, son clasificadas como para-
das o dedicadas a su casa27. En este sentido, Teresa Ortega, sostiene que 
las mujeres del campo son un colectivo triplemente invisibilizado: por 
ser mujer, por ser rurales y por ser trabajadoras28. Hay que añadir como 
causa de esa invisibilidad que el trabajo de la mujer en la agricultura era 
temporal; entre las entrevistas realizadas son muchos los ejemplos sobre 
estos trabajos de “temporá” en la que se contrataban a mujeres (recogida 
de aceituna, del algodón, las naranjas, la vendimia, etc.), como también 
en las industrias de elaboración o envasado del producto.   

“En las naranjas eran unas filas de chicas en una correa [cinta transpor-
tadora]. Estaba la cadena y aquí unos papeles y aquí las cajas y tenías que 
llenar la caja: cogías la naranja, al papel le dabas una vuelta y a la caja […]. 

25 GÁLVEZ MUÑOZ, Lina, “Logros y retos del análisis de género en la Historia Económica de 
la Empresa” en Información Comercial Española, 812, Enero 2004, pp. 77-89.  BAENA LUQUE, 
Eloísa; “Las mujeres trabajadoras de Sevilla durante el primer tercio del siglo XX”. XXI Ciclo 
de conferencias. La represión de las mujeres en Sevilla durante la Guerra Civil y el Franquismo. 
Ayuntamiento de Sevilla, 2008. CAMPOS LUQUE, Concepción. “Trabajo, empleo y género en 
Andalucía”. En RAMOS PALOMO, María Dolores (coord.): Andaluzas en la historia. Reflexiones sobre 
política, trabajo y acción colectiva. Colección Cuadernos de Andalucía en la Historia Contemporánea. 04. 
Centro de Estudios Andaluces. 2013, pag. 74.
26 Véase http://www.ine.es/jaxi/menu.do?type=pcaxis&path=/t22/e308/meto_02/pae/px/&file
=pcaxis. Septiembre de 2014.
27 GÁLVEZ MUÑOZ, Lina,  MATUS LÓPEZ, Mauricio. “Género y ruralidad en Andalucía: Un 
diagnóstico regional” Revista de estudios regionales, ISSN 0213-7585, Nº 94, 2012, págs.  109-110.
28 ORTEGA LÓPEZ, Teresa “Género y mujer rural. Las mujeres del campo como agente del 
cambio”. En  RAMOS PALOMO, María Dolores (coord.): Andaluzas en la historia. Reflexiones sobre 
política, trabajo y acción colectiva. Colección Cuadernos de Andalucía en la Historia Contemporánea. 04. 
Centro de Estudios Andaluces. 2013. pág.117.
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[Permanecías] hasta que terminaba la temporá. […] Tenía 13 años. Allí 
na más que mujeres, los hombres p´ arreá a las mujeres” 29.

A principios de los años sesenta, en España se produce la incorpo-
ración masiva de las mujeres al trabajo fabril para abastecer de mano de 
obra barata a una industria que necesita personal en las cadenas pro-
ductivas. La Ley de 196130,  no es sino el producto del interés del capital 
industrial por atraer mano de obra barata, aparentemente dócil y de fácil 
retorno al hogar en las etapas depresivas del ciclo económico31. Los ba-
jos salarios y la explotación de las mujeres compensaron los aportes de 
capital realizados por las grandes empresas en esos años32. 

“El trabajo de confección es to en una cadena y a ti te toca coser costuras de 
la entrepierna y eso es lo que hacía, te ponían el tocho de pantalón y venga.
[…] El ritmo era rápido porque lo que terminaba se lo tenía que pasar a 
otra, así eran las cadenas”33.

El control directo, el brutal sistema disciplinario, el destajo, los mi-
serables salarios bases obligaban a buscar un plus por productividad a 
costa de matarse trabajando: 

“Yo estaba en la [sección] más numerosa, en mujeres […] En lo que noso-
tros hacíamos éramos sólo mujeres, 90 mujeres. Era doblar los alambres con 
los dedos. Tenías un rollo de alambre y dos hierros a los lados y, a mano, te-
jías el colchón. […] Teníamos una banca cada una y tenías que ir de un lado 

29 Entrevista a Servanda Alcázar. Archivo Histórico de CCOO Andalucía. Colección Oral. Sig. 78. 
Cinta 1A, min. 60. 
30 Ley 56/1961, de 22 de julio, sobre derechos políticos profesionales y de trabajo de la mujer. BOE 
de 24 de julio de 1961.
31 GÁLVEZ MUÑOZ, Lina, RODRÍGUEZ MODROÑO, Paula: “El empleo de las mujeres en la 
España democrática y el impacto de la Gran recesión”. ÁREAS, nº 32. 2013, p. 107.
32 BABIANO, José “Mujeres, trabajo y militancia laboral bajo el Franquismo (Materiales para un 
análisis histórico)” en BABIANO, José (ed.) Del hogar a la huelga: trabajo, género  y movimiento obrero 
durante el franquismo. Madrid, Libros de Catarata, 2007 p. 31. DÍAZ SÁNCHEZ, Pilar, “Trabajadoras, 
sindicalistas y amas de casa” en NASH, Mary (ed.) Represión, resistencias, memoria: Las mujeres bajo la 
Dictadura Franquista. Granada, Comares, 2013 pp. 111-112.
33 Entrevista a María del Carmen Vázquez. Archivo Histórico CCOO Andalucía. Colección Oral. 
Sig. 336. Cinta 1, minuto 10.
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al otro tejiendo a un ritmo regular, pasando el carrete de agujerito en agujerito 
con una rapidez para que te de tiempo a hacer una serie de colchones. Está-
bamos en fila. […] El encargao lo teníamos allí enfrente con una mesita y la 
mesita como en un pedestal, en un podium. De forma que él estaba vigilando 
absolutamente todo: la que tejía, la que se paraba, la que comía, la que se 
sentaba un poquito porque no podía más.[…] No vea cómo se mataban. Si 
nos exigían 3 o 2 había quién hacía 6. Yo alucinaba con aquellas mujeres, 
algunas sin guantes. Le preguntaba: -¿Oye Socorro, tu cuando terminas por 
la noche…? -yo cuando salgo de aquí me tengo que acostar. A un ritmo nor-
mal, ellos marcaban el tiempo y eran tres colchones, que ya sabían ellos que 
tu no tenías tiempo ni para respirar”34.

Pero sobre todo, el empleo de las mujeres andaluzas se concentraba 
en el sector servicio -62%-, fundamentalmente en el servicio doméstico 
y el comercio, ramas caracterizadas por la descualificación y el empleo 
sumergido35. Un empleo desarrollado a lo largo de  la juventud,  comen-
zando siendo aún niñas: 

“El primer trabajo era llevar en una caja los trajes, tendría 10 años en el 
57. Después]  Estuve en la calle alemanes con las señoritas Benjumea que 
tenían un taller de alto copete y yo tenía unos 12 años. Me decían que si me 
preguntaban dónde trabajaba no se lo dijera. […] Allí subí de categoría, ahí 
me pagaban 6 pesetas a la semana, trabajaba todos los días mañana y tarde 
repartiendo como una loca los trajes, haciéndole los mandao a las oficialas. 
También pasaba el hilván, la maestra me mandaba a la calle Francos a la 
tienda de Velasco. Entraba sobre las nueve de la mañana hasta la una y media 
y después de 4-4’30 a 7’30-8, la hora del comercio. Los sábados medio día”36.

Muchas mujeres abandonaban el trabajo al casarse: unas porque  su 
sueldo era similar al plus familiar que recibía el marido, otras porque va-

34 Entrevista a Servanda Alcázar. Archivo Histórico de CCOO Andalucía. Colección Oral. Sig. 78. 
Cinta 1A. min. 87-93.
35 BABIANO, José “Mujeres, trabajo y militancia laboral bajo el Franquismo (Materiales para un 
análisis histórico)”  en BABIANO, José (ed.) Del hogar a la huelga: trabajo, género  y movimiento obrero 
durante el franquismo. Madrid, Libros de Catarata, 2007 p. 34.
36 Entrevista a Servanda Alcázar. Archivo Histórico de CCOO Andalucía. Colección Oral. Sig. 78. 
Cinta 1A. minuto 49.
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loraban el pago de la dote de la vuelta al hogar recogido en las ordenan-
zas laborales o en los Reglamentos de Régimen Interior de las empresas, 
pero también la exclusividad en el cuidado de los hijos y  la posición 
ideológica y cultural defendida por las propias mujeres, como lo recono-
cen algunas de las entrevistadas37. 

“En Induyco existía la dote […], no es que facilitaran que la gente se mar-
chara… es que las mujeres cuando te casabas te ibas, es que era una cuestión 
de cultura: -yo me caso para que me mantengan, - yo me caso para llevar mi 
casa, - no quiero seguir trabajando”38.

A la altura de la década de los sesenta, la “doctrina” franquista de la 
mujer como un “ser inferior espiritual e intelectualmente que carecía de 
una dimensión social y política y que tenía una vocación inequívoca de 
ama de casa y madre” había calado en la sociedad39. El franquismo había 
condicionado actitudes y comportamientos, marcando a varias genera-
ciones de manera tan profunda que “la función femenina” llegó a ser 
asumida como natural e inevitable40. 

En resumen, trabajo por temporadas, unos pocos años hasta el ma-
trimonio, eran características del empleo de las mujeres y determinante 
para la participación en la militancia sindical o política de las mismas. 
Durante estas dos décadas, las mujeres participaron en protestas, paros, 
etc. reivindicando mejoras laborales tal como lo demuestran los infor-
mes remitidos por la Brigada Político Social o la Guardia Civil al Gobier-
no Civil de Sevilla. Desde 1960 existen informes sobre paros o plantes 
de mujeres reivindicando el trabajo a sueldo en vez de a destajo, por 

37 BABIANO, José “Mujeres, trabajo y militancia laboral bajo el Franquismo (Materiales para un análisis 
histórico)”.  en BABIANO, José (ed.) Del hogar a la huelga: trabajo, género  y movimiento obrero durante 
el franquismo. Madrid, Libros de Catarata, 2007 p. 30. DÍAZ SÁNCHEZ, Pilar, “Trabajadoras, 
sindicalistas y amas de casa” en NASH, Mary (ed.), Represión, resistencias, memoria: Las mujeres bajo la 
Dictadura Franquista. Granada, Comares, 2013 p. 110.
38  Entrevista a Victoria Lobato. Archivo Histórico de CCOO Andalucía. Colección Oral. Sig. 341. 
Cinta 2, min. 32. 
39 Carme Molinero citado por Giaime Pala en “De la militante parcial a la militante total. La 
militancia comunista de la mujer española durante el franquismo” en Storia delle Donne 6/7 2010/11. 
Firenze University Press, pag. 161.
40 HERNÁNDEZ BURGOS, Claudio: Franquismo a ras de suelo. Zonas grises, apoyos sociales y actitudes 
durante la dictadura, 1936-1976. Granada, Universidad, 2013. pág. 397.
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disconformidad con el convenio colectivo firmado o con la calidad del 
fruto en las empresas aceituneras. Se produjeron concentraciones como 
las de las trabajadoras de la Corchera Internacional en contra del expediente 
de crisis y de la instalación de nuevas maquinarias; acciones en numero-
sos cortijos, donde iban en cuadrillas, solicitando un aumento de salario 
en la recogida del algodón, de la aceituna, etc41. Son, sin embargo, accio-
nes puntuales motivadas, como se ha dicho, por el trabajo esporádico, 
sumergido, domiciliario, etc., de la mujer. Este fue un tipo de empleo 
que contribuyó de manera decisiva a la hora de impedir a las mujeres 
una mayor militancia sindical y política en estas décadas de finales del 
franquismo. 

Una sociedad patriacal
La oposición franquista, en concreto la comunista, consideraba a las mu-
jeres como un colectivo con un gran potencial revolucionario y llevó a 
cabo un esfuerzo por avanzar en el tratamiento de la cuestión femenina 
y por integrar a las mujeres en condiciones de igualdad en la militancia. 
Pero esta aspiración teórica chocó con la persistencia de una cultura co-
tidiana de  género muy tradicional, poniendo en evidencia una actitud 
fuertemente paternalista dentro del partido42. Si bien las mujeres comu-
nistas durante el franquismo llevaron a cabo una labor fundamental en la 
creación, reproducción y difusión de la propaganda clandestina, en la co-
nexión de los presos políticos con la dirección del partido, en la creación 

41 AGCS. Leg. 807. Exp. 3. Circular del Jefe Superior de Policía al Gobernador Civil de Sevilla. 25 
abril de 1960. Leg. 1727 exp. 3. Nota informativa 2431 del SIG de la 138ª Comandancia de la GC al 
Gobernador Civil de Sevilla. De 25 agosto de 1960 y Escrito del Ministerio de Trabajo. Delegación 
Provincial al Gobernador Civil de 12 septiembre de 1961. Legajo 1727. Exp. 2. Petición de obreras  
de la Cochera Internacional en relación con el expediente de crisis en la misma. Sevilla 1 de febrero 
de 1962. Legajo 1727. Exp. 3. Nota informativa 3902 del Sigc 138ª Comandancia de la Guardia Civil 
de Sevilla al Gobernador Civil de 6 de diciembre de 1962. Legajo 1727. Exp. 2. 14 de diciembre de 
1962. Incidente laboral en labores agrícolas en Bellavista. 2ª Brig. Inv. Social. 3304. Legajo 1727. 
Exp. 2. Nota del 1er jefe de la 138 Comandancia de la Guardia Civil al Gobernador Civil de Sevilla 
de día 15 de diciembre de 1962. Lega. 1128. Exp.4. Nota Informativa 704 SIGC 138º Comandancia 
de la Guardia Civil al Gobernador Civil de la Provincia. 6 de marzo de 1963. Nota informativa 565 
de la Dirección General de la Guardia Civil. Al Gobernador Civil de Sevilla de 20 de enero de 1968. 
Nota Informativa 4.323 de la Dirección General de la Guardia Civil. Al Gobernador Civil de 11 de 
julio de 1968.
42 MORENO SECO, Mónica, “Mujer y culturas políticas en el franquismo y el antifranquismo”. 
Pasado y Memoria. Revista de Historia contemporánea, 7, 2008, p. 176.
CABRERO BLANCO, Claudia, “El ejemplo de las asturianas. Género, clase e identidad”. En  VEGA 
GARCÍA, Rubén, (coord.), El movimiento obrero durante el franquismo 1937-1977. Gijón, 2013, pag. 103,.
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de una red de solidaridad y de ayuda, etc., siempre se vio su militancia 
como una prolongación de su domesticidad más que como un compro-
miso político o como una lucha subalterna43.  A partir de la creación 
en 1965 del Movimiento Democrático de Mujeres las reivindicaciones 
políticas y sociales se unen a otras específicas de las mujeres, concre-
tamente con la defensa de la igualdad jurídica y social44. El mensaje del 
Partido también se extendió a la mujer trabajadora que había estado poco 
representada en los materiales del PCE y poco a poco a reivindicaciones 
cercanas a los movimientos de liberación45. Para Claudia Cabrero, la es-
pecificidad del compromiso de las mujeres estuvo determinada por los 
obstáculos a los que tuvieron que enfrentarse por la marginación y re-
presión a las que fueron sometidas por parte del régimen, pero también 
por las limitaciones dentro y fuera del hogar y por las necesidades de 
redefinir las relaciones con la sociedad y entre los géneros46. Por ello, en 
muchas ocasiones, las mujeres que  quisieron participar en las organiza-
ciones clandestinas en las décadas de los sesenta y setenta, encontraron 
trabas entre sus propios compañeros: 

“Las mujeres tenemos verdaderas dificultades y en una época en 
que todas éramos jóvenes, estábamos siendo madres, tenían dos 
o tres niños, plantear viajar a Madrid un fin de semana y quedarte 
una noche allí… […] Es que las mujeres siempre teníamos pro-
blemas: cuando éramos muy jóvenes teníamos a nuestros padres 
–yo me iba a Madrid y mis padres no lo sabían-. O no tenían ma-
ridos o novios que las dejaran”47.

43 CABRERO BLANCO, Claudia, “El ejemplo de las asturianas…. Opus cit.  pag. 125. VARO MORAL, 
Nadia: “La larga sombra del Movimiento Democrático de Mujeres. El PSUC y la organización de 
las mujeres durante el franquismo”  Historia, Antropología y Fuentes Orales, nº 47-48, 2012, p.259.
44 CABRERO BLANCO, Claudia, “El ejemplo de las asturianas… opus cit. pag. 129.
45 Para Claudia Cabrero la introducción de puntos de vista más abierto a los movimientos 
de liberación de la mujer se debe al  ascenso dentro del partido de los sectores intelectuales y 
profesionales que aportaba una cultura militante distinta, pero que fue vista como una desviación 
de lo prioritario para el PCE y para las comunistas más veteranas. Ibidem p. 131.
46 CABRERO BLANCO, Claudia, “El ejemplo de las asturianas… opus cit. pag. 143. 
47 Entrevista a Victoria Lobato. Archivo Histórico de CCOO Andalucía. Colección Oral. Sig. 341. 
Cinta 2, min. 31.
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“Cuando estaba en el movimiento de padres de alumnos y tenían que ir a 
Madrid “¿Cómo ibas tú a Madrid? […] ¿Cómo dejabas a tus hijos?, ¿Con 
quién los dejabas, Entonces huíamos de esas responsabilidades.[….]. Re-
cuerdo que para hacer cualquier actividad política yo tenía que levantarme a 
las seis de la mañana para preparar una comida para mis hijos […]  porque 
yo por las tardes continuaba con mi actividad política, cerraba mi tienda y a 
mis reuniones. […] Yo fui la que me tuve que acoplar al tiempo que disponía 
y el tiempo que disponía era, la mayoría de las veces, de noche”48.

En resumen, como indica Giaime Pala, el concepto de mujer como 
ama de casa y madre fue el aspecto de la propaganda del régimen que 
más se había asentado en la mente de una generación de  hombres que 
habían nacido en la posguerra, aunque se hubieran empeñado en des-
prenderse de todo el legado nacional-católico adquirido49.

En las páginas anteriores hemos justificado el escaso porcentaje de 
mujeres procesadas en el Tribunal de Orden Público en función de las 
condiciones de trabajo que les impedía una mayor implicación en las 
organizaciones de oposición al Régimen, objetivo fundamental del Tri-
bunal, y  también en la cultura patriarcal impregnada aún en muchos de 
los militantes de las organizaciones clandestinas. 

La represión en la Dictadura, desde su inicio, tuvo un carácter de 
género y la trasgresión femenina además de ser considerada de carácter 
social era también moral y ésta, como veremos, continuó hasta el final 
del Régimen50. Para los hombres que componían los aparatos represi-
vos del Estado hubo una distinción de clase, pero también de género. 
Así por ejemplo, en las deportaciones de andaluces durante el estado 
de excepción de 1969, los obreros fueron trasladados esposados y en 
furgones de la Policía Armada hacia pueblos alejados de la geografía 
andaluza, los estudiantes –con alguna excepción- fueron acompañados 

48 Entrevista a Julia Campos. Archivo Histórico de CCOO Andalucía. Colección Oral. Sig. 262. 
Cinta 3A, min. 6-8.
49 PALA, Giaime: “De la militante parcial a la militante total. La militancia comunista de la mujer 
española durante el franquismo”  en Storia delle Donne 6/7 2010/11. Firenze University Press. Pag. 
161.
50 SÁNCHEZ SÁNCHEZ, Pura: “Individuas y sujetas. Las andaluzas represaliadas por los 
tribunales militares”. Andalucía en la Historia, nº 25, julio-septiembre 2009, p. 18.
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por sus padres al confinamiento y, por último, las estudiantes fueron 
“domiciliadas”, es decir, permanecieron en sus domicilios custodiadas 
por  sus progenitores.

La información proporcionada por los distintos agentes de “orden 
público” sobre la participación femenina en manifestaciones, algaradas, 
etc., nos puede dar quizás algunas claves del carácter patriarcal de la cul-
tura represora y, de paso, del porqué de la menor representación de las 
mujeres en el TOP. En las numerosas manifestaciones llevadas a cabo 
en Sevilla durante las dos últimas décadas del franquismo, los detenidos 
eras principalmente los líderes conocidos. Aquellos participantes que las 
encabezaban o que se enfrentaban con “los agentes del orden”. Sin em-
bargo, no es siempre así en el caso de las  protagonizadas por mujeres. 
Por ejemplo, durante el año de 1967 las familiares de los trabajadores 
de la empresa SACA de Sevilla se manifestaron en varias ocasiones en 
contra del cierre de la factoría y en defensa del trabajo de éstos, incluso 
en alguna ocasión, protagonizaron actos violentos. En septiembre de ese 
año, las mujeres se concentraron ante el Gobierno Civil para entregar 
una carta al gobernador exigiéndole la apertura de la fábrica. En la in-
tervención policial se produjo un forcejeo; una de las presentes, Carmen 
Gonzalo Mateu,  rompió en la cabeza de un agente de la policía el termo 
que llevaba51. A pesar del “atentado a la autoridad” que pudo derivarse 
de ello,  Carmen Gonzalo no fue detenida.  La Brigada Político Social 
vigiló  a estas mujeres y confeccionó los informes pertinentes donde, 
como dato mas representativo, anotaron el nombre de sus maridos, para 
concluir que: no se ha apreciado a persona alguna como destacada que influyese en 
las demás, ya que todas ellas son partes interesadas y con las mismas manifestaciones 
en sus expresiones para resolver los problemas que afectan a sus maridos-productores 
afectados en el problema52. A pesar de que continuaron vigilándolas para de-

51 MARTINEZ FORONDA, Alfonso, (coord.), La conquista de la libertad. Historia de las Comisiones 
Obreras de Andalucía (1962-2000). Fundación de Estudios Sindicales, Cadiz, 2003. Artículo para la 
presentación del libro de Manuel Gonzalo Mateu, por Eduardo Saborido Galán. Marzo de 2011.
52 Las mujeres fueron: Esperanza Cortés Calderón, Ana Pacheco Portillo; Mercedes Martín Merino, 
Ana Fernández Padilla, Rosario Arroyo Marín, Carmen Navarro Rivera, Antonia Merino Palomares, 
Josefína Bernal Ibáñez, Felisa Domínguez Barroso, Mercedes Díaz Labrador, María Rodríguez 
Martínez, Josefa Domínguez Otero, Mercedes Moreno Bravo, Mª Luisa Colomer Martínez.  
Informe de la Jefatura superior de policía de Sevilla al Gobernador Civil. Brig. Reg. Inv. Social 477. 
de 5 de abril de 1967 sobre comisión de esposas de obreros de la empresa SACA recibida por el 
Gobernador Civil de la provincia. AGCS. Leg. 399. 
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tectar a las “incitadoras” y determinaron que fueron “Esperanza Cortés 
Calderón y Ana Pacheco Portillo, esposas respectivamente de José Gon-
zález Mayeu y José Jiménez Rueda, ninguna de las dos fueron detenidas.

El 17 de septiembre de 1968 un grupo de hombres y mujeres pro-
tagonizaron una manifestación en San José de la Rinconada (Sevilla) en 
protesta por las injustas detenciones de trabajadores reunidos en asam-
blea. Según el informe enviado al gobernador civil, en cabeza de dicha 
manifestación iban varias mujeres, entre ellas Rosario Zambrana, mujer 
de Mayeu –anota el informante del Gobierno Civil- llevando consigo a 
sus hijos, el mayor de cuatro años53. Según sigue el informe, estas mu-
jeres iban “provocando y vociferando que la guardia civil les iba a quitar el pan a 
sus hijos”. La manifestación llegó a las puertas del cuartel de la Guardia 
Civil, donde habían sido encerrados los trabajadores, y se produjo el 
enfrentamiento: 

“iban profiriendo gritos subversivos y de insultos a la fuerza del Cuerpo, lle-
gando a tal extremo que la fuerza por dos veces tuvo que hacer fuego, la primera al 
aire, la segunda delante de los manifestantes, resultando uno de estos heridos”54.

En dicho altercado, según el informe, fueron detenidos diez traba-
jadores, no consta ninguna mujer. Prueba, por tanto, de que no eran 
ellas consideradas como una amenaza porque imbuidos en el concepto 
de mujer implantado por el Régimen en el que se las minusvaloraban, 
no podían considerarlas capaces de liderar o de ser instigadoras de las 
protestas. 

53 Se trataba de José García Mayeu, líder de CCOO en San José de la Rinconada y uno de los 
detenidos.
54 Informe de la manifestación en la Rinconada. 17 de septiembre de 1968. AGCS. Leg. 720.
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De qué  acusan a las mujeres

Fuente: elaboración propia a partid de la base de datos TOPDAT

Como se puede observar en el cuadro anterior, las acusaciones refe-
ridas a vinculación a una organización declarada clandestina por la Dic-
tadura (asociación, propaganda y reunión ilegal) son los motivos por los 
que, en su mayoría, procesan a las mujeres andaluzas  -el 61 %-. Es decir, 
a una oposición organizada, permanente y no esporádica o, en términos 
de Javier Tébar, una resistencia ordinaria55. 

Una pequeña proporción -el 7’21%- no fueron procesadas porque 
el fiscal antes de llegar a la sala o bien, en el mismo juicio oral, retiró la 
acusación por falta de pruebas; el porcentaje de “exculpados” fue algo 
menor entre los hombres, pues alcanzó la cifra de 6’49%. 

Dentro de los delitos “ordinarios”, la mayoría de las mujeres son 
acusadas por asociación ilícita -34’02%-, siendo ésta una proporción 
significativamente menor que la ofrecida en el caso de los hombres: el 
47’17%. La petición  de condena que solicitó el fiscal por este “delito” 
osciló entre uno y tres años de cárcel, petición que se le solía aplicar a los 
militantes de base. A las reincidentes –un 18’18%-, el fiscal solicitó entre 

55 TÉBAR HURTADO, Javier: “La “resistencia ordinaria” durante el Tardofranquismo”. En  
TÉBAR HURTADO, Javier (ed.) Resistencia ordinaria. La militancia y el antifranquismo catalán ante el 
Tribunal de Orden Público (1963-1977). Publicacions de la Universitat de València, 2012. pp. 36-37
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cuatro y seis años de cárcel, y, a diferencia de los varones,  no hubo peti-
ción fiscal entre doce y veinte años, petición que solían hacer a aquellos 
que consideraban cabecillas o dirigentes. Por lo que, independientemen-
te de que hubiera o no mujeres dirigentes en las organizaciones clandes-
tinas, los fiscales no consideraron de manera habitual que las hubiera.

En las acusaciones por  propaganda ilegal las peticiones del  fiscal 
eran más leves. Si bien a la mayoría, tanto hombres como mujeres, les 
pidieron entre uno y tres años –en ambos, algo más del 69%-, a las muje-
res estudiadas en este caso, nunca les pidieron más de seis años, como si 
le pidieron a los varones. El franquismo había impuesto, y habría calado 
entre la mayoría de la población, un concepto de mujer definida como 
inferior espiritual e intelectualmente al hombre y ello irradiaba en todos 
los aspectos de la vida social56. Esta podría ser la causa por la que encon-
tramos diferencias en las peticiones impuestas a distintos actores en las 
sentencias. 

Un ejemplo de lo que venimos diciendo es el de Esteban Olmos. 
Este ciudadano se trasladó a Jerez del Marquesado (Granada), entró en 
una taberna y esperó que ésta quedara vacía para entregar treinta y nueve 
octavillas enrolladas, cuyo texto conocía, a Ascensión Bernal para que lo re-
partiera por las calles del pueblo. Ascensión, sin enterarse de su contenido, las 
abandonó en la calle en la misma forma que se las había entregado. El fiscal califica 
los hechos de propaganda ilegal y solicita las penas  de un año, seis meses 
y 10.000 pesetas para ella y de dos años, seis meses y 25.000 pesetas, para 
él. El motivo de la diferente pena lo dejó claro el mismo fiscal en su pri-
mer resultando: ella no conocía el texto57. En este mismo sentido, el fiscal re-
tiró la acusación de propaganda ilegal por la que había sido acusada Inés 
Jaraquemada, estudiante, ya que fue aceptado por el fiscal los motivos de 
la defensa de que no tenía intención de fijar en ningún lugar público las 
hojillas engomadas que la policía encontró en su bolso58. 

La acusación de “reunión ilegal” es menos frecuente en el conjunto 
de las sentencias analizadas aquí. Sin embargo, al igual que en los casos 
anteriores, la diferencia de trato a mujeres y hombres es considerable. 

56 GRACIA GARCÍA, Jordi, RUIZ CARNICER, Miguel Ángel: La España de Franco (1939-1975). 
Cultura y vida cotidiana, Madrid, Síntesis, 2001, pp. 92 y 291.
57 Sentencia 50/67. TOPDAT.
58 Sentencia 132/75. TOPDAT.
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En el caso de las acusadas el fiscal pidió tres meses de condena; mientras 
que a los hombres les pidió generalmente entre tres y seis meses,  llegan-
do a pedir hasta los tres años.  Esto mismo se repite en los casos de las 
acusaciones por manifestación no pacífica, pues la petición del fiscal no 
superó el año de condena en el caso de las mujeres, mientras que para sus 
compañeros varones se elevaron hasta los tres años. 	

En cambio, por el delito de injurias a la autoridad, tanto a hombres 
como mujeres el fiscal pidió entre uno y cinco meses. Es decir, no había 
diferencia estimable según género.  Lo que  es significativo es que, ningu-
na de las mujeres detenidas, fuera acusada de injurias al jefe del Estado, 
por cuanto sí lo fueron un significativo 6’95% de los varones. Prácti-
camente todos los hombres detenidos por esta acusación insultaron a 
Franco “bajo una fuerte intoxicación etílica”. 

En cuanto al número de sentencias en las que se acusa del delito de 
desórdenes públicos, éstas se agrupan en un mismo artículo del códi-
go penal, tanto los casos de peleas –sin significación política- como la 
protesta en la universidad. Sin embargo, mientras que a las mujeres se 
les solía solicitar entre tres y cinco meses de condena por este delito, los 
hombres fueron condenados generalmente a penas de entre dos y ocho 
años, e incluso a algunos –excepcionalmente- se les llegaron a solicitar 
41 años.

Por último, de las 97 mujeres andaluzas procesadas por el TOP, 57 
fueron finalmente condenadas. El porcentaje de los fallos condenatorios  
a las mujeres implicadas en estos procesos alcanzaron el 58’76%, una de 
cifra sensiblemente inferior al de los hombres, que lo fue en el  72’14% 
de los casos. 

En resumen, las mujeres, al igual que los hombres, fueron más acu-
sadas por “delitos” de asociación y propaganda y recibieron por ello las 
mayores condenas. Es decir, a mayor compromiso con una organización 
clandestina, mayores eran las condenas. Aunque, al mismo tiempo, re-
cibieron penas más suaves que ellos al no ser consideradas importantes 
en las organizaciones clandestinas, no sólo por razones objetivas, sino 
en concordancia con el concepto de mujer manejado por la cultura pa-
triarcal de las autoridades franquistas. Sin embargo, el cumplimiento de 
las condenas de estas mujeres repercutía en mayor medida en el núcleo 
familiar por el abandono en el que dejaban a sus hijos y por el desgarro 
que les suponía la separación. Ana Granado dejó a tres de sus cuatro 
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hijos al cuidado de su marido enfermo, el cual murió mientras ella cum-
plía condena, quedando, por tanto, abandonados y recibiendo el rechazo 
de los vecinos; además, como consecuencia, se produjo la disgregación 
familiar. Isabel Amil recordaba la angustia y dudas para decidir llevarse 
a la cárcel a su hijo pequeño. Durante los años que pasó en la cárcel no 
sólo se enfrentó a la pérdida de libertad, sino también a huelga de ham-
bre para mejorar las condiciones tanto físicas como morales a las que se 
veían sometidas las presas sino que, sobre todo, recuerda con dolor los 
años que no pudo ver crecer a sus hijos59.

De mala conducta
Un dato importante a tener en cuenta para este estudio de aproxima-
ción a estas cuestiones, es la referencia en las sentencia a la condición 
moral de las procesadas. Las conductas solían clasificarlas generalmente 
como “buena” o “mala”, aunque también se expresan otros términos 
como “dudosa”, “irregular”, “deficiente”. Datos más precisos sobre la 
moralidad de las mujeres los encontramos en los expedientes, en los in-
formes emitidos por la Brigada Político Social o por la Guardia Civil60. 
Se acopiaban en ellos, informaciones de vecinos de “orden” (párrocos, 
comerciantes, etc.,) que recogían aspectos de la vida tanto privada como 
pública de sus conciudadanos: la vida matrimonial, la asistencia a la igle-
sia, costumbres, etc. A ellos, se añadían los antecedentes, si los hubo, 
de su anterior participación política, situada en el pasado republicano. 
Los informes nos son útiles para conocer los criterios manejados por 
las “fuerzas del orden” para considerar la conducta de la mujer como 
“buena” o “mala” y, por tanto, el propio concepto del Régimen respecto 
a la española ideal o a su figura opuesta. Lo importante, además, es que la 
valoración moral, como veremos, constituía un atenuante o un agravante 
en las solicitudes fiscales y en las condenas aplicadas por el TOP.  

La mayoría de las mujeres andaluzas fueron consideradas de buena 
conducta  –el 67’1%- , cifra sensiblemente menor fue la referida a los 
hombres –el 60´88%. El 49% de las calificadas como de “buena con-

59 Entrevista realizada a Dolores Valenzuela, hija de Ana Granado. Entrevista realizada a Isabel 
Amil. Archivo Histórico CCOO-A. Colección Oral. Sig. 141.
60 BAENA LUQUE, Eloísa y GARCÍA ESCRIBANO, Inmaculada: “Peligrosos e instigadores. 
Análisis de una deportación” en MARTINEZ FORONDA, Alfonso (coord.) La Dictadura en la 
Dictadura: detenidos, deportados y torturados en Andalucía durante el estado de excepción de 1969. Fundación 
de Estudios Sindicales, El Páramo, Córdoba, 2011; pp. 254-259.
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ducta” fueron condenadas, frente al 80% de las descritas como de “mala 
conducta”, que sí lo fueron61. Podría pensarse que las consideradas “ma-
las” eran aquéllas que poseían antecedentes penales y eran, por tanto, 
reincidentes. Sin embargo, no parece que fuese así, pues el 93’7% de las 
descritas como de “mala conducta” no tenían antecedentes, por lo que la 
reincidencia no debería ser la causa de la “maldad”. Interesa indagar, por 
tanto, cuál era o cuáles eran las causas determinantes para establecer una 
determinada calificación moral. 

Dos casos nos pueden servir para plantearnos algunos interrogantes 
y tratar de aproximarse a una respuesta. El primero es el caso de Luisa 
Martínez, de Posadas (Córdoba). Esta mujer era conocedora de que su 
marido había sido arrestado, por ese motivo se dirigió al depósito muni-
cipal. Allí se encaró con los policías municipales que prestaban servicio 
y les dijo “cabrones” “hijos de putas” “rastreros”. El fiscal le pidió por 
su comportamiento un mes y un día de arresto mayor62. El segundo caso 
es el de Marianne Landbrieff, súbdita alemana residente en Chipiona 
(Cádiz), que con su marido se encaminaron al puesto de la Guardia Civil 
para preguntar por un bar y al no indicárselo -según la sentencia, porque 
no les entendían- se dirigieron al cabo del puesto y le espetaron: “cabo 
mucho malo y mucho cerdo”, haciéndoles señales de que le iban a cortar 
el cuello, apuñalándole. El fiscal pidió para esta mujer cuatro meses de 
arresto63. Pues bien, tanto Luisa como Marianne no tenían antecedentes 
y ambas fueron calificadas como personas de mala conducta.  Ambas 
obtuvieron dicha calificación por proferir insultos impropios de mujeres. 
Sin embargo, Luisa tendría un atenuante: “obrar por estímulos tan poderosos 
que, naturalmente, hayan producido arrebato u obcecación” (art. 9, cap.8 Código 
Penal). Es decir, que como en la cultura de la época la cólera sería vista 
como una componente cultural propia de las mujeres64, aún más al estar 

61 Si sólo tenemos en cuenta a las andaluzas residentes, el porcentaje es aún mas diferenciado pues 
únicamente el 28’5% de las calificadas como de “buena conducta” fueron condenadas frente al 
87’5% de las calificadas como de “mala conducta”.
62 Sentencia 237/73 del TOP.
63 Sentencia 373/73 del TOP.
64 GARCÍA DE FIGAR: Madres católicas. Madrid, 1943, p. 75. Citado por Encarnación Barranquero: 
“Las mujeres en la articulación del franquismo: apoyos, supervivencia y resistencia”. En  RAMOS 
PALOMO, María Dolores (coord.): Andaluzas en la historia. Reflexiones sobre política, trabajo y acción 
colectiva. Colección Cuadernos de Andalucía en la Historia Contemporánea. 04. Centro de Estudios 
Andaluces, Sevilla. 2013, p.8. 
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ésta producida al tratar de defender a su cónyuge,  el tribunal consideró 
que:

 
“… se encontraba afectada de una fuerte excitación nerviosa que natural-
mente produjo una situación anímica de arrebato en su actuar, disminuyendo 
la consciencia y voluntariedad de su quehacer.” 

Sin embargo, Marianne, por el contrario, no tuvo atenuante alguna, 
pues, según se señala en la sentencia, su estado de embriaguez era fre-
cuente, como también el de su marido: “por ser muy dados a la bebida”65. 
La diferencia respecto a la petición fiscal entre ambos casos escogidos 
radicaría en el modelo de mujer. Mientras que Luisa, con “una fuerte 
excitación nerviosa’ propia de mujer, espeta palabras malsonante en de-
fensa de su marido; Marianne ofrece otro modelo de mujer que acude a 
los bares, lugares “mal vistos” para ellas.  

Un caso diferente es el de Ana Granado, detenida en Herrera (Sevi-
lla) junto a siete hombres más en 1962. Esta mujer no tenía antecedentes, 
pero fue calificada su conducta como “mala”. Los magistrados del TOP  
reciben la información del Teniente Coronel de la Guardia Civil que 
opina que: 

“Es de destacar, entre los detenidos, a Ana Granado mujer de convicción 
arraigada, totalmente captada por el partido.” 

Lo que viene a destacar el Teniente Coronel es que, siendo mujer, 
formaba parte de una organización que presume como propia sólo de 
hombres. Más grave aún, parece ser, no tanto que Ana fuese del Partido 
Comunista, sino que lo fuera por convicción, un agravante al no ajustarse a 
la ignorancia, debilidad o inferioridad atribuible a las mujeres. Aún más, 
no todas las mujeres que pertenecían a una organización clandestina fue-
ron calificadas de “malas”, ¿por qué en este caso, sí? Seguimos leyendo el 
informe del Teniente Coronel: “cotizaba […] incluso con dinero que recibía de 
limosnas o ayudas de personas caritativas, para hacer frente a su hogar, toda vez que 

65 Sólo en caso de embriaguez temporal podía ser considerado eximente según art.9, cap.2 del 
Código Penal. Decreto 3096/1973. BOE nº 297 de 12 de diciembre.
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su marido se haya postrado en cama con graves dolencias”66. Aquí quizás radique 
su trasgresión, en el concepto de mujer-madre, pues las limosnas que le 
daban las personas caritativas destinadas para alimentar a sus hijos las em-
pleaba en apoyar al Partido Comunista67.  A las mujeres, a diferencia de 
los varones, no sólo se les castigaba por su conducta social, sino también 
por su conducta moral, porque las buenas mujeres debían circunscribirse 
a ser buenas esposas y buenas madres68.

Hemos visto la importancia que para las sentencias del tribunal tenía 
la calificación moral de las acusadas. En este sentido hay que resaltar que 
existe una clara distinción de clase social entre las acusaciones. De forma 
que se combinan las cuestiones de género y clase. Las mujeres estudiantes 
que fueron calificadas en un 80’95% de buena conducta, fueron el menor 
número de condenadas (el 38’09%) y son las únicas a las que el fiscal 
retira la acusación. Es muy significativo que el calificativo moral positivo 
no operase para las obreras –un 90% tienen “buena conducta” y son 
condenadas en un 60%-. Tampoco sirve para el colectivo que hemos cali-
ficado de trabajadoras autónomas o profesionales pues fueron calificadas 
de peor conducta y tuvieron mayor proporción de sentencias condenato-
rias – el 78’94%-. Quiere esto decir que, aquellas que desafiaban los roles 
de género de su época: la independencia personal, la no dependencia del 
marido, sufrieron un agravante por parte de fiscales y jueces.

Ejemplifica las afirmaciones anteriores la sentencia de Estrella Mu-
ñoz, de 22 años, soltera y de profesión representante, en 1970 viajó a 
París junto a Justo Ríos. En la capital francesa compraron libros, folle-
tos, grabados “de origen comunista, marxista-leninista” para venderlos 
en Sevilla. Fue calificada de “mala conducta” y acusada de propaganda 
ilegal. El fiscal solicitó para Estrella una pena de dos años y cuatro meses 
de prisión, más una multa de veinte mil pesetas69.

66 Informe sobre desarticulación de una célula comunista de 2 de junio de 1962 del Teniente 
Coronel de la Guardia Civil al Gobernador Civil de Sevilla. Archivo Gobierno Civil de Sevilla. Leg. 
1728, exp. 3.
67 Íbidem. A pesar de la preocupación que se desprende del  Teniente Coronel por el bienestar 
de los hijos de Ana, la encarcelaron preventivamente durante tres meses, ahora si, dejando a los 
hijos abandonados. Entrevista realizada a Dolores Valenzuela, hija de Ana Granado.
68 SÁNCHEZ SÁNCHEZ, Pura: “Individuas y sujetas. Las andaluzas represaliadas por los 
tribunales militares”. Andalucía en la Historia, nº 25, julio-septiembre 2009, p. 18.
69 Sentencia 125/71 del TOP
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A modo de conclusión
Con el presente artículo y, a través del estudio de las sentencias del TOP, 
pretendía fundamentalmente resolver algunas preguntas: las causas de 
la menor presencia de las mujeres, con respecto a los varones, en dicho 
tribunal y si hubo diferencias de género en el tratamiento que dicho 
tribunal ejerció con las mujeres. Que las mujeres tuvieron una menor 
presencia que los hombres en el TOP, así como en otros tribunales de 
la represión durante la Dictadura del general Franco, se ha venido cono-
ciendo a través de las últimas investigaciones realizadas. Las condiciones 
de trabajo de las mujeres  impidieron una mayor implicación en las orga-
nizaciones de oposición al Régimen pues, tal como hemos visto, eran el 
objetivo principal del Tribunal.   La doctrina patriarcal estaba extendida 
en todos los niveles y en toda la sociedad por lo que los cuerpos represi-
vos en muchas ocasiones, especialmente cuando las mujeres protestaron 
en defensa de sus maridos e hijos, no las veían como una amenaza, como 
un peligro pues al considerarlas como “inferiores” “débiles”, etc. no las 
consideraban protagonistas de las protestas. 

Por otro lado, las mujeres que fueron detenidas y procesadas recibie-
ron un tratamiento diferencial respecto a sus compañeros varones. En 
general, las mujeres recibieron unas condenas mas suaves que ellos, aun-
que a mayor implicación en las organizaciones de la oposición  las dife-
rencias de las penas fueron reduciéndose y difícilmente las consideraron 
cargos dirigentes de las mismas. Por último, a las mujeres se les condenó 
por la trasgresión social y, a diferencia de los varones, fundamentalmente 
por la trasgresión moral. 
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ANEXO I

Militantes antifranquistas detenidos en Andalucía 
entre 1960-1963

Caída del Comité Provincial del PCE de Sevilla y de militantes 
de empresas Sevilla el 8 de febrero de 1960

Nombre Empresa
Guerrero Timoteo, José

Comité Provincial de SevillaMárquez Mesa, Francisco (Sº Organización)

Blanco Santos, Antonio (Sº Agiprop.)

Acemel González, Alejandro

ISA
Busatil Gaona, Rafael

Lucas Maraver, José

Otero Lozano, Manuel

Navas Sánchez, Manuel

Moreno Barahona, Emilio Hispano Aviación

García Gutiérrez, José Fundición San Clemente

Azopardo Jiménez, Francisco

OTROS TRABAJADORES
Barrera Valle, Francisco

Núñez González, José María

Pérez Viejo, Francisco

León Trejo, Pedro
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Militantes del PCE de Sevilla que fueron detenidos en julio de 1960231

Nombre Comité Provincial / Comité Local o Comarcal
Rodríguez Martín, Emilio (Sº General)

Comité Provincial del CampoJiménez Olías, Agustín (Sº Organización)
Ruiz Cobos, Severo (Sº Agiprop)
Anaya Andrade, Juan José 

Comité Comarcal de Dos Hermanas

Avilés González, Manuel
Bocanegra Gago, Antonio
Calvo Jiménez, Miguel
Caro Durán, Manuel
Domínguez González, Manuel
Frutos Frutos, José 
Gil Barea, Salvador
Gutiérrez Vázquez, Pedro 
López Ávila, José
Monge Ortiz, Luis
Pichaco Gutiérrez, José
Plana Rivas, Luis
Ramos Berlanga, José
Rodríguez Gómez, Francisco
Román Moreno, Manuel
Romero Varela, José
Rubio Gómez, Dolores
Ruiz Romero, Fernando
Vasco Escobar, Francisco
Alcoba Cariño, Rafael

Comité Comarcal de Alcalá de Guadaira

Brea Ortiz, Julián  
Cabrera Barrera, Salvador
Cubano-Pastor, Manuel Ernesto
Fernández Camacho, José
Galiano Ríos, Daniel
Guillén García, Manuel
Gutiérrez Rodríguez, Isaías
Gutiérrez Rodríguez, Manuel 
Jiménez Moreno, Eduardo
Maldonado Loti, Alfonso
Martínez Ayala, Juan 
Morales Sutil, Antonio
Moreno Romero, Francisco
Pacífico Fernández, Antonio
Ponce Ortiz, Luis
Rodríguez Barrero, José María
Rodríguez Calderón, José
Rodríguez Ogalla, Fernando
Romero Márquez, José
Romero Peralta, Domingo
Romero Romero, Antonio
Salguero Carretero, Manuel
Segura Cabrera, José
Trigo Gandul, Francisco
Ventero Gutiérrez, Antonio
Zarza Rivero, Antonio

231 En esta caída se incluyen militantes de Peñaflor (Córdoba) y de Lora del Río (Sevilla) que, aunque 
tenían relaciones orgánicas con el Comité Provincial de Córdoba, sin embargo, figuran en el mismo 
expediente de la caída de Sevilla. La relación nominal en Informe-Memoria del SIGC de la 138 
Comandancia de la G.C. a Gobernador Civil de Sevilla, leg. 1727, de 31 de julio de 1960.
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Carmona Moreno, Antonio

Comité Comarcal de Carmona

Castellano Trigo, Antonio
Fuentes Recio, Manuel
García Arroyo, Francisco
Hidalgo Expósito, Joaquín
Llamas Gutiérrez, Antonio
Martín Jurado, Manuel
Martínez Sola, Juan 
Ojeda Bautista, Alfonso
Ojeda Prieto, Joaquín
Peña López, Manuel 
Pérez Carrero, Francisco
Pérez Ojeda, Rafael 
Ramos García, Manuel
Rodríguez Luna, Domingo
Rodríguez Luna, Francisco 
Ruiz Olmedo, Antonio
Tomillero Piñero, Antonio
Torres Rodríguez, José
Villalba Luna, Francisco
Aguado Liranzo, Pedro

Comité Local de la Rinconada

Arrebola Mármol, Alejandro
Barragán Vera, Manuel 
Bautista Hernández, Miguel
Bernal Vigal, Juan 
Casado Vázquez, José Manuel
Contreras Angorrillas, Rafael 
Cuevas Martín, Antonio
Díaz Gordillo, José
Extremera Guzmán, Rafael
García Moreno, Antonio
González Porcel, Francisco
Lozano Vasco, Félix
Luque García, Manuel
Manjón Cuadrado, Juan
Molina Moreno, Antonio
Moreno Pérez, Juan 
Parrillas Tabares, Juan 
Ramírez García, Fernando
Santiago Balastogui, Antonio
Zambrano Moreno, Miguel 
Algaba Alfonseca, Manuel 

Comité Local de Brenes

Espina León, José
Gaona Sánchez, José
Marcos Vázquez, Narciso
Martínez Marcos, Antonio
Medina Rivera, Manuel 
Noa Márquez, Francisco
Piedra Magro, Antonio
Alonso Vázquez, Isidoro

Comité Local de Alcalá del RíoDomínguez Acuña, Manuel 
Ruiz López, Francisco
Álvarez Cabezas, Antonio Comité Local de Villaverde del RíoCamacho Castilla, Juan 
Cortés Rodríguez, Antonio

Comité Local de UtreraDoblas Rodríguez, Antonio
Lirias Hernández, Vicente
Romero López, Manuel
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González González, Francisco Comité Local de Los Palacios
Bailón Saravia, Cipriano

Comité Local de Peñaflor (Córdoba)

Bello Serrano, Ángel 
Bello Serrano, Rafael
Blanco Ojeda, Manuel
Bonachera Esteves, Antonio
Fernández Cruz, Manuel
García Ostos, Manuel
García Ostos, Severino
González Daza, Jesús
González Daza, Ricardo
Laguna Gutiérrez, Ignacio
López Cano, Antonio
Majuelos Barranco, Antonio
Marín Muñoz, Antonio
Martín Martínez, Antonio
Osuna Muñoz, Sebastián
Sánchez López, Manuel
Sánchez Serrano, Carlos
Saravia Saravia, Manuel
Serrano Hidalgo, Manuel
Serrano Hidalgo, Rafael
Villariño García, Manuel
Cobos Baena, José

Comité Local de Lora del Río

García Centeno, Emiliano
Jiménez Escribano, Manuel
Lara Bernal, Juan
López Jiménez, José
López Morales, Juan José
Rivera Zambrano, Juan
Santisteban Rosa, Agustín
Vargas Jiménez, José

Militantes del PCE de Jaén que pasaron a disposición 
del Juzgado Especial Nacional de Actividades Extremistas 

en la caída de marzo de 1961232

Nombre Localidad de residencia
Almansa Garzón, Esteban

Andújar

Caballero Sánchez, José
Cantón Aguilera, Andrés
Castro Martín, José 
González López, Emilio
Lara Sánchez, Manuel 
Lorenzo García, Antonio
Marcos Cantón, Antonio
Martín Martín, José
Mena López, Francisco
Quirós García, Javier
Roldán Martínez, Pedro
Sánchez Elías, Claudimiro
Sequera Cantón, José
Zafra del Moral, Juan

232 Archivo Histórico Nacional, Fondos Contemporáneos, Dirección General de la Policía, Exp. 
53102. Todos los reseñados, excepto Esteban Almanza, pasaron al Juzgado Especial Nacional de 
Actividades Extremistas. 
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Fernández Ramiro, Joaquín
JaénSánchez Ramírez, Juan

Santos Perabá, Juan 
Alcalá Soto, Manuel

Jódar

Bonillo Herrera, Antonio
Díaz Barros, Pedro
García López, Antonio
Herrera Herrera, Francisco
López Serna, Rafael
Moreno Aguilar, Pedro
Morente Mazas, José 
Morillas Nieto, Juan
Rivas Torregrosa, José
Vargas Fernández, Alfonso
Barrios Fernández, José

LinaresHerrera Serrano, Fernando
Leiva Llobregat, Jesús
Tobaruela Marín, Juan Vicente
Madero Bueno, José LoperaRosales Rubio, José
Cárdenas Burgos, Juan

Úbeda

Cortés González, Alfonso
García Cortés, Juan
Latorre de la Blanca, Alfonso
López Gómez, Jerónimo
Millán Navarrete, Juan
Navidad Raez, Bernardo
Padilla Miguel, José
Ramiro Campos, Salvador
Ramiro Navidad, Miguel
Roldán Martínez, José María
Ruiz de la Blanca, Fernando
Gómez Gómez, Bernabé Villanueva de la ReinaTalero Tolmo, Miguel

Fuente: Archivo Histórico Nacional. Fondos Contemporáneos, Dirección General de Segu-
ridad, exp. 53102. Elaboración propia. 

Detención militantes de CNT entre el 20-10-61 y 21-10-61

Carrasco Martínez, Francisco Jaén Juzgados por TOP (Sumario 122/64)Justicia Castro, Francisco Linares
Ramiro Porras, José María Málaga Juzgado por TOP (R. 122/64)
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Militantes del PCE de Málaga que pasaron a disposición 
del Juzgado Especial Nacional de Actividades Extremistas 

en la caída de enero de 1961233

Nombre Empresa
José María Arévalo Botella

VERS

Francisco Calderón Lorpes
Francisco Gallego Martínez
Antonio Laure Zaragoza
Rafael Lérida Miranda
Manuel Mejías Cantero
José Reyes Gutiérrez
Santiago Rodríguez Jiménez
Francisco Rodríguez Ronda
José Sánchez Ruiz
Vicente Timonet Martín
Pedro Torres Ramírez
Juan Zapata Hernández
Juan Cortés Ramírez

RENFE

Francisco Fernández Córdoba
Fernando Jiménez Bosquet
José López Azauste
José Martín Jaime 
Manuel Millás Olmedo
Salvador de Mira Calderón
José Morilla Castro
Antonio Ortiz Ríos
José Ramírez Cacheiro
José Sánchez Luque
Manuel Sánchez Marín 
Cristóbal Criado Moreno Cía Seguros
José Arturo Ariza Rodas

Sin adscripción

Juan Ávila Romero
Luis Forulla Morales
Francisco Frías Torres
José Iranzo Álvarez
Antonio Merchán Marín
José Pérez García
Francisco Porras Cabrera
Juan Ruiz Pascual
José Sánchez García
José Silva Medina
José Vera Vera

Fuente: Archivo Histórico Nacional. Fondos Contemporáneos, Dirección General de Segu-
ridad, exp. 53102. Elaboración propia. 

233 Archivo Histórico Nacional, Fondos Contemporáneos, Dirección General de la Policía, Exp. 
53102.
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Militantes del PCE de Córdoba detenidos en abril de 1961234

Nombre Comité
Manuel Aguilera Delgado
Miguel Aguilera Delgado
Bartolomé Amil Sánchez
Emilio Arjona Sarmiento
Miguel Caballero Castillo
Antonio Castillo Gutiérrez
Manuel Galán Muñoz
Manuel Gordillo Gea
Sebastián Grande Sánchez
Diego Mesa Canca
Pedro Nieto Lozano
José Núñez Paniagua
Manuel Osuna Blanco
Eduardo Pérez Aroca
Adriano Romero Castillo
José Barranco Escaria

Comité de El HiguerónAntonio Osuna Gálvez
Antonio Sánchez Tapia
Ramón Hernández Martínez

Comité de Almodóvar del RíoManuel Jiménez Guerrero
Antonio Martín Fernández
Manuel Romero Serrano
Felisa Osuna Blanco Comité de Herrera (Sevilla)Juan Osuna Blanco
Antonio Gómez Martínez Comité del Veredón-VillarrubiaRafael Urbano Arévalo
Francisco Arroyo Cabello

Comité de Puente GenilMiguel Osuna Blanco
Fermín Quero Ruiz

Fuente: Archivo Histórico Nacional. Fondos Contemporáneos, Dirección General de Segu-
ridad, exp. 53102. Elaboración propia. 

Detenidos en la caída de abril de 1961 en Sevilla

Nombre Profesión
Manuel del Castillo Cobo Delineante
Rafael Gómez Gil Chapista
Jaime Montes Muñoz Mecánico
José María Muñoz Franco Empleado
José Amoedo Rodríguez 

Estudiantes

José Vicente Bernal Lobo
Carlos García Buiza
Miguel Ángel Morales Garrido
José Luis Navarrete Miró
José Antonio Rufo Campos
José Torres Acevedo
Eduardo López Mejías Profesor Academia “Santo Ángel”

Fuente: Archivo Histórico Nacional. Fondos Contemporáneos, Dirección General de Segu-
ridad, exp. 53102. Elaboración propia. 

234 Archivo Histórico Nacional, Fondos Contemporáneos, Dirección General de Seguridad, Expe-
diente 53.102, R.S. 5496/X.  Elaboración propia.
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Caída de militantes del PCE de Herrera y el Rubio (Sevilla) 
en mayo de 1962

Nombre y apellidos Provincia Fecha detención Motivo Incidencias
Durán Ruiz, Antonio

Sevilla 30-5-62 

Militancia 
en el PCE 
de Herrera 
y El Rubio

Sumario 422/63

García García, Antonio José

Granado Quintana, Ana

López Prieto, Manuel

Llamas Ruiz, Casimiro 

Maraver Aguilar, David

Osuna Blanco, Juan Bautista

Osuna Blanco, Manuel

Quero Ruiz, Antonio

Rojas Moreno, Antonio 

Rodríguez Navarro, José Luis Sevilla 25-12-62
Desórdenes 
públicos

Rollo 2/63

Fuente: TOPDAT, Sumario 422/63 y elaboración propia 

Caída de Vélez-Málaga en enero de 1962, acusados 
de pertenencia al PCE

Aragón González, Francisco Lorca Gómez, Juan 
Berjillos Gálvez, Miguel Martín Montosa, Antonio
Carrión Robles, Antonio Martín Montosa, José
Crespillo Escalona, Dolores Martín Montosa, Miguel
Díaz Colorado, Manuel Moreno García, José 
Díaz Hidalgo, Antonio Moreno Ruiz, José
Domínguez Torres, José Muñoz Herrera, Francisco
García Gómez, Juan Ocaña Díaz, Rafael
García López, Amparo Ortuza Recio, Manuel 
García Martín, Antonio Parra Chica, Rafael
Gómez Alba, Juan Pérez Bermúdez, María
Gómez Ruiz, Juan Ramírez Rodríguez, Antonio 
González Zorrilla, Antonio Reyes Castillo, María 
Gutiérrez Aragón, Sebastián Romero Azuaya, Francisco 
Gutiérrez Reguero, Antonio Salcedo Galván, Manuel 
Jurado Díaz, Isabel Sánchez Amaya, Rafael
Hijano Camacho, Pedro Santaolalla Alba, Ana
Hortalaza Alarcón, Remedios Sarmiento Ruiz, Antonio
Lagos Moya, Juan Sola Olivares, Juan
López de Coca Heredia, Domingo

Fuente: Archivo Histórico Nacional. Fondos Contemporáneos, Dirección General de Seguri-
dad,. Informe R.S. núm. 682/ II, fechado en Madrid el 20 de enero de 1962 y elaboración propia.
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Detenciones y procesamientos durante 1963

Nombre y apellidos Provincia Fecha 
detención

Motivo Incidencias

López Cabello, Francisco Sevilla 17-4-63 Injurias Jefe
Estado

Rollo
198/63

Fernández Delgado, 
Joaquín

Almería 9-8-63
Asociación ilícita/
Propaganda ilegal

JOC
Sumario 19/64Revueltas Cañadas, 

Marcelino

Adame Hens, Manuel 

Sevilla
Entre 11-10-63 
Y 19-10-63

Militantes
del PCE 

Rollo 686/63

Hormigo González, José

Jiménez García, José  Luis

López Sánchez, Antonio 

Mellado Tubio, José

Reyes Bellido, Manuel

Ruiz García, José María

Navoz Sánchez, Rafael Sevilla 13-10-63 Injurias Jefe Estado Rollo 517/63

Bueno García, Antonio Sevilla 21-10-63 Injurias Jefe Estado Rollo 664/63

Maldonado Domínguez, 
Juan José

Sevilla 27-11-63
Injurias Jefe Estado Rollo 13/63

Campos Campos, Rafael Sevilla 10-12-63 Injurias Jefe Estado Rollo 801/73
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ANEXO II

Series estadísticas

Enjuiciados por el TOP en España y Andalucía por sentencias
(Anexo III.1)

Nº de procesados Nº de sentencias
en España

Porcentajes
en España

Nº de sentencias
Andalucía

Porcentajes
Andalucía

1 2.280 60,03 % 166 57 %

2 581 15,30 % 37 13 %

3 317 8,35 % 21 7 %

4 196 5,16 % 16 5,40 %

5 111 2,92 % 13 4,70 %

6 72 1,90 % 6 2 %

7 57 1,50 % 8 3 %

8 35 0,92 % 4 1, 5 %

9 24 0,63 % 4 1, 5 %

10 27 0,7 % 5 2, 5 %

11 20 0,53 % 2 0, 7 %

12 7 0,18 % 1 0, 3 %

13 13 0,34 % 1 0, 3 %

14 14 0,37 % -

15 6 0,16 % 1 0, 3 %

16 8 0,21 % -

17 5 0,13 % 1 0, 3 %

18 1 0,03 % -

19 3 0,08 % -
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20 2 0,05 % -

21 6 0,16 % 2 0, 7 %

24 2 0,05 % -

26 1 0,03 % -

27 1 0,03 % 1 0, 3 %

32 1 0,03 % 1 0, 3 %

33 1 0,03 % 1 0, 3 %

34 1 0,03 % -

37 1 0,03 % -

39 1 0,03 % -

40 1 0,03 % -

Total 3 798 100 % 293 100 %

Fuente: DEL ÁGUILA, Juan J.: El TOP. La represión de la libertad (1963-1967), Planeta, Barce-
lona, 2001, p. 247, TOPDAT y elaboración propia.

Tiempo de condena del TOP en España entre 1964-1976
(Anexo II. 2)

Año Años Meses Días Multas
1964 816 853 126 3.954.500

1965 340 558 50 1.377.000

1966 339 1.086 118 1.950.000

1967 258 911 157 1.745.500

1968 533 1.315 403 2.051.000

1969 522 2.380 433 2.890.250

1970 479 2.406 348 3.440.000

1971 760 2.145 524 2.622.500

1972 608 1.165 442 2.012.750

1973 1.201 1.827 730 3.451.500

1974 1.368 2.222 883 2.369.500

1975  1.565 1.615 389 2.565.500

1976 1.357 387 155 1.150.000

Total 10.146 18.870 4.758 31.580.000

Fuente: DEL ÁGUILA, Juan J.: El TOP. La represión de la libertad (1963-1967), Planeta, Bar-
celona, 2001, p. 254.
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Total de condenas del TOP distribuidas geográficamente 
por provincias en Andalucía  (1964-1975)

(Anexo II. 3)

Provincia Años Meses Días Multas Condenados Absueltos

Almería 11 3 - - 6 1

Cádiz 127 11 6 75.000 70 27

Córdoba 51 1 9 110.000 32 33

Granada 49 10 16 211.000 46 30

Huelva 1 - - 6.000 5 2

Jaén 42 10 28 30.000 42 7

Málaga 222 6 16 475.000 98 64

Sevilla 426 11 3 1.130.000 243 99

Total 933 6 16 2.037.000* 542 263

Fuente: TOPDAT y elaboración propia 

Petición Fiscal del TOP en Andalucía entre 1964-1976
(Anexo II.3)

Año Años Meses Días Multas
1964 109 7 16 280.000

1965 83 8 2 15.000

1966 34 10 2 75.000

1967 207 8 11 425.000

1968 151 5 3 845.000

1969 59 3 4 245.000

1970 697 6 23 830.000

1971 129 5 26 257.000

1972 120 9 2 122.000

1973 201 6 11 410.000

1974 80 29 1 100.000

1975 2 - - -

Total 1.881 3 8 3.604.000

Fuente: TOPDAT y elaboración propia. 
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Condenas del TOP por asociación ilícita en Andalucía (1964-1975)
(Anexo II. 5)

Años Meses Días Multas Condenados Absueltos

Almería 2 - - - 1 2

Cádiz 85 8 5 - 47 23

Córdoba 32 6 6 - 19 20

Granada 34 9 - 10.000 21 8

Huelva - - - - - -

Jaén 26 6 3 - 41 1

Málaga 148 8 11 20.000 77 51

Sevilla 244 2 3 70.000 131 49

Total 574 1 28 100.000 337 154

Fuente: TOPDAT y elaboración propia

Condenas del TOP por propaganda ilegal en Andalucía (1964-1975) 
(Anexo II. 6)

Años Meses Días Multas Condenados Absueltos

Almería 6 - - 20.000 2 1

Cádiz 8 3 - 10.000 5 2

Córdoba 13 - 2 70.000 5 5

Granada 13 6 4 186.000 23 15

Huelva - - - - - -

Jaén 16 14 3 80.000 7 5

Málaga 68 9 4 420.000 40 35

Sevilla 122 10 4 745.000 71 37

Total 250 6 17 1.551.000 153 100

Fuente: TOPDAT y elaboración propia.
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Condenas del TOP por manifestación no pacífica en Andalucía 
(1964-1975) 

(Anexo II. 7)

Años Meses Días Multas Condenados Absueltos

Almería -- - - - - -

Cádiz - 8 - - 4 3

Córdoba - 6 - - 2 .

Granada - 6 - - 2 -

Huelva - - - - - -

Jaén - - - - - -

Málaga - 9 - 30.000 2 12

Sevilla 12 7 1 25.000 41 25

Total 15 . 1 55.000 51 54

Fuente: TOPDAT y elaboración propia

Enjuiciados en rebeldía en España entre 1964-1976
(Anexo II.8)

Procesados Sentencias Absueltos Condenados Porcentaje 
Absueltos

Porcentaje 
de condenados

552 414 62 490 11 % 89 %

Fuente: DEL ÁGUILA, Juan J.: El TOP. La represión de la libertad (1963-1967), Planeta, Bar-
celona, 2001, p. 244.

Enjuiciados en rebeldía en Andalucía segregados por provincias 
entre 1964-1976

Provincia Procesados Sentencias Absueltos Condenados Portentaje
Absueltos

Porcentaje de
condenados

Almería 1 1 - 1 - 2%

Cádiz 5 5 - 5 - 14 %

Córdoba 3 3 - 3 - 9 %

Málaga 11 11 1 10 3 % 29 %

Sevilla 16 17 - 16 - 46 %

Total 36 37 1 35 3 % 97 %

Fuente: TOPDAT y elaboración propia.
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Datos de las personas originarias de Andalucía procesados a ni-
vel nacional y restados de los procesados en la región

(Anexo II.9)

Provincia Número de andaluces 
enjuiciados en España

Enjuiciados en Andalucía
(políticos y no políticos)

Enjuiciados fuera 
de Andalucía

Almería 80 17 63

Cádiz 150 104 47

Córdoba 206 76 130

Granada 228 99 129

Huelva 52 10 42

Jaén 206 61 145

Málaga 246 184 62

Sevilla 411 390 21

Total 1.579 941 639

Fuente: TOPDAT y elaboración propia, junto a Juan José del Águila: El TOP…, op. cit. pp. 
270-271.

	
Originarios de otras provincias españolas procesados 

y enjuiciados en Barcelona y Madrid 
(Anexo II.10)

Provincia de origen Barcelona Madrid Total
Andalucía

Almería 32 10 42
Cádiz 8 7 15
Córdoba 42 21 63
Granada 75 20 95
Huelva 9 4 13
Jaén 41 31 72
Málaga 40 8 48
Sevilla 35 18 53

Aragón
Huesca 4 9 13
Teruel 13 2 15
Zaragoza 22 20 42

Cataluña
Barcelona - 11 11
Gerona 19 1 20
Lérida 37 1 38
Tarragona 24 2 26

Castilla-León
Ávila 1 19 20
Burgos 10 26 36
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León 10 28 38
Palencia 4 12 16
Salamanca 5 28 33
Segovia 1 16 17
Soria 7 14 24
Valladolid 7 29 36
Zamora 5 15 20

Castilla-La Mancha
Albacete 15 6 21
Ciudad Real 15 61 76
Cuenca 7 35 42
Guadalajara 2 19 21
Toledo 4 70 74

Euskadi
Álava 2 2 4
Guipúzcoa 7 16 23
Vizcaya 2 12 14

Extremadura
Badajoz 49 56 105
Cáceres 21 41 62

Galicia
Coruña 12 8 20
Lugo 12 5 17
Orense 5 11 16
Pontevedra 3 7 10

País Valencia
Alicante 9 7 16
Castellón 10 2 12
Valencia 19 16 35

UNIPROVINCIALES
Asturias 5 21 26
Baleares 3 8 11
Canarias 3 4 7
Cantabria 2 14 16
La Rioja 5 4 9
Madrid 17 - 17
Murcia 33 10 43
Navarra 6 9 15
Total 719 796 1.515

Fuente: TOPDAT y elaboración propia



286

Alfonso Martínez Foronda La respuesta del Tribunal de Orden Público al crecimiento de la resistencia andaluza

Población de las provincias catalanas por provincia 
de nacimiento (1970-1981)

(Anexo II.11)

1970
BARCEOLONA GIRONA LLEIDA TARRAGONA

Barcelona 2.060.994 Girona 297.164 Lleida 263.143 Tarragona 300.182

Granada 139.062 Barcelona 18.242 Barcelona 11.431 Barcelona 16.255

Córdoba 125.881 Granada 12.079 Huesca 10.516 Jaén 13.596

Jaén 118.861 Málaga 10.499 Jaén 8.074 Córdoba 8.610

Almería 111.339 Jaén 9.799 Granada 6.943 Granada 8.243

Murcia 99.269 Córdoba 6.638 Almería 4.462 Almería 7.501

Sevilla 87.042 Badajoz 6.141 Córdoba 3.502 Lleida 6.835

Badajoz 84.478 Sevilla 5.079 Tarragona 3.368 Badajoz 6.732

Lleida 76.188 Almería 4.019 Zaragoza 3.363 Teruel 5.738

Málaga 67.698 Cáceres 2.967 Málaga 2.956 Castellón

1981
BARCELONA GIRONA LLEIDA TARRAGONA

Barcelona 2.615.181 Girona 319.971 Lleida 264.203 Tarragona 332.537

Granada 157.520 Barcelona 27.440 Barcelona 14.835 Barcelona 24.382

Córdoba 148.290 Granada 15.216 Huesca 10.419 Jaén 16.777

Jaén 132.757 Jaén 12.356 Jaén 7.600 Córdoba 11.879

Sevilla 108.639 Málaga 11.511 Granada 6.475 Granada 11.260

Badajoz 107.683 Córdoba 9.260 Zaragoza 3.701 Lleida 8.893

Almería 105.826 Badajoz 7.515 Almería 3.680 Badajoz 8.759

Murcia 88.791 Sevilla 6.700 Córdoba 3.375 Almería 7.846

Lleida 73.835 Almería 4.308 Tarragona 3.366 Sevilla 6.878

Málaga 73.595 Cáceres 3.077 Málaga 3.092 Teruel 6.570

Fuente: Martín Marín, “Fluxos, stocks, periodicitat y orígens”, en Memòries del Viatge [1940-
1975], Ajuntament de San Adrià de Besòs, 2009, p. 30.
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Procedencia comarcal de la resistencia andaluza ante el TOP 
por su actividad fuera de región

(Anexo II.12)

Almería Córdoba
Área Metropolitana 14 Los Pedroches 23

Valle del Almanzora 12 Campiña sur 19

Alpujarra Almeriense 6 Área Metropolitana 13

Los Filabres-Tabernas 5 Valle del Guadiato 12

Resto 10 Subética 10

Total 47 Resto 16

Total 93

Jaén Granada
Área Metropolitana 23 Montes Orientales 27

Sierra Morena 19 Guadix 19

Sierra Mágina 14 Área Metropolitana 16

Sierra de Cazorla 10 Alhama de Granada 9

La Loma 10 Vega de Granada 7

Resto 19 Resto 27

Total 95 Total 105

Málaga Sevilla
Málaga-Costal del Sol 13 Área Metropolitana 24

La Axarquía 11 Sierra Sur 13

Nororiental 10 Sierra Norte 7

Antequera 6 Vega del Guadalquivir 6

Resto 19 Resto 9

Total 59 Total 59

Fuente: TOPDAT y elaboración propia 
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Relación nominal de las personas enjuiciadas por el TOP en An-
dalucía (1964-1975) por provincias de residencia

ALMERÍA
ALARCÓN GONZÁLEZ, Antonio
ALCOCER JORDÁN, Ramón P.J.
ESPINAR LÓPEZ, Emiliano
FERNÁNDEZ DELGADO, Joaquín
MARTÍNEZ LÁZARO, Enrique
NIETO ORDOÑO, Antonio
REVUELTAS CAÑADAS, Marcelino

CÓRDOBA
ACERO VÁZQUEZ, Agustín
ALGABA RAMÍREZ, José Luis
AMIL CASTILLO, María Isabel
ARMADA MARTÍNEZ, Juan Antonio
BALMÓN CASTELL, José
BECERRA EDRAZA, José 
BENAVIDES REINA, Antonio
BOCERO RAMOS, Juan Diego
CABALLERO CASTILLO, Ernesto
CABALLERO SERRANO, José
CABRERA BERENGUER, Pedro 
CARMONA MUÑOZ, Rafael
CASTRO JIMÉNEZ, Isidoro
COBOS PÉREZ, Rafael
CORRO CHAPARRO, Antonio

CUEVAS CASTRO, José
DÍAZ LUCENA, Rafael
DÍAZ USANO, Angélica María
FERNÁNDEZ MORENO, Atanasio
FLORES ARRABAL, Rafael
FLORES ARRABAL, Vicente
GARCÉS FERNÁNDEZ, Manuel
GARCÍA-HIDALGO FRAGUERO, Aurora
GARCÍA POLONIO, Melquíades
GIRÓN BORRERO, Juan Antonio
GÓMEZ MARTÍN, Antonio
GÓMEZ ZAMORA, Antonio
GRANDE RUZ, Antonio
GRANDE RUZ, Isabel
GRANDE RUZ, Mariana
GUERRA ZAMORA, Ángela 
JIMÉNEZ RUIZ, Antonio
JURADO ARJONA, Manuel
LÓPEZ SÁNCHEZ, Juan 
LÓPEZ SILVERIO, Manuel 
LUQUE BALLESTEROS, Antonio
MARTÍN FERNÁNDEZ, Rafael
MEDIAVILLA GONZÁLEZ, Alfonso
MERINA LÓPEZ, Ana María
MOLINA SÁNCHEZ, Ramón
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MOLINERO GUTIÉRREZ, Francisco E.
MORALES GARCÍA, Julián
MORENO SERRANO, Hipólito
MOYA VALERO, Pedro Pablo de
MESA LUQUE, Alejandro
MUÑOZ GÓMEZ, José 
MUÑOZ MOLINA, Francisco Julián
MUÑOZ SALAS, Damián-Andrés
NOGUERA GARCÍA, José 
NÚÑEZ MAGAÑA, Demetrio
ORTIZ DE GALISTEO GALISTEO, Rafael
QUESADA ZAMORA, Manuel
RAMÍREZ ARANDA, Germán
RAMÍREZ PÉREZ, José 
RODRÍGUEZ LINARES, Enrique
RUBIO GASPAR, Antonio
SÁNCHEZ ARENAS, Ángel
SANTISTEBAN ROSALES, Julio
SOLANO MARTÍNEZ, L. R. Francisco
SOTO RAMOS, Félix
UBERA JIMÉNEZ, Jesús
URBANO ARÉVALO, Rafael
VACAS CARAVACA, Pedro 
VALLE VALDERAS, Manuel
VILLEGAS ZEA, José Luis

CÁDIZ
AGUILAR CAMPOS, Cándido 
ÁLVAREZ HERRERA, Antonio
ÁLVAREZ DE TOLEDO Y MAURA, Luisa I.
ARTOLA BEUZÓN, Francisco
AYUSO AYALA, José Antonio
BAENA FACIO, Rafael
BARBOSA LÓPEZ, Manuel
BOLLULLO ÁLVAREZ, Francisco de Paula
BORRAJO PERDIGONES, Francisco
BORREGO TERRIZA, Juan
BRAVO VARGAS, Ángel
CAAMAÑO BERNAL, Esteban
CAMACHO DOMÍNGUEZ, Antonio
CAMPOS OTERO, José
CAMPOS VARELA, Miguel
CARABALLO VALDÉS, José
CÁRDENAS DELGADO, Antonio 
CARREIRA AMORES, Antonio
CHACÓN ÍÑIGO, Antonio Jesús
CINTADO ARRANZ, Manuel 
CONDE ORELLANA, Juan 
CORDERO MARCHENA, José
DELGADO GORDILLO, Francisco 
DEVESA JIMÉNEZ, Manuel 

ESPINAR GALÁN, Jesús
ESPINAR GALÁN, Manuel 
FALLA VÁZQUEZ, Hipólito
FERNÁNDEZ DE ROJAS, Manuel
FERNÁNDEZ GALLARDO, José Joaquín
FERRER GÁLVEZ, Francisco José
FIGUEREO FERIA, Rafael
GAITERO ROSADO, Ramón
GANDOLFO COLLADO, Juan Pedro 
GARCIA AGUILOCHO, José
GARCÍA FERNÁNDEZ, Luis
GARCÍA MULERO, Germinal
GARCÍA TÚNEZ, Manuel
GIL GARCÍA, Antonio
GIL PIÑEIRO, Antonio 
GÓMEZ ARELLANO, Juan 
GONZÁLEZ HERRERA, Andrés
GONZÁLEZ SÁNCHEZ, Rafael
GUILLOTO AGUILAR, Fernando
HERRAN NORIEGA, Antonio
HERRAN NORIEGA, José Manuel
HITA MATEOS, Cristóbal
IGLESIAS VILLAR, Federico
JIMÉNEZ GARCÍA, José Antonio
LANDERIEFF, Marianne
LEAL CAMACHO, Antonio
LEÓN GONZÁLEZ, Cristóbal
LÓPEZ DOMÍNGUEZ, Francisco de Asís 
LÓPEZ FERNÁNDEZ, Pedro
MARÍN GUERRERO, Francisco 
MARTÍN CARRASCO, Francisco
MARTÍNEZ-MURGA GARCÍA, Antonio
MARROQUÍN GÓMEZ, José
MARROQUÍN TRAVIESO, José Antonio
MARROQUÍN TRAVIESO, Miguel
MARTÍN FELICES, Mario
MORALES FERNÁNDEZ, José
MUÑOZ BENÍTEZ, Miguel 
NAVARRO JIMÉNEZ, José 
NAVARTA ARIZA, Antonio
PALACIOS DE VERA, Antonio
PALMA VICARIO, María Soledad
PALOMA VEGA, Joaquín
PARODI MUÑOZ, José
PEREA ESPAÑA, José María 
PÉREZ CASTILLO, José
PERIÑÁN TOCINO, Pedro
RAPOSO RODRÍGUEZ, José
RIERA CROS, Francisco Javier
RÍOS BOLAÑOS, Pedro 
RODRÍGUEZ CALVO, Juan Francisco
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RODRÍGUEZ ORDOÑO, José Antonio 
ROMERO PAZOS, Manuel 
ROMERO RUIZ, Manuel
ROSA ÁLVAREZ, José
ROSA RÍOS, José de la 
RUIZ GÓMEZ, Nicolás
RUIZ-HERRERA GALLEGO, Antonio
RUIZ SUAZO, Manuel 
SÁNCHEZ FERNÁNDEZ, Eduardo
SÁNCHEZ FERNÁNDEZ, Manuel
SÁNCHEZ PAZO, Juan
SÁNCHEZ RUIZ, Miguel
SENA GARCÍA, Francisco
SENDRA PALMA, Manuel
VALLE MUÑOZ, Francisco
VILLANUEVA MUÑOZ, José Luis
WALTER ARNOLS, Bernhard

GRANADA
ABDELKADER AHMED, Mohammed
ALFAYA GONZÁLEZ, José María
ANCIONES DE LA TORRE, Enrique
ARAGÓN ORELLANA, Antonio
ARDOY CUADROS, Rosa Mª
AUSÍN MOMBLONA, Berta
AYLLÓN IRANZO, Antonio 
BELLÓN ZURITA, Juan de la Cruz
BERNAL CORZO, Ascensión
BOSQUE SENDRA, Joaquín
BULLEJOS DE LA HIGUERA, Juan
BUSTAMANTE MARTÍNEZ, Pilar
CAPARRÓS VALDERRAMA,  Rafael
CARMONA GONZÁLEZ, Alfonso
CARRASCO RAMÍREZ, José
CARREÑO TENORIO, Jesús Fernando
CARRILLO DÍAZ, Concepción
CASTELLANO PÉREZ, José A.
CASTILLO GAROFANO, Rafael
CERVILLA RUIZ, Encarnación
CÓRDOBA FERNÁNDEZ, Antonio Rafael
CRUZ MANZANO, Luis
DÍAZ PRADOS, José
DUARTE GONZÁLEZ, Antonio
EXPÓSITO ESPIGARES, Antonio
FERNÁNDEZ CASTRO, Antonio
FERNÁNDEZ MINGORANCE, Manuel
GALLEGO FIGUERAS, Antonio
GARCÍA ASENSIO, Manuel
GARCÍA LARA, Fernando Juan
GONZÁLEZ ARCAS, Arturo
GUARDIA RODRÍGUEZ, José

GUERRERO VILLALBA, José Antonio
HOCES BARRALES, Francisco
IBÁÑEZ AMAYA, José Luis
LIMIÑANA CAÑAL, José María
LIMONES PÉREZ, Miguel
LÓPEZ LÓPEZ, Manuel
LOZANO CASTELLÓN, Francisco
MARÍN DÍAZ, Nicolás
MARÍN GARCÍA, José
MARTÍN MORALES, José Valentín
MARTÍN ORTE, Emilio
MARTÍN RUBÍ, José Carlos
MARTÍNEZ GUERRERO, Antonio Eloy
MARTÍNEZ MARTÍN, Manuel
MEGÍAS RODRÍGUEZ, Francisco
MOLES GALLARDO, Ildefonso M.
MOLINA ARÉVALO, José Manuel
MORENO LINARES, Manuel
NADAL SÁNCHEZ, Antonio
NAVARRO CASTEX, Antonio
OLMOS PALENZUELA, Esteban
ORTEGA PINEDA, Miguel
PABLOS ORTEGA, Ramón
PÉREZ BOLÍVAR, Antonio
PÉREZ FUNES, José Luis
PÉREZ PRADOS, Joaquín
PINEDA ROMERO, Manuel
PINEDA SIERRA, Manuel
PUERTAS GUTIÉRREZ. Manuel
PRIETO MUÑOZ, Ildefonso
RAMOS ESCOBAR, Manuel  Mª
REVELLES GUILLÉN, Luis
ROBLES ESCOBAR, Rafael
RODRÍGUEZ VÁZQUEZ, Antonio
ROMERO GARCÍA, José
RUBÍ PÁEZ, José M.
RUIZ GARRIDO, Antonio
RUIZ SIERRA, Arturo
SÁNCHEZ DÍAZ, Manuel
SÁNCHEZ LÓPEZ, Juan Manuel
TERRIENTE QUESADA, Francisco Javier
VALENZUELA ÁVILA, Rafael
VARGAS RIENDA, Manuel
VILLENA MOLINA, Salvador

HUELVA
BAENA DOMÍNGUEZ, Francisco de P.
JIMÉNEZ GÓMEZ, Luis
ROMERO VÁZQUEZ, Pedro
SÁNCHEZ RUIZ, Manuel
SEBEROL CABO, Fortunato
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TRAVE GONZÁLEZ, Gabriel 
VÁZQUEZ FERNÁNDEZ, Eduardo

JAÉN
BARRANCO CÁMARA, Tomás
BUENO CARRILLO, Enrique
CÁMARA DAMAS, Luis
CANTÓN RODRÍGUEZ, Andrés
CARRASCO MARTÍNEZ, Francisco
CEBALLOS ALACIOS, Gregorio
CUEVAS UCEDA, Juan 
DELGADO LÓPEZ, Francisco
DÍAZ BLASCO, Ramón
DIOS SÁNCHEZ, Genuario de 
ERENA ORTEGA, Alejandro
ESCRIBANO ERENA, Juan
ESPANTALEÓN PERALTA, Alfredo
FLORES TERUEL, Esteban 
FRESNO MUÑOZ, Antonio del 
GÁMEZ ZAMORA, Miguel Ángel
GÁMEZ ZAMORA, José  Luis
GARCÍA FRAMIL, Fernando F.
GONZÁLEZ FUENTES, Luis R.
IBÁÑEZ AGUILERA, Rafael
JIMÉNEZ DE LA ROSA, José
JUSTICIA CASTRO, Francisco
LÓPEZ ALMAZÁN, Juan
LÓPEZ GARCÍA, José 
LÓPEZ OLLA, Fernando
LÓPEZ VILLEGAS, Francisco 
LORITE GIMÉNEZ, Luis
LUQUE MURIEL, Rafael
MARTÍN MARÍN, Manuel 
MARTÍNEZ BARCELÓ, José
MARTÍNEZ ILLÁN, Bartolomé
MORALES CRESPO, Miguel 
MUÑOZ COBO, Miguel
MUÑOZ ESCOBAR, Antonio
NÚÑEZ ROLDÁN, Antonio
OCAÑA MARTÍNEZ, Diego 
ORTEGA PULIDO, José
PAMOS NAVAS, José 
PAMOS SERRANO, Manuel
PÁRRAGA CALAHORRO, Juan J.
PÁRRAGA MORENO, Antonio
PARTAL DAMAS, Antonio
PEREZ MARTÍNEZ, Eduardo
PUENTE RIVAS. Francisco Miguel
RAMÍREZ MORA, Rosario 
RODRÍGUEZ GARCÍA, Cayetano
ROLDÁN MARTÍNEZ, José María

RUIZ LARA, Francisco 
RUIZ LINARES, Francisco

MÁLAGA
ANDERICA FRÍAS, José Ramón
ARIZA REYES, José
BARRANQUERO BANERA, Félix 
BENÍTEZ RUFO, José
BERLANGA LOZANO, Juan
BERMÚDEZ BERMÚDEZ, José
BERMÚDEZ LÓPEZ, Salvador
BO GONZÁLEZ, Francisco 
BONILLA MARTÍN, Antonio
CABELLO AGUILERA, Antonio
CABRERA GODINO, Nazario
CAMAÑO GÓMEZ, Antonio 
CAMPO LÓPEZ, María del Pino
CARAVACA, José María
CARNEROS SÁEZ, José
CARRANZA HIDALGO, Luis Javier
CARRERA CORDERO, Juan
CARRERA LUQUE, José
CASAS MÉNDEZ, Elvira
CHAVES JIMÉNEZ, Antonio
CLARO FUENTES, Bernardo
CLAVENTE JURADO, Miguel
CORIAT BENMERGUI, José 
CROSSA BÉJAR, Rafael 
CUENCA LÓPEZ, José Ramón
CUETO LUCAS, Pedro
DOBLAS TRUJILLO, Miguel
DURÁN RUIZ, Juan 
DURÁN VARGAS, José
ESTANY PROFITOS, Ana
FALCÓN GARCÍA, Alonso
FÉLEZ GUERRA, José María
FERNÁNDEZ CERVANTES, Sebastián
FERNÁNDEZ GUILLÉN, Antonio
FERNÁNDEZ JIMÉNEZ, José María 
FERNÁNDEZ RAYA, Francisco 
FERNÁNDEZ VEGAS, Antonio 
FERNÁNDEZ SOTO, Gabriel
FUENTES CAÑAMERO, José 
GALISTEO PRIETO, Francisco Juan
GALISTEO PRIETO, José
GALLEGO VAQUERO, Manuel
GAMALLO ORTA, Rafael
GARCÍA DE LA CUEVA, José
GARCÍA DE LOS RÍOS, José Esteban
GARCÍA DÍAZ, Juan 
GARCÍA MANCEBO, Francisco 
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GARCÍA MARTÍN, Antonio
GARCÍA MARTÍN, José
GARCÍA ORTEGA, Francisco
GARCÍA RODRÍGUEZ, José
GARCÍA DOMÍNGUEZ, José 
GARCÍA RUIZ, Antonio
GARCÍA SÁNCHEZ, Domingo 
GARCÍA VIÑAS, Alfredo
GÓMEZ BERNAL, Enrique
GÓMEZ MILLÁN, Manuel 
GÓMEZ ROBLEDO, Ramón
GONZÁLEZ FLORES, Joaquín 
GONZÁLEZ RUIZ, José María
GONZÁLEZ SALDAÑA, Antonio R.
GRANADOS LÓPEZ, José 
GUERRERO RODRÍGUEZ, Salvador
GUTIÉRREZ CAMPOY, Juan
GUTIÉRREZ CAMPOY, José
HIDALGO GÓMEZ, Ignacio
HUMANES DÍAZ, Manuel 
IZQUIERDO BRONCANO, Juan José
JIMÉNEZ GARCÍA, Juan 
JIMÉNEZ MOLINA, Tomás
JUÁREZ MOTA, Antonio 
LAHOZ LEÓN, Miguel
LAURENTIS VÍLCHEZ, Nicolás de
LIROLA SAMPERE, Antonio
LLERA GUTIÉREZ, José Fernando
LÓPEZ CANO, Antonio Salvador
LÓPEZ FERNÁNDEZ, Manuel 
LÓPEZ SEDEÑO, Miguel 
LÓPEZ VERA, Guillermo
LOZANO ALCOBENDAS, Francisco
LUCENA PEÑA, Enrique
LUQUE FERNÁNDEZ, Antonio
LUQUE LÓPEZ, Antonio
LUQUE SÁNCHEZ, Antonio
MARÍN VILLALBA, Fernando
MÁRQUEZ MORENO, José
MARTÍN MESA, Antonio
MARTÍN ROMERO, José
MARTÍN YESPES, José
MARTÍNEZ GUERRERO, Antonio Eloy
MARTOS GUTIÉRREZ, Eduardo Enrique
MARTOS MARTÍNEZ, José
MEDINA GARCÍA, José Alfonso
MERCHÁN MERCHÁN, Antonio
MERCHÁN MERCHÁN, José
MISSÉ FERRÁN, Andrés
MONTERO BLANCO, Diego 

MONTES MARTÍNEZ, José Manuel
MONTERO ZAMBRANA, Francisco
MORALES GORDILLO, Andrés 
MORENO TORO, Francisco
MUÑOZ DÍAZ, José Luis
MUÑOZ NÚÑEZ, José
MUÑOZ VARGAS, Pedro
NOGUERA ALMODÓVAR, Benito
OCAÑA QUEVEDO, Juan
ORTEGA MORALES, Manuel
ORTIZ GASPAR, Manuel 
ORTIZ MARTÍNEZ, Rosa Esmeralda
ORTIZ ORTIZ, Francisco 
PALACIO AGUILAR, Josefina
PALADINI TURULLOLS, José Eduardo
PALMA SÁEZ, Carlos
PALOMO PARADAS, José 
PARDO GONZÁLEZ, Antonio
PÉREZ ANAYA, Cristóbal
PICO SANTANA, José
POZO AGUILAR, Antonio del 
POZO CORREDERA, Antonio del 
PRADO ÁLVAREZ, Leopoldo del 
QUIJADA CERRALVO, José Antonio
RAMÍREZ MARTÍN, Francisco 
RAMIRO PORRAS, José María
RECIO MOLERO, Salvador
RECIO MORENO, Salvador
REQUENA SANTIAGO, José Francisco
REYES ARIZA, José Francisco
REYES CONTRERAS, Eduardo
RÍO DISDIER, Juan Pablo del 
RÍOS CARBALLALL, José Antonio
RIVAS NARANJO, María
RIVERA DE LA TORRE, Mariano R.
RODRÍGUEZ BECERRA, Juan Antonio
RODRÍGUEZ GÁLVEZ, Rafael
RODRÍGUEZ LINARES, Manuel
ROMÁN ROSA, Juan
ROMERO MARTÍN, José
RUIZ BENÍTEZ, Manuel 
RUIZ MARÍN, Antonio
RUIZ MORENO, Antonio 
RUIZ MUÑOZ, Raimundo
SÁNCHEZ ALCARAZ, Miguel
SÁNCHEZ PACHECO, Juan José
SÁNCHEZ REDONDO, José
SÁNCHEZ SANTOS, José
SÁNCHEZ ZURERA, Moisés
SORIANO SOLANO, Manuel 
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TABOADA VARGAS, Francisco 
TAURONI ALONSO, José Manuel
TIMONET MARTÍN, José
TORE ALARCÓN, Teodoro
TORO FERNÁNDEZ, Francisco Javier
VALLEJOS AMORES, Salvador
VARGAS GONZÁLEZ, Leonardo 
VARGAS MONTIEL, Mariano
VÁZQUEZ CASTILLO, José
VEGAS GUTIÉRREZ, Felicidad
ZAMORANO ALCÁNTARA, José
ZOILO CASQUERO, José

SEVILLA
ACOSTA ORGE, Francisco
ADAME HENS, Manuel 
AGUDO MUÑOZ, Rafael
AGUILAR CARRASCO, Pilar S.
ALARCÓN CRUZ, José Carlos
ALBARRÁN CARMONA, Julián Enrique 
ALMOGUERA SALLENT, José A.
ARCE LUCIO, José Antonio
ARENAS ROSAMANTA, Antonio
ARENAS ROSAMANTA, José
ARROYO ARRAYAS, Luis Miguel
ÁVILA FONTALVA, José 
ÁVILA JIMÉNEZ, Antonio
ÁVILA RODRÍGUEZ, Julio
BAENA ABAD, Jaime
BAENA AIRES, Manuel 
BÁEZ CASTILLO, Luis
BAGLIETO GÓMEZ, Antonio 
BARCO SOLÍS, Manuel 
BARCO SOLLEIRO, Manuel
BARRERA ROMERO, Eduardo
BECERRIL LORA, Bartolomé
BLANCO GALÁN, Luis
BELLAMY CAMPANO, Gualterio
BELLIDO MORENO, José 
BENÍTEZ BERRAQUERO, Antonio
BERMÚDEZ NÚÑEZ, Ismael
BERNAL PÉREZ, Enrique 
BOCANEGRA MARTÍNEZ, Antonio M.
BOHÓRQUEZ SÁNCHEZ, Antonio
BOLLAIN TIENDA, Enrique
BORREGO BAUTISTA, Fernando
BUENO GARCÍA, Antonio
BUENO HINOJOSA, Rafael
BURGOS MILLÁN, Manuel
BUSTO ARAYA, Juan Luis
CABRERA DE LA COLINA, José Ramón

CALDERÓN NAVARRO, Juan 
CÁLIZ GÓMEZ, Antonio
CALZADO HURTADO DE ROJAS, Antonio
CAMACHO ACOSTA, María del Carmen
CAMACHO MARTÍNEZ, Antonio
CAMPO ZAPATA, Eduardo del
CAMPÓN QUINTANA, José
CAMPOS CAMPOS, Rafael
CANSINO MACÍAS, Eliécer
CARO JIMÉNEZ, Antonio 
CARO LÓPEZ, Bernardino 
CARRATALÁ MACÍAS, Rafael
CARRIQUE BERRAQUERO, Juan Antonio
CASÍN FERRERA, Manuel
CASTAÑEDA TINOCO, Manuel
CASTILLA GARCÍA, Miguel
CASTRO DONAIRE, José
CASTRO DURÁN. Dolores
CASTRO MEGÍAS, Francisco 
CERRO LÓPEZ, Francisco del
CHAMORRO PALOMO, Carlos 
CIFUENTES RODRÍGUEZ, Francisco
COLCHERO NARBONA, José Antonio
CONGREGADO CÓRDOBA, María Ángeles
CONGREGADO CÓRDOBA, Jesús 
CORONILLA CLIMACO, Antonio
CORRALES RODRÍGUEZ, Manuel 
CORREA CHARRO, Juan
CRUZ BORREGO, Manuel
CRUZ PINEDA, Juan A. de la
CUADRADO LAGARES, Daniel 
CUADRADO LAGARES, Francisco
CUADRO GONZÁLEZ, Antonio
CUMBRES JIMÉNEZ, José María
DAROCA ARGUELLO, Tomás
DELGADO GALLEGO, José María
DELGADO PÉREZ, Ignacio de Loyola
DÍAZ SUÁREZ, Domingo
DÍAZ TARDÍO, María del Carmen
DÍAZ TORRES, Ramón
DOMÍNGUEZ ABASCAL, Jaime Z.
DOMÍNGUEZ ABASCAL, Franciscode Asís
DURÁN BERMEJO, Cándido
DURÁN RUIZ, Antonio
ESCARRAZA PARRADO, José 
ESCOBAR BUENO, Juan Antonio
ESCOBAR MARTÍNEZ, José María
ESCUDER TORRES, Rafael
ESPADA GALÁN, José
ESPINOSA GONZÁLEZ, Antonio
ESQUIVEL MORA, Jorge



295

Alfonso Martínez Foronda La respuesta del Tribunal de Orden Público al crecimiento de la resistencia andaluza

FALCET MORA, Guillermo 
FERNÁNDEZ GÓMEZ, Jerónimo
FERNÁNDEZ REY, Sara María
FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, Manuel 
FERRÓN FERNÁNDEZ, José
FITO FERRERAS, Manuel 
FRÍAS HERNÁNDEZ, Miguel
GALÁN GARCÍA, Salvador 
GALLEGO FERNÁNDEZ, Antonio
GALVÁN ROJAS, Antonio
GAMERO DEL MORAL, María Rosa
GAMERO FLORES, Sebastián
GANDUL GÓMEZ, Antonio 
GARCÍA BALA, Eduardo
GARCÍA CALZADA, Antonio 
GARCÍA CANO, Antonio
GARCÍA CASTILLO, Florindo
GARCÍA CASTRO, Eladio
GARCÍA GARCÍA, Antonio José
GARCÍA VARA, Joaquín M.
GASCO NAVARRO, Alfredo
GASCO NAVARRO, Antonio
GASTÓN FERNÁNDEZ, Félix
GASTÓN FERNÁNDEZ, Miguel Isidro
GÓMEZ FERNÁNDEZ, Antonio
GÓMEZ FUENTES, Manuel 
GÓMEZ ROSSO, José María 
GONZÁLEZ CARBALLO, Juan A.
GONZÁLEZ DOMÍNGUEZ, Martín
GONZÁLEZ GIL, Antonio 
GONZÁLEZ MARTÍNEZ, Julio
GONZÁLEZ RODRÍGUEZ, José Luis
GONZÁLEZ SANTOS, Miguel
GONZÁLEZ TORTOLERO, Fernando
GONZALO MATEU, Manuel 
GRANADO QUINTANA, Ana
GROSSO GARCÍA, Maria del Carmen
GUARDADO LUCAS, Francisco
GUERRA CAMPOS, José Manuel
GUERRA GIL, Antonio
GUILLÉN MÁRQUEZ, Miguel 
GUILLÉN VÁZQUEZ, José Luis
GUINDA MARÍN, Álvaro
GUTIÉRREZ CHÍA, Salvador
GUTIÉRREZ GUILLÉN, José
GUTIÉRREZ RUIZ, Diego
GUZMÁN VÁZQUEZ, Manuel 
HERNÁNDEZ SÁNCHEZ, José 
HERRERA FERNÁNDEZ, Antonio
HOLGADO CALDERÓN, Juan
HORMIGO GONZÁLEZ, José

IGLESIAS RODRÍGUEZ, Antonio
JARAQUEMADA PÉREZ DE GUZMÁN, Inés
JASER ABDEL-KADER, Mahmud
JIMÉNEZ ACUÑA, Manuel
JIMÉNEZ ADAME, Juan Antonio 
JIMÉNEZ GARCÍA, José Luis
JIMÉNEZ HINOJOSA, Miguel
JIMÉNEZ RAMOS, Andrés
JIMÉNEZ RODRÍGUEZ, Antonio
JIMÉNEZ SEGURA, Ángel 
JIMÉNEZ VILLAR, Alfonso
JUAREZ CARRERO, Eloy
LAFUENTE LOZANO, Juan
LARA GARCÍA, Manuel R.
LEÓN FLORES, Antonio
LEÓN FLORES, Juan 
LEÓN PARDO DE TEJADA, Fernando
LIÑÁN RIVERA, Julio
LLAMAS RUIZ, Casimiro 
LOBILLO RÍOS, Francisco Javier
LÓPEZ ÁLVAREZ, Eduardo 
LÓPEZ CABAÑA, Luis 
LÓPEZ CABELLO, Francisco
LÓPEZ-CEPERO PÉREZ, José Luis
LÓPEZ MORA, Rafael
LÓPEZ MUÑOZ, Manuel
LÓPEZ PEREDA, Aquilino
LÓPEZ PRIETO, Manuel 
LÓPEZ RODRÍGUEZ, Fernando 
LÓPEZ SALGADO, Manuel
LÓPEZ SÁNCHEZ, Antonio
LÓPEZ SÁNCHEZ, Joaquín
LÓPEZ TORRES,  Manuel 
LUNA LUNA, Máximo
LUQUE RAMÍREZ, Rafael
MACHO RUIZ, José
MACHUCA LECHUGA, Fernando
MACÍAS SEDA, José
MAGRO ORTIZ, Francisco
MALDONADO DOMÍNGUEZ, Juan José
MANCHA RODRÍGUEZ, José Luis
MARAVER AGUILAR, David
MÁRMOL QUESADA, Manuel
MÁRQUEZ CLADERA, Sebastián T.
MÁRQUEZ HIDALGO, Francisco
MÁRQUEZ OJEDA, José Luis
MARTEL MARCOS, Ismael
MARTÍN CABRERA, Rafael
MARTÍN CALLEJA, Enrique
MARTÍN CARO, Sebastián
MARTÍN GARCÍA, Emilio
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MARTÍNEZ GUTIÉRREZ, Emilio
MARTÍNEZ RECIO, Ángel A.
MATEOS MEGÍAS, Maximino
MEDINA BELLIDO, Jesús
MEDINA MORENO, Joaquín
MELLADO TUBIO, José 
MÉNDEZ GARCÍA, Ángel
MENOR GARCÍA, José
MESA GARCÍA, Antonio
MONGE ORTIZ, José 
MONTERO LEÓN-SOTELO, Antonio
MONTES MUÑOZ, Alberto Jaime
MORENO ÁLVAREZ-OSORIO, Juan J.
MORENO AVELLANEDA, Florentino
MORENO GONZÁLEZ, Rafael
MORIEL RÍOS, José Manuel
MORILLAS RODRÍGUEZ, Antonio
MULA CARRERA, Antonio
MUÑIZ GARRIDO, Francisco
MUÑOZ DE RIVERA JIMÉNEZ, José
MUÑOZ GONZÁLEZ, Bernardo 
MUÑOZ HERNÁNDEZ, Estrella
MUÑOZ RODRÍGUEZ, Antonio
NARANJO TORRES, Antonio
NAVOZ SÁNCHEZ, Rafael
NEBOT OYANGUREN, Rafael E.
NIETO PASCUAL, Julián
NÚÑEZ ALCÓN, Francisco
NÚÑEZ CASTILLO, Luis
OLIVARES MARTÍN, Ricardo
OLIVEROS LÓPEZ, Ángel 
ORTEGA GUERRERO, Manuel 
ORTEGA ROMERO, Andrés
ORTEGA ZAMBRANA, José
ORTIZ VIZUETE, Manuel
OSUNA BLANCO, Juan Bautista
OSUNA BLANCO, Manuel 
PACHECO HERRERA, Manuel
PACHECO RUIZ, José
PÁEZ MARTÍN, Antonio
PÁEZ MELLADO, Alberto
PALACIOS RECIO, Juan 
PALOMO BLANCO, Francisco
PAREJO TRASIERRA, Cristóbal 
PAYÁN FLORES, José
PEREIRA GÓMEZ, José 
PÉREZ ALMERO,  María de las Nieves
PÉREZ EXPÓSITO, Alfredo
PÉREZ MÁLAGA, Manuel
PÉREZ NORTE, José
PÉREZ ROMERO, Francisco 

PÉREZ ROSADO, Nicolás
PERY SECO, Pedro
PINTADO SANJUAN, Elisabecht
PLANTÓN JIMÉNEZ, Antonio
PLAZA GÓMEZ, Juan
PONTI MORALES, Fernando
PORTA RODRÍGUEZ, Antonio 
PORTILLO CARMONA, Bartolomé
POZO SOUSA, Francisco 
PUJOL DE LA LLAVE, Emilio
PULIDO MATOS, Manuel 
PULIDO SEGURA, José
QUERO RUIZ, Antonio
QUINTANO CAMACHO, Vicente de Paul
RAMÍREZ CARMONA, Antonio Luis
RANGEL PÉREZ, José María
RECIO ARIAS, Pablo 
REYES BELLIDO, Manuel de los
REYES VÁZQUEZ, Manuel
RÍO CABALLERO, José María del 
RÍOS MIJET, Justo
RIVAS PERALEZ, Cecilia
RIVAS PÉREZ, José María
ROBLES HIDALGO, Enrique
RODRÍGUEZ CORDOBÉS, Juan
RODRÍGUEZ GARCÍA, Manuel
RODRÍGUEZ GÓMEZ, José María
RODRÍGUEZ GONZÁLEZ, Rafael
RODRÍGUEZ LARA, José
RODRÍGUEZ MARTÍN, Emilio
RODRÍGUEZ MARTÍN, Francisco
RODRÍGUEZ SÁNCHEZ, Ramón
RODRÍGUEZ TORIBIO, Francisco
ROJAS MARCOS DE LA VIESCA,
Alejandro
ROJAS MORENO, Antonio
ROLDÁN ALGABA, Manuel 
ROLDÁN ARJONA, Damián 
ROMEO CALERO, José María
ROMERO CAÑEDO, Cristóbal
ROMERO CLAVERO, Agustín
ROMERO DELGADO, Diego Julio
ROMERO QUINTANA, José 
ROMERO RODRÍGUEZ, Ángel
ROMERO SÁNCHEZ, Julián
ROVIRA BALLESTER, Plácido
RUBIO MORENO, Antonio
RUIZ CARABIA, Manuel
RUIZ CORPAS, Francisco
RUIZ GARCÍA, Francisco
RUIZ GARCÍA, José María
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RUIZ HERNÁNDEZ, Ricardo
RUVIRA AGUILAR, José Antonio
SABORIDO GALÁN, Eduardo
SAGRARIO GARCÍA, María Dolores
SALGUERO MARÍN, Agustín
SALGUEIRO MANTECÓN, José Enrique
SAMPER INFANTES, Jesús María
SÁNCHEZ GONZÁLEZ, Ramón 
SÁNCHEZ HERNICA, Antonio
SÁNCHEZ LEGRÁN, Francisco 
SÁNCHEZ LÓPEZ, Eugenio
SÁNCHEZ MATO, José
SANMARTÍN LEDESMA, Francisco 
SANTAMARÍA DOMÍNGUEZ, Antonio
SEGURA FERNÁNDEZ, Juan
SENRA BIEDMA, Emilio 
SENRA BIEDMA, Rafael 
SILLERO ROSILLO, José
SOLANO MARTÍNEZ, Antonio
SOTO MARTÍN, Fernando
SUÁREZ GONZÁLEZ, José Luis
SUÁREZ MEDINA, Cristóbal
SUÁREZ VARGAS, Luis
SURÍA LORENZO, Juan Manuel
TEJERA RODRÍGUEZ, Camilo

TEJERO GARCÍA, Luis
TIRADO PÉREZ, Francisco 
TOLEDANO CRESPO, Gonzalo
TORRES CID, José Luis
TORTOLERO NARVÁEZ, José Antonio
TROYANO PUEYO, Cecilia
TUTOR GRILLO, Antonio
VALENCIA RODRÍGUEZ, Juan Manuel
VALLE CARREÑO, Luis del
VARA LANCHARRO, Joaquín 
VÁZQUEZ CARMONA, José
VÁZQUEZ MEDEL, Manuel A.
VÁZQUEZ PÉREZ, Mari Carmen
VELASCO SÁNCHEZ, Francisco 
VELÁZQUEZ LÓPEZ, Enrique
VELÁZQUEZ SÁNCHEZ, Francisco
VÉLEZ NOGUERA, José Julio
VELOSO GALLEGO, Fernando
VIDAL LÓPEZ, Antonio
VILLAGRÁN BUSTILLO, Federico
VILLARÍN FERRETE, Manuel 
VITAR IGLESIAS, Antonio
ZAMBRANO CALDERÓN, Antonio
ZAMORA GARCÍA, Rafael 
ZOIDO NARANJO, Antonio F.
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ANEXO IV

Relación nominal de personas originarias de Andalucía enjuicia-
das fuera de la región (1964-1975) por provincias de procedencia

ALMERÍA
ALARCÓN ROBLES, José
ALBEROLA MARTÍNEZ, Mª de las Nieves
ALONSO MARTOS, Modesto
BUENO BENLLOCH, María Victoria
CANO HERRERÍAS, Manuel Ramón
CANO LÓPEZ, Niceto
CANO PADILLA, Antonio
CANTO GORDILLO, Juan
CANTOS BERLANGA, Blasa
CASAS CAZORLA, Antonio
CAZORLA MARTÍNEZ, Juan
CRUZ MARTÍNEZ, Tomás
CUESTA ROLDÁN, Dolores
DÍAZ VALVERDE, Manuel
GARCÍA MARTÍNEZ, Rafael
GARCÍA MARTÍNEZ, Encarnación
GARCÍA RUIZ, Gabriel A.
GÁSQUEZ RECHE, José Manuel
GUERRERO HERNÁNDEZ, Juan
HERNÁNDEZ GARCÍA, Emilia
JIMÉNEZ AVILÉS, José Antonio
LÓPEZ CAMACHO, Juan
LÓPEZ GARCÍA, Cristóbal E.
LÓPEZ TORRES, Manuel
MAESO ROMERO, Antonio
MARTÍN RUIZ, Francisco
MARTÍNEZ GONZÁLEZ, Rodrigo
MARTÍNEZ LORCA, Andrés

MARTÍNEZ MARTÍNEZ, Juan
MARTÍNEZ PANDO, Antonio
MENA CERVELLERA, Juan
MONTOYA PÉREZ, Antonio
MORENO MARTÍN, Felipe
MULLOR PÉREZ, Dolores
NAVARRO NAVARRO, Domingo 
OROZCO GALLARDO, Francisco
ORTA RODRÍGUEZ, Luis
PAGEO GARCÍA, Justo
PÉREZ GARCÍA,  Salvador
RODRÍGUEZ CLEMENTE, Rafael
ROZAS SERRANO, Ángel
RUIZ CORTÉS, José
SALINAS ALBEROLA, Miguel
SALMERÓN RUIZ, José
SERRALTA HERNÁNDEZ, Federico
SILES LUCAS, Guadalupe
SOLA LÓPEZ, Rafael

CÁDIZ
ALVAREZ CRUZ, Carlos
BARBA MANCHEÑO, Luis
BENAVIDES TORRES, Francisco
BENJUMEA MOLLEDA, Manuel  
CAYÓN GALLARDO, José Luis
DONADO BESTERRECHEA, Gabriel
GARCÍA MUÑOZ, Luis
KNORR BORRAS, José Luis
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LOBATÓN SÁNCHEZ, Francisco de A.
MARTÍNEZ CANDIAL, Maximiano
NIETO GALLARDO, Antonio
RAMÍREZ CAÑAS, Juan Jesús
RAMOS PÉREZ, Antonio
REGUERA CASTRO, Francisco
REGUERA CASTRO, Manuel
VERA DÍAZ, Domingo
ZAMORA OJEDA, Gilberto

CÓRDOBA
AGUILAR ALCARAZ, Juan 
AGUILAR HIDALGO, José
AGUILERA DELGADO, Miguel
ALBA HIDALGO, Ramón
ALBURQUERQUE LLORENS, Francisco 
ALCAIDE JIMÉNEZ, Juan
ALFARO RUIZ, Antonio
ALGARRADA JIMÉNEZ, José
ALORS CARMONA, Manuel
ANDRÉS RAMOS, Julián
ARMENTA ESPEJO, Manuel
AVILÉS SÁNCHEZ, Mª Dolores
BARBERO DE LA TORRE, Juan
BENAVIDES BENÍTEZ, José I.
BÉRCHEZ GÓMEZ, Joaquín C.
CABALLERO SÁNCHEZ, Abraham
CELERO CALVO, Antonio
CALVO RUIZ, Manuel
CAPILLA GONZÁLEZ, Ángel
CARMONA ORTEGA, Pablo
CASADO ROMERO, Félix R.
CASTILLO LÓPEZ, Serafín
CEBRIÁN MEDINA, Francisco
CÍVICO GARRIDO, Diego
COBOS MOYA, Francisca
COLLADO BENÍTEZ, Francisco
CÓRDOBA PÉREZ, Tomás
COSANO ROMERO, Juan
CRESPO LAJARA, Juan
DELGADO CASTELLANO, Lucio 
DOMÍNGUEZ RUIZ, Antonio
DUEÑAS GERÓNIMO, Pedro
DURÁN SANTAMARÍA, José
DURÁN VELASCO, Juan
ESCAMILLA CANTERERO, Juan Manuel
FERNÁNDEZ RANCHAL, Antonio L.
FERNÁNDEZ RUIZ, Petra
GARCÍA MURILLO, Vicente
GARCÍA NIETO, Antonio
GARCÍA SÁNCHEZ, Antonio

GARRIDO SANTIAGO, Jesús
GINÉZ PASCUAL JIMÉNEZ, Carlos
GÓMEZ RODRÍGUEZ, Antonio
GÓMEZ SÁNCHEZ, Antonio
GONZÁLEZ GARCÍA, Felipe
GONZÁLEZ GARCÍA, Francisco
GONZÁLEZ MERINO, Antonio
GONZÁLEZ RODRÍGUEZ, Antonio
HERNÁNDEZ MÉRIDA, Juan
HERNANDO SÁNCHEZ, José
HORRILLO ROMERO, Alfonso
IBARRA MORALES, Miguel
INFANTES LUJÁN, José 
JURADO AMIL, José 
JURADO ARJONA, Antonio
LÓPEZ POYATO, José Manuel
LUQUE SANTOS, Ángel
MÁRQUEZ TENA, Gabriel
MARTÍNEZ CÓRDOBA, Antonio M.
MEDINA PRECIOSO, Juan Ramón
MENGÍBAR MUÑOZ, Rafael
MENOR LUQUE, Gaspar
MOHEDANO CÁCERES, José María
MONTALBÁN GÁMEZ, Francisco
MONTALBÁN GÁMEZ, Juan
MONTENEGRO BORREGO, Juan
MONTES BONILLA, José
MUÑOZ JORDÁN, José
PÁEZ CASTILLO, Juan
PEÑA ROMO, Francisco
PINO ROMERO, Alfonso
PIÑERO AGUIRE, Rafael
POLAINA AGUADO, Juan 
QUINTANA PEREIRA, Juan M.
RAMOS TEBA, Jesús
ROJANO RUIZ, José María
ROMERA RODRÍGUEZ, José
ROMERO MORENO, Juan G.
RUIZ ARCOS, José
RUIZ GARCÍA, Pedro
RUIZ PÉREZ, Rafael 
RUZ NIETO, Manuel
SOTO ALIAS, Rogelio
TEJERAS DORADO, José María
TEJERO YAMUZA, Rafael 
TOLEDANO OSUNA, Sebastián
URBANO BERMÚDEZ, David
URBANO RAMÍREZ, Antonio
URBANO RAMÍREZ, Dolores
VALDÉS DE LA COLINA, Ramón
VELASCO DELGADO, Amador
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VELASCO PÉREZ, Teófilo
VENTURA LOSADA, Francisco

GRANADA
ALCALDE RUIZ, Juan
ANDÚJAR GARCÍA, Antonia G.
APARICIO CRUZ, Juan Antonio
BEDMAR LEÓN, Apolonio
BORRAS MEDINA, José
BULLEJOS DE LA HIGUERA, Juan
CABALLERO SEGOVIA, José A.
CABELLO PAREDES, Antonio
CAMPO PRETEL, Antonio del
CAÑETE RODRÍGUEZ, Antonio
CASTILLA MARTÍN, Juan A.
COBO ILLESCAS, Miguel
COLODRÓN GÓMEZ, Fernando E.
COLODRÓN GÓMEZ, José Luis
CORRAL MARTÍNEZ, Manuel
CORRAL NUÑO, Luis
CORREA GARCÍA, Joaquín
DIEGO HERNÁNDEZ, Juan
DOMENE LÓPEZ, Ángel
ECHEVARRÍA RUIZ, Pedro
FERNÁNDEZ HEREDIA, Francisco José
FERNÁNDEZ JIMÉNEZ, José
FERNÁNDEZ JIMÉNEZ, Ramón
FERNÁNDEZ MEDINA, Manuel
FERNÁNDEZ MONTESINOS GARCÍA, Manuel
GARCÍA DEL CORRAL, Martiniano
GARCÍA FERNÁNDEZ, Eugenio
GARCÍA GARCÍA, Manuel 
GONZÁLEZ PASQUAU, Luis
GUILL MORALES, Francisco
HERNÁNDEZ FERNÁNDEZ, Cayetano
HERNÁNDEZ PRAENA, Antonio 
HUERTAS RODRÍGUEZ, Enrique
JARAMILLO CONTRERAS, Ignacio
JIMÉNEZ DE PARGA CABRERA, Carlos L.
JUSTICIA ROBLES, Juan 
LEÓN GARCÍA, Antonio
LÓPEZ BULLA, José Luis
LÓPEZ ROBLES, Manuel
LÓPEZ RODRÍGUEZ, Manuel 
LUNA CASTELLANOS, Antonio
MARTÍN CORREA, Eduardo
MARTÍN MORENO, Antonio
MARTÍNEZ CAÑADAS. Francisco
MARTÍNEZ DELGADO, Antonio
MARTÍNEZ DÍAZ, Pedro L.
MARTÍNEZ GARRIDO, Espíritu Santo

MARTÍNEZ MALLORQUÍN, Carmen
MARTÍNEZ OJEDA, Andrés
MARTÍNEZ RODRÍGUEZ, Manuel 
MAZA MARTÍNEZ, Manuel 
MOLINA CABRERIZO, Antonio Ramón
MOLINA VARÓN, Torcuato C.
MORALEDA MARTÍNEZ, José 
MORALES FUENTE, Antonio
MORANTE MARÍN, Manuel
MORANTE SOLER, Emilio 
MORENO BARROSO, Antonio
MORENO CARMONA, Mª Carmen
MUÑOZ SÁNCHEZ, Antonio F.
MUÑOZ UTRILLA, Antonio
MURCIA RODRÍGUEZ, Juan José
NAVAS RÍOS, Ana
OCAÑA VALVERDE, Rafael
OLMOS BRAVO, Enrique
PADIAL MARTÍN, Miguel
PADILLA CABALLERO, Antonio
PALMA LÓPEZ, José
PÉREZ DE LA RICA, Antonio
PÉREZ GARCÍA, Torcuato
PÉREZ RUIZ, Ignacio
PÉREZ VERA, Manuel A.
PINILLA GARCÍA, Francisca
PLAZA ANDÚJAR, Miguel
PRAENA VALENZUELA, Manuel 
PRETEL JIMÉNEZ, Emilio
QUESADA GALLARDO, Francisco
QUESADA URBANO, Manuel
QUIJADA PÉREZ, Antonio 
REGA TORRES, Fernando
REYES JIMÉNEZ, Antonio
RODRÍGUEZ GALEOTE, Federico M.
RODRÍGUEZ MARTÍN, José
RODRÍGUEZ PAJARES, José G.
ROJAS ARROYO, Rafael
RUBIO WILLEN, Andrés S.
RUIZ LÓPEZ, Antonio
RUIZ LÓPEZ, José Antonio
RUIZ MARTÍNEZ, Manuel 
RUIZ MILLÁN, Andrés
RUIZ RODRÍGUEZ, José
RULL FERNÁNDEZ, Felipe
SALCEDO ARIAS, Francisco
SÁNCHEZ DÍAZ,  Manuel
SÁNCHEZ FERNÁNDEZ, Juan de Dios
SÁNCHEZ LÓPEZ, José
SÁNCHEZ PORCEL, Juan 
SÁNCHEZ VÍLCHEZ, Francisco José
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VACA ESPINOSA, Joaquín 
VALDIVIESO ÁLVAREZ, Juan Ignacio
VALENZUELA ÁVILA, Rafael
VALLE ROMERO, Manuel
VERA GÓMEZ, Juan
YUSTE GARCÍA, Angustias
ZAPATA PÉREZ, Juan

HUELVA
ARRASTIA MORENO, José Luis
ATAHONA ATAHONA, Lorenzo
BERMEJO PEREA, Antonio
CAMACHO VELASCO, Rafael
CRUZÁN MORANO, Jesús María
DELCÁN CABRANES, Juan 
DELGADO FLORES, Nicolás
DÍAZ MIRANDA, Emilio
GARCÍA CORONA, Antonio
GARCÍA DOMÍNGUEZ, Manuel
GÓMEZ BARRERO, María Josefa
GÓMEZ DURÁN, Juan Manuel
GONZÁLEZ SANTOS, Juan
HERRERA INFANTE, Manuel
MARTÍNEZ SERRANO, Ginés
MARTÍNEZ VÁZQUEZ, Juan
MUÑOZ MOYA, Miguel A.
PÉREZ OLIVA, Juan Manuel
PINEDA RASCO, Miguel
RODRÍGUEZ CARRASCO, Antonia
RODRÍGUEZ MUÑOZ, Manuel
ROMÁN LÓPEZ. Rafael 
SILVA PÉREZ, Antonio

JAÉN
ÁLVEZ GARCÍA, Eufrasia
ARANDA BARAJAS, Pedro
BALBÍN RODRÍGUEZ, Pedro
BERJA CORTIJO, Rafael
CABRERO VÍLCHEZ, Pedro
CARMONA AMADOR, Sebastián
CARRILLO DELGADO, Francisco 
CASAS JIMÉNEZ, Juan Mª
CHICA SOLER, Vicente
CHICO GALIANO, Francisca
CEBRIÁN MARTÍNEZ, Mª Juana
COMÍN MARTÍNEZ, Alfonso
CRUZ MARTÍNEZ, Felipe
DAMAS HELICHE, Bienvenido
DÍAZ CRUZ, José Mª
ESTEPA MÁRQUEZ, Horacio
ESTEPA MERINO, Horacio

FERNÁNDEZ GARCÍA, Purificación 
FRANCÉS NAVARRETE, Juan
GALINDO GONZÁLEZ, Miguel
GÁMEZ GÁMEZ, Luis
GARCÍA ALGUACIL. Antonio
GARCÍA ARQUILLO, Antonio
GARCÍA DE LA TORRE, Catalina
GARCÍA GALIANA, José A.
GARCÍA GARCÍA, Manuel 
GARCÍA LORITE, Francisca
GARCÍA RUIZ, Pedro
GARCÍA ZAMORA, Francisco 
GIMÉNEZ CASTILLO, Antonio
GÓMEZ RAMBAUD, Carlos
GONZÁLEZ RAMÍREZ, Ramón
GUERRERO ESCOBIAS, Juan 
HERNÁNDEZ DÍAZ, Julián
HERRERA JIMÉNEZ, Fernando
HERREROS SORIA, Sergio
INIESTA GARCÍA, Carlos
JIMÉNEZ FERNÁNDEZ, José 
LARA MEDEL, Baltasar
LARA REYES, Eduardo
LARREN LÓPEZ, Esperanza
LENDÍNEZ FERNÁNDEZ, Lucas
LINARES RISQUE, Manuel J.
LÓPEZ JAÉN, Juan
LÓPEZ LÓPEZ, Jacinto 
LÓPEZ MUÑOZ, Juan
LUQUE GIRÓN, Pedro Luis
MARTÍN RUEDA, Manuel
MARTÍNEZ AGUILAR, Juan José
MARTÍNEZ BUENDÍA, Luis
MARTÍNEZ ESPEJO, José
MARTÍNEZ FERNÁNDEZ, Vicente
MONTESINOS BRIONES, Francisco
MONTIJANO RODRÍGUEZ, Juan 
MONTORO VALENZUELA, Juan
MORAL ZAFRA, Francisco
MORENO CARRILLO, Bernardo L.
MORENO MERELO, José Luis
MUÑOZ PRADAS, Antonio
MUÑOZ RUIZ, José
NAVARRO RICO, Diego
ORTIZ SÁNCHEZ, Juan
PASTOR GALLEGO, Nicolás
PEÑA MARÍN, Rafael
PEREA MUÑOZ, José 
PÉREZ MARTÍNEZ, Andrés A.
PINILLA MARCHAL, Teodoro
PORTILLO CARMONA, Bartolomé
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QUESADA CAÑIZARES, Lucas
QUESADA GARCÍA, José
RAMOS MOLINA, Miguel 
RODRÍGUEZ MARTÍNEZ, Juan M.
ROMERO ARANDA, Juan
ROMERO GATA, Agustín
ROMERO HUERTES, Manuel
ROMERO ROBLEDILLO, Jesús
ROMERO YERA, Catalina
ROS GARCÍA, Pedro
RUEDA MEDINA, Francisco
RUIZ GRIMA, Andrés
SÁNCHEZ MENDIETA. Rafael
SANTIAGO ASENSIOS, Manuel
SANTOS MARTÍNEZ, Pablo
SEGURA GÁMEZ, Ramón
SEGURA QUESADA, Crescencio 
SORIANO GARCÍA, Enrique
TORIBIO ESCALONA, Melanio
VERA JIMÉNEZ, Francisco 
VERGARA MENA, José 
VILAR SÁNCHEZ, José
VÍLCHEZ RAMÍREZ, José
VILLANUEVA MARÍN, Esteban
VIRUEGA GARCÍA, José A.
ZAMORA ROMERA, Francisco
ZOYO PÉREZ, Rafael

MÁLAGA
AGUAYO DEL MORAL, Juan A.
ÁGUILA TORRES, Juan José del
AGUILAR MORILLO, Francisco 
ARCAS CALDERÓN, Modesto
BANDERA LLORENTE, Francisco 
BANDERA SOLANO, Pedro A.
BERNAL LÓPEZ, José 
BORNEMANN GÁLVEZ, Catalina
CABELLO LUQUE, Miguel
CALLE MANSILLA, Francisco
CANTOS BERLANGA, Blasa
CASTILLO LÓPEZ, Miguel
CEBRIÁN NAVAS, José
DAMIANO GONZÁLEZ, Cipriano
DÍAZ SANTIAGO, Jorge
ESPAÑA MARTÍN, Juan Ramón
ESTEBAN RUEDA, Juan Antonio
FERNÁNDEZ ROJA, Juan 
GARCÍA ARRABAL, José
GARCÍA GARCÍA, Tomás
GODOY PINO, Antonio
GÓMEZ HIDALGO, Manuel 

GÓMEZ ORTIZ, Juan María
GÓMEZ SANTANDER, Antonio L.
GONZÁLEZ ROMERO, Eusebio
GUILLÉN REPISO, María Dolores
HERRERA LUNA, Francisco
JAIME VILLANUEVA, Ramón
JIMÉNEZ GALLARDO, Josefa María
JIMÉNEZ GÓMEZ, Francisco
JIMÉNEZ RUIZ, José
JIMÉNEZ TORREBLANCA, Pedro
LARA ARANDA, José
LÓPEZ DOBLAS, Ildefonso
LUQUE GARCÍA, Manuel 
MÁRQUEZ FERNÁNDEZ, Dolores
MARTÍN DÍAZ, Manuel
MARTÍN RODRÍGUEZ, Agustín
MARTOS AMORES, Manuel
MENA MARTÍN, Juan
MORALES ACERO, José
MUÑOZ CARRILLO, Francisco 
MUÑOZ LLAMAS, Jesús
MURILLO ANAYA, Patrocinio
OLET MARTÍNEZ, Rafael
ORIHUELA HERRERO, Sebastián
ORTIZ NUEVO, José Luis
PADILLA BUSTOS, Carmen
PAREJO LINARES, Andrés
PEREÑA GARCÍA, Francisco
PRADOS AGUILAR, Carmen
RAMOS ESPEJO, Raimundo 
REQUENA CEREZO, Antonio
RODRÍGUEZ BALMIZA, Manuel
SÁNCHEZ GARRIDO, Rafael V.
SÁNCHEZ MARÍN, Manuel 
SÁNCHEZ RAMOS, Celestino A.
TOBAL GUERRERO, Miguel
VALDENEBRO HARILLO, Juan

SEVILLA
ALONSO RODRÍGUEZ, José A.
ARIAS DE REINA MARTÍNEZ, Francisco
BALADRÓN ROSENDO, Juan 
BARRAGÁN RIOJA, José A.
BENÍTEZ GRANDE CABALLERO, 
Laureano
BERNAL IGLESIAS, José
BERNAL RICO, Manuel
CORTÉS CASA, Manuel 
FERNÁNDEZ GALLARDO, Bartolomé
FERNÁNDEZ JAIME, Juan A.
FERNÁNDEZ POSTIGO, Francisco
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FERNÁNDEZ SAN MARTÍN, Ernesto
FLORES FERNÁNDEZ, Fernando
FRANCO FARIÑA, Fermín
GARCÍA GONZÁLEZ, Antonio
GARCÍA JIMÉNEZ, Emilio
GARCÍA SAN EUFRASIO, Valentín
GONZÁLEZ MONTERO, Manuel
HERMOSÍN BONO, Francisca
LEDESMA AGUILAR, Rafael
LEÓN TORRES, José Luis
LIÑÁN MUÑOZ, Francisco
LLORENTE VÁZQUEZ, Francisco
LÓPEZ CORDÓN CAMACHO, José A.
LÓPEZ GUTIÉRREZ, José
LOZANO RODRÍGUEZ, Francisco
MARTÍN DE HIJAS DÍEZ, Alberto
MORENO GALVÁN, José María
MORENTE FERNÁNDEZ, Antonio
MORÓN FERNÁNDEZ, Miguel
MUÑOZ MARTÍNEZ, José María 
MUÑOZ MORILLA, Francisco
MUÑOZ RUEDA, Ramón
MURIANA GAJETE, Tomás
OTERINO RODRÍGUEZ, Santiago

PASCUAL MOGUEL, Rosario
PEÑA HERRERA, Rafael
PÉREZ GARCÍA, Ana
PÉREZ OCAÑA, Jesús
PLIEGO GRACIANO, Francisco
PUERTO OTERO, Francisco
QUESADA RODRÍGUEZ, José 
QUINTANA PÉREZ, Antonio
RAMÍREZ BOLAÑOS, Juan 
RASILLA SÁNCHEZ-ARJONA, Luis A.
RIOFRÍO VIÑALS, Mª Carmen
RIVA ZAMBRANO, José María
RIVERA JIMÉNEZ, Manuel
RIVERO LÓPEZ, Florentino
RODRÍGUEZ ESCOBAR, José 
RODRÍGUEZ MESAS, Jesús María
RODRÍGUEZ MUÑOZ, María Modesta
ROJAS MÉNDEZ, Antonio
ROJAS MORALES, Antonio
ROLDÁN LÓPEZ, Juan Die
SÁNCHEZ GONZÁLEZ, Mari Paz
SÁNCHEZ IGLESIAS, Vicente
SERRANO GARCÍA, María Dolores
VELÁZQUEZ LÓPEZ, Francisco Javier
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Jiménez Torreblanca, Pedro, 303
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Juárez Mota, Antonio, 293
Jurado Amil, José, 300
Jurado Arjona, Antonio, 300
Jurado Arjona, Manuel, 289
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Lirias Hernández, Vicente, 271
Lirola Sampere, Antonio, 115, 216, 293
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Martínez Recio, Ángel A., 296
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Oliveros López, Ángel, 80, 91, 296
Olmos Bravo, Enrique, 301
Olmos Pelenzuela, Esteban, 262, 291
Orihuela Herrero, Sebastián, 303
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Ortega Guerrero, Manuel, 153, 154, 156, 296
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Ortega Romero, Andrés, 296
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Peña López, Manuel, 271
Peña Marín, Rafael, 302
Peña Romo, Francisco, 300
Peñalver, Patricio, 86
Perea España, José María, 59, 290 



320

Perea Muñoz, José, 302
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Pérez Funes, José Luis, 204, 291
Pérez García, Ana, 304
Pérez García, José, 274
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Ramírez Cacheiro, José, 274
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